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2 ASISTENCIA

Diputados Presentes
Bloque
Departamento

ALBÓNICO, Mónica
PS
Iriondo

ARANDA, Lucrecia Beatriz
PS
Rosario

BARRERA, Edmundo Carlos
PJ
La Capital

BENAS, Verónica Claudia
ARI
Rosario

BENÍTEZ, Miriam Isabel
PPS
Rosario

BONFATTI, Antonio Juan
PS
Rosario

BRIGNONI, Marcelo
EDE
Rosario

CASTELLANI, Carlos Alberto
UCD
Rosario

CECCHI, Alfredo Luis
PS
General López

COSTA, María Celia
PJ
La Capital

CURA, Jorge Alfredo
PJ
La Capital

DALLA FONTANA, Ariel Raúl
PJ
La Capital

DEHESA, Roberto
PJ
General López

ESQUIVEL, Mario César
PJ
La Capital

GASTALDI, Marcelo Luis
PJ
Rosario

GUTIÉRREZ, Alicia Verónica
ARI
Rosario

JULLIER, Héctor Eduardo
PDP
Las Colonias

KILIBARDA, Danilo Héctor
PJ
La Capital

LACAVA, Mario Alfredo
PJ
La Capital

LAGNA, Jorge Alberto
PJ
General López

LAMBERTO, Raúl A.
PS
Rosario

LIBERATI, Sergio
PS
Rosario

MARCUCCI, Hugo María
UCR
La Capital

MASCHERONI, Santiago
UCR
La Capital

MEOTTO, Liliana Graciela
PJ
Rosario

MILLET, Juan Carlos
UCR
Rosario

MIRABELLA, Roberto
PJ
Castellanos

PEIRONE, Ricardo
PJ
Castellanos

PERALTA, Mónica Cecilia
BER
Rosario

PESARESI, Julia Alejandra
PJ
9 de Julio

PEZZ, Federico Gustavo
UCR
General Obligado

PIVIDORI, José Francisco
PJ
General Obligado

QÜESTA, Daniela Susana
BER
La Capital

REAL, Gabriel Edgardo
PD-P
General López

REUTEMANN, Roberto Federico
PJ
La Capital

REYNOSO, Ricardo Abel
PPS
Rosario

RIESTRA, Antonio Sabino
ARI
La Capital

RITTER, Oscar Raúl
UCR
Las Colonias

SÁNCHEZ, Francisca
PJ
San Javier

SCATAGLINI, Marcelo Darío
PJ
La Capital

STANOEVICH, María Rosa
PJ
Rosario

STRADA, Aldo Ricardo
ARI
Rosario

TIBALDO, Claudio Mario
PJ
La Capital

TOMEI, Mónica Alicia
UCR
Rosario

URRUTY, Oscar
PPS
Rosario

VÁZQUEZ, José María
PJ
La Capital

VENESIA, Laura Mercedes
PJ
Rosario

Diputados Ausentes
Bloque
Departamento

BAUDÍN, Juana Aurora
PS
General Obligado

CAVUTO, Adriana
PJ
La Capital

MAGUID, Alberto Emilio
PJ
La Capital

 Referencias: ARI: Afirmación para una República Igualitaria – BEDE: Bloque Encuentro por la Democracia y la Equidad – BER: Bloque Encuentro Radical – PDP: Partido Demócrata Progresista – PJ: Partido Justicialista – PPS: Partido para el Progreso Social – PS: Partido Socialista – UCD: Unión del Centro Democrático – UCR: Unión Cívica Radical

3 APERTURA DE LA SESIÓN

En la ciudad de Santa Fe, a las 15 y 30 del 30 de noviembre de 2005, se reúne la Cámara de Diputados de la Provincia en la 1ª Sesión Extraordinaria del 123º Período Legislativo.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se pasará lista de los diputados presentes.

–
Así se hace.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con la presencia de 47 señores diputados declaro abierta la sesión.

–
Se encuentran ausentes los señores diputados Baudín, Cavuto y Maguid.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Invito a los señores diputados Antonio Riestra y Francisca Sánchez a acercarse al mástil del recinto para izar la Bandera Nacional.

–
Así se hace. Aplausos.

4 APARTAMIENTO DEL REGLAMENTO

4.1 Reconocimiento y homenaje a Amílcar Oreste Brusa

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Conforme con lo resuelto en la Comisión de Labor Parlamentaria, pongo a consideración del Cuerpo un apartamiento del Reglamento a los efectos de brindar el reconocimiento y homenaje a don Amílcar Oreste Brusa en la sesión del día de la fecha.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura a la resolución sancionada en fecha 15 de setiembre del corriente año por la cual se dispone efectuar este reconocimiento.

–
Se lee:

la Cámara de Diputados de la provincia

resuelve:

Artículo 1º.- Reconocer al señor Amílcar Oreste Brusa, en su condición de profesional ejemplar por su capacidad ampliamente demostrada en una prolífica y dilatada trayectoria.

Artículo 2º.- Disponer la entrega de una distinción en tal carácter, en nombre de la Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe.

Artículo 3º.- Facultar a la Presidencia de esta Cámara para fijar la fecha de realización de una sesión especial de homenaje al señor Amílcar Oreste Brusa, en reconocimiento al trabajo desarrollado durante muchos años y que continúa en la actualidad.

Artículo 4º.- Comunicar esta resolución a la Secretaría de Deportes de la Provincia de Santa Fe y a los medios de comunicación.

Sala de Sesiones, 15 de setiembre de 2005

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Invitamos al señor Amílcar Oreste Brusa a ingresar al recinto.

· El señor Amílcar Oreste Brusa ingresa al recinto. Aplausos.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Tiene la palabra señor diputado Cura.

SR. CURA EÍ "PJ CURA, Jorge" .– Pido la palabra.


Don Amílcar Oreste Brusa, nacido en la localidad de Marcelino Escalada, Provincia de Santa Fe, el 23 de octubre de 1922. Estamos hoy rindiendo un justo y merecido homenaje a don Amílcar Oreste Brusa en su condición de profesional ejemplar, por su capacidad ampliamente demostrada en una rica y dilatada trayectoria, motivo de orgullo, admiración y respeto por parte de todos los habitantes de esta Provincia, el país y el mundo.


Encontrarlo con sus jóvenes 83 años en actividad, como entrenador y asesor boxístico, planificando encuentros deportivos, con pupilos a su cargo, es un ejemplo de perseverancia, contracción al trabajo y capacidad para todos nosotros y los jóvenes en especial.


Haber llevado al recordado y admirado púgil Carlos Monzón al mayor logro deportivo, a campeón mundial invicto, lo ubicó como uno de los preparadores de mayor prestigio en el mundo.


Podemos mencionar, a título ilustrativo, el logro en su carrera de trece títulos mundiales: Carlos Monzón, Miguel Angel Cuello, Francisco Quiróz, Antonio Esparragoza, Rafael Pineda, Miguel Lora, Sugar Baby Rojas, Tomás Molinares, Luis Mendoza, Francisco Tejedor, Juan Domingo Córdoba, Jorge Rodrigo “la Hiena” Barrios y Carlos Hernández.


Logró, además, seis campeonatos argentinos profesionales, un campeonato sudamericano, seis campeonatos latinoamericanos y catorce campeonatos argentinos en el campo amateur.


Injustamente debió continuar su exitosa carrera en el exterior, donde su innegable capacidad le granjeó un prestigio y reconocimiento a nivel mundial. Cuando se alejó del país se radicó en Caracas (Venezuela), Miami y Los Angeles (Estados Unidos) y también en Barranquilla (Colombia). Además de Carlos Monzón (su mejor alumno) don Amílcar contó, entre sus pupilos iniciales, a José Lemos, Roberto Chetta, Santiago Miranda, Oscar Ayala, Marcial Franco, Pedro Coria, Hugo Bideyrán, Adolfo Robledo, Ceferino Morales, Norberto Cabrera, Jacinto Fernández y Daniel González, entre otros.


Cada vez que retorna a su ciudad, Santa Fe, es motivo de orgullo y satisfacción para todos nosotros verlo caminar sus calles recibiendo constantes muestras de afecto y cariño por parte de su gente.


En el año 1990 fue distinguido por la Asociación Mundial de Boxeo quien lo proclamó “Entrenador del Año”, algo totalmente merecido.


Con gran sabiduría supo armonizar la actividad profesional con una vida de relación familiar plena que siempre priorizó.


En nombre de todos quienes tanto lo admiramos, queremos y respetamos, reciba este afectuoso homenaje y nuestro eterno agradecimiento por toda una vida de trabajo, sacrificios y logros que son motivo de orgullo para todos nosotros. Gracias.

–
Aplausos.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura a las adhesiones recibidas.

–
Se lee:

Al Señor Presidente 

de la Cámara de Diputados 

de la Provincia de Santa Fe

Dr. Edmundo Barrera



Tengo el agrado de dirigirme a usted, en relación con la invitación que tuviera la gentileza de enviarme, para asistir a la Sesión Especial en reconocimiento al Sr. Amílcar Brusa.



Lamentablemente, compromisos ineludibles asumidos con anterioridad me impiden acompañarlos en tan grata ocasión.



Asistirá en mi representación el Sr. Subsecretario de Deportes, Diego Degano.



Aprovecho la oportunidad para hacerle llegar mi agradecimiento por la invitación recibida y un cordial saludo.



Atentamente.

Ing. Jorge Alberto Obeid (Gobernador de la Provincia de Santa Fe)

Santa Fe, 30 de noviembre de 2005. 

Al Señor Presidente

H. Cámara de Diputados

Doctor D. Edmundo Carlos Barrera



La Vicegobernadora de la Provincia de Santa Fe, Arq. María Eugenia Bielsa, agradece la invitación cursada para participar de la Sesión Especial que se realizará en reconocimiento al señor Amílcar Oreste Brusa, destacando de esta manera su condición de profesional ejemplar, demostrada a través de su amplia trayectoria. Asimismo, ofrece sus disculpas por este medio ante su imposibilidad de estar presente, debido a la necesidad de cumplir con compromisos confirmados que requieren de su presencia en la ciudad de Rosario.



Por otro lado, desea expresar que comparte la concreción del merecido reconocimiento. 



Atentamente.

Arq. María Eugenia Bielsa (Vicegobernadora de la Provincia de Santa Fe)

SR. SECRETARIO (Giuliano).– Se encuentran presentes: en representación del Intendente de la ciudad de Santa Fe, el CPN Ricardo Saravia, Subsecretario de la Producción; el Subsecretario de Deportes de la Provincia, Diego Walter Degano; y en representación de la Secretaría de Promoción Comunitaria de la Municipalidad de Santa Fe, el Profesor Carlos Ferrero.


A continuación, el señor presidente del Cuerpo, acompañado por los señores presidentes de bloque, hará entrega de una distinción al homenajeado, en nombre de la Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe.

· Así se hace. Aplausos.

SR. BRUSA EÍ "BRUSA, Amílcar" .– Bueno, no me queda más que decir que esta actitud de ustedes es por demás generosa, me llena, por supuesto, de emoción, es muy difícil disimularlo. Pero también tengo la obligación de decir en este homenaje que me hacen, que hay mucha gente que me ayudó. Por ejemplo, tuve compañeros en el gimnasio como Guillermo, como Helguero, como Cabrera, como el profesor Artucio, y mucha gente me permitió desarrollar la tarea con elevado conocimiento como mis ayudantes.


Además, de Santa Fe yo puedo jurar, no por la Patria ni por Dios ni por los Santos Evangelios, yo si juro, juro por mi Santa Fe, porque aquí vivo, aquí tengo los recuerdos más grandes, de mi infancia, de… lo que me dolió más al partir fue apartarme de mi familia, eso fue bastante duro.


Pero también tengo que tener reconocimiento al diario "El Litoral", que me mandaba todos los lunes el envoltorio de diarios para que yo estuviera en conocimiento de lo que pasaba. De LT 9, de LT 10, de Canal 13, ¡cuánta gente que me ayudó! Tengo también que decir de la Asociación Mundial de Boxeo, que me consideró el Entrenador del Año en 1990 y en 1995, y ahora el entrenador de De la Hoya. Entonces, todas estas cosas me llevan a hacer un reconocimiento también a la Federación Argentina de Box, que es hoy una institución para aplaudir porque tiene la mejor reglamentación del mundo, y miren que yo conozco el mundo. Ahora está manteniendo vivo el box amateur y el box profesional. 


Y ahora esta actitud de ustedes y los años que me están empujando y me están acercando a mi retorno a mi Santa Fe. 


También un reconocimiento a Uleriche, "Chiquito", porque cuántas veces él apoyó a mis boxeadores, no le cobra a los boxeadores, no me cobra a mí, es un gran tipo que me ayudó mucho. Por eso digo que si yo transito con éxito por el mundo he tenido mucha colaboración de todos los sectores. Y a ustedes les agradezco infinitamente, esto me resultará muy difícil de olvidar. Esto es como cuando usted logra un campeón mundial. 


Yo le digo a esta Honorable Cámara que apoyen al deporte, porque fíjense, yo no me nutro de boxeadores, ni de colegios de monjas ni de universidades, sino de los medios más necesitados. Pero fíjense un detalle, estos chicos cuando se consagran campeones transitan por estados financieros distintos, conocen el mundo, van en avión, cosa que antes les era imposible, entonces está en sus manos, en sus medios, apoyar un poquito el deporte y a esta disciplina deportiva, que a Santa Fe ya le dio cinco campeones mundiales. 


Y esta disciplina deportiva, aunque a un periodista de una cadena de televisión de deportes le preguntaron cuáles eran los nombres de los deportistas más importantes y dijo “Maradona, Fangio, Vilas”. Y le preguntaron, “¿Y Monzón?” Dijo “No, eso no es deporte”. Y yo le digo “es tonto o ignorante”, porque el boxeo le dio la mayor cantidad de medallas de oro, de plata y de bronce que todas las otras disciplinas deportivas. Esta es la manera de contestarle, si alguna vez tengo la oportunidad de hablarle. 


Muchísimas gracias, mi reconocimiento será permanente. Gracias a todos los que colaboraron conmigo y también a toda mi familia que me aguantó siempre. Más no les puedo decir. Un apretado abrazo a todos ustedes.

–
Aplausos

SR. PRESIDENTE (Barrera).– A continuación vamos a hacer un breve cuarto intermedio para posibilitar el retiro del homenajeado, su familia y amistades; y poder continuar luego con el desarrollo de la sesión.


Se va a votar el cuarto intermedio.

· Resulta afirmativa.

· Son las 15 y 48.

· Al las 16 y 25 dice el:

4.2 Homenaje a Adrián Abonizio y Jorge Fandermole

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con quórum legal, se reanuda la sesión.


Por Secretaría se dará lectura de la resolución por la que se dispone realizar el presente homenaje.

–
Se lee:

La Cámara de Diputados de la Provincia

Resuelve:

Artículo 1º – Realizar el día miércoles 30 de noviembre de 2005, a las 16,00 horas una Sesión Especial de Homenaje a los señores Adrián Abonizio y Jorge Fandermole, en reconocimiento a su trayectoria.

Artículo 2º – Declarar, a los señores Adrián Abonizio y Jorge Fandermole “Intérpretes Destacados de la Provincia –Año 2005– “ y disponer la entrega de una distinción en nombre de la Cámara de Diputados.

Artículo 3º – Regístrese, comuníquese y archívese.

Sala de Sesiones, 17 de Noviembre de 2005.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Invito a los señores Adrián Abonizio y Jorge Fandermole a ingresar al recinto.

· Los señores Adrián Abonizio y Jorge Fandermole ingresan al recinto. Aplausos.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura a las adhesiones recibidas con motivo de este reconocimiento.

–
Se lee:

Al Señor Presidente 

de la Cámara de Diputados 

de la Provincia de Santa Fe



Tengo el agrado de dirigirme a Uds. con relación a la invitación que tuvieron la gentileza de enviarme para participar de la sesión especial en homenaje a los señores Adrián Abonizio y Jorge Fandermole, declarándolos “Intérpretes Destacados de la Provincia – Año 2005”.



Lamentablemente, compromisos asumidos, ineludibles, me impiden acompañarlos en esta grata oportunidad.



Hago propicia la oportunidad para enviarles mi agradecimiento por la invitación cursada. Mi augurio de éxito para vuestra convocatoria y un cordial saludo que ruego hagan extensivo a los asistentes a tan grato evento.



Atentamente.

Ing. Jorge Alberto Obeid (Gobernador de la Provincia de Santa Fe)

Santa Fe, 30 de noviembre de 2005.

Al Señor Presidente 

H. Cámara de Diputados

Dr. D. Edmundo Barrera

PRESENTE



La arquitecta María Eugenia Bielsa, vicegobernadora de la Provincia de Santa Fe, agradece especialmente la gentil invitación que se le cursara para asistir a la sesión especial en homenaje a los señores Adrián Abonizio y Jorge Fandermole, declarándolos en la misma como “Intérpretes Destacados de la Provincia, año 2005”.



Por la presente, expresa sus disculpas ante su imposibilidad de compartir ese momento, debido a la necesidad de cumplir con actividades confirmadas. Es su deseo expresar la adhesión a tal declaración a prestigiosos intérpretes.



Atentamente.

Arq. María Eugenia Bielsa (Vicegobernadora de la Provincia de Santa Fe)

SRA. COSTA EÍ "PJ COSTA, María Celia" .– Pido la palabra.


Nos convoca hoy un nuevo homenaje anual a la trayectoria de músicos santafesinos, tal como lo establece lo resuelto por esta Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe.


En la oportunidad, la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, integrada por miembros pertenecientes a distintos bloques, ha propuesto otorgar un especial reconocimiento a Jorge Fandermole y Adrián Abonizio, ambos integrantes de ese movimiento musical que marcó todo un estilo, conocido como “la trova rosarina”.


Tanto Fandermole como Abonizio son compositores e intérpretes, pero también son poetas. 


Ellos han sabido resignificar así una antiquísima tradición que se remonta al arte medieval, donde los trovadores componían frases con la cadencia y la métrica propia de los versos para ser cantadas en idioma popular, reflejando así las vivencias y sentimientos del pueblo, que traducían sus estados de ánimo, sus miedos, sus ideologías políticas, sus necesidades y aspiraciones, logrando así una honda identificación entre la gente y sus artistas.


En la Enciclopedia de Santa Fe, Hugo Vitantonio señala que “En Rosario, una generación de jóvenes músicos adquiere notoriedad y se la denomina “la trova rosarina” en coincidencia con un rótulo que se impone desde las empresas grabadoras que es el rock nacional”.


“Hay cientos de estudios y debates al respecto [nos dice Vitantonio] pero lo cierto es que un hecho de carácter extramusical pone toda esta cuestión en el tapete: la Guerra de Las Malvinas.”


“El redescubrimiento de lo nacional y de una pertenencia a Latinoamérica y la puesta de los medios de comunicación al servicio de esta idea preparan el terreno para el surgimiento de la trova, cuyos integrantes más notorios fueron, y de alguna manera lo siguen siendo: Juan Carlos Baglietto, Silvina Garré, Jorge Fandermole, Rubén Goldín, Fito Páez, Lalo de Los Santos y Adrián Abonizio.”


“La trova rosarina es el punto culminante de 30 años de experimentación y búsqueda por parte de varias generaciones de músicos, siendo su saldo verdaderamente enriquecedor para la vida musical de Rosario”, concluye Hugo Vitantonio.


Nosotros pensamos –y esto lo hemos venido conversando, en especial, con los diputados Laura Venesia y Jorge Lagna, que siguen particularmente la obra artística de estos compositores– que la afirmación de estos músicos como tales coincide con la consolidación democrática del país.


Aparentemente, dos fenómenos que acontecen separados pero concomitantes, se encuentran interconectados por un clima de libertad que permite el desarrollo pleno de la capacidad expresiva y se vuelve permeable y tolerante a la mirada crítica propia del arte.


Fandermole y Abonizio reeditan esa vocación transformadora de la realidad que conlleva naturalmente el arte, con una propuesta de música urbana renovada que los han instalado en el terreno nacional. Y también lo hacen desde una concepción pedagógica.


A Fandermole le debemos –junto a otros músicos– la fundación de la Escuela de Músicos de Rosario, proyecto educativo de creación y producción artística basado en expresiones populares.


Abonizio es docente del Centro Cultural Rojas y, paralelamente, se encuentra dictando en distintos lugares del país, el curso Clínica que él llama a “Hacer Canciones”.


Quiero terminar diciendo que la música de Fandermole y de Abonizio es una expresión viva de nuestra cultura y, por lo tanto, el lugar político por excelencia de nuestro encuentro como pueblo.


Y quiero traer aquí, al recinto, un texto de Jacques Rigaud, un discípulo de Jack Lang y André Malraux, de la Francia del renacimiento cultural post 1968, que dice lo siguiente y que me parece muy pertinente para esta sesión:


“No le pidamos a la cultura [nos dice Rigaud] que arregle todos nuestros problemas, porque la cultura no es más que una manera de plantearlos, ni que resuelva nuestras contradicciones, porque la cultura no es más que una manera de vivir. Sería vano esperar de ella una reconciliación entre los hombres. La cultura es la expresión de aspiraciones contradictorias y lleva en sí todos los gérmenes de lo que puede oponernos los unos a los otros. Pero es la cultura, al menos, un lenguaje común para expresar nuestras diferencias y para enriquecernos mutuamente.”


“Vivimos en sociedades imperfectas, pero todavía habitadas por una necesidad de fervor. En tanto que esa necesidad exista y no sea sofocada por las tiranías de la producción y de la organización del mercado consumista, la cultura subsiste como lo que expresa esa necesidad y responde a ella. Más allá de las ideologías y de los intereses inevitablemente opuestos, es lo que puede reunirnos y ayudarnos a asumir nuestras divergencias, es decir, a conocerlas y a vivirlas fecundamente. Si no tomamos rápidamente esta posibilidad, no vemos qué podrá impedir que nos matemos los unos a los otros.”


Gracias Fandermole, gracias Abonizio por contribuir, desde el arte, a una mejor vida en común.

· Aplausos.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


En realidad, el sentido de este humilde homenaje y reconocimiento que intentamos llevar adelante a dos músicos de Rosario –y de Santa Fe, por ende–, no sólo implica hablar de su obra, sino, en mi caso y en el de muchos otros, hablar de nuestra propia vida, del Café del Este, del Real, de Pablo el Enterrador, del mítico departamento de San Juan y San Martín, donde Adrián recitaba cuentos con música de Miguel de Molina y de un montón de cosas que me parece que tienen que ver con lo que ha significado la historia de buena parte de la cultura popular de la democracia para acá, desde aquel Pájaro de Fin de Invierno, de un Jorge Fandermole, más peludo, más barbudo y más joven de principios de la democracia.


Básicamente es eso, el reconocimiento a dos artistas populares en el sentido pleno de la palabra, a dos músicos tan santafesinos y tan rosarinos como el río Paraná y esperemos que este humilde homenaje les sirva para que ellos lo puedan poner en sus alforjas, que están bastantes cargadas de cosas y todas muy creativas y muy bellas. Muchas gracias.

· Aplausos.

SR. SECRETARIO (Giuliano).– A continuación, la Presidencia invita a los integrantes de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social a hacer entrega, en nombre de la Cámara de Diputados, de una distinción a los homenajeados.

· Así se hace. Aplausos.

SR. FANDERMOLE EÍ "FANDERMOLE, Jorge" .– Buenas tardes, señores legisladores.


Quiero agradecerles sinceramente esta distinción, y por la representatividad que ustedes ejercen, de la comunidad santafesina. Quiero decirles que ya no soy una persona joven, como lo decía acá el legislador, pero sigo siendo una persona muy idealista y creo profundamente en todo lo que doy y en todo lo que recibo. 


De modo que espero tener el mérito necesario para recibir esto y, por otro lado, confío en que la legitimidad de lo que se otorga tiene que ver con la dignidad de quienes lo otorgan y de quienes lo recibimos. Así que, para todos nosotros les deseo y nos deseo la mejor voluntad, la mejor energía, la mejor lucidez y la mayor honestidad para cada uno de nosotros en el trabajo que hacemos. Muchísimas gracias.

–
Aplausos.

SR. ABONIZIO EÍ "ABONIZIO, Adrián" .– Después de las palabras de mi compañero me guardaría a silencio, pero hablar es lo único que permite cansar a la gente, que es mi idea principal.


Cuando entramos yo pensé dos cosas, cuando nos sentaron ahí, o que íbamos a ser juzgados por algún crimen o, lo peor de todo, que nos íbamos a casar. Así que yo le di el “sí” a Fandermole y ahora estamos casados.

–
Risas.

SR. ABONIZIO EÍ "ABONIZIO, Adrián" .– Simplemente, yo creo que es más incómodo rechazar un premio que admitirlo. Yo quiero creer que un premio o un reconocimiento –llámese como se quiera– tiene que estar en igualdad de altura y honor de parte de quien lo da y de parte de quien lo recibe.


A los señores y señoras legisladores, solamente recuerdo este momento que es el momento de llamar la atención porque este es un poder efímero que va a durar tres minutos, después de estos tres minutos que yo hable ustedes olvidarán lo que yo dije, espero que no. 


Simplemente, quiero decir que en la Provincia no hay una ley del disco, o sea que no se protege a la música nacional, menos aún a la música santafesina. También pensar que, tal vez, haya algún olvido en cuanto a que cada actividad cultural-educativa tiene un montón de trabas y un montón de intermediarios, llámese Sadaic, Aadi, etcétera; o sea que, hoy por hoy, hacer un cumpleaños de 15 sale 500 pesos de impuestos nomás.


Y el tercer punto, tal vez el más ríspido, es pensar la posibilidad de que los músicos compositores sean animales en extinción. Ustedes recordarán que la ecología en los años ‘60, ‘70 parecía una cosa únicamente relegada a pensamientos hippie, si se quiere, en forma demostrativa, o pensamiento de gente muy quimérica, y ustedes vieron lo que sucedió por no darle bola a la ecología.


Así que, simplemente, les quiero transmitir que la idea nuestra es que nos permitan transmitirles los pocos o muchos conocimientos que tenemos de una forma un poco más organizada y, de alguna forma, mi compromiso es que lo haríamos bien, para que la gente que está viniendo no padezca todos los tipos de problemas que nosotros tuvimos. Porque, como bien decía la legisladora, nosotros nos criamos en dictadura y emergimos con la democracia. Visto así el tiempo parece una cosa romántica, pero no lo fue.


Así que en ese período –digamos, de transición– que hay entre convertirse en músico y empezar a serlo podríamos, de alguna forma, ayudar a la gente que lo está viviendo. 


Y por último, para no terminar de aburrirlos, yo creo que…, ahora sí hablo en nombre de los dos, este pensamiento que me parece que es un poco como dijo Machado: "Procura que tus coplas vayan al pueblo a parar, se pierde un poco de fama y se gana en eternidad". Nada más, gracias.

–
Aplausos.

· El Cuerpo pasa a un cuarto intermedio, a las 16 y 50 para posibilitar el retiro de los homenajeados.

5 APARTAMIENTO DEL REGLAMENTO

· A las 17 y 11 dice el:

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con quórum legal, se reanuda la sesión.

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Pido la palabra.


Conforme con lo acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria, solicito un apartamiento del reglamento para tratar los proyectos que paso a enumerar, en el orden siguiente: 


Expediente Nº 13.235 – PER, por el que se establece el libre acceso a la información de todos los actos de gobierno. 


Previo pedido de tratamiento sobre tablas, el Expte. Nº 16.102 – PER, Mensaje Nº 3013, que establece bonificaciones de tasas bancarias para empresas que opten por nueva radicación.


También sobre tablas, el Expte. Nº 12.744 – DB, venido en segunda revisión, por el que se crean nuevos juzgados en el departamento General Obligado.


El Expte. Nº 14.018 – SEN, proyecto de ley de Administración, Eficiencia y Control del Estado, que figura como asunto Nº 1 del Orden del Día. 


Expte. Nº 13.263 – PJ, venido en segunda revisión, que figura como preferencia Nº 2.


Expte. Nº 14.611 – P J, que figura como preferencia Nº 5.


Expte. Nº 13.327 – ARI, que figura como preferencia Nº 24.


Expte. Nº 15.855 – UCR, que figura como preferencia Nº 25.


Expte. Nº 14.743 – DB, que figura como preferencia Nº 32. 


Expte. Nº 15.704 – PER, que figura como asunto Nº 4 del Orden del Día.


Expte. Nº 15.706 – PER, que figura como asunto Nº 5 del Orden del Día.


Expte. Nº 15.386 – SEN, que figura como asunto Nº 8 del Orden del Día.


Expte. Nº 15.824 – PE, que figura como asunto Nº 9 del Orden del Día.


Expte. Nº 15.823 – PE, que figura como asunto Nº 10 del Orden del Día.


Exptes. Nº 15.123 – SEN y Nº 15.709 – UCR, que figuran como asunto Nº 11 del Orden del Día.


Expte. Nº 15.310 – DB, que figura como asunto Nº 12 del Orden del Día.


Expte. Nº 15.694 – BER, que figura como asunto Nº 13 del Orden del Día.


Expte. Nº 15.722 – SEN, que figura como asunto Nº 14 del Orden del Día.


Expte. Nº 15.831 – PE, que figura como asunto Nº 15 del Orden del Día.


Expte. Nº 15.584 – PE, que figura como asunto Nº 18 del Orden del Día.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Lacava, de apartamiento del reglamento, para considerar los proyectos que se han enumerado.

–
Resulta afirmativa.

5.1 Libre acceso a la información de los actos de gobierno

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. N° 13.235 – PER – Mensaje 2714, en tratamiento en conjunto con los Exptes. Nº 11.843 – UCR, Nº 13.509 – UCR y Nº 11.832 – PDP y Nº 15.253 – PJ) por el que se establece el libre acceso a toda persona física y jurídica a la vista e información de los actos de gobierno de los tres poderes de la Provincia.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 13.235 – PER – Mensaje Nº 2714), venido en revisión, por el cual se establece el libre acceso a toda persona física y jurídica a la vista e información de los actos de gobierno de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, entes descentralizados y entidades autárquicas; proyecto de ley (Expte. Nº 11.843 – UCR), autoría de los diputados Marcucci y Pezz, por el cual se establece la Ley de Acceso a la Información; proyecto de ley (Expte. Nº 11.832 – PDP), autoría del diputado Favario, por el cual se establece que toda persona física y jurídica tiene derecho al libre acceso a la vista e información de los actos de gobierno de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, sus entes descentralizados y entidades autárquicas, y proyecto de ley (Expte. Nº 13.509 – UCR), autoría del diputado Ritter, por el cual se establece que toda persona física o jurídica, tiene derecho, de conformidad con el principio de publicidad en los actos de gobierno, a solicitar y recibir información completa, veraz, adecuada y oportuna; y proyecto de ley (Expte. Nº 15.253 – PJ), autoría del diputado Kilibarda, Ley de Derecho a la Información. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto mencionado en primer término cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Derecho a la Información. Legitimación Activa y Pasiva. Principio General.

Artículo 1º – Toda persona, física o jurídica, tiene derecho a acceder a información pública completa, veraz, adecuada y oportuna de los entes y órganos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, empresas y sociedades del Estado o con participación estatal y otros entes públicos que constituyen la Administración General –Sector Público Provincial No Financiero y Financiero–.


El derecho a la información alcanza a las sentencias definitivas y resoluciones judiciales equiparables a ellas, dictadas en causas en las que la Provincia sea parte o en que se halle comprometido el interés público.

Extensión de la legitimación pasiva.

Artículo 2º – Las disposiciones de esta ley son aplicables a las personas privadas que en virtud de una ley ejerzan funciones públicas; así como a las personas privadas que hayan recibido aportes o subsidios del sector público provincial o a las que se les haya otorgado, mediante permiso, licencia, concesión o cualquier otra forma contractual la prestación de un servicio público o la explotación de un bien del dominio público, que posean información privada de naturaleza pública o vinculada al servicio o concesión que explote.

Regla o principio general.

Artículo 3º – Toda la información producida por los órganos y entes públicos y personas mencionadas en los artículos 1º y 2º de esta ley, se considera pública, salvo las excepciones previstas en el artículo 6º.


Fuera de los casos previstos en esta ley no podrá restringirse el acceso a la información, debiendo las excepciones interpretarse restrictivamente.

Concepto de Información Pública.

Artículo 4º – A los efectos de la presente ley se entiende por información pública la contenida en documentos, escritos, expedientes, fotografías, grabaciones, soportes magnéticos o digitales, o en cualquier otro formato y que haya sido creada u obtenida por el órgano requerido o cuya producción haya sido financiada total o parcialmente por el erario público y que se encuentre en su posesión y bajo su control.


Se considera además como información a los efectos de esta ley, cualquier tipo de documentación que sirva de base a un acto de gobierno, las actas de reuniones oficiales y las agendas de las actividades oficiales.


Todos los órganos y entes contemplados en los artículos 1º y 2º de esta ley deben generar, actualizar y dar a publicidad información básica con el suficiente detalle de la información pública que obre en su poder para orientar a las personas en el ejercicio del derecho de acceso a la información. Dicha información básica será de consulta irrestricta.


El órgano o ente requerido no tiene la obligación de crear o producir información con la que no cuente al momento de efectuarse el pedido o que ha sido íntegramente publicada en el Boletín Oficial o en el sitio web de la Provincia, salvo que el Estado Provincial estuviere legalmente obligado a su producción o se hubiere comprometido mediante la firma de un acuerdo, tratado o convenio.

Solicitud de información. Requisitos. Responsabilidad.

Artículo 5º – La solicitud de información pública se instrumenta por escrito, en un formulario entregado por el órgano o ente requerido. El formulario será confeccionado por el Poder Ejecutivo, conforme a la reglamentación de la presente ley y contendrá como mínimo espacio para que el solicitante:

a) consigne sus datos personales, indicando: nombre, apellido, nacionalidad, domicilio, número y tipo de documento, teléfono y dirección electrónica. Si se trata de persona jurídica, debe consignar además de los datos personales de quien efectúa la solicitud, la denominación o razón social y el domicilio de aquella;

b) identifique la dependencia del órgano u ente al que se le requiere la información;

c) identifique la información pública solicitada de acuerdo a lo informado en el índice:

d) firme el formulario.

No se requerirá la manifestación del propósito o la finalidad de la solicitud.

El solicitante será responsable por el uso que diere a la información obtenida.

Excepciones al derecho de libre acceso a la información pública.

Artículo 6º – Constituyen excepciones al derecho de libre acceso a la información pública, los siguientes supuestos:

1) Cuando el carácter confidencial, secreto o reservado de la información esté impuesto por una ley especial;

2) Cuando se trate de datos personales protegidos por la Ley Nacional Nº 25.326;

3) Cuando por medio de la información pueda ocasionarse un peligro a la vida de las personas o afectarse su derecho a la intimidad, a la imagen o al honor, salvo que se cuente con el consentimiento expreso de la persona a que refiere la información solicitada;

4) Cuando la información provenga de un órgano o ente de la Nación y su reserva esté impuesta por razones de seguridad pública, defensa, inteligencia, contrainteligencia, política exterior, política económica financiera, comercial, tributaria, industrial, científica o técnica y dicha reserva o confidencialidad haya sido dispuesta mediante decreto, resolución o acordada;

5) Cuando se trate de información contenida en notas internas, con recomendaciones u opiniones producidas como parte de un proceso previo a la toma de una decisión de la administración, que todavía no forma parte de los expedientes;

6) Cuando se trate de información protegida por el secreto profesional o se trate de información preparada por asesores técnicos y pudieran revelar la estrategia a adoptarse en la defensa o tramitación de una causa judicial o de cualquier naturaleza similar;

7) Cuando se trata de actos o sumarios administrativos impugnados legalmente, hasta tanto se hubiere dictado resolución definitiva;

8) Cuando fuere dispuesta por juez competente, en defensa de derechos y garantías individuales;

9) Cuando refiera a los secretos industriales, comerciales, científicos o técnicos pertenecientes a organismos o empresas del Estado Provincial o a terceros que se lo hayan suministrado con el propósito que no sean dados a conocer;

10) Cuando refiera a secretos bancarios o financieros o información así calificada por la ley de entidades financieras o por la Autoridad de Aplicación competente, o cuando de la misma resulte un beneficio indebido para quien reciba la información.

Denegatoria. Silencio.

Artículo 7º – El órgano o ente requerido sólo puede negarse a brindar la información solicitada si se verifica que ésta no existe o que está incluida dentro de algunas de las excepciones previstas en esta ley.


El silencio o la falta de motivación de la respuesta se presume como negativa a brindarla y deja habilitada la acción de amparo ante la Cámara Contencioso Administrativa. La denegatoria total o parcial de la información debe fundarse por escrito y estar motivada. En caso de contarse con información de donde se encuentra la información requerida deberá hacérsela constar a los fines de facilitar la búsqueda al requirente.

Plazos. Principio de gratuidad.

Artículo 8º – La solicitud de información pública efectuada conforme a la presente ley, debe ser satisfecha en un plazo no mayor de quince (15) días hábiles administrativos. El plazo se podrá prorrogar por otro igual de mediar circunstancias que hagan difícil reunir la información solicitada. La prórroga se deberá resolver en acto fundado y comunicarse al solicitante.


El acceso a la información pública es gratuito en tanto no se requiera la reproducción de la misma. Los costos de reproducción son a cargo del solicitante.

Responsabilidades

Artículo 9º – El funcionario público del órgano o ente requerido que obstruya injustificadamente el acceso a la información pública solicitada, o que la suministre sin fundamentos en forma incompleta, o que permita el acceso a información exceptuada u obstaculice de cualquier modo el cumplimiento de esta ley, incurrirá en falta grave a sus deberes, resultándole de aplicación el régimen disciplinario pertinente, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que pueda corresponderle.


En caso de los entes privados comprendidos por esta ley, serán sancionados con multa de diez (10) a cincuenta (50) jus, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal en que puedan incurrir las personas físicas requeridas.

Autoridad de Aplicación

Artículo 10 – Será organismo de control de la correcta aplicación de la presente ley la Defensoría del Pueblo de la Provincia.

Artículo 11 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 29 de noviembre de 2005.

Esquivel – Dalla Fontana – Liberati – Meotto – Lamberto – Kilibarda – Lacava – Benas – Mascheroni – Pezz 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. PEZZ EÍ "UCR PEZZ, Federico" .– Pido la palabra.


Como miembro de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, junto con el diputado Sergio Liberati queremos incorporarnos a la firma del expediente por no haber estado presentes en la reunión de la Comisión en el día de ayer.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Voy a ser muy breve y muy concreto. Pero antes de hacer uso de la palabra quisiera hacer una corrección en el encabezamiento, donde están citados todos los expedientes y antecedentes: el Mensaje del Poder Ejecutivo, el de los diputados Marcucci y Pezz, el del diputado (MC) Favario y el del diputado Ritter. Falta el último, el Expte. Nº 15.253 – PJ, autoría del diputado Danilo Kilibarda. Yo rogaría que se incorpore por Secretaría como antecedente en el encabezamiento del dictamen.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Y la otra observación, que es muy importante –porque tengo miedo que se me haya escapado por ahí–, en el artículo 6º, inciso 2º) quiero saber si en el dictamen que se leyó dice “cuando se trate de datos personales sensibles”, eso estaría en relación con la Ley Nacional de Hábeas Data. No quiero que se me escape ese detalle.

SR. SECRETARIO (Giuliano).– El artículo 6º, inc. 2) dice: “Cuando se trate de datos personales protegidos por la Ley Nacional Nº 25.326…”

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Entonces, en el momento de la consideración en particular, propongo que se modifique y que diga: “Cuando se trate de datos personales sensibles, protegidos por la Ley Nacional Nº…” y después sigue el dictamen.


Señor presidente, ahora sí muy breve y muy concreto y voy a explicar porqué muy breve y muy concreto.


No se me escapa que este es un tema de tremenda trascendencia política, que hace al sistema republicano y en el que tanto han trabajado los miembros de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General como todos los integrantes del Cuerpo.


De la sola lectura de los antecedentes, vemos que hay proyectos de los distintos sectores políticos y un mensaje del Poder Ejecutivo. Pero señores, es la tercera vez que este Cuerpo va a considerar lo que se llama Ley de Acceso a la Información Pública, que corregimos –de paso–, no es “a la vista y a la información”, sino “a la información pública”, porque “a la vista” hoy está registrada o regulada por el Decreto 10.204 que rige en la Provincia.


Digo que es la tercera vez que este Cuerpo va a tratar este proyecto, con todos los aportes que hemos enunciado y con toda la trascendencia que tiene. Alguna vez nos tendremos que poner de acuerdo con el Senado de la Provincia para arribar a feliz término en el proyecto de Acceso a la Información.


En la primera oportunidad este Cuerpo trató –y también me tocó ser miembro informante– un proyecto del diputado Favario, que fue votado por unanimidad. Cuando fue en primera revisión al Senado, sufrió profundas modificaciones, cuando hablo de profundas, hablo de sustanciales modificaciones, que por allí nos apartaron de la dirección que llevaba la media sanción de la Cámara de Diputados.


El Senado, en ese momento, impuso un criterio distinto y lo mandó en segunda revisión a la Cámara de Diputados. Este Cuerpo volvió a insistir una vez más –por unanimidad– en ese proyecto que correspondía al diputado (MC) Favario.


Esta es la tercera oportunidad, es la tercera oportunidad que vamos a tratar un proyecto, que creo que la sola lectura que dio el secretario Parlamentario eximiría de comentarios, pero quiero rescatar dos cosas fundamentales. Primero, el trabajo de la comisión, de todos sin excepción, donde hemos consolidado un proyecto de, prácticamente, diez artículos.


En el análisis que hago, artículo por artículo, el artículo 1º, es el derecho del ciudadano a la información pública, pero con toda la amplitud de criterio que nos ha sido requerido permanentemente y que hemos aceptado sin presiones.


La Comisión fijó absolutamente el criterio en el artículo 1º, cuando dice derecho a la información, legitimación activa y pasiva y principio general, el acceso a toda la información que se leyó, pública, completa, adecuada, oportuna, a los entes públicos e inclusive alcanzando las sentencias del órgano del Poder Judicial, cuando está en juego la Provincia, sea parte, o esté en juego el interés público.


En el artículo 2º se extiende –y eso fue una inquietud muy importante trabajada en la Comisión– a las personas privadas que, en virtud de una ley, ejerzan funciones públicas. Se le dio mayor amplitud de criterio a ese principio básico que quedó plasmado en el artículo 1º.


El artículo 3º habla del carácter público de la información, sienta el principio fundamental de que la información es pública.


El artículo 4º define con toda claridad –y fue leído– el concepto de información pública haciendo remisión concreta a lo que llamamos documentos, escritos, expedientes, fotografías, grabaciones, etcétera.


Yo estoy leyendo los artículos para que quede claro que estamos apuntando a más. Tenemos amplitud de criterio, de lo que fue el reclamo permanente y que la comisión receptó de todos los sectores interesados.


El artículo 5º –es importante destacarlo– habla de la solicitud de la información, o sea, la instrumentación por escrito, y los requisitos que se leían, los datos personales, la identificación de la dependencia u origen, que es requerida, la información pública solicitada y la firma del formulario. O sea, que sería una cuestión de procedimiento. Pero en la parte final, quiero destacar, dice concretamente: “No se requerirá la manifestación del propósito o la finalidad de la solicitud”. Todos saben que los proyectos de acceso a la información –en lo que llamaríamos legislación comparada– en el ámbito nacional, en las provincias e inclusive en la Nación, se están debatiendo todavía algunos aspectos que nosotros ya hemos consolidado y hemos reiterado en esta tercera interpretación que hacemos de la Ley de Información Pública. 


Y dice: “El solicitante será responsable por el uso que diere a la información obtenida”, se refiere, obviamente, al uso indebido o incorrecto de la información. Es responsable. Será responsable en el plano civil, penal, administrativo que corresponda.


En el artículo 6º están plasmadas, taxativamente, la excepciones a las cuales se le dio lectura.


Llegamos al artículo 6º, inciso 2), cuando refiere a la Ley de Hábeas Data, los datos personales sensibles protegidos por ley nacional. Y da todos los supuestos que jugarían como excepción al principio general que hemos enunciado en el artículo 1º, al cual me refiero reiteradamente, porque creo que define conceptualmente en lo que es el acceso a la información pública.


En el artículo 7º hay un principio fundamental. Yo definiría como que el silencio juega en contra del requerido, o sea de la Administración. Porque dice muy clarito que se presume como negativa a brindarla el silencio o la falta de motivación de la respuesta al ser requerida la información pública. Y habla además que puede negarse solamente si se verifica que la información no existe o que está incluida dentro de algunas de las excepciones previstas en esta ley.


En el artículo 8º habla del principio de gratuidad y del plazo no mayor de 15 días hábiles administrativos. Yo les recuerdo que en este ir y venir del proyecto de acceso a la información pública, por ahí tuvimos algunas diferencias sustanciales, en los plazos, con el Senado.


Nosotros reiteramos este plazo, no mayor de 15 días hábiles administrativos, en el cual debe ser satisfecho el requerimiento hecho de información pública, y que además define que el acceso a la información pública es gratuito en tanto y en cuanto no se requiera reproducción de la misma.


El artículo 9º habla finalmente de las responsabilidades del funcionario público, del órgano o ente requerido. Y habla también de la responsabilidad de los entes privados comprendidos en esta ley con el alcance que citaba al principio.


Finalmente, termina diciendo que la autoridad de aplicación es la Defensoría del Pueblo.


Señores diputados, yo dije que iba a ser breve y concreto, porque me imagino que va a haber varios oradores de los distintos sectores políticos.


Pero quiero destacar, en mayúscula –y con esto termino– que esta tercera intervención de la Cámara de Diputados en la Ley de Acceso a la Información Pública demuestra inequívocamente la voluntad política de tratar el tema. Acá no hubo postergación, ni prórroga ni ninguna conducta insoslayable que llevara a demorar. Se trabajó con responsabilidad y seriedad.


Asimismo, como miembro informante del Bloque Justicialista, es la tercera vez que el Bloque Justicialista, sin dudas, va a prestar su acuerdo a esta media sanción de la Cámara de Diputados para ser remitida al otro Cuerpo de esta Legislatura. Nada más, señor presidente.

SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


Sé que puede ser redundante y hasta obvio hacer algunas consideraciones respecto de esta ley que estamos votando, creo que por unanimidad. El consenso ya lo hemos manifestado en otras oportunidades. Esta ley, como bien decía el miembro informante de la mayoría, viene precedida de una larga historia. Y, justamente, quería hacer algunas consideraciones respecto de su historia y respecto, fundamentalmente, de la relación existente entre la información, el derecho a la información y otros derechos. 


Y quería referirme, justamente, a algún diálogo que alguna vez tuvo el presidente de la Comisión de Constitucionales del Senado, el senador Gramajo, cuando argumentando el porqué introducir el interés legítimo como una necesidad decía: "Ya que de lo contrario se tergiversaría la división de poderes y podríamos ser juzgados y condenados por cualquiera", para agregar: "La democracia tiene sus límites y no cualquiera puede pedir la documentación de los actos de gobierno." Esta es la mentalidad también de algunos de nuestros colegas del Senado.


Y creo, sin lugar a dudas y sin temor a equivocarme, que este paternalismo, por llamar generosamente así a esta respuesta, en definir quiénes son los que tienen derecho a enterarse y de qué, ha sido lo que, de alguna manera, ha rondado permanentemente el análisis sobre estas cuestiones. Fundamentalmente, cuestiones que creo quedan ligadas más al pasado, casi diríamos feudal o hasta caudillesco, de algunos de los representantes que vincula, justamente, esta paternidad en definir lo lícito e ilícito que es comunicar actos de gobierno, como si realmente este tema de la democracia, que a veces se traduce también en la subestimación del votante cuando elige, pudiera sostenerse hoy día, luego de contar con tantos antecedentes en esta cuestión. Solo por nombrar algunos y el más inmediato, sería el decreto, justamente, que el 4 de diciembre promulga el Poder Ejecutivo Nacional acerca de las audiencias públicas, la gestión de intereses, la elaboración participativa de normas, el acceso a la información pública y el acceso libre a las reuniones de los entes de control. Y creo que esto tenía un propósito muy claro, que, evidentemente, es marcar los límites o defenderse en esta sociedad de mercado, frente a los lobbies.


Yo quería referirme, más allá de eso, decía, a la información o el derecho de la información como un bien jurídico. En general, estos bienes inmateriales o intangibles, de origen relativamente reciente en la legislación, comparándola con la otra conceptualización que aborda el tema de las propiedades bienes muebles o inmuebles, y en una definición que escogía: "El conjunto de los bienes inmateriales pasibles de protección jurídica, la información tiene características que lo distinguen de otros bienes tales como la propiedad intelectual, las patentes industriales o marcas. Tal vez, la característica fundamental de la información es su carácter de medio o instrumento para el ejercicio de otros derechos".


Por eso, creo que con la promulgación de esta ley estaríamos entrando recién en un proceso que deberá ser acompañado, no solamente por el cambio de cabeza de algunos funcionarios, sino también en una serie de reglamentaciones y de jurisprudencias al respecto, en la medida en que vayamos entendiendo, justamente, este tema de la información, este derecho de la información como el instrumento para el ejercicio de estos otros derechos.


Cuando hablamos de la información como un derecho individual, decíamos que uno de los ejes de definición de este acceso a la información tiene el correlato con lo que es la libertad de expresión. Y en este sentido, el abordaje que se hace del acceso a la información se sitúa en el plano de la justificación de los derechos individuales, y más específicamente en el marco de los llamados derechos de libertad o derechos de autonomía. La Convención Americana de Derechos Humanos plantea o vincula el acceso a la información con la libertad de pensamiento y va mucho más allá, de expresión. 


Otro aspecto es el acceso a la información como derecho colectivo y un segundo abordaje de posibilidades de conceptualizar la información parte de su consideración, ya no como presupuesto del ejercicio de un derecho individual, sino de su carácter de bien público colectivo. Funcionalmente, este carácter público social tiende a relevar el empleo instrumental de la información, no sólo como factor de autorrealización personal, sino como mecanismo o andamiaje de control institucional, tanto frente a las autoridades públicas como frente a particulares, cuya función de poder –dice el autor–, de injerencia o inducción permite la determinación de conductas de otros particulares por su misma subordinación. 


Otro aspecto de este derecho a la información, en cuanto a la información como reclamo, es una variante del acceso a la información; se refiere a los casos en los cuales el objeto central del reclamo es la información en si misma. Y acá tenemos alguna jurisprudencia interesante. En estos casos, cuando la información es reclamada no tiene un carácter instrumental sino que el derecho se satisface con la obtención de los datos en cuestión. 


Uno de los primeros a mencionar sería algo sobre lo cual ya hemos avanzado en materia de jurisprudencia, que es el derecho a la verdad como derecho a la información, que es uno de los desarrollos más recientes en materia de investigación de las violaciones de los derechos humanos cometidas en la pasada dictadura. Consiste en la conceptualización del llamado derecho a la verdad; es decir, el derecho de familiares de personas desaparecidas a conocer el destino de estas, independientemente de las posibilidades de persecución penal. 


El hábeas data, como la necesidad de los datos personales almacenados en bancos de datos públicos, incluso en bancos de datos privados, destinado a proveer informes. 


La libertad de investigación, el derecho a la libertad de investigación, entendido como generador de una obligación de colaboración por parte del Estado cuando el objeto de la investigación sean conductas, datos o políticas públicas.


Una segunda forma de entender el derecho a la información se orienta a conceptualizar la obtención de información, no como fin en si mismo sino como instrumento, como decía al comienzo, como instrumento de concreción de otros derechos, valores o principios. Y aquí, simplemente, voy a mencionar algunos a fin de ser breve: la información como presupuesto de mecanismos de fiscalización de la autoridad pública, la información como presupuesto de mecanismos de participación, la información como presupuesto de exigibilidad de un derecho, la información como presupuesto del ejercicio de un derecho; en este caso convendría marcar, justamente, que en este marco de economía de mercado –como decía hace un rato– esta información constituye un presupuesto básico en la libertad de elección y contratación de bienes y servicios.


De un modo similar, la información también cobró un papel fundamental en materia de derecho laboral, en las reivindicaciones más recientes del derecho colectivo al trabajo, el derecho de los sindicatos a recibir información de la gestión de una empresa, en especial cuando la legislación otorga al empresario facultades extraordinarias durante situaciones de crisis o emergencia económica. ¡Qué interesante habría sido contar con estas informaciones previo a toda la serie de quiebras que determinaron que muchas de estas empresas luego tuvieran que ser gestionadas por sus obreros!


Por último, el derecho a la entrega de la información versus el derecho a la producción de información. Y aquí quiero mencionar alguna relación entre esta producción de información y la relación entre el tema de lo público y los medios de comunicación. Heriberto Muraro, un analista, un estudioso, un sociólogo, habla, justamente, de esta suerte de círculos concéntricos que muchas veces se dan en la información, en la relación existente entre el político –no me gusta hablar de clase política como él menciona– y el periodista, en esta suerte de elite, donde la información describe un círculo concéntrico de mayor o menor acceso a la información, de acuerdo al grado de cercanía que guarda éste con el poder.


Creo que también aquí los medios de comunicación tendrán que revisar muchas de sus conductas, porque muchos de ellos hicieron gala de este derecho a la información restringido a los círculos de influencia con que contaban algunos periodistas calificados.


Creo, señor presidente, sin lugar a equivocarnos, que estamos avanzando en un buen camino pero que no va a alcanzar con una ley, tampoco con la reglamentación que haga el Poder Ejecutivo de esta ley; creo, sí, que es un buen camino para comenzar a hablar de otros derechos y estamos comenzando, justamente, con el derecho que tenemos a conocer qué derechos tenemos, y esto es información.

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Creo que corresponde, en primer lugar, destacar la importante labor que se llevó adelante en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, amplia, incorporando las distintas sugerencias, buscando el consenso. Me parece que ese trabajo que se dio y que alumbra en este proyecto ampliamente apoyado por el conjunto de los legisladores, es fruto de ese esfuerzo que hay que destacar; como así también la contribución de distintas instituciones, de distintas organizaciones no gubernamentales vinculadas a la temática y, particularmente, el Sindicato de Prensa que mucho ha luchado y trabajado desde hace mucho tiempo por esta normativa.


Creo que este es un derecho fundamental, que está amparado, y en el marco jurídico señalar el artículo 75 de nuestra Constitución, reformada, particularmente en el inciso 22) donde dice que los tratados tienen jerarquía superior a las leyes. En ese sentido, hay tres tratados que ponen a estos derechos en jerarquía superior a las leyes, incorporándolos al derecho de los ciudadanos argentinos. En primer lugar, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo 19, establece que todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión. Este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirla sin limitación de fronteras por cualquier medio de expresión.


También, la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, en su artículo 13, inciso 1), establece que toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, que este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito, en forma impresa o artística o por cualquier otro procedimiento a su elección; y también el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 19, inciso 2).


Naturalmente, también la Constitución Nacional, en su artículo 33, establece que las declaraciones de derechos y garantías que no expresamente están señalados en la Constitución, pero son y devienen del gobierno republicano y democrático, también son derechos que surgen de la propia Constitución. Dice así: “La declaración de derechos y garantías que enumera la Constitución no serán entendidos como negación de otros derechos y garantías no enumerados pero que nacen del principio de la soberanía del pueblo y de la forma republicana de Gobierno”, con lo cual también encontramos fundamentos en nuestra Constitución para el derecho de acceso a la información.


También en la Constitución Provincial, en su artículo 6º, cuando habla de que “los habitantes de la Provincia, nacionales y extranjeros, gozan en su territorio de todos los derechos y garantías que les reconoce la Constitución Nacional y la presente, inclusive, aquellos no previstos en ambas y que nacen de los principios que la inspiran”, es decir, de los Gobiernos republicanos. Y, por supuesto, el artículo 7º que, complementariamente, dice que “los derechos fundamentales de libertad y garantía reconocidos por esta Constitución son directamente operativos”.


Este es el primer marco jurídico, y también quisiera brevemente referirme a los antecedentes. Hay países europeos en los que esta institución data del siglo XVIII; también en los Estados Unidos a partir del año ’66 y en otros países, como Alemania, Francia o España, en el artículo 20 de la Constitución, establecen el derecho de acceso a la información.


Particularmente, en el país, la primera ley que estableció el acceso a la información ambiental fue la 25.831, y en forma posterior el Decreto Nº 1.172 del año 2003 crea diversos institutos y en su Anexo tiene la reglamentación en particular del derecho de acceso a la información.


En Argentina, rápidamente, más allá de las características particulares, que en algunos casos podemos no compartir, en Jujuy está la Ley Nº 4.444 de año ’89 y el Decreto Nº 7.930 del año 2003; en Salta, el Decreto Nº 1574 de 2002; en Misiones, el Decreto Nº 929 de 2000; en Santiago del Estero, la Ley Nº 6.753 de 2005; en Córdoba, la Ley Nº 8.803 de 1999; en Entre Ríos, el Decreto Nº 1.169 de 2005; el Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires, la Ley Nº 104 del año 1998; Provincia de Buenos Aires, la Ley Nº 12.475 del 2000 y el Decreto Nº 2.549 de 2004; en Río Negro, la Ley Nº 1.829 del año 1984 y el Decreto Nº 1028 del año 2004; en Chubut, la Ley Nº 3.764 de 2002; en Tierra del Fuego, la Ley Nº 653 de 2004.


Es decir, que hay 11 provincias argentinas que tienen, de una u otra forma, por decreto, por ley o, simultáneamente, por los dos instrumentos, establecido el derecho de acceso a la información y, lamentablemente, 13 no la tienen, en las cuales tenemos esa situación no deseada para los que valoramos que el derecho de acceso a la información es un instituto fundamental y principal de una democracia moderna, si se quiere, más que una democracia participativa, que es representativa.


Se decía recién, en este recinto, cuál fue, lamentablemente, el recorrido del proyecto de acceso a la información que tuvo su origen en un proyecto del diputado por el Partido Demócrata Progresista, (MC) Favario, que lo originó en Diputados y fue aprobado por unanimidad el 19/09/02, se vuelve a aprobar por unanimidad en Diputados el 07/08/03, y en forma posterior, lo que aparecen son nuevas presentaciones de proyectos y el Mensaje de Obeid, Gobernador de nuestra Provincia, que es presentado el 12/12/03 y es aprobado en Senadores el 26/08/04, con la lamentable incorporación de la restricción del interés legítimo que, más que una restricción del derecho de acceso a la información, es una cara restricción y mordaza a la democracia, a las instituciones y a la transparencia.


Bien se hablaba aquí de la importancia del derecho de acceso a la información. Nos parece que es plantear una transformación de fondo en la articulación de nuestro Estado y en la concepción que tenemos de la articulación de nuestro Estado con la sociedad civil, con el ciudadano, y tiene que ver con el Gobierno Republicano, con la publicidad de los actos de Gobierno, tiene que ver con la transparencia y –obviamente– muchas veces, los gobernantes afectos al secretismo, afectos al uso discrecional del poder, a ocultar a la población los mandatos que finalmente la población le da, se inclinan hacia la restricción de la información.


La información o el derecho de acceso a la información que tiene esos dos aspectos, en términos generales. La visión del derecho de acceso a la información, fundamental, vital, pero como derecho individual del ciudadano para fortalecerlo en el plano de su autonomía, en el plano de sus derechos civiles, de sus derechos individuales, del derecho de expresión, a partir de su información, de los datos que recolecta, tiene derecho de acceso a la información en un sentido habilitador o instrumental de otros derechos a la participación, al control, que tiene que ver con esas clasificaciones que se planteaban anteriormente y que están reflejadas en este trabajo del “Acceso a la Información como Derecho” de Víctor Abramovich y Christian Courtis.


Pero aquí, lo que no podemos dejar de reflejar, es el hecho político, en primer lugar, de lograr hoy, por unanimidad, esta votación que nos da la fuerza necesaria para reafirmar esta lucha por un instituto fundamental, para mejorar, para garantizar una democracia más plena.


Indudablemente que vamos a tener límites y estos límites me parece que son conocidos para algunos de nosotros, porque los sufrimos también con la Ley de Lemas. El límite de algunos senadores, patriarcas, o de algunos senadores que creen que se puede parar esta demanda ciudadana por mejores instituciones.


Sabemos que esta media sanción es un acto político fundamental de esta Cámara al reafirmar su voluntad, y también sabemos que en el día de hoy caduca este proyecto.


Por eso, para nosotros es fundamental que se incorpore como temática de extraordinarias por parte del Gobernador, un Mensaje donde, a nuestro juicio, sería absolutamente oportuna, políticamente, esta media sanción que hoy logra la Cámara de Diputados, sea el Mensaje del Poder Ejecutivo y que, además, sea ingresado por la Cámara de Diputados.


Creemos que muchas veces se relativiza la necesidad de una ley y muchas veces se relativiza la importancia del acceso a la información. Y yo voy a dar dos casos, simplemente, para ejemplificar lo que significa ejercer ese derecho.


Uno, es el caso de la periodista Marcela Fernández, del diario La Voz del Interior, que solicitó al Ente Regulador de los Servicios Públicos, copia de unas actas del directorio, a los fines de determinar si el Ente había avisado al Gobierno provincial, de la presunta contaminación de aguas de red, con nitrato, en trece barrios de la ciudad de Córdoba. Ante la negativa del Ente, el abogado del diario realizó una presentación judicial de amparo, reclamando que había sido lesionado un derecho garantizado, por la Constitución Provincial y, además, por una ley que establece el libre acceso a la información pública, como decía anteriormente, la ley en Córdoba.


Últimamente, hubo un caso también público en el cual un ciudadano, José Zatloukal, solicitó información al Occovi; esto sucedió en el mes de noviembre de este año. Pidió varias resoluciones de la dependencia y el listado completo de empleados del organismo con sus respectivos sueldos. Seguramente, la respuesta ustedes la conocen, Claudio Uberti, el director, le respondió que no le darían esos datos y argumentó que el organismo no tiene obligación de brindar la información requerida. Esa respuesta hizo que el caso terminara en la Justicia. El fiscal de investigaciones administrativas Manuel Garrido denunció a Uberti y a la gerente de Asuntos Jurídicos del Occovi María Paulina Segovia, por la violación del Decreto 1.1172/03.


Esa es una muestra del derecho de acceso a la información, la importancia que tiene y en un tema no menor, en dos casos, como son los servicios públicos concesionados. Y están en íntima vinculación con el ciudadano y sus problemas.


Esperamos que esta situación que, lamentablemente, a nivel nacional está teniendo algunos retrocesos, como ser el proyecto de acceso a la información que la Cámara de Diputados había aprobado en este período legislativo, el Senado no lo trató y también caducaría, y con situaciones que se dan en algunos ministerios nacionales que, en principio, estarían poniéndoles límites a la aplicación del decreto nacional.


Esperemos que este debate y esta sanción nos den la fuerza política para lograr el convencimiento de nuestros pares del Senado pero, fundamentalmente, esta va a ser una lucha política –como decía en algún momento– se dio con la Ley de Lemas, para que los ciudadanos y las organizaciones intermedias, peleemos por nuestros derechos en una Provincia donde se requiere, en forma urgente, profundas modificaciones en su relación Estado-sociedad.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Voy a transmitir la posición del Bloque Socialista dando apoyo al proyecto en tratamiento que cuenta con el despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.


Creemos, señor presidente, que este proyecto es importante, constituye un avance en la práctica democrática y nos parece que hay que hacer el esfuerzo necesario para que la Provincia cuente con este instrumento que, como todo instrumento es perfectible, pero creo que tiene dos principios importantes. Uno, que toma las pautas básicas de lo que es el derecho a la información. Y el segundo punto, que fue obra del consenso de todos los bloques que están representados en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, y que creo que con una gran decisión política establecieron lo que debía tener el proyecto y que era lo que debía modificarse del proyecto que venía con media sanción de la Cámara de Senadores.


Por un lado, señor presidente, nosotros queremos ratificar lo siguiente. Nuestras democracias son dinámicas, nuestras democracias no tienen las mismas pautas que se preveían en el siglo XIX. Hoy, las democracias han cambiado y, por supuesto, han cambiado sus instituciones.


El viejo principio republicano de la publicidad de los actos de gobierno, que está sentado en nuestras Cartas Magnas, hoy puede ser importante su rescate, pero es insuficiente frente a las necesidades de las democracias modernas. Ya no alcanza, señor presidente, conocer lo que publica el Boletín Oficial o hacer públicas las sentencias de la Corte Suprema.


En nuestro país, señor presidente, hubo dos hechos que generaron cambios institucionales. Después del '83, toda una serie de modificaciones de las Constituciones Provinciales introducían nuevos conceptos en la organización del Estado. Es probable que estas Constituciones, que traían instituciones importantes, como la autonomía municipal, los mecanismos semidirectos de participación pública, tenían, a lo mejor, subyacente el sentido de la reelección de algunos gobernadores, pero es indudable que empezaban a introducir nuevos conceptos de democracia en las provincias que hacían avanzar la calidad institucional. 


A nivel nacional, sin duda, y al margen del origen del acuerdo de Olivos, etcétera, las instituciones que se incorporan a la Constitución en 1994 introducen profundos cambios que empiezan a modificar una cultura de lo que debe ser la calidad institucional. Es indudable que esos cambios están sentados en lo que se conoce como el capítulo de Nuevos Derechos y la incorporación en el artículo 75 del reconocimiento constitucional a los tratados internacionales, que incorporan una cantidad innumerable de instituciones que el Derecho Internacional consideraba de avance, de estricta vigencia y a las que era necesario dar raigambre constitucional en nuestro país. 


¿Qué es lo que sucede, señor presidente? Que se está avanzando legislativamente y que es necesario acompañar con este cambio legislativo un cambio en la cultura de una nueva democracia. Nosotros tenemos que saber que ya el Estado no es el Estado donde el que asumía los cargos políticos de dirección era dueño, casi como un patrón de estancia, del Estado. Hoy, el Estado, vuelve a ser de su legítimo dueño, que es el que tiene el derecho a saber, que es el ciudadano. Es decir, hoy el derecho a la información está absolutamente vinculado a la naturaleza pública de la misma, es decir, la información es pública, se trata de la información relevante a la vida y a las decisiones de los ciudadanos, por eso esa información es importante y relevante para el ciudadano.


Este proyecto, señor presidente, constituye un avance porque claramente determina que quienes tienen derecho a informar son todos los poderes del Estado. En materia del Ejecutivo debe informar el Ejecutivo, lo que es el Poder Ejecutivo centralizado, los órganos descentralizados, el sector no financiero y también el sector financiero. Se llega a abarcar hasta lo que ha sido todo lo que es el Banco Provincial Residual, o sea, todo lo que queda subyacente previo a la privatización. 


Se debe informar lo que hacen los legislativos, y esto es muy importante, señor presidente, ya que se constituye una clara autolimitación como legisladores, en nuestro deber de informar los actos de gobierno que tiene que hacer el Legislativo. Y constituye también un avance porque se define la necesidad de que el Poder Judicial también dé información. 


En esto quiero dejar aclarado lo siguiente. El proyecto que venía del Senado limitaba la información del Poder Judicial a los actos administrativos de este. Con la nueva redacción se avanza hacia las decisiones que tome el Poder Judicial. Como en la nueva redacción no queda específicamente determinado el concepto de informe administrativo, yo quiero dejar aclarado que, de hecho, forma parte también de la información que debe dar el Poder Judicial. Debe informar su accionar como poder jurisdiccional y debe dar también su información como poder administrativo, porque no es menor, es todo lo que hace a la administración de Justicia, que hoy está en cabeza de la propia Corte Suprema de Justicia, de acuerdo a la legislación vigente. 


Se avanza, señor presidente, en cuanto a la incorporación, con el deber de informar, a las personas privadas en ejercicio de funciones públicas. Y esto es muy importante, señor presidente, porque todos sabemos lo que ha costado en este país obtener informaciones de los concesionarios del Estado. Todos sabemos, por ejemplo, lo que le cuesta a los legisladores, ni hablar al ciudadano o a las organizaciones de usuarios, conocer, por ejemplo, cuál es el balance de la Empresa Aguas Provinciales de Santa Fe, que es una concesión del Estado Provincial. 


Y se avanza, señor presidente, porque, claramente, se elimina la expresión del requerimiento del interés legítimo. Si la información tiene su naturaleza jurídica en el carácter representativo del pueblo en su legítimo dueño, es ilógico que el pueblo deba dar explicación por qué quiere una información. Se puede decir que alguna información mal usada puede generar daño. El proyecto prevé, por un lado, las excepciones al suministro de la información y, por el otro, nos cabe, siempre la responsabilidad que la legislación de fondo prevé para una información mal utilizada. Pero cuando uno quiere sopesar los daños que se ha hecho con la no información y contrapesarlo con los daños que pueda ocasionar la información mal utilizada, no tenemos ninguna duda de que la no información ha sido, realmente, en este país, la causante de muchísimos daños. Tengamos memoria de muchas frases célebres, como por ejemplo “el que apuesta al dólar pierde”, que generó un gran dolor para muchos argentinos, o las muchas expresiones públicas que se hicieron después como dando información tendenciosa, equivocada, por parte del Estado, donde se inducía justamente al pueblo a lo contrario de lo que se informaba. 


Toda esa es la realidad con la cual hoy nosotros debemos valorar este proyecto, señor presidente, nos parece que el debate por una nueva cultura también forma parte del debate sobre una nueva cultura en nuestra Legislatura. Yo sé que a veces no se comparte que un diputado le pueda decir a un senador lo que tiene que hacer, pero sí creo que lo que tenemos que debatir son responsabilidades políticas y definiciones políticas. No es posible que este proyecto vaya tres veces al Senado y que las tres veces vuelva cambiado porque no se ponen de acuerdo los senadores, y que cuando se dé explicación, la explicación siempre parte aparentemente de la cabeza de un solo senador. Un senador es importante, pero el avance en la calidad institucional de una Provincia, es mucho más importante. Y nosotros tenemos la obligación, no solamente de hablar en la Cámara de Diputados, votar en la Cámara de Diputados, sino de hacernos eco de la necesidad de que esta Provincia modifique sus instituciones, y creo que esta legislación, claramente, la modifica, porque va a generar otra cultura, que es la de decir qué es lo que se va a hacer. Yo, muchas veces, como legislador, me informo por ejemplo, de que vamos a tener acueductos financiados por China. ¿Quién nos informa?. Son realidades que, evidentemente, forman parte de otro tiempo de la democracia, que han sido importantes, que han movido la historia, pero que no es acorde a los tiempos actuales.


Yo le digo, señor presidente, y con esto quiero terminar, que en los años 2001 y 2002 vivimos un tiempo trágico, y como resultas de ese tiempo trágico se originó el diálogo de los argentinos, donde participaban representantes de Programas de las Naciones Unidas para el Desarrollo. Era tal la importancia que hacía falta buscar alternativas para salir de la crisis, y se habló de dos puntos fundamentales para salir de ella: una era la reforma política, con lo que estamos en deuda, y el otro punto, señor presidente era el derecho a la información. Y si uno va a las publicaciones que se hicieron en la época, se dará cuenta de la importancia que se le da a la información, no solamente en este país, sino en el mundo. 


Hace pocos días –y esto obra en Internet–, en los Estados Unidos, 50 organizaciones periodísticas generaron todo un movimiento para luchar contra el secretismo informativo y que, por supuesto, está muy vinculado a la administración republicana de George W. Bush. Y ¿sabe por qué, señor presidente?, porque el mundo hace años que consideró que la información no era pública sino era suministrada a sus legítimos representantes, que son los pueblos. Y hoy, en los Estados Unidos, se está volviendo atrás bajo el argumento del secreto de Estado y del terrorismo, y eso no es, evidentemente, materia de debate; lo que, evidentemente, se está logrando es que bajo determinados paradigmas se empiece a retacear información. 


Nosotros tenemos que retomar la línea histórica de nuestro país, que es que nuestras instituciones funcionen, que nuestras instituciones avancen, que nuestras instituciones no sean las instituciones anquilosadas del siglo XIX, y nos parece que, así como las instituciones provinciales en el ‘83 significaron un avance en la calidad institucional de muchas provincias, hoy, nosotros, debemos volver a que, a través de las provincias, obtengamos aquella legislación que, lamentablemente, todavía no ha tenido la sanción que corresponde en el orden nacional.

SR. REAL EÍ "PDP REAL, Gabriel" .– Pido la palabra.


Voy a fijar la posición del bloque Demócrata Progresista. Como ya lo han manifestado distintos oradores, el proyecto original que empezó a plantear el derecho a la información pública fue de un correligionario de nuestro bloque, anterior presidente, doctor Carlos Favario, que tuvo un proceso que todos conocen, fue presentado en el 2002, se aprobó en Diputados y volvió del Senado con una reforma lamentable para lo que era el proyecto; se volvió a aprobar a fines del 2003, en el mes de septiembre, unánimemente, como hoy sucederá en esta Cámara, y el Senado, como bien dijo el diputado Esquivel, no se pudo poner de acuerdo con la Cámara de Diputados; creo que no se pudo poner de acuerdo, el Senado, con lo que esencialmente solicitaba la ciudadanía de Santa Fe.


Creo que es un día histórico porque, nuevamente, como se dijo, por tercera vez se fija una posición, pero en este caso la Cámara de Diputados de Santa Fe está a tono con cuestiones elementales para que esta Provincia comience a transitar el camino de la verdadera calidad institucional, y esta ley que vamos a aprobar hoy es fundamental para que esto ocurra.


El proyecto original del 2002, en líneas generales, tenía una mayor amplitud en algunas cuestiones, como fundamentalmente en el tema de los requisitos y limitaciones, pero, obviamente, que este proyecto que vamos a aprobar hoy termina con ese corset que pretendió introducirle el Senado y que tiene que ver con el interés legítimo que, en definitiva, no sólo encorsetaba una cuestión esencial sino que el derecho que era de los ciudadanos se lo terminaba devolviendo al Estado.


Decían algunos diputados que hablaron anteriormente, que acá es fundamental que el Gobernador tome esta media sanción y en forma urgente mande este mensaje. Sería también importante que el mensaje lo mandara a través de la Cámara de Diputados.


Tenemos el conocimiento, desde el bloque del Partido Demócrata Progresista, que si esta ley realmente se aprueba, obviamente, después que el gobernador la mande, se trate rápidamente y se ponga en práctica, va a haber un antes y un después –estamos convencidos de ello– en todo lo que tenga que ver con la gestión pública. Las prácticas de gobierno, si esta ley se implementa sin restricciones, van a cambiar totalmente y estoy convencido de que entre las varias cuestiones en las que Santa Fe está en mora, que tienen que ver con la verdadera reforma política, una ley de derecho a la información amplia e irrestricta es uno de los basamentos fundamentales para poder ser una Provincia como todos queremos, distinta.

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


Voy a tratar de explicar brevemente el respaldo a la iniciativa que está en debate. Más allá de esta cuestión y de reconocer el encomiable trabajo de los legisladores que han elaborado distintos proyectos, que han sido consensuados y trabajados en forma conjunta en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, me parece que es absolutamente obvio que estamos detrás de lo que se supone debiéramos haber hecho en relación a este tema.


Y me parece importante recalcar esta situación porque en el marco de las democracias modernas y de las sociedades de derecho –que es lo que se está discutiendo hace bastante tiempo en distintos lugares del mundo– no hay situaciones donde los representantes políticos o las dirigencias partidarias le otorgan graciosamente a la ciudadanía la posibilidad de participar de una situación que no es más que su derecho y nuestra responsabilidad.


Me parece importante hacer una reflexión también sobre lo que un sociólogo francés llama la “desilusión ciudadana” en relación a las políticas sobre temas como éste que está en debate.


Y me parece importante porque, en realidad, la Constitución de la Provincia de Santa Fe y la Constitución Nacional les otorga a las representaciones partidarias, a los partidos políticos, el monopolio de la representación de la opinión de la ciudadanía en la conducción del Estado y, muy bien se dijo aquí, la voluntad manifiesta y bastante reiterada de este Cuerpo Parlamentario –aún en composiciones anteriores– en el sentido de apoyar normas de estas características, que han naufragado en el Senado, pero no han naufragado en base a una situación abstracta, sino en base a la decisión de una de las instancias partidarias y de uno de los bloques parlamentarios que lo componen, que no ha querido votarlo y que es el bloque mayoritario.


Además de acompañar esta decisión, me parece importante que la voluntad expresada por los legisladores del oficialismo sea trasladada al seno del partido político al que pertenecen, a los legisladores del Senado del mismo partido para que –como muy bien se señaló– esto pronto sea ley y quienes tenemos una responsabilidad en algunos de los poderes del Estado, no hagamos más que cumplir con nuestra obligación y poner a disposición de la ciudadanía la información de todo lo que hacemos.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si ningún otro diputado se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º al 5ª.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el artículo 6º con la modificación introducida por el señor diputado Esquivel, que en el inciso 2) agregaba: “datos personales sensibles”.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Pido la palabra.


Con respecto al inciso 4), en la comisión habíamos hecho un agregado. 

Cuando termina diciendo: “ha sido dispuesta mediante Decreto, Resolución o Acordada” debería agregarse “previo a la solicitud” para que no salga un decreto o resolución cuando viene un pedido de información.


Se había acordado que iba a estar pero veo que no está en el texto.


El agregado sería: “de vigencia previa a la solicitud”.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– ¿Es el inciso 4) o 5)?

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– En el inciso 4), cuando termina, donde dice: “y dicha reserva o confidencialidad haya sido dispuesta mediante decreto, resolución o acordada”, el agregado sería: “de vigencia previa a la solicitud”.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Solicito que lean el inciso 4) por Secretaría.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

SR. SECRETARIO (Giuliano).– Art. 6º, inc 4): “Cuando la información provenga de un órgano o ente de la Nación y su reserva esté impuesta por razones de seguridad pública, defensa, inteligencia, contrainteligencia, política exterior, política económica financiera, comercial, tributaria, industrial, científica o técnica y dicha reserva o confidencialidad haya sido dispuesta mediante decreto, resolución o acordada”.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– Pido la palabra.


Me parece que el texto es claro. El encabezamiento dice “cuando la información provenga de un órgano o ente del Estado y su reserva esté impuesta”, esté impuesta desde antes. Si no está impuesta, no la puede imponer después.


Es decir, que es un texto que guarda correlación con normas vigentes en otro texto legal, el que había despachado la Cámara de Diputados de la Nación, que luego tuvo modificaciones en el Senado, y en la Ley Nº 104 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene un ámbito mucho más amplio, porque es más genérico. Aquí es más preciso.


Se precisa cuáles son esas normas y de quien deben provenir. Me parece que agregarle algo más, sería alterar el texto acordado y podríamos incurrir en una desprolijidad en lo que va la armonía del texto generado.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Reitero lo que plantee en la comisión y que creía objetivamente que estaba acordado. Una resolución o un decreto puede ser realizado en veinticuatro horas. Si yo tengo un pedido de información y se valora técnicamente que puede alterar la reserva o la confidencialidad, le doy sanción y estoy obviando la información.


Creo que se aclara, se pone vigente previo a la solicitud, o sea que no sea hecho el decreto para denegar algún tipo de información. Este es un poco el sentido, yo creo que para nada se está violando lo que se ha trabajado en la comisión sino que yo estoy convencido de haberlo planteado y, por lo menos, creía que había asentimiento sobre el contenido de este agregado.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Efectivamente, el diputado Lamberto lo planteó en la comisión.


Yo, en este momento, no recuerdo con precisión porqué no quedó, pero de todas maneras creo que la explicación técnica que da el diputado Kilibarda, en el segundo renglón cuando dice “y su reserva esté impuesta…”, creo que está referido a ese criterio previo que le preocupa al diputado Lamberto.


Él lo había planteado, pero creo que está salvado con el párrafo anterior, con lo cual mantenemos el texto.

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Le hago una sugerencia al diputado Kilibarda. Se podría aclarar que esté previamente impuesta por razones de seguridad.

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– No hay problemas, señor presidente, pero siempre la medida debe ser anterior a la solicitud y no creo, aunque haya fantasmas, que se pueda inventar un decreto o una resolución antidatada con respecto a la solicitud.


De cualquier manera, si esto le trae tranquilidad al diputado, que le ponga “previamente”. Está limitada a razones claras –seguridad pública, inteligencia– pero si la palabra “previamente” lo satisface, y el señor presidente de la comisión lo acepta, no hay problema.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– ¿Entonces, quedaría “Cuando la información provenga de un órgano o ente de la Nación y su reserva esté previamente impuesta…”?

SR. KILIBARDA EÍ "PJ KILIBARDA, Danilo" .– “…haya sido impuesta previamente…”

SR. PRESIDENTE (Barrera).– ¿“…haya sido impuesta previamente…”? ¿Hay acuerdo? 

SR. LAMBERTO EÍ "PS LAMBERTO, Raúl" .– Muchas gracias.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Perdón, ¿puede repetir cómo quedó?

SR. PRESIDENTE (Barrera).– “Cuando la información provenga de un órgano o ente de la Nación y su reserva esté impuesta previamente por razones de seguridad pública, defensa, inteligencia, contrainteligencia, política exterior, …” 

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Yo creo que es más claro este texto: “Cuando la información provenga de un órgano o ente de la Nación y su reserva haya sido impuesta previamente por razones de seguridad pública, defensa, inteligencia…” 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– ¿Cómo queda, entonces? ¿Se agrega el “haya” o no la agregamos?

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– “Esté impuesta”, definitivamente. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Entonces, queda: “… y su reserva esté impuesta previamente por razones de seguridad,…” etcétera.


Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 6º, con las modificaciones introducidas por el diputado Esquivel al inciso 2º y por el diputado Lamberto al inciso 4º.

–
Resulta aprobado.

–
Se aprueban sin observación los artículos 7º, 8º, 9º, 10º; artículo 11º, de forma.

–
Aplausos en la barra.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe media sanción y se comunica al Senado con el siguiente texto:

 EÍ "zlExpteS. N° 13.235 – PER; 11.843 – UCR; 13.509 – UCR, 11.832 – PDP y 15.253 – PJ\: Libre acceso a la información de los actos de gobierno" 
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Derecho a la Información. Legitimación Activa y Pasiva. Principio General.

Artículo 1º – Toda persona, física o jurídica, tiene derecho a acceder a información pública completa, veraz, adecuada y oportuna de los entes y órganos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, empresas y sociedades del Estado o con participación estatal y otros entes públicos que constituyen la Administración General –Sector Público Provincial No Financiero y Financiero–.


El derecho a la información alcanza a las sentencias definitivas y resoluciones judiciales equiparables a ellas, dictadas en causas en las que la Provincia sea parte o en que se halle comprometido el interés público.

Extensión de la legitimación pasiva.

Artículo 2º – Las disposiciones de esta ley son aplicables a las personas privadas que en virtud de una ley ejerzan funciones públicas; así como a las personas privadas que hayan recibido aportes o subsidios del sector público provincial o a las que se les haya otorgado, mediante permiso, licencia, concesión o cualquier otra forma contractual la prestación de un servicio público o la explotación de un bien del dominio público, que posean información privada de naturaleza pública o vinculada al servicio o concesión que explote.

Regla o principio general.

Artículo 3º – Toda la información producida por los órganos y entes públicos y personas mencionadas en los artículos 1º y 2º de esta ley, se considera pública, salvo las excepciones previstas en el artículo 6º.


Fuera de los casos previstos en esta ley no podrá restringirse el acceso a la información, debiendo las excepciones interpretarse restrictivamente.

Concepto de Información Pública.

Artículo 4º – A los efectos de la presente ley se entiende por información pública la contenida en documentos, escritos, expedientes, fotografías, grabaciones, soportes magnéticos o digitales, o en cualquier otro formato y que haya sido creada u obtenida por el órgano requerido o cuya producción haya sido financiada total o parcialmente por el erario público y que se encuentre en su posesión y bajo su control.


Se considera además como información a los efectos de esta ley, cualquier tipo de documentación que sirva de base a un acto de gobierno, las actas de reuniones oficiales y las agendas de las actividades oficiales.


Todos los órganos y entes contemplados en los artículos 1º y 2º de esta ley deben generar, actualizar y dar a publicidad información básica con el suficiente detalle de la información pública que obre en su poder para orientar a las personas en el ejercicio del derecho de acceso a la información. Dicha información básica será de consulta irrestricta.


El órgano o ente requerido no tiene la obligación de crear o producir información con la que no cuente al momento de efectuarse el pedido o que ha sido íntegramente publicada en el Boletín Oficial o en el sitio web de la Provincia, salvo que el Estado Provincial estuviere legalmente obligado a su producción o se hubiere comprometido mediante la firma de un acuerdo, tratado o convenio.

Solicitud de información. Requisitos. Responsabilidad.

Artículo 5º – La solicitud de información pública se instrumenta por escrito, en un formulario entregado por el órgano o ente requerido. El formulario será confeccionado por el Poder Ejecutivo, conforme a la reglamentación de la presente ley y contendrá como mínimo espacio para que el solicitante:

a)consigne sus datos personales, indicando: nombre, apellido, nacionalidad, domicilio, número y tipo de documento, teléfono y dirección electrónica. Si se trata de persona jurídica, debe consignar además de los datos personales de quien efectúa la solicitud, la denominación o razón social y el domicilio de aquella;

b)identifique la dependencia del órgano u ente al que se le requiere la información;

c)identifique la información pública solicitada de acuerdo a lo informado en el índice:

d)firme el formulario.

No se requerirá la manifestación del propósito o la finalidad de la solicitud.

El solicitante será responsable por el uso que diere a la información obtenida.

Excepciones al derecho de libre acceso a la información pública.

Artículo 6º – Constituyen excepciones al derecho de libre acceso a la información pública, los siguientes supuestos:

1)Cuando el carácter confidencial, secreto o reservado de la información esté impuesto por una ley especial;

2)Cuando se trate de datos personales sensibles protegidos por la Ley Nacional Nº 25.326;

3)Cuando por medio de la información pueda ocasionarse un peligro a la vida de las personas o afectarse su derecho a la intimidad, a la imagen o al honor, salvo que se cuente con el consentimiento expreso de la persona a que refiere la información solicitada;

4)Cuando la información provenga de un órgano o ente de la Nación y su reserva esté impuesta previamente por razones de seguridad pública, defensa, inteligencia, contrainteligencia, política exterior, política económica financiera, comercial, tributaria, industrial, científica o técnica y dicha reserva o confidencialidad haya sido dispuesta mediante decreto, resolución o acordada;

5)Cuando se trate de información contenida en notas internas, con recomendaciones u opiniones producidas como parte de un proceso previo a la toma de una decisión de la administración, que todavía no forma parte de los expedientes;

6)Cuando se trate de información protegida por el secreto profesional o se trate de información preparada por asesores técnicos y pudieran revelar la estrategia a adoptarse en la defensa o tramitación de una causa judicial o de cualquier naturaleza similar;

7)Cuando se trata de actos o sumarios administrativos impugnados legalmente, hasta tanto se hubiere dictado resolución definitiva;

8)Cuando fuere dispuesta por juez competente, en defensa de derechos y garantías individuales;

9)Cuando refiera a los secretos industriales, comerciales, científicos o técnicos pertenecientes a organismos o empresas del Estado Provincial o a terceros que se lo hayan suministrado con el propósito que no sean dados a conocer;

10)Cuando refiera a secretos bancarios o financieros o información así calificada por la ley de entidades financieras o por la Autoridad de Aplicación competente, o cuando de la misma resulte un beneficio indebido para quien reciba la información.

Denegatoria. Silencio.

Artículo 7º – El órgano o ente requerido sólo puede negarse a brindar la información solicitada si se verifica que ésta no existe o que está incluida dentro de algunas de las excepciones previstas en esta ley.


El silencio o la falta de motivación de la respuesta se presume como negativa a brindarla y deja habilitada la acción de amparo ante la Cámara Contencioso Administrativa. La denegatoria total o parcial de la información debe fundarse por escrito y estar motivada. En caso de contarse con información de donde se encuentra la información requerida deberá hacérsela constar a los fines de facilitar la búsqueda al requirente.

Plazos. Principio de gratuidad.

Artículo 8º – La solicitud de información pública efectuada conforme a la presente ley, debe ser satisfecha en un plazo no mayor de quince (15) días hábiles administrativos. El plazo se podrá prorrogar por otro igual de mediar circunstancias que hagan difícil reunir la información solicitada. La prórroga se deberá resolver en acto fundado y comunicarse al solicitante.


El acceso a la información pública es gratuito en tanto no se requiera la reproducción de la misma. Los costos de reproducción son a cargo del solicitante.

Responsabilidades

Artículo 9º – El funcionario público del órgano o ente requerido que obstruya injustificadamente el acceso a la información pública solicitada, o que la suministre sin fundamentos en forma incompleta, o que permita el acceso a información exceptuada u obstaculice de cualquier modo el cumplimiento de esta ley, incurrirá en falta grave a sus deberes, resultándole de aplicación el régimen disciplinario pertinente, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que pueda corresponderle.


En caso de los entes privados comprendidos por esta ley, serán sancionados con multa de diez (10) a cincuenta (50) jus, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal en que puedan incurrir las personas físicas requeridas.

Autoridad de Aplicación

Artículo 10 – Será organismo de control de la correcta aplicación de la presente ley la Defensoría del Pueblo de la Provincia.

Artículo 11 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 29 de noviembre de 2005.

Esquivel – Dalla Fontana – Liberati – Meotto – Lamberto – Kilibarda – Lacava – Benas – Mascheroni – Pezz 

proyecto de ley original (Expte. nº 13.235 – PER)

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Toda persona tiene derecho a solicitar, acceder y recibir información de cualquier dependencia perteneciente a la Administración Pública centralizada o descentralizada, dependencia de la seguridad social, empresas públicas y sociedades del Estado Provincial, al Poder Legislativo, al Tribunal de Cuentas, Defensoría del Pueblo y al Poder Judicial de la Provincia, en todo aquello relacionado con las actividades que realicen en ejercicio de funciones administrativas.

Artículo 2º – Las disposiciones de la presente ley serán aplicables en cuanto a su estricta vinculación con el Estado, a las personas jurídicas privadas que en virtud de la ley ejercen funciones públicas, así como a las organizaciones privadas a las que se hayan otorgado subsidios o aportes provenientes del sector público provincial, y a las empresas privadas a quienes se les haya otorgado mediante permiso, licencia, concesión o cualquier otra forma contractual la prestación de un servicio público o la explotación de un bien del dominio público. La solicitud se efectuará según lo establecido en el artículo 4º de la presente ley.

Artículo 3º – A los efectos de la presente ley, se entiende por información todo conocimiento que conste en documentos escritos, fotográficos, grabaciones, soporte magnético, digital o en cualquier otro formato y que haya sido creada u obtenida por las dependencias y Poderes mencionados en los artículos 1º y 2º, o que obre en su poder o bajo su control, o cuya producción haya sido financiada total o parcialmente por el erario público, o que sirva de base para una decisión de naturaleza administrativa, incluyendo las actas de las reuniones oficiales.


Las dependencias y Poderes enunciados en el artículo 1º y 2º, generarán, actualizarán y darán a publicidad información básica, con el suficiente detalle para su individualización, para orientar al público en el ejercicio del derecho reglamentado por la presente ley. Dicha sistematización será de consulta irrestricta.

Artículo 4º – El Ministerio Coordinador y las presidencias de los Poderes Legislativo y Judicial, recepcionarán el requerimiento de quienes invoquen interés legítimo en acceder a la información de los actos de gobierno. Las solicitudes deberán ser efectuadas por escrito, con aclaración del requirente e indicación de lo que se desea conocer.


Una vez recepcionada la solicitud, la autoridad se expedirá sobre su admisibilidad, para lo cual hará un control sobre su adecuación a lo establecido en la presente ley. De no admitirse, deberá fundarse el acto administrativo que así lo determine.


El Ministerio Coordinador y los Poderes Legislativo y Judicial, elaborarán un procedimiento breve a fin de dar respuesta a la requisitoria.

Artículo 5º – La dependencia o Poder requerido está obligado a permitir el acceso a la información en los plazos establecidos en la Ley Nº 11.312.


Cuando por las circunstancias objetivas del caso debidamente acreditadas resulte necesario acceder a la información en un plazo menor al señalado, el funcionario responsable brindará la respuesta antes de que ésta resulte inútil o ineficaz para el objetivo buscado por el solicitante.


La erogación correspondiente a la extracción de copias o fotocopias de la información requerida, será a cargo del solicitante.

Artículo 6º – La dependencia o Poder requerido sólo podrá negarse a brindar la información objeto de la solicitud, por acto fundado, si se verifica que la misma no existe, o que ha sido íntegramente publicada en el Boletín Oficial, en la pagina de internet oficial del Gobierno, o esté reglado un procedimiento especial para obtenerla, o que esté incluida dentro de alguna de las excepciones previstas en el artículo 8º de esta ley.


La solicitud de información no implica la obligación de la dependencia de crear o producir información con la que no cuente al momento de efectuarse el pedido, salvo que el Estado se encuentre legalmente obligado a producirla, en cuyo caso no mediará justificación para la denegatoria.


La información será brindada en el estado en que se encuentre al momento de efectuarse la petición, no estando obligado la dependencia o Poder a procesarla o clasificarla.


Cuando la información requerida contenga datos personales o perfiles de consumo, estos datos deberán ser disociados.


Ante la negativa de la dependencia o Poder requerido, podrá interponerse Acción de Amparo.

Artículo 7º – La dependencia o Poder requerido que obstruyere el acceso del peticionante a la información solicitada, o la suministrare injustificadamente en forma incompleta, o permitiere el acceso ilegítimo a información clasificada como reservada, u obstaculice de cualquier modo el cumplimiento de esta ley, incurrirá en grave falta a sus deberes.

Artículo 8º – Constituyen excepciones a la regla de publicidad de la información, las siguientes:

a) Cuando por razones de bien general o la naturaleza del asunto, la ley autorice al titular de una jurisdicción administrativa a mantener y ejecutar en forma reservada las medidas necesarias para cumplir y hacer cumplir la Constitución Nacional y la leyes dictadas en su consecuencia, la Constitución, las leyes y decretos de la Provincia de Santa Fe.

b) Cuando se trate de información proveniente de una dependencia de la Nación y su divulgación ponga en peligro al orden público y/o la seguridad nacional, debiendo tratarse de información expresamente calificada como reservada mediante decreto del Poder Ejecutivo Nacional o ley del Congreso de la Nación que declare inaccesible al público algún tipo de información.

c) Cuando la difusión de la información importe violación de secreto profesional, fiscal o bancario.

d) Cuando se tratare de bases de datos, secretos industriales, comerciales, financieros, científicos o técnicos que pertenezcan a una dependencia de la administración pública, o a terceros que los hubieren suministrados a un ente o a una dependencia estatal en la confianza de que no serían revelados.

e) Cuando la difusión de la información solicitada, ponga en peligro o afecte la salud o moral públicas.

f) Cuando la publicidad de la información afecte derechos de terceros, honra y/o privacidad de las personas, en los términos de la Ley Nº 25.326 cuya publicidad constituya una vulneración del derecho a la intimidad y al honor, salvo que el solicitante cuente con la conformidad expresa de los mismos, manifestada por medio fehaciente.

g) Cuando se trate de información preparada por asesores jurídicos o abogados dependientes del Estado cuya publicidad pudiera revelar la estrategia a adoptarse para una caso concreto, o divulgare las técnicas o procedimientos de investigación, o cuando la información privare a una persona del pleno derecho a un juicio justo o cualquier tipo de información protegida por el secreto profesional que debe guardar el abogado respecto a su asesorado.

Artículo 9º – La Defensoría del Pueblo de la Provincia es la dependencia de control de la correcta aplicación de la presente Ley.

Artículo 10 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Cámara de Senadores 26 de agosto de 2004

Paulichenco – Bielsa

proyecto de ley original (Expte. Nº 11.843 – UCR)

La legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º.– Acceso a la Información. Reconócese en el ámbito de la Provincia de Santa Fe, a toda persona física o jurídica que formule el pedido por escrito con identificación del requirente, el derecho al libre acceso a la información completa, veraz y oportuna de los actos de gobierno de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, sus entes descentralizados y entidades autárquicas. Asimismo, son sujetos pasivos del presente derecho, las empresas privadas prestatarias de servicios públicos. 

Artículo 2º.– Definición. Se considera información a los efectos de esta ley, los actos administrativos, cualquier tipo de documentación y/o elementos que hayan servido de base a los mismos, así como las actas de reuniones oficiales, que hayan sido producidos o generados, y/o se encuentren en poder del órgano requerido. 

Artículo 3º.– El órgano requerido no está obligado a crear o producir información con la que no cuenta al momento de efectuarse el pedido, salvo que el Estado se haya obligado a su producción mediante la firma de tratados internacionales u otras leyes.

Artículo 4º.– Excepciones. No queda comprendida en la presente, la siguiente información:

a) la referida a causas judiciales en la cual la administración de que se trate fuere parte, dentro del secreto de sumario si fuere causa penal y en otro tipo de proceso si pudiere develar la estrategia de la administración;

b) aquella que pudiere afectar la intimidad de las personas o constituya una invasión en la privacidad personal como ser bases de datos de domicilios, teléfonos, correos electrónicos, etc.

c) cualquier tipo de información de carácter técnico susceptible de ser aprovechada económicamente por el requirente.

d) toda información referida a seguridad, defensa o política exterior de la Nación, expresamente clasificada como reservada mediante resolución fundada.

e) los secretos industriales, comerciales, financieros, científicos o técnicos pertenecientes a organismos del Estado Provincial o a terceros que se los hayan suministrado con la intención de que no fueran divulgados.

Artículo 5º.– Actividad pública de los funcionarios. Los funcionarios responsables de los órganos enumerados en el artículo 1º, deberán dar a conocer sus agendas de reuniones diarias, a los efectos de que los ciudadanos conozcan los encuentros que mantienen con personas que representan un interés determinado. Las mismas deberán publicarse en forma permanente, en las páginas de internet de los respectivos órganos.

Artículo 6º.– Toda información que por sus características sea de interés general ciudadano, tales como designaciones de funcionarios, remuneraciones de los mismos, listado de subsidios y de beneficiarios, contrataciones de personal, pliegos de licitaciones, deberá estar a disposición en las páginas de internet de los organismos, no necesitándose en dicho caso recurrir a realizar el trámite establecido en la presente.

La enumeración realizada en el párrafo precedente se entenderá sólo de manera enunciativa.

Artículo 7º.– Entrega de información parcial. En caso de que exista información con acceso a los ciudadanos y coexista con aquella que tuviere acceso vedado según los términos del artículo anterior, deberá suministrarse el resto de la información posible que haya sido solicitada.

Artículo 8º.– Modo de proveer la información. La información se proveerá mediante la entrega de copias de escritos, planos gráficos, soportes informáticos y/o el medio en que se encuentre en posesión de la administración de que se trate.

Artículo 9º.– Plazos. Toda solicitud de información requerida en los términos de la presente ley, deberá ser respondida en un plazo máximo de diez (10) días hábiles, el cual será prorrogable por hasta cinco (5) días hábiles en caso de que por su volumen y/o dificultad para reunirla resulten necesarios. Dicha situación deberá ser comunicada por escrito al requirente.

Artículo 10.– Gratuidad. El acceso a la información reconocido mediante la presente ley es gratuito, salvo el costo de la reproducción.

Artículo 11.– Obligatoriedad. Los sujetos enumerados en el artículo 1º, no podrán oponerse a la entrega de la información peticionada, salvo excepciones previstas en el art. 4º de este cuerpo normativo, en cuyo caso deberá dictarse resolución fundada por Director o funcionario equivalente del área al cual se formula el pedido, dentro de los plazos indicados en el art. 7º, la que se notificará por escrito al requirente.

Artículo 12.– Incumplimiento. Silencio. Vencido el plazo de cumplimiento y en caso de falta de comunicación del motivo de ello, el peticionante podrá considerar el silencio, como negativa arbitraria y manifiesta al pedido, quedando habilitada en consecuencia la acción de amparo contemplada en el artículo 17º de la Constitución Provincial y las normas específicas previstas en la Ley Nº 10.456.

Artículo 13.– Sumario administrativo. El funcionario con jerarquía equivalente a Director responsable del área al cual refiera el pedido de información que no conteste en el plazo indicado el pedido y/o no formule negativa fundada en causales expresadas, quedará incurso en la causal de falta grave a sus deberes, debiendo en este caso iniciarse trámite de sumario administrativo pertinente según la reglamentación vigente. Además, podrán sumárseles las responsabilidades de tipo penal que se vinculan con el incumplimiento de los deberes de funcionario público.

Artículo 14.– El Poder Ejecutivo reglamentará todas las cuestiones no contempladas en un plazo no mayor a sesenta (60) días hábiles a contar desde la promulgación de la presente.

Artículo 15.– Recomiéndese a los municipios y comunas de la Provincia, la adopción de igual normativa a la preceptuada en la presente.

Artículo 16.– Regístrese y comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Acceder a contar con la información apropiada es un prerrequisito de la participación ciudadana. No es posible participar en ninguna instancia de un proceso de toma de decisiones o de control de los actos de gobierno si no se cuenta con la información necesaria para poder intervenir en ambos casos.


La información pública no es propiedad de los que la generan y/o la obtienen, sino de los ciudadanos que con sus impuestos, contribuyen incluso económicamente a su producción.


A nuestro entender, tres son las razones de peso que nos llevan a proponer el presente proyecto:


En primer lugar, la necesidad de dotar a las organizaciones públicas estatales de mecanismos que permitan un mejoramiento continuo de su calidad y legitimidad institucional, máxime cuando en la actualidad se ha vuelto una preocupación central de la ciudadanía la transparencia en el accionar de los funcionarios públicos, preocupación que ha crecido a la par de los escándalos por actos de corrupción en diversas instancias del Estado nacional, provincial y municipal.


En segundo lugar, poder crear un instrumento concreto que le permita a los ciudadanos velar por el cumplimiento irrestricto de la normativa existente, generando una instancia de control ciudadano sobre los actos de gobierno.


Por último, garantizar a los ciudadanos de la Provincia de Santa Fe la satisfacción de un derecho constitucional básico del sistema democrático cual es el acceso libre e irrestricto a la información que se genera y/o se posee en cualquier instancia del Estado.


Entendemos que la sola condición de ser ciudadano habilita a requerir información, sin ningún otro motivo que la voluntad de participar en el proceso de control de los actos de gobierno. De ninguna manera el Estado puede exigir del requirente la demostración de un interés legítimo. No puede ser el mismo Gobierno el que decida si brinda o no la información, evaluando en cada caso si existen buenas razones para que un ciudadano la solicite.


El obligado directamente a brindar la información es el Estado en sus diferentes manifestaciones, sus entes descentralizados y entidades autárquicas. Pero también es necesario incluir a aquellas personas privadas que tienen en sus manos información de naturaleza pública, y por lo tanto de interés para el conjunto de la sociedad.


Decimos además, que debe ser completa, veraz, adecuada y oportuna, por lo que debe proveerse información:


- De cualquier naturaleza, ya sea que sirva de base a un acto administrativo, legislativo o judicial, se trate de minutas o incluso actas de reuniones oficiales.


- Contenida en cualquier tipo de formato: escritos, fotográficos, grabaciones, soportes magnéticos o digitales, etc. Esta enumeración no puede ser taxativa o cerrada, dado que los avances tecnológicos generarán seguramente formatos nuevos para almacenar información, que resulta imposible que puedan ser imaginados por los actuales legisladores.


- Creada u obtenida por el órgano estatal o la persona privada con actuación pública que la posea.


En el artículo 4º del presente, hemos establecido las excepciones al ejercicio del derecho, lo que garantiza que la información brindada no afectará la intimidad de las personas, ni las causas que se tramitan en la Justicia, ni el secreto profesional, ni los casos de seguridad nacional, ni la información que pueda ser aprovechada económicamente por el particular. La información es la regla, el secreto la excepción.


En este sentido, la carga probatoria recae sobre el Estado: no es el ciudadano el que debe justificar la razón de su pedido, sino que es el Estado el que debe fundamentar las razones por las cuales no puede facilitar el acceso.


Los plazos para responder la información requerida deben ser breves, de lo contrario la información dejaría de ser oportuna. Aquí es importante destacar que uno de los mecanismos habituales de impedir el acceso a la información, es negarla a través de su dilación o su omisión. Se establecen entonces, diez (10) días hábiles con la posibilidad de que el Estado solicite una prórroga excepcional de cinco (5) días.


Para garantizar el derecho al más pleno acceso a la información se establece la gratuidad del procedimiento. El Estado tiene la obligación de no establecer restricciones, entre ellas las económicas. Se deja a salvo el costo de la reproducción, la que será a cargo del solicitante.


Se establece la obligatoriedad de brindar la información, detallándose asimismo las alternativas frente a los casos de incumplimiento y silencio.


Finalmente, se fijan las responsabilidades de los funcionarios frente a los casos en que obstruyere, obstaculice o suministre en forma incompleta la información requerida. Estas responsabilidades son tanto administrativas, como penales si correspondieren.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares que nos acompañen en la aprobación del presente proyecto de ley.

Marcucci – Pezz

proyecto de ley original (Expte. nº 13.509 – UCR)

La Legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º.- Toda persona física o jurídica, tiene derecho, de conformidad con el principio de publicidad en los actos de gobierno y atendiendo al carácter de bien social que ostenta la información pública, a solicitar y recibir información completa, veraz, adecuada y oportuna. El pedido de la información podrá efectuarse en la Mesa de Entrada General de la jurisdicción o ante el funcionario público que atesore la información requerida y esté bajo su jurisdicción y/o tramitación. También podrá solicitarse la información en forma directa ante las instituciones privadas caracterizadas en el artículo 2º de la presente ley.

Artículo 2º.- La información solicitada deberá ser suministrada por el organismo que la atesore y esté bajo su control, o los concesionarios de servicios públicos provinciales, municipales, comisiones vecinales; empresas donde el Estado tenga participación en el capital o en la formación de las decisiones societarias; empresas privadas que hayan recibido mediante permiso, licencia, concesión o cualquier otra forma contractual, la prestación de un servicio público o la explotación de un bien de dominio público como también ante toda institución con personería jurídica o sin ella, que recibiera subsidios o préstamos promocionados del Estado, pero exclusivamente será información referida al destino, utilización y rendición de esos fondos.

Artículo 3º.- Se considera como información a los efectos de ésta ley la contenida en documentos escritos, imágenes, fotografías, grabaciones, soporte magnético o digital o en cualquier otro formato que sirva de base a un acto administrativo o que esa información que resulte financiada con fondos públicos, las actas de reuniones oficiales, como así también cualquier otra documentación requerida a los fines de lograr una mayor transparencia de las gestiones de gobierno. El órgano requerido no tiene obligación de crear o producir información con la que no cuente al momento de efectuarse el pedido, debiendo justificar porqué no se cuenta con dicha información, salvo que legalmente este obligado a tenerla o a producirla, en cuyo caso, debe proveerla.

Artículo 4º.- No queda comprendida en la presente la siguiente información:

a) Que afecte a la intimidad de las personas y bases de datos de domicilios o teléfonos;

b) De terceros que la administración hubiera obtenido en carácter de confidencial y la protegida por el secreto bancario;

c) Contenida en notas internas con recomendaciones u opiniones producidas como parte del proceso previo a la toma de una decisión de autoridad pública que forman parte de los expedientes; 

d) Aquella cuya publicidad pudiera revelar la estrategia o adoptarse en la defensa o tramitación de una causa judicial o de cualquier tipo que resulte protegida por el secreto profesional.

e) Toda aquella información que fehacientemente el Estado no posea.-

f) Sobre materias exceptuadas por leyes y ordenanzas específicas.- 

Artículo 5º.- En los casos enunciados en el artículo anterior, deberá dictarse resolución fundada por un funcionario de jerarquía equivalente o superior a Director del área al cual se formula el pedido, dentro de los plazos indicados en el artículo 9º, la que se notificará por escrito.

Artículo 6º.- En los casos de que exista un documento que contenga datos que afecten el derecho a la intimidad de las personas deberá suministrarse en forma parcial el resto de la información solicitada.

Artículo 7º.- El acceso público a la información es gratuito en tanto no se requiera la reproducción de la misma. Los costos de reproducción son a cargo del solicitante. Queda prohibido el cobro de sellado y tasa alguno.- 

Artículo 8º.- La solicitud podrá realizarse por escrito o verbalmente, con la identificación del solicitante, número de documento y domicilio, sin estar sujeta a ninguna otra formalidad. No puede exigirse la manifestación del propósito de la requisitoria, debe entregarse al solicitante de la información una constancia del requerimiento. Cuando se efectúe en forma verbal, el funcionario interviniente deberá labrar el acta correspondiente. 

Artículo 9º.- Toda solicitud de información requerida en los términos de la presente ley, debe ser satisfecha en un plazo no mayor de cinco (05) días hábiles. El plazo se podrá prorrogar en forma excepcional por otros cinco (05) días hábiles, de mediar circunstancias que hagan difícil reunir la información solicitada. En su caso, el órgano requerido debe comunicar, antes del vencimiento del plazo de cinco (5) días, las razones por las cuales hará uso de la prórroga excepcional. En casos de urgencia y/o emergencia fundada, la información deberá ser satisfecha en un plazo máximo de dos (2) días hábiles.-

Artículo 10.- Vencido el plazo de cumplimiento y en caso de falta de comunicación del motivo de ello, el peticionante podrá considerar el silencio como negativa manifiesta al pedido, estando en su derecho de iniciar las acciones legales que mejor lo amparen. Igual derecho le asiste en el supuesto de que la respuesta a la petición hubiera sido ambigua, oscura o incompleta.-

Artículo 11.- El funcionario público o agente responsable que en forma arbitraria obstruya el acceso del solicitante a la información requerida, o la suministrase en forma incompleta u obstaculice de cualquier modo el cumplimiento de ésta ley, es considerado incurso en falta grave, iniciándose en forma inmediata las acciones administrativas pertinentes.

Artículo 12.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


El libre acceso a la información pública es un derecho consagrado en nuestra Constitución Nacional.


El efectivo ejercicio de este derecho por parte de los habitantes de la Provincia permite monitorear y controlar la gestión pública, cuestión que es necesaria para la formación de la opinión y a la construcción de un debate informado que posibilite la participación ciudadana en los asuntos públicos y fomentando la transparencia en la gestión del Estado, y mejorando la calidad de sus instituciones.

Este derecho aún no ha sido regulado, lo que dificulta la participación de los habitantes de Santa Fe.


El artículo 13 del Pacto de San José de Costa Rica considera el libre acceso a la información como uno de los derechos humanos fundamentales.


El libre acceso a la información pública es un derecho consagrado en nuestra Constitución Nacional y la falta de regulación de este derecho dificulta la participación ciudadana en tiempo y forma, ya que toda persona física o jurídica que solicite información a un organismo público y le sea denegada (explícitamente o dilatando el plazo para responder) debe iniciar una acción judicial contra el organismo público para hacer valer su derecho constitucional.


Considerando que nos encontramos bajo una forma democrática de gobierno; en el que las libertades de pensamiento y de expresión, están garantizadas constitucionalmente, son abarcativas de la libertad de información. 


Ha dicho Juan Bautista Alberdi “... La Constitución debe dar garantías de que sus leyes orgánicas no serán excepcionales y derogativas de los grandes principios consagrados por ella. Es preciso que el derecho administrativo no sea un medio falaz de eliminar o escamotear las libertades y garantías constitucionales...”; 


No es razonable sostener que solo los medios de comunicación deben tener el libre acceso a la información, no así el resto, de los habitantes de Santa Fe.


Tampoco es válido sostener la necesidad de acreditar interés legítimo, ya que el mismo surge de la condición de habitante de la Provincia, sometido a la administración provincias.


No se debe olvidar que los miembros del Gobierno actúan como mandatarios de los ciudadanos y lo que no les otorga independencia respecto de éstos, sus mandantes, y que en ejercicio de sus cargos son depositarios de su confianza; pero también de la responsabilidad de informar en tiempo y forma a la comunidad.


Los principios de responsabilidad política y publicidad de los actos gubernamentales, transparencia y rendición de cuentas son pilares de la forma republicana de Gobierno.


El concepto de “información pública” lleva implícito el derecho del ciudadano de acceder libremente a la fuente de la gestión;


La rectitud implica la transparencia de los actos y procederes de la gestión pública, rectitud ésta que da credibilidad a las instituciones;


La información pública no es propiedad de quienes la generan sino de los vecinos que con sus impuestos contribuyen a su producción.


La imagen deteriorada de la dirigencia política obliga a buscar y garantizar a una ciudadanía activa que pueda acceder libremente a la información sobre la gestión de gobierno dentro de un marco legal.


El acceso a la información deviene así, sumamente importante para el ejercicio de la libertad de pensamiento y de expresión condicionando la efectiva vigencia de las demás libertades, la transparencia y el respeto al debido proceso, como también resulta relevante para la formación del debate y análisis público y el efectivo reconocimiento del pluralismo y la comunicación social pública y abierta. 


La desinformación e información inexacta, ambigua o inoportuna afectan sustancialmente la calidad de la participación pública y de la elección de las vías apropiadas para peticionar a las autoridades, proceder a la defensa de los derechos involucrados, contribuir a ofrecer soluciones a determinada problemática y la operatividad del control ciudadano en cuanto a la rendición de cuentas exigible a los administradores de la cosa pública. Por otra parte, la libertad de expresión no se agota en la prensa y en los medios distintos de ella, abarcando el libre acceso a las fuentes de información, extensivo al público en general en cuanto derecho a que las fuentes sean abiertas, públicas, veraces y accesibles (conf. entre otros Badeni, Gregorio, Instituciones de derecho constitucional, T.I, Ed. Ad-Hoc, Bs. As., 1997, pag. 320; Bidart Campos, Manual de la Constitución reformada, T. II, Ed. Ediar, Bs. As., 1998, Pág. 15, Carlos Santiago Nino, Fundamentos de Derecho Constitucional, Ed. Astrea, Bs. As., 2000, Pág. 260 y ss).


La información pública en su calidad de bien social, comprende toda aquella información relevante para la toma de decisiones y la efectivización de políticas públicas, que generalmente se encuentra administrada por órganos administrativos latu sensu, o financiada por presupuestos públicos. Su sólo pedido es condición necesaria y suficiente para proceder a su otorgamiento, sin que sea viable la exigencia de fundamentación alguna al respecto.


Por las razones expuestas, solicitamos a los señores legisladores la aprobación del presente proyecto.

Oscar Ritter

proyecto de ley original (Expte. nº 11.832 – PDP)

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1° – Derecho a la vista – Principio general.


Toda persona física y jurídica tiene derecho al libre acceso a la vista e información de los actos de gobierno de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, sus entes descentralizados y entidades autárquicas, de conformidad con el principio republicano de publicidad establecido por el artículo 1° de la Constitución de la Provincia. El derecho a la vista será extensivo a las resoluciones y sentencias judiciales dictadas en procesos en que la Provincia sea parte o que se halle comprometido el interés público.

Artículo 2° – Definición del derecho.


A los efectos de la presente, se considera derecho a la vista e información, “ la toma de conocimiento total o parcial de los actos de gobierno y a los elementos y toda documentación, que haya sido base o antecedente referencial directo de un acto administrativo”.

Artículo 3° – Límites y excepciones.


El principio general del derecho a la vista e información, se podrá limitar solo en los siguientes casos:

1) Cuando la información y documentación afecte la intimidad personal o familiar de las personas, a su honor y a su propia imagen o constituyen bases de datos personales y/o de domicilios y/o de teléfonos.

2) Cuando la información, antecedentes y documentación fuere declarada secreta o reservada, por resolución fundada en razones de seguridad o de un interés público prevaleciente efectivamente determinado.

3) Cuando los actos hayan sido atacados por vía de los recursos previstos legalmente, o dentro del plazo legal en que éstos puedan interponerse y hasta que se hubiere dictado el acto que pone fin a la instancia administrativa.

4) En casos de sumarios administrativos, hasta la etapa de la formulación de los cargos por parte del instructor sumariante.

5) Cuando fuere dispuesta por juez o tribunal actuante en resguardo y defensa de los derechos individuales y garantías constitucionales de los ciudadanos.

6) Cuando se dispongan por leyes especiales.

Artículo 4° – Gratuidad.


El acceso público a la vista e información es gratuito. En caso de ser necesaria la reproducción del material correspondiente, la misma será a cargo exclusivo del solicitante.

Artículo 5° – Formalidad y plazos.


El requerimiento al libre acceso a la vista e información deberá ser formulado por escrito, con identificación del solicitante, sin necesidad de indicar los motivos del mismo.


El organismo administrativo a quien se le requiera la información deberá dentro de los diez (10) días hábiles posteriores , proceder a la entrega de lo solicitado. Este plazo será prorrogable por otro término de cinco (5) días hábiles, en caso que las circunstancias propias del tema y su complejidad hagan imposible poder reunir el material solicitado.

Artículo 6° – Denegatoria tácita.


Cumplido el plazo establecido en el artículo anterior sin mediar respuesta alguna de la administración, se considerará que existe negativa tácita a brindarla, quedando para el solicitante habilitada la acción de amparo contemplada en el artículo 17 de la Constitución Provincial, conforme las leyes que reglamentan su procedimiento.

Artículo 7° – Obligaciones funcionales.


Todos los funcionarios públicos y/o agentes responsables de los tres poderes del Estado, están obligados a facilitar el acceso a la libre información. El incumplimiento de lo establecido en la presente ley será considerada falta grave en ejercicio de sus funciones, haciéndose pasible de las sanciones previstas legalmente.

Artículo 8° – Reglamentación.


El Poder Ejecutivo deberá reglamentar en un plazo de noventa días a partir de la promulgación de la presente.

Artículo 9° – Regístrese y comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto se presenta nuevamente como había sido aprobado e insistido por unanimidad por esta Cámara de Diputados, al perder estado parlamentario en el Senado.


La importancia del mismo, ha sido resaltada y señalada profusamente no solo por los legisladores, sino por distintas organizaciones intermedias de la provincia y la totalidad de los medios de comunicación , que sin excepción editorializaron a la norma jurídica del acceso a la información, como un instrumento imprescindible de la democracia y de la tan ansiada reforma política del Estado.


Por todas estas razones, constituye el proyecto legislativo que más adhesiones ha recibido desde el año 1983 a la fecha.


En ese sentido, el año pasado el Congreso Nacional sancionó una norma similar, en la búsqueda de objetivos compartidos, tendientes a terminar con una cultura del secreto, que tanto daño ha provocado a la participación efectiva y a la toma de conocimiento de los ciudadanos de los actos de gobierno.


Convencidos de la importancia del proyecto y del avance legislativo que significa para Santa Fe, en la búsqueda de una consolidación definitiva de la democracia y de las instituciones republicanas, insistimos en presentar nuevamente esta iniciativa que tuvo media sanción durante el año 2002, porque estamos convencidos que la información y la publicidad de los actos de gobierno a favor de todos los ciudadanos, no solo es reconocerles el derecho, sino que al mismo tiempo, por vía indirecta, promoverá un ejercicio razonable y menos arbitrario de la gestión del poder.


El derecho a la vista del expediente o de las actuaciones administrativas constituye a partir de 1994 una categoría de los derechos fundamentales o derechos humanos constitucionales por aplicación de los principios y derechos a la tutela judicial efectiva y a la información establecidos en los distintos pactos incorporados con raigambre constitucional por aplicación del derecho de integración.


Estos derechos forman parte del nuevo bien común internacional, que se refleja en los instrumentos supranacionales ya señalados, que tornan operativo lo dispuesto en el artículo 14 de la Constitución Nacional sobre el derecho a peticionar. En tal sentido así lo expresa la Declaración Americana de los Derechos y deberes del Hombre en su artículo XXIV cuando establece: “toda persona tiene derecho a peticionar peticiones respetuosas a cualquier autoridad competente, ya sea por motivo de interés general, ya por interés particular, y el de obtener pronta resolución”.


El derecho de integración vino a plasmar el reconocimiento de los derechos constitucionales llamados de tercera generación y constituye una respuesta de dignidad personal, al establecer el derecho de ésta, conforme el principio de publicidad de los actos de gobierno, a solicitar y recibir información completa, veraz y oportuna de los mismos.


Constituye la cristalización constitucional de establecer la dignidad humana como meta gubernativa y la solidaridad como deber jurídico. El paso del Estado gendarme e individualista al Estado de bienestar.(well-fare state).


Si bien el derecho de libre acceso a la vista de las actuaciones administrativas estaba ya inmerso como mandato constitucional desde 1853, cuando el texto garantizaba el derecho de defensa en juicio y la publicidad de los actos de gobierno, como nota estructural del principio republicano y de efectivizar la responsabilidad de los funcionarios, generalmente se lo negó haciéndole perder su sentido y eficacia.


Por lo tanto, toda disposición o actitud que niega ese derecho a cualquier persona física o jurídica, no solo es inconstitucional sino que genera responsabilidades por incumplimiento de los mandatos relacionados.


En la actualidad, no es posible considerar constitucional ninguna limitación al derecho de acceso a la información y su toma de conocimiento.


Su plena vigencia tiende a plasmar un accionar de la administración pública para evitar actos de corrupción y que sea verdadera garantía para todos los ciudadanos.


El reconocimiento de la fuerza normativa constitucional de los tratados, implica reconocer la función directiva y también preceptiva de las normas; implica concretar lo establecido por el artículo 33 de la Constitución Nacional cuando dice: “Las declaraciones, derechos y garantías que enumera la Constitución, no serán entendidos como negación de otros derechos y garantías no enumerados; pero que nacen del principio de la soberanía del pueblo y de la forma republicana de gobierno”.


Sobre la interpretación y aplicación que debe darse en el derecho interno a este derecho de integración, basta mencionar los antecedentes jurisprudenciales de la propia Corte Suprema de Justicia de la Nación en casos: ”Ekmedjian”, “Giroldi” y “Scilingo” entre otros y como su violación engendra la responsabilidad correlativa (Conf.: Vigo, Rodolfo. “La interpretación constitucional” pag. 64, 97 y 98; Caudet, A. ”La violación de los tratados constitucionales. El Pacto de San José de Costa Rica”.Doc. Laboral. junio 1997.pag. 595.)


En materia de interpretación, la doctrina constitucional es unánime en determinar que las normas “ deben interpretarse sistemáticamente” …”una exégesis coordinada, equilibrada y orgánica” dice Sagües en su obra “Elementos de Derecho Constitucional” Astrea.1997. pag. 50 y siguientes.


Esta posición es ratificada por la misma Corte Suprema de Justicia cuando establece: La Constitución es un todo orgánico y sus disposiciones deben ser aplicadas concertadamente. “Bernuchi”. Fallos: 289:200 y “Riego Ribas”. Fallos 258:267, entre otros.


En concordancia a estos principios, la Constitución de Santa Fe, asigna una íntima vinculación a los términos democracia y derechos fundamentales del hombre en su Preámbulo. Determinando taxativamente en su artículo 1° el principio republicano del Estado y la sumisión a la normativa jurídica y a los deberes de solidaridad recíproca.


Asimismo, en su artículo 6° establece en goce de los derechos y garantías reconocidos en la misma y en la Constitución Nacional, inclusive de aquellos no previstos y que nacen de los principios que la inspiran; agregando en su artículo 7° el irrestricto reconocimiento de la dignidad humana, a su participación y la defensa de sus derechos, estableciendo que “los derechos fundamentales de libertad y sus garantías reconocidas por esta Constitución son directamente operativas”.


En referencia concreta al tema que nos ocupa, los principios operativos que informan al derecho a la vista e información son: el debido proceso, tutela judicial efectiva, publicidad de los actos de gobierno y de información. Todos ellos analizados a la luz del principio de razonabilidad, por aplicación de los artículos 28, 33 y 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y artículo 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos. San José de Costa Rica.


Es un correlato obligatorio que el Estado por intermedio de sus organismos naturales, cumpla con estos mandatos que concretan la publicidad de sus actos y no tratar de escudarse, en razones de cuestionable veracidad, o invocando el amparo de vetustas disposiciones legales, para seguir impidiendo el libre acceso a la información a los ciudadanos.


Una forma precisa y concreta de terminar con la cruel crisis de representatividad y su ilegitimidad correlativa, es permitirle al ciudadano común, conocer las actuaciones y los actos de los funcionarios. Cuando pueda acceder con absoluta libertad a los trámites, sin rigorismos jurídicos u obstáculos formales - que en la práctica lo impiden - el control será verdadero y el sujeto controlador, tendrá confianza renovada en el controlado. 


La única manera de controlar la eficiencia del obrar estatal, reside en la posibilidad de tener acceso y conocimiento de los actos de gobierno. Esto deriva directamente de la forma republicana de gobierno. Por el contrario el “secreto” es propio de la actitud autoritaria y autocrática que significa negar –a cualquier costo– ese control democrático a que tiene, como derecho primario, la sociedad organizada.


La publicidad de la actuación administrativa del Estado no interfiere para nada con la organización y legitimidad de la administración, por el contrario, la viabilidad y conocimiento aumenta el control sobre esa actuación y de esta manera refuerza esa legitimidad (Conf.: Fernández, Román S.“ El derecho de acceso a los documentos administrativos”. M. Pons. Madrid. pag. 318 y siguientes.)


Mientras la publicidad contribuye a mejorar la eficacia de la administración, la práctica del secreto, como se impone en distintos estamentos de la administración provincial permite cubrir a veces errores, cuando no actos y actividades ilegítimas, incompetentes y abusivas.


Ese criterio está sustentado por la Fiscalía de Estado, que en fecha 1-6-2000 por resolución Nº 14 niega información que le fuera solicitada por diputados provinciales al dictaminar que no puede acceder a lo solicitado “… por no existir competencias por parte de Fiscalía de Estado para divulgar a particulares o dependiente de otros poderes, registraciones o constancias originadas o agregadas a procedimientos o procesos…”.


Sin efectuar calificación sobre dicho dictamen, ya que por ley de Fiscalía los dictámenes y resoluciones cuando están registrados con números y fecha como el citado son de carácter público, el mismo es señalado como una muestra palmaria de cuál es el criterio de la administración pública santafesina.


Hasta la fecha, en nuestra provincia por aplicación del vetusto Decreto Nº 10204/58 que reglamenta el trámite de actuaciones administrativas del Ministerio de Hacienda y Finanzas, pero aplicable a otras reparticiones, la vista no está establecida como un derecho y sí solamente como un acto de simple trámite. De su simple lectura surge que la limitación es la regla y la publicidad la excepción ya que exige demostrar interés legítimo y cumplimiento de distintas formalidades para requerir la información, estableciendo en su artículo 31 la vía excepcional para la entrega “…únicamente cuando el estado del trámite permita concederla…” y reafirmada en su artículo 32 cuando establece que las actuaciones podrán ser conocidas pero “...sin poder retirarlas”.


Bajo la excusa de la defensa legal y de los intereses de la provincia, de la tutela de su organización y en dudosas razones de jerarquía, constantemente se determina que las actuaciones son actos administrativos solo de consumo interno.


Que para mantener un “supuesto equilibrio “ y la coordinación eficiente de la administración –al decir de la Fiscalía en dictamen citado – debe limitarse la publicidad de copia de los actos producidos puesto que ello, puede afectar el normal funcionamiento de los procedimientos y procesos, lo cual es conveniente ”hasta que no se sancione una norma general legal que habilite en tal sentido”.


Se ha instrumentado por vía de interpretación la excepción, en contra del mismo mandato constitucional y se ha llegado a una situación que es denominada por Agustín Gordillo como “La administración paralela” Civitas. Madrid pag. 54 y siguientes.


Mientras se consagra por un lado el principio de publicidad y el irrestricto acceso de los interesados a las actuaciones administrativas, salvo que sean calificadas con anterioridad y por acto expreso como confidenciales, los funcionarios de turno se convierten en celosos guardianes de toda la información e impiden el acceso ya que el conocimiento de los mismos puede comprometerlos de alguna manera. Se ha originado un nuevo derecho contra el derecho escrito.


Los antecedentes del derecho comparado a partir de la década del 50 nos muestra a países como los Estados Unidos que por el instituto del “Freedom of information Act” se reconoce el derecho a la vista con las características apuntadas. En igual sentido Francia e Italia fueron dictando las normas que determinan el derecho a saber, como perteneciente a una tercera generación de derechos humanos, después de los civiles y políticos y de los económicos y sociales.


En Suecia el derecho a la vista tiene rango constitucional, como así también en España, porque se ha tomado conciencia de la necesidad de fomentar a la información como un derecho político de la colectividad, que no necesita justificar su razón, sino que por el contrario, debe en su caso acreditarse una necesidad legal y fundada de reserva para limitarlo. Se ha desplazado de esta forma el “onus probandi”.


La Asamblea del Concejo de Europa en el año 1979 por la recomendación N° 854 invitó a sus estados miembros, a introducir un sistema de libertad de información que permita reconocer el derecho subjetivo de acceso a los documentos de la administración pública.


Asimismo, existen antecedentes argentinos del derecho público provincial, como ser el de la provincia de Chubut que en 1992 dictó su Ley Nº 3764 en esta materia y el más reciente de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con el dictado de la Ley Nº 104 en el año 1998.


En el ámbito del Congreso Nacional, en la actualidad existen tres proyectos con estado parlamentario que establecen el reconocimiento irrestricto del derecho, sus alcances y fundamentos.


El presente proyecto permitiría no solo establecer definitivamente el acceso a las actuaciones dentro de un marco de razonabilidad constitucional como límite a la discrecionalidad. Conf.: Marienhoff, Miguel. ”El exceso de función como vicio del acto jurídico del derecho público” L.L.1989 –E- 963 y siguientes.


Esta razonabilidad es el equilibrio que necesariamente debe imperar entre el medio y los fines perseguidos, lo que implica armonizar la aplicación del plexo normativo que contiene el ordenamiento constitucional. Lo contrario se convierte en un acto antijurídico e inconstitucional.


Corresponde con la legislación desmitificar la supuesta e irreconciliable tensión que se produce en la actualidad entre la pretendida seguridad del Estado y la justicia del reclamo de los particulares.

La misma Constitución Nacional nos indica la pauta de razonabilidad cuando en sus artículos 28 y 99 inc. 2° dispone que los derechos consagrados por ella, no pueden ser alterados por las leyes que reglamentan su ejercicio.


Así lo ha determinado la propia Corte Suprema al decir: “Si bien la declaración de inconstitucionalidad es un acto de suma gravedad institucional, las leyes son susceptibles de cuestionamiento cuando resultan irrazonables, cuando los medios que arbitran no se adecuan a los fines cuya realización procuran o cuando consagran una manifiesta inseguridad…”, “…el principio de razonabilidad debe cuidar especialmente que las normas legales contemplen coherencia con las reglas constitucionales”. Fallos: 307.862.


El derecho a la vista tiende a buscar la justicia. En esta línea, la aplicación irrazonable y desproporcionada de normas antiguas que responden a otro concepto del Estado y de la sociedad, suele generar interpretaciones equivocadas y es por eso que todos los obstáculos formales, que se opongan a su real y eficaz ejercicio, deben ser excepcionales y de interpretación restrictiva.


La debida publicidad de sus actos, constituye un presupuesto del ejercicio de derechos fundamentales de la persona y que la administración pública está obligada a resguardar, como una expresión de la garantía de defensa del administrado, la tutela judicial y su derecho a la información.


La vista irrestricta de las actuaciones viene a ser la prueba tangible de si el particular goza de esos derechos, porque solo la comprobación material de las actuaciones puede garantizar una “leal información” CSJN. Fallos: 189:134 y 215:362.


No tiene respaldo jurídico la administración sobreprotegida y las razones de una supuesta protección del interés general, ha llevado con la excusa de preservar la seguridad y el interés público, a proteger la ineficacia y la corrupción burocrática del Estado.


Este derecho a la vista deriva de principios de información y publicidad de los actos de gobierno y del derecho de defensa y por lo tanto, toda disposición o interpretación contraria a su plena vigencia y eficacia es inconstitucional.


Es indudable que en virtud del principio republicano de la publicidad de los actos de gobierno, el principio general debe ser la vista y solo por excepción estricta y reglada puede mantener la reserva. En tal sentido se ha expresado la doctrina nacional: Cassagne, J.C. “Derecho Administrativo “ T.II pag. 443; Hutchinson, Tomás “ Régimen de Procedimientos Administrativos. Ley 19.549” .Astrea 4° Ed. Pag. 66 y dictámenes de la Procuración General del Tesoro Nacional T.94. pag. 265.


Estas limitaciones deben ser excepcionales y estar delimitadas por el conflicto actual. El acto que declara la reserva tiene que reunir las características propias de un acto administrativo con invocación de motivos concretos, pero esto, no debe ser genérico sino preciso.


La legislación provincial que se invoca en la actualidad, resulta inconstitucional e irrazonable. El expediente deberá ser facilitado para su examen, lectura y fotocopiado dice Dromi, Roberto "Manual de Derecho Administrativo“ T.II.pag. 279.


En síntesis, a pesar de existir mandatos constitucionales expresos y operativos, que lo posibilitan en toda su extensión, el derecho al libre acceso a la vista de las actuaciones administrativas no se aplica ni se reconoce. Por el contrario, se lo niega por cuestiones en general de excesivo rigorismo formal.


Pero si queremos afirmar la justicia y la transparencia en las actuaciones administrativas, debemos remover los obstáculos culturales, representativos de conceptos hoy perimidos y buscar la verdadera cooperación entre la administración y los administrados, con el objetivo de lograr una mayor credibilidad en la actividad y el manejo de la cosa pública.


La sociedad actual exige precisamente eso e impedir el acceso al derecho resulta no solo injusto, sino también violatorio de principios cuya supremacía no se puede discutir.


Por lo tanto, entendemos que, de acuerdo a los signos de los nuevos tiempos, la Provincia debe contar con las normas que permitan proteger efectivamente los derechos y libertades de los santafesinos, desterrando para siempre toda mentalidad que pretenda ignorarlos.

Carlos Favario

proyecto de ley original (Expte. Nº 15.253 – PJ)

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley

Derecho a la información. Legitimación activa y pasiva. Principio general.

Artículo 1º – Toda persona, física o jurídica, tiene derecho conforme con el principio de publicidad de los actos de gobierno, a solicitar y recibir información pública completa, veraz, adecuada y oportuna de los entes y órganos de la Administración General –Sector Público Provincial No Financiero–


El derecho a la información es extensivo a las sentencias definitivas y resoluciones judiciales equiparables a ellas, dictadas en causas en las que la Provincia sea parte o en que se halle comprometido el interés público.

Extensión de la legitimación pasiva.

Artículo 2º – Las disposiciones de esta ley son aplicables a las personas privadas que en virtud de una ley ejerzan funciones públicas; así como a las personas privadas que hayan recibido aportes o subsidios del sector público provincial o a las que se les haya otorgado, mediante permiso, licencia, concesión o cualquier otra forma contractual la prestación de un servicio público o la explotación de un bien del dominio público, que posean información privada de naturaleza pública.

Regla o principio general.

Artículo 3º – Toda la información producida por los órganos y entes públicos y personas mencionadas en los artículos 1º y 2º de esta ley, se presume pública, salvo las excepciones previstas en el artículo 6º.


Fuera de los casos previstos en esta ley no podrá restringirse el acceso a la información, debiendo las excepciones interpretarse restrictivamente.

Concepto de información pública. Indice.

Artículo 4º – A los efectos de la presente ley se entiende por información pública la contenida en documentos, escritos, fotografías, grabaciones, soportes magnéticos o digitales, o en cualquier otro formato y que haya sido creada u obtenida por el órgano requerido y que se encuentre en su posesión y bajo su control.


Se considera como información a los efectos de esta ley, cualquier tipo de documentación que sirva de base a un acto de gobierno, incluyendo las actas de reuniones oficiales.


Todos lo órganos y entes contemplados en los Artículos 1º y 2º de esta ley deben generar, actualizar y dar a publicidad un índice de la información pública que obre en su poder para orientar a las personas en el ejercicio del derecho de acceso a la información.


El órgano o ente requerido no tiene la obligación de crear o producir información con la que no cuente al momento de efectuarse el pedido.

Solicitud de información. Requisitos. Responsabilidad.

Artículo 5º – La solicitud de información pública se instrumenta por escrito, en un formulario entregado por el órgano o ente requerido. El formulario se confeccionará por el Poder Ejecutivo, conforme a la reglamentación de la presente ley y contendrá como mínimo espacio para que el solicitante:

a) consigne sus datos personales, indicando: nombre, apellido, nacionalidad, domicilio, número y tipo de documento, teléfono y dirección electrónica. Si se trata de persona jurídica, debe consignar además de los datos personales de quien efectúa la solicitud, la denominación o razón social y el domicilio de aquella;

b) identifique la dependencia del órgano u ente al que se le requiere la información;

c) identifique la información pública solicitada de acuerdo a lo informado en el índice;

d) firme el formulario.


No se requerirá la manifestación del propósito o la finalidad de la solicitud. 


El solicitante será responsable por el uso que diere a la información obtenida.

Excepciones al derecho de libre acceso a la información pública.

Artículo 6º – Constituyen excepciones al derecho de libre acceso a la información pública, los siguientes supuestos:

1) Cuando el carácter confidencial, secreto o reservado de la información esté impuesto por una ley especial;

2) Cuando se trate de datos personales protegidos por la Ley Nacional Nº 25.326;

3) Cuando a través de la información pueda ocasionarse un peligro a la vida de las personas o afectarse su derecho a la intimidad, a la imagen o al honor;

4) Cuando la información provenga de un órgano o ente de la Nación y su reserva esté impuesta por razones de seguridad pública, defensa, inteligencia, contrainteligencia, política exterior, política económico financiera, comercial, tributaria, industrial, científica o técnica y dicha reserva o confidencialidad haya sido dispuesta mediante decreto, resolución o acordada fundada;

5) Cuando se trate de información protegida por el secreto profesional o cuando pudiera revelar la estrategia a adoptarse en la defensa o tramitación de una causa judicial o de cualquier naturaleza similar;

6) Cuando se trate de información contenida en notas internas, con recomendaciones u opiniones producidas como parte de un proceso previo a la toma de una decisión de la administración, que todavía no forma parte de los expedientes;

7) Cuando se trata de actos o sumarios administrativos impugnados legalmente, hasta tanto se hubiere dictado resolución definitiva;

8) Cuando fuere dispuesta por juez competente, en defensa de derechos y garantías individuales;

9) Cuando refiera a los secretos industriales, comerciales, financieros, científicos o técnicos pertenecientes a organismos o empresas del Estado Provincial o a terceros que se lo hayan suministrado con el propósito que no sean dados a conocer.

Denegatoria. Silencio.

Artículo 7º – El órgano o ente requerido sólo puede negarse a brindar la información solicitada si se verifica que ésta no existe o que está incluida dentro de algunas de las excepciones previstas en esta ley.


El silencio o la falta de motivación de la respuesta se presume como negativa a brindarla y deja habilitada la acción de amparo ante la Cámara Contencioso Administrativa. La denegatoria total o parcial de la información debe fundarse por escrito y estar motivada.

Plazos. Principio de gratuidad.

Artículo 8º – La solicitud de información pública efectuada conforme a la presente ley, debe ser satisfecha en un plazo no mayor de diez (10) días hábiles administrativos. El plazo se podrá prorrogar por otro igual de mediar circunstancias que hagan difícil reunir la información solicitada. La prórroga se deberá resolver en acto fundado y comunicarse al solicitante.


El acceso a la información pública es gratuito en tanto no se requiera la reproducción de la misma. Los costos de reproducción son a cargo del solicitante.

Responsabilidades.

Artículo 9º – El funcionario público del órgano o ente requerido que obstruya injustificadamente el acceso a la información pública solicitada, o que la suministre sin fundamento en forma incompleta, o que permita el acceso a información exceptuada u obstaculice de cualquier modo el cumplimiento de esta ley, incurrirá en falta grave a sus deberes, resultándole de aplicación el régimen disciplinario pertinente, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que pueda corresponderle.


En el caso de los entes privados comprendidos por esta ley, serán sancionados con multa de diez (diez) a cincuenta (50) jus, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal en que puedan incurrir las personas físicas requeridas.

Autoridad de aplicación.

Artículo 10 – Será autoridad de control de la correcta aplicación de esta ley la Defensoría del Pueblo.

Artículo 11 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


1 – La publicidad de los actos de gobierno y el libre acceso a la información pública, son dos aspectos íntimamente relacionados que hacen al sistema republicano de gobierno, adoptado por la Nación Argentina (CN Art. 1º).


Los principios de soberanía popular y del sistema republicano de gobierno se repiten en el artículo 33, al que la doctrina denomina el de los “derechos implícitos”; así como en varias disposiciones que refieren a los “nuevos derechos y garantías”, que integran el Capítulo Segundo de la Primera Parte de la Constitución. En el artículo 37, que garantiza el pleno ejercicio de los derechos políticos, con arreglo al principio de soberanía popular; en el artículo 38, que reconoce a los partidos políticos como “instituciones fundamentales del sistema democrático”, y les garantiza “el acceso a la información pública”; en el artículo 41, que asegura el derecho a un ambiente sano y equilibrado e impone a las autoridades brindar “la información y la educación ambientales”; en el artículo 42, que incorpora los derechos de los consumidores y usuarios y otorga a éstos derecho “a una información adecuada y veraz” ;en el artículo 43, que instituye el derecho a una acción de amparo expedita y rápida, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o particulares, que lesionen, restrinjan, alteren o amenacen derechos y garantías constitucionales, entre los que cuenta el de acceder a la información pública.


La Constitución Provincial transita por el mismo camino. En el preámbulo señala la finalidad de “consolidar las instituciones democráticas y republicanas para asegurar los derechos fundamentales del hombre”. Se reitera esta decisión en el artículo 1º. En el artículo 6º extiende a todos los habitantes de la provincia los derechos explícitos e implícitos contenidos en la Constitución Nacional.


2 – El carácter de públicos de todos los actos de gobierno está en los cimientos del sistema republicano (res publica) y se acentúa en los sistemas democráticos.

Todo habitante tiene derecho a acceder a la información pública, sin necesidad de tener que justificar su pretensión. Es un derecho y en consecuencia está exento de tener que dar explicaciones por qué ejerce su derecho. Así como cuando circulo por la vía pública no tengo que explicar previamente que voy a circular, porque tengo derecho a hacerlo, lo mismo ocurre cuando un habitante ejerce el derecho de acceder a la información pública. Claro que, en uno y otro caso, este derecho reconoce limitaciones. Así como nadie puede circular sin observar las reglas de tránsito, tampoco podrá acceder a la información pública quebrantando las reglas de acceso. Pero las reglas deben estar dirigidas a facilitar el acceso; no a impedirlo o a dificultarlo.


3 – La ley que reglamente el derecho de acceso a la información pública debe ser clara, precisa, escueta, que no ofrezca dudas, más allá de su razonable interpretación. Debe describir en qué consiste el derecho a la información; quién tiene derecho a esa información; determinar que la regla es el derecho al acceso y que la prohibición o limitaciones serán la excepción; quiénes son las personas obligadas a suministrar la información; el concepto de información pública; las formalidades y plazos a cumplir; los supuestos de denegación expresa o tácita y los remedios y responsabilidades.

4 – El derecho a la información pública tiene sustento constitucional, como ya lo expresamos más arriba. Podríamos agregar que el bloque constitucional se integra también con normas de tratados internacionales incorporados por la reforma de 1994 –artículo 75 inc. 22– que también consagran este derecho (por ejemplo, la Convención Americana de los Derechos Humanos –Pacto de San José de Costa Rica, disposición 13.1–).

5– Es cierto que en la práctica pueden presentarse problemas. En primer lugar, cuando quiera determinarse el concepto de “información pública” a la que tenga derecho a accederse. El sistema republicano de gobierno se caracteriza por la publicidad de los “actos de gobierno”. La cuestión a resolverse es qué se entiende por “actos de gobierno” y si este concepto se extiende a toda “actividad administrativa” del Estado. Este es un tema todavía no definitivamente cerrado en la doctrina. Citando sólo a algunos de los mayores referentes de la ciencia administrativa del mundo, veremos que para García de Enterría la teoría de los “actos políticos o de gobierno” se mantuvo viva negando la extensión objetiva de la jurisdicción contencioso-administrativa a esta clase de actos, criterio seguido por nuestra legislación en materia de recursos contencioso administrativo (Ley 11.330, artículo 6º inc. a: “Actos excluidos: no corresponden a la jurisdicción contencioso administrativa: a) Los actos que comporten el ejercicio del poder político del Estado;…”). Los autores Federico Lisa y Rubén Weder, al comentar la disposición, dicen que esta excepción comprende los denominados actos “políticos”, “de gobierno” o “ institucionales” que remontan su origen al Consejo de Estado Francés. García de Enterría señala la evolución doctrinaria y jurisprudencial en la materia y como esta categoría de actos, para excluir del control jurisdiccional, ha ido perdiendo terreno, para afirmar que “en todo caso siempre sería posible el control judicial” cuando medie una violación al orden jurídico (Curso de Derecho Administrativo, ed. Cívitas, Madrid, 1999, T.I, pág. 563/568). Renato Alessi, por su parte, sostiene que la función política o de gobierno “implica una actividad de orden superior referida a la dirección suprema y general del Estado en su conjunto y en su unidad, dirigida a determinar los fines de la acción del Estado, a señalar las directrices para las otras actividades de orden diverso y a coordinar el ejercicio de las otras funciones, buscando la unidad de orientación…” (Instituciones de Derecho Administrativo, ed. Bosch, Barcelona, 1970, T. I, pág. 9). Pero reconoce que la “actividad administrativa encuentra su límite en la ley”, ya que “la Administración sólo puede hacer aquello que la ley permite”, al decir de Laubadere ( pág. 12).


El profesor cordobés, Pedro Guillermo Altamira, luego de reseñar que los actos de “gobierno” o “políticos” fueron caracterizados por razón de su causa o fin y considerados fundamentalmente como “discrecionales”, concluye que se incurre en una falsa oposición al contraponerlos con los “actos administrativos”, ya que la diferencia radica, en última instancia, en la finalidad y objeto del acto. Concluye adscribiendo a la posición de Diez, para quien el acto de gobierno resulta de la ejecución de una disposición formal de la constitución; mientras que las actividades administrativas devienen de la ejecución de una ley. Los actos de gobierno se ejecutan de un poder de libre iniciativa, fundado en una potestad ordinaria de la Constitución (por ej. suscribir un tratado). El organismo administrativo se coloca allí en situación similar a la del legislador (Curso de Derecho Administrativo, ed. Depalma, 1971, pág. 344/346).


Como se ve el problema de la determinación de los “actos” a los que refiere el derecho a la información no es de fácil resolución, ya que el concepto de “actos administrativos”, como todos aquéllos que devienen de la “función administrativa” del Estado, es un concepto demasiado amplio; mientras que el concepto de “actos de gobierno” puede aparecer como demasiado restringido. Cuando se dice: “Todos los actos de gobierno son públicos”, como reza el artículo 1º de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, ¿se está diciendo todos los actos, de cualquier clase y naturaleza, en que interviene el gobierno o sólo los actos de gobierno propiamente dichos?.


La legislación constitucional provincial tampoco es clara al respecto. Así, por ejemplo, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, artículo 59, inc. 2º, asegura a los partidos políticos “el acceso a la información pública”, con lo cual no dice mucho. La de Córdoba, en su artículo 51, dice: “La ley garantiza (a los medios de comunicación social) el libre acceso a las fuentes de información pública y el secreto profesional periodístico”. Al final del párrafo cuarto del mismo artículo dice: “La información y la comunicación constituyen un bien social”. Pero lo que nos interesa no avanza demasiado. La Constitución de Río Negro, en su artículo 181, inc. 19, impone al Gobernador el deber de: “Informar pública y permanentemente sobre los actos de gobierno a través de los medios de comunicación masiva, sin discriminación ideológica entre ellos. La información debe ser veraz y objetiva”. Con estas expresiones pareciera limitar el acceso a la información a los típicos actos de gobierno. La Constitución de Tierra del Fuego, artículo 46, dice que: “El ejercicio de los derechos a la información y a la libertad de expresión no están sujetos a censura previa, sino sólo a responsabilidades ulteriores, expresamente establecidas por ley y destinadas exclusivamente a garantizar el respeto a los derechos, la reputación a las personas, la moral, la protección de la seguridad y el orden públicos”. Y agrega que “los medios de comunicación social deben asegurar los principios de pluralismo…”.


Por eso este tema es un tema “sensible” que debe ser definido en la ley con la mayor precisión posible. Para ello debemos estar al objeto esencial de este derecho; a su propósito y finalidad, para de esta manera fijar el marco conceptual de los actos a cuyo conocimiento se pueda acceder.

6 – Debemos partir de un primer concepto general: el acceso a la información pública debe ser lo más amplio posible y compatible con el plexo jurídico vigente. Ese marco legal no puede sustraerse de la doctrina constitucional.


El derecho de acceso a la información es distinto al derecho a la “vista”. La vista está regulada en el reglamento de actuaciones administrativas (Decreto 10204/58, Art. 30 y ss.). El derecho a la información es de distinta naturaleza y alcance y está referido al derecho que todo habitante tiene a conocer los actos de gobierno; no las meras “actuaciones administrativas” que constituyen un proceso administrativo entre partes.


También debe determinarse quién o quiénes son titulares de este derecho (sujetos activos) y quiénes están sometidos a cumplirlos (sujetos pasivos). En este sentido nos pronunciamos por un criterio amplio: Toda persona física o jurídica –toda persona, dice la Ley 104 de la Ciudad de Buenos Aires– es titular de este derecho y toda la Administración General, cualquiera sea su tipo y grado de organización, está obligada a suministrar la información. Para la determinación del sujeto obligado preferimos seguir la terminología genérica adoptada por la Ley de Contabilidad (D.L. 1757/56, Art. 1º).


Se amplía el marco de aplicación a las personas privadas que posean información pública. En este sentido se ha expresado el despacho del Senado de la Nación, en criterio que no ha sido recibido pacíficamente por la opinión doctrinaria, ya que se dice importa una indebida intromisión en la actividad privada. En este sentido, la ex Vicepremier de Suecia, Lena Huelm-Wallen, critica esta expresión y dice que no hay ninguna ley que decida extender el derecho a las empresas privadas (Diario Clarín, 8 de mayo de 2005, pág. 41). Pero la Fundación CIPPEC, en el informe sobre “Requisitos mínimos para una Ley de Acceso a la Información Pública”, de fecha 15 de septiembre de 2004, al analizar la “legitimación pasiva”, dice que: “Asimismo, el acceso debe comprender la información privada de naturaleza pública” y agrega: “Existen varios supuestos en que la información en manos privadas concierne y es de interés del conjunto de la sociedad. Con relación a este punto, es necesario incluir a las empresas privadas prestatarias de servicios públicos como sujetos obligados a proveer información, como así también a las Organizaciones No Gubernamentales que administran fondos del Estado en la implementación de políticas públicas”.


Por eso extendemos la legitimación pasiva a las “personas privadas que ejerzan funciones públicas”, como reza el artículo 17 de la Constitución Provincial, “que posean información pública”; así como a las personas privadas que hayan recibido aportes del sector público o que hayan contratado con el Estado la prestación o explotación de servicios o de bienes públicos.


En materia de acceso a la información pública la regla es la publicidad y la excepción es el secreto o reserva.

El derecho a la información guarda correlato con el derecho natural del hombre a comunicarse. Existe una íntima conexión entre la libertad de expresión, el régimen republicano, el sistema democrático y el derecho a informarse adecuadamente.


En los tiempos actuales el derecho a la información se ha convertido en un derecho autónomo; diferenciado incluso de la libertad de expresión. La doctrina lo destaca como un derecho al conocimiento (in formare, instruir hacia adentro).


El derecho a recibir información veraz y oportuna es uno de los pilares de una sociedad libre. Sólo el ciudadano debidamente informado puede ejercer el derecho-función de control propio de las repúblicas democráticas. Quien no conoce está inhabilitado para controlar. La publicidad es uno de los soportes de la transparencia a la que la Nación se ha comprometido internacionalmente a observar (Convención Interamericana contra la Corrupción).


Por su parte, las excepciones, por su apartamiento de la regla, deben estar clara y precisamente establecidas, anulando toda potestad discrecional del sujeto obligado al suministro de la información. Las excepciones deben interpretarse restrictivamente.


En este proyecto recogemos, en buena parte, antecedentes de la legislación comparada y de otros proyectos que se encuentran a consideración de la Comisión de Asuntos Constitucionales.


Así, por ejemplo, en el Art. 1º tenemos en cuenta el texto del despacho elaborado por esa comisión, como también el texto del Art. 1º de la Ley 104 de la ciudad de Buenos Aires, del Art. 1º última parte del proyecto del PDP y del Art. 5º del despacho del Senado de la Nación. En el Art. 2º hemos receptado en parte el Art. 2º del despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales, como del Art. 1º de la Ley 104 de la Ciudad de Buenos Aires, del Art. 1º párrafo cuarto del despacho del Senado de la Nación y del Art. 1º última parte del proyecto de la UCR. En el Art. 3º nos basamos en idéntica disposición del despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales, así como del Art. 6º del despacho del Senado de la Nación y del Art. 3º del proyecto del PDP. En el Art. 4º tomamos en cuenta lo dispuesto en el Art. 2º de la Ley 104 de la Ciudad de Buenos Aires, como también lo previsto en el Art. 1º segundo párrafo del despacho del Senado de la Nación y de los Artículos 6º párrafo 3 y 7º del mismo despacho, así como lo proyectado en el Art. 4º del despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales. En el Art. 5º seguimos en parte los textos del Art. 6º de la Ley 104 de la Ciudad de Buenos Aires y 8º del Senado de la Nación. En el Art. 6º tomamos como fuente al Art. 6º del despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales, así como al Art. 3º de la Ley 104 de la Ciudad de Buenos Aires y del proyecto del PDP, al Art. 4º del proyecto de la UCR y al Art. 14 del Senado de la Nación. En el Art. 7º tuvimos en consideración el último párrafo del Art. 5º del despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales, del Art.11 del despacho del Senado de la Nación y de los Art. 6º y 12 de los proyectos del PDP y UCR respectivamente. En el Art. 8º seguimos en general los antecedentes del Art. 7º del despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales y de la Ley 104 de la Ciudad de Buenos Aires, del Art. 9º del despacho del Senado de la Nación y de los artículos 1º y 5º de los proyectos de la UCR y del PDP. En el Art. 9º nos basamos en el Art. 8º del despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales, en los Artículos 18, 19 y 20 del despacho del Senado de la Nación, en el Art. 10 de la Ley 104 de la Ciudad de Buenos Aires, en el Art. 7º del proyecto del PDP y en el Art. 13 del proyecto de la UCR. En el Art. 10 tuvimos en cuenta igual artículo del despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales y el Art. 22 del despacho del Senado de la Nación. Cuando nos referimos al despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales de esta Cámara lo hacemos en relación al proyecto elaborado por la presidencia de la Comisión.


En general hemos procurado tomar en cuenta la mayor cantidad de antecedentes en la materia.


Por todo ello consideramos conveniente legislar sobre esta materia.

Danilo Kilibarda

5.2 Programa de Reubicación de Empresas en Parques o Areas Industriales (aprobación convenio)

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento sobre tablas del Expte. Nº 16.102 – PER, Mensaje 3013, que viene con media sanción de la Cámara de Senadores, por el que se aprueba el convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe y entidades bancarias, el día 11 de octubre de 2005, para la implementación del Programa de Reubicación de Empresas en Parques o Áreas Industriales.”

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zlExpte. Nº 16.102 – PER\: Programa de Reubicación de Empresas en Parques o Areas Industriales (aprobación convenio)" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Apruébase el Convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, representado por el Señor Ministro de la Producción y el Banco Credicoop Cooperativo Limitado, el día 11 de octubre de 2005, en su carácter de adjudicatario de cupos crediticios con subsidio de tasas según la Resolución Nº 432/05 del Ministerio de la Producción, con motivo de la implementación del Programa de Reubicación de Empresas en Parques o Áreas Industriales.


Dicho convenio fue aprobado por Decreto Nº 2.752/05 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales, el día 18-10-05 bajo el Nº 2.661, Folio 232, Tomo V, que se agrega y forma parte integrante de esta ley.

Artículo 2º – Apruébase el Convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, representado por el señor Ministro de la Producción y el Nuevo Banco Suquía S.A., el día 11 de octubre de 2005, en su carácter de adjudicatario de cupos crediticios con subsidio de tasas según la Resolución Nº 432/05 del Ministerio de la Producción, con motivo de la implementación del Programa de Reubicación de Empresas en Parques o Áreas Industriales.


Dicho convenio fue aprobado por Decreto Nº 2.752/05 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales, el día 18-10-05, bajo el Nº 2.662, Folio 233, Tomo V, que se agrega y forma parte integrante de esta ley.

Artículo 3º – Apruébase el Convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, representado por el señor Ministro de la Producción y el Nuevo Banco de Santa Fe S.A., el día 11 de octubre de 2005, en su carácter de adjudicatario de cupos crediticios con subsidio de tasas según la Resolución Nº 432/05 del Ministerio de la Producción, con motivo de la implementación del Programa de Reubicación de Empresas en Parques o Áreas Industriales.


Dicho convenio fue aprobado por Decreto Nº 2.752/05 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales, el día 18-10-05, bajo el Nº 2.663, Folio 233, Tomo V, que se agrega y forma parte de esta ley.

Artículo 4º – Apruébase el Convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, representado por el señor Ministro de la Producción y el Nuevo Banco Bisel S.A., el día 11 de octubre de 2005, en su carácter de adjudicatario de cupos crediticios con subsidio de tasas según la Resolución Nº 432/05 del Ministerio de la Producción, con motivo de la implementación del Programa de Reubicación de Empresas en Parques o Áreas Industriales.


Dicho Convenio fue aprobado por Decreto Nº 2.752/05 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales, el día 18-10-05, bajo el Nº 2.664, Folio 234, Tomo V, que se agrega y forma parte de esta ley.

Artículo 5º – Apruébase el Convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, representado por el señor Ministro de la Producción y el Banco Río de la Plata S.A., el día 11 de octubre de 2005, en su carácter de adjudicatario de cupos crediticios con subsidio de tasas según la Resolución Nº 432/05 del Ministerio de la Producción, con motivo de la implementación del Programa de Reubicación de Empresas en Parques o Áreas Industriales.


Dicho convenio fue aprobado por Decreto Nº 2.752/05 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales, el día 18-10-05, bajo el Nº 2.665, Folio 234, Tomo V, que se agrega y forma parte de esta ley.

Artículo 6º – Apruébase el Convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, representado por el señor Ministro de la Producción y el Banco de Inversión y Comercio Exterior, el día 17 de octubre de 2005, en su carácter de adjudicatario de cupos crediticios con subsidio de tasas según la Resolución Nº 432/05 del Ministerio de la Producción, con motivo de la implementación del Programa de Reubicación de Empresas en Parques o Áreas Industriales.


Dicho convenio fue aprobado por Decreto Nº 2.752/05 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales, el día 20-10-05, bajo el Nº 2.666, Folio 235, Tomo V, que se agrega y forma parte de esta ley.

Artículo 7º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 24 de noviembre de 2005.

Paulichenco – Bielsa

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.

SR. MIRABELLA EÍ "PJ MIRABELLA, Roberto" .– Pido la palabra.


Este proyecto de ley, un Mensaje del Poder Ejecutivo Provincial, que trató sobre tablas el Senado y que hoy esta Cámara de Diputados está tratando sobre tablas, es la aprobación de un convenio suscripto por el Gobierno Provincial con diferentes entidades bancarias, para implementar un programa de reubicación de empresas en parques y áreas industriales de la Provincia, cuyo objetivo principal es otorgar asistencia financiera a aquellas empresas que lo requieran para relocalizarse, y donde el Estado Provincial va a subsidiar en tres puntos estas tasas.


En primer lugar, un importante reconocimiento a todos los bloques de esta Legislatura y de esta Cámara de Diputados, por la predisposición para tratar sobre tablas este proyecto, ya que hoy, dándole sanción definitiva, vamos a estar obrando con rapidez por parte del Estado con relación a las diferentes empresas Pymes de la Provincia de Santa Fe que requieran estas líneas de créditos. 


Estas líneas de créditos están destinadas a Pymes santafesinas cuyas solicitudes de financiamiento se destinen a inversiones en activos fijos, obras civiles e infraestructuras, instalaciones, máquinas y equipos y cualquier costo asociado al traslado y reubicación en parques o áreas de la Provincia, donde se excluye la adquisición del terreno. Este proyecto de traslado y reubicación debe ser aprobado por la Dirección General de Industria de la Provincia en el marco de la legislación vigente.


Una resolución del Gobernador de la Provincia estableció, a principios de este año, que para hacer programas de asistencia financiera con subsidio de tasas, debería convocarse a una especie de licitación y de cupos a distintas entidades bancarias, tres como mínimo. Después de cumplido este procedimiento por parte del Ministerio de la Producción, las entidades financieras que van a estar operando esta línea, son el Banco Credicoop con 8 millones de pesos, el Banco del Suquía con 2 millones de pesos, el Banco de Santa Fe con 8 millones de pesos, el Bisel con 4 millones de pesos, el Banco Río con 2 millones de pesos y el Banco de Inversión y Comercio Exterior con 5 millones de pesos.


Son distintas entidades bancarias con distintos montos, tasas y tramos. Los plazos son de 36 meses, como mínimo, a 60 meses y las tasas varían entre un 10 a un 15 por ciento, según la entidad bancaria y según los plazos.


De hecho, la importancia que tiene este tipo de línea crediticia, es que las empresas tendrán hasta un máximo de 500 mil pesos para acceder al financiamiento y, además, tendrán entre 6 y 12 meses de plazo de gracia para devolverlo.


Por otro lado, es importante remarcar que el costo total para subsidiar tasas, del total de operaciones de este programa de 30 millones de pesos, va a ser cerca de 900 mil pesos por parte del Estado Provincial, el cual está contemplado en el proyecto de Presupuesto para el año 2006, como también estaba contemplado una parte del presupuesto para el Ministerio de la Producción para distintos programas de subsidios de tasas para facilitarle el acceso al crédito a las Pymes.


Señor presidente, es importante remarcar que el Estado Provincial y esta Legislatura vinieron acompañando, apoyando, impulsando, articulando, diferentes herramientas que tienen que ver con apuntalar el desarrollo productivo y el desarrollo económico de la Provincia de Santa Fe. 


A fines del año pasado aprobamos un presupuesto para este año, del doble para el Ministerio de la Producción, modificamos una partida presupuestaria para destinar 8 millones y medio de pesos para obras de infraestructura para parques y áreas industriales, aprobamos un subsidio de tasa para el sector lácteo, para los productores tamberos, aprobamos un subsidio de tasas para el sector ganadero y hoy estamos aprobando esto para la relocalización de empresas en parques y áreas industriales, que son aproximadamente treinta en toda la Provincia de Santa Fe. 


Es importante que las Pymes tengan a disposición, a la mayor brevedad, este tipo de herramientas, por lo cual, y después de haber dado media sanción a una ley que habla de la calidad institucional, estoy convencido de que con todos los mecanismos que se establecieron para llegar hasta acá, esto también habla de la calidad institucional y de las políticas públicas. Es importante, de parte de los dirigentes políticos y de los representantes que ocupamos diferentes lugares en el Estado, dar un mensaje muy claro hacia los sectores productivos con el objetivo de crear riquezas, generar trabajo y tener una herramienta disponible, como la facilidad del acceso al crédito, que es una de las mayores restricciones que tiene la pequeña y mediana empresa, y con esto vamos a estar tratando de igualar las condiciones de acceso al crédito de las grandes empresas con las Pymes santafesinas.

SRA. BENAS EÍ "ARI BENAS, Verónica" .– Pido la palabra.


Quiero dejar constancia que el Bloque del ARI va a acompañar este proyecto porque coincidimos con la importancia que tiene para el sector de las Pymes de nuestra Provincia y coincidimos con las apreciaciones que hizo el diputado Mirabella respecto de este tema.


También quiero dejar sentado que no es un buen antecedente –ya lo hemos discutido en varias oportunidades– tratar sobre tablas proyectos de ley. 


En este caso hubiera sido importante manejarnos con los tiempos, de modo que, por lo menos las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General, pudieran darle un tratamiento.


Esto no obsta a que lo acompañemos, entiendo la urgencia, pero me parece que, de alguna forma, tendríamos que hacer esfuerzos para mejorar estos mecanismos y tener los tiempos responsables para opinar sobre estos temas.


Nosotros revisamos los expedientes y no encontramos irregularidad alguna –quiero dejarlo claro– pero, como antecedente, me parece que no es lo que acá acordamos como lo deseable en cuanto a tratar proyectos de ley.


Con esa observación, en cuanto a la falta de tiempos adecuados, expresamos el voto positivo del ARI a esta iniciativa.

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


La Bancada Socialista votó a favor del tratamiento sobre tablas y vamos a acompañar la aprobación de este proyecto de ley.


Nos interesa, sí, resaltar algo. Tal como mencionaba el miembro informante del bloque mayoritario, dos bancos son los que aportan el 55% del total del proyecto. Uno de esos bancos tiene el manejo exclusivo de 5 a 6 mil millones de pesos, que es el presupuesto de la Provincia. El otro de esos bancos es una expresión de la economía solidaria, el Banco Credicoop.


Me parece que esto hay que resaltarlo porque después de décadas de persecución a este tipo de expresiones de la economía solidaria, después de décadas de exaltar la eficiencia capitalista y el objetivo de lucro para todo aquello que sea promoción de desarrollo, hoy estamos aprobando un proyecto de ley donde participa activamente este Banco y donde no solamente participa activamente el Banco Credicoop, sino que es uno de los que más presta a 36 meses, es uno de los que a menor tasa presta, solamente nueve décimas por encima de la tasa más baja –reitero, en el plazo de 36 meses– y por debajo de la tasa del Banco Bisel S.A. Es también el que más presta a 48 meses y en este plazo su tasa es inferior a la de los Bancos Bisel, Río y del Suquía, todas sociedades anónimas. Y a 60 meses, su tasa también es inferior a la del Banco Río.


De manara tal que, desde esta bancada, damos la bienvenida a esta apertura que ha hecho el Poder Ejecutivo en cumplimiento de una nueva legislación y valoramos, sinceramente, la eficiencia y el alto índice de competitividad de este Banco que –reitero– por representar a la economía solidaria, no tiene objetivo de lucro.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º al 6º; artículo 7º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

5.3 Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial: mod. de artículos

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Pido la palabra.


Solicito, conforme con lo acordado en Labor Parlamentaria, el tratamiento sobre tablas del Expte. Nº 12.744 – DB, venido en segunda revisión, por el cual se crean juzgados en el departamento General Obligado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se da lectura:

· Se lee:

· Asume la Presidencia el Vicepresidente Primero Roberto Gustavo Dehesa.

 EÍ "zlExpte. Nº 12.744 – DB. Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial\: mod. de artículos" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Modifícase el apartado a), del inciso 2) del artículo 2º de la Ley Nº 10.160–T.O.Decreto 0046/1998 y sus modificatorias, por el siguiente texto:


“a) la competencia territorial, cuando las pautas de demandabilidad establecidas en el artículo 4º del Código Procesal Civil concurren a uno de los Distritos Judiciales Nº 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 16 y 17. Sin perjuicio de ello, la competencia territorial es concurrente entre los Distritos Judiciales Nº 3, 8, 9 y 16, por un lado y 4, 13 y 17, por el otro.”

Artículo 2º – Modifícase el artículo 5º de la Ley Nº 10.160 –T.O. Decreto 0046/1998 y sus modificatorias– en su inciso 4), el que quedará redactado de la siguiente manera:


“Artículo 5º – Los Distritos Judiciales son diecisiete y sus números son los siguientes:


Inc. 4) Distrito Nº 4: Con sede en la ciudad de Reconquista comprende los Circuitos Judiciales Nº 4 y 36".

Artículo 3º – Agrégase al artículo 5º, el siguiente inciso:

“Inc. 17) Distrito Nº 17: Con sede en las ciudades de Villa Ocampo y Las Toscas, comprende el Circuito Judicial Nº 34.”

Artículo 4º – Modifícase el inc. 4) del artículo 6º de la Ley Nº 10.160 –T.O. Decreto 0046/1998 y sus modificatorias– por el siguiente texto:


“Inc. 4) Circunscripción Nº 4: Con sede en la ciudad de Reconquista, comprende los Distritos Judiciales Nº 4, 13 y 17.”

Artículo 5º – Modifícase el inc. 4) en su apartado 4.4 y 4.13 del artículo 7º de la Ley Nº 10.160 –T.O. Decreto 0046/1998 y sus modificatorias– los que quedarán redactados de la siguiente manera:


“4.4) Nº 4: Tres en lo Civil y Comercial, uno en lo Laboral, uno en lo Penal de Instrucción, uno en lo Penal Correccional y uno de Menores.


4.13) Nº 13: uno en lo Civil, Comercial y Laboral; uno en lo Penal Correccional; dos en lo Penal de Instrucción; uno en lo Penal de Sentencia y uno en lo Penal de Ejecución."

Artículo 6º – Agrégase al inc. 4) del artículo 7º, el apartado 4.17 de la Ley Nº 10.160 –T.O. Decreto 0046/1998 y sus modificatorias–, el que quedará redactado de la siguiente forma:


“4.17) Nº 17: uno en lo Civil, Comercial y Laboral con asiento en la ciudad de Villa Ocampo y uno en lo Penal de Instrucción y Correccional con asiento en la ciudad de Las Toscas.”

Artículo 7º – Modifícase el artículo 77 de la Ley Nº 10.160 –T.O. Decreto 0046/1998 y sus modificatorias– que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 77 – Tienen asiento en las sedes de los Distritos Judiciales Nº 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16 y 17 y ejercen su competencia material en sus respectivos territorios.”

Artículo 8º – Modifícase el artículo 93 de la Ley Nº 10.160 –T.O. Decreto 0046/1998 y sus modificatorias– que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 93 – Tienen asiento en las sedes de los Distritos Judiciales Nº 9, 11, 14, 15 y 17 y ejercen su competencia material en sus respectivos territorios.”

Artículo 9º – Modifícase el artículo 4º inc.4) de la Ley Nº 10160, por el siguiente texto:


"4) Circuito Nº 4: Con sede en la ciudad de Reconquista, comprende las comunas de : 1) Alejandra (incluye la localidad de Pájaro Blanco); 2) Berna (incluye las localidades de La Celia y El Ricardito); 3) Colonia Durán (incluye la localidad de Costa del Toba); 4) El Arazá (incluye las localidades de La Florida y La Selva); 5) Las Catalinas; 6) Los Laureles; 7) Malabrigo (Ex colonia Ella); 8) Nicanor Molinas (incluye la localidad de Barros Pasos); 9) Reconquista (incluye las localidades de Colonia Las Amintas, La Potaza, Puerto Reconquista y La Lola); 10) Romang (incluye las localidades de Colonia El Gusano, Colonia Sager y La María)".

Artículo 10 – Modifícase el artículo 4º inc. 34) de la Ley Nº 10.160, por el siguiente texto:


"34) Circuito Nº 34: Con sede en las ciudades de Villa Ocampo y Las Toscas, comprende las comunas de: 1) Arroyo Ceibal; 2) El Rabón (incluye la localidad de Puerto Piracuacito); 3) El Sombrerito (Ex Paul Groussac); 4) Florencia (incluye las localidades de Campo Hardy y Campo Urdaniz); 5) Ingeniero Chanourdié (incluye las localidades de Los Lapachos y Tres Bocas); 6) Las Toscas, que se extiende a la Comuna de San Antonio de Obligado; 7)Tacuarendí; 8) Villa Adela (incluye la localidad de La Reserva); 9) Villa Ana (incluye la localidad de Mocoví); 10) Villa Guillermina (incluye las localidades de Guasuncho y Paraje San Juan); 11) Villa Ocampo (incluye la localidad de Puerto Ocampo)".

Artículo 11 – Agrégase al artículo 4º de la Ley Nº 10.160, el inc. 36) que quedará redactado de la siguiente manera:


"36) Circuito Nº 36: Con sede en la ciudad de Avellaneda comprende las comunas de 1) Guadalupe Norte; 2) Lanteri (incluye las localidades de El Algarrobal, Flor de Oro, Fortín Arenales y Siete Provincias); 3) La Sarita (incluye las localidades de La Vanguardia; San Manuel y Víctor Manuel II); 4) Las Garzas (incluye la localidad de Paso Villanueva); 5) Moussy (incluye las localidades de Paraje La Sirena y Santa Ana); 6) Avellaneda (incluye las localidades de El Carmen de Avellaneda y El Timbó)".

Disposiciones Transitorias

Artículo 12 – Facúltase al Poder Judicial a crear los cargos e incorporar el personal auxiliar que sea necesario y efectuar las modificaciones presupuestarias pertinentes para la implementación de la presente ley, las cuales se imputarán al próximo ejercicio presupuestario.

Artículo 13 – La puesta en funcionamiento del Juzgado de Primera Instancia de Distrito en lo Civil, Comercial y Laboral, Distrito Judicial Nº 17 con asiento en la ciudad de Villa Ocampo que por esta ley se crea, se hará efectiva una vez que el Juzgado de Primera Instancia de Circuito Nº 34 con asiento en la misma ciudad pueda ser suprimido, facultándose para tal determinación a la Corte Suprema de Justicia.


Ocurrido esto, la competencia material cuantitativa y funcional del Juzgado que se suprime será ejercida por el Juez de Primera Instancia de Distrito en lo Civil y Comercial y Laboral Nº 17.

Artículo 14 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 24 de noviembre de 2005.

Paulichenco – Bielsa

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– En consideración el proyecto.

SR. PEZZ EÍ "UCR PEZZ, Federico" .– Pido la palabra.


En la sesión del 17 de noviembre decíamos que estábamos avanzando en una modificación del mapa judicial del Norte que no era la ideal, pero que era la posible. En realidad, en la última sesión, los senadores de los departamentos de la 4º Circunscripción se acercaron más a lo ideal y con gestiones que acompañamos personalmente con el diputado José Pividori, con los intendentes de las localidades de la 4º Circunscripción, con los Colegios de Abogados y con instituciones intermedias, podemos llegar a esta última sesión, para transformar en ley una vieja demanda de toda una región, que involucra a más de 200 mil santafesinos.


Sin duda que estábamos absolutamente convencidos de la urgencia de lo que significó la media sanción de hace dos semanas y ahora estamos también absolutamente convencidos de que la incorporación a esa media sanción del Juzgado de Circuito en la ciudad de Avellaneda y del Juzgado de Ejecución Penal para Vera, vienen a cubrir una vieja demanda que, sin duda, va a redundar en mejorar el servicio de justicia, en hacerlo más rápido, más eficiente y más cercano a la gente. 


La Legislatura Provincial hoy está pagando una vieja deuda con todo el norte provincial, señor presidente, que data de años. En algunas discusiones, algunos de los colegas nos planteaban, con mucha razón, que ya deberíamos estar avanzando en reformas integrales, con un mapa judicial elaborado en base a las grandes demandas y a las grandes deficiencias de la Justicia santafesina.


Nosotros, además de reconocer el esfuerzo y el acompañamiento de todos los sectores políticos a este proyecto que hoy se transforma en ley y que cubre una vieja demanda, estamos en condiciones de decir que desde el Norte entendemos que es lo mismo, y es cierto, pero desde aquella región vimos pasar en varias oportunidades, en mi caso en las últimas sesiones del año 2001 y del año 2003, vimos pasar –decía– reformas que no tenían que ver con la existencia de un mapa judicial integral y de toda la Provincia, sino que tenían que ver con factores políticos que dejaron afuera a toda nuestra región. 


Así que hoy festejamos desde la región Norte, departamentos Vera, General Obligado, parte de San Javier, esta reforma, pero aceptamos el desafío de no pensar solamente en esos tres departamentos, y adelantamos a toda la Cámara de Diputados que vamos a ingresar un proyecto de ley, en las primeras sesiones del año que viene, creando una comisión multisectorial integrada por diputados, senadores, Colegios de Abogados, intendentes, concejales y demás instituciones intermedias de la Provincia de Santa Fe, para avanzar, ahora sí, en lo que hace falta para que la justicia de Santa Fe esté más cerca de la gente, que es un mapa integral de todas las demandas y la eficiencia de la justicia santafesina.

SRA. BENAS EÍ "ARI BENAS, Verónica" .– Pido la palabra.


Quiero manifestar el voto negativo del bloque del ARI, haciendo algunas consideraciones. En la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General hemos atendido la iniciativa del diputado Pezz, que desde hace algunos años viene insistiendo en la transformación de un juzgado. Habíamos llegado a un acuerdo en cuanto a acompañar el pedido, recibimos también a representantes de la zona que acompañaban con insistencia esta especie de transformación de juzgado; atendimos un caso muy particular, en el que la persona que en este momento lleva adelante la responsabilidad, estaba por distintas razones, de alguna manera, disminuida en sus facultades para ejercer correctamente sus funciones, era una persona que no había concursado. Todo eso lo tuvimos en cuenta y propiciamos, aún haciendo una excepción, diríamos, porque lo que habíamos acordado en la comisión era exigir la confección del mapa para crear responsablemente los juzgados que estén en falta para una mejor administración de la justicia en esta Provincia. Teniendo en cuenta el tiempo y las argumentaciones que presentó el diputado accedimos a esta creación; en realidad, no se trató de una transformación, sino de una creación, en la medida en que se da de baja a uno, se crea el otro. 


Ahora, nosotros nos encontramos con que desde el Senado se incorpora a lo que habíamos acordado, la creación de dos juzgados –al menos dos, me perdí un poco el detalle de la larga lectura–, uno en la ciudad de Avellaneda, que dista, creo que ni 3 kilómetros de Reconquista; entiendo que esto no genera un problema para el traslado de los habitantes, no veo cuál es la diferencia, y otro en Vera, que debe tener diez presos, un juzgado de sentencia. Yo no soy una experta, pero considero que es una cosa absolutamente irracional, no justificada y que realmente viola lo que habíamos acordado en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, donde con tantos recaudos habíamos planteado una actitud mucho más responsable en la creación de juzgados. 


Lamentablemente, nosotros no vamos a acompañar este proyecto ni ningún otro que venga atado a estas supuestas necesidades de algunos senadores, ni supuestas necesidades no acreditadas de los ciudadanos, y queremos dejar expresamente constancia de esta negativa, porque esto no favorece a la mejor administración de justicia y sí favorece a unos oscuros intereses que, lamentablemente, se hacen presentes en la Legislatura de manera reiterada y que genera mucha preocupación. Así que el bloque del ARI no va a acompañar este proyecto.

SR. PIVIDORI EÍ "PJ PIVIDORI, José" .– Pido la palabra.


Quiero expresar, como ya lo hemos hecho en otras oportunidades, la adhesión y apoyo a las modificaciones que ha introducido el Senado a un proyecto que se aprobó, precisamente, en esta Cámara, del diputado Pezz, y que hemos acompañado otros legisladores oportunamente.


Ante todo, y sin ninguna duda, la creación de estos juzgados en el Norte, es un reclamo del Colegio de Abogados, de los jueces y, en general, de la comunidad que, como manifestaba el diputado Pezz, desde hace varios años viene reclamando. Fundamentalmente, el Juzgado de Circuito de Avellaneda va a aliviar a los juzgados de Reconquista, que en este momento están muy congestionados, independientemente de la distancia que haya de una localidad a otra. Además, esto va a reemplazar al Juzgado de Distrito, que está funcionando en esa localidad y, por otra parte, esta justificación implica tener un edificio, tener personal en este momento y lo único que habría que nombrar en este momento, es un magistrado.


Estoy plenamente convencido de que estas modificaciones van a agilizar todo el sistema de Justicia, fundamentalmente en el departamento General Obligado, en lo que hace a la creación de estos juzgados. Quiero, definitivamente, apoyar y agradecer a los bloques que van a apoyar esta modificación del mapa judicial.

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general.

· Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º al 13; artículo 14, de forma.

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– El proyecto recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

–
Aplausos

5.4 Ley de Administración, Eficiencia y Control del Estado

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Dehesa).– Corresponde considerar el Expte. Nº 14.018 – SEN, proyecto de ley de Administración, Eficiencia y Control del Estado, que figura como asunto Nº 1 del Orden del Día.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 14.018 – Senado – Venido en revisión); por el cual se instituye la Ley de Administración, Eficiencia y Control del Estado y; que dentro de los antecedentes se adjuntan: Nota Nº 1427/04 remitida por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas y del Colegio de Graduados, de fecha 06 de diciembre de 2004, donde se manifiesta la preocupación respecto a la integración de los miembros del Tribunal de Cuentas (artículo 193º); Nota Nº 1429/04 remitida por el Contador Fiscal del Tribunal de Cuentas de la Provincia CPN Jorge Hernández, que refiere a una propuesta alternativa al Titulo VI del Proyecto de Ley de Administración, de fecha 21 de diciembre de 2004; Nota Nº 1432/05 de fecha 01 de febrero de 2005, suscripta por el Contador Fiscal del Tribunal de Cuentas de la Provincia CPN Jorge Hernández, ampliando la documentación remitida en Nota Nº 1429/04; Nota Nº 8504/05 del señor Decano de la Facultad Regional Santa Fe de la Universidad Tecnológica Nacional, Ing. Ricardo Scholtus, haciendo llegar la opinión de la Universidad, sobre el Título IV – Sistemas de Información – Capítulo I – Administración de Recursos Informáticos, de fecha 08 de febrero de 2005; Nota Nº 8526/05 de fecha 16 de febrero de 2005, del señor Vocal del Tribunal de Cuentas de la Provincia, CPN Néstor Priotti, sobre distintas consideraciones y propuestas de modificaciones a determinados artículos del el proyecto referenciado; Nota Nº 8629/05 de fecha 30 de marzo de 2005, suscripta por distintos integrantes el Tribunal de Cuentas de la Provincia, por la que realizan una propuesta alternativa al Proyecto de Ley en estudio; Nota Nº 8971/05, de fecha 21 de junio de 2005, remitida por los Contadores Fiscales CPN Jorge Hernández y CPN Gladys Novoa, integrantes del Tribunal de Cuentas, con el fin de complementar la propuesta alternativa remitida oportunamente, proponiendo la creación del Consejo del Ministerio Público Fiscal; que en el marco del tratamiento del presente proyecto se realizaron además diferentes reuniones con funcionarios del Poder Ejecutivo y Tribunal de Cuentas, a fin de lograr conocer en profundidad diversos aspectos que hacen al funcionamiento de los distintos sistemas y subsistemas de la Administración y el control de la Hacienda Pública, en sus modalidades internas y externas, que se detallan a continuación: Acta Nº 54, reunión de fecha 10 de agosto de 2005, entre los señores Diputados, Asesores de la Comisión y el señor Vice-Ministro Coordinador CPN Rubén Michlig, en la misma, el funcionario describe la vertebración del proyecto de ley, sus diferencias con la Ley de Administración Nacional, los avances que contiene el proyecto, respecto de aquella y la necesidad de contar con esta herramienta moderna, imprescindible para el manejo de la administración hacendal y el coordinado funcionamiento de los organismos de control; Acta Nº 56, reunión de fecha 17 de agosto de 2005, entre los señores Diputados, Asesores de la Comisión y los funcionarios del Poder Ejecutivo, señor Subsecretario de Planeamiento y Control, CPN Carlos Ronchi y el Director General de Control de Gestión, señor CPN Néstor Dona quienes expusieron acerca del Control Interno y la creación de la Sindicatura General de la Provincia; Acta Nº 59, reunión de fecha 31 de Agosto de 2005, entre los señores Diputados, Asesores de la Comisión, y las funcionarias del Ministerio de Hacienda y Finanzas, CPN Stella Rodríguez, Directora General de Finanzas y CPN Cristina Gonnet, Subcontadora General de la Provincia, quienes abordaron los temas referidos a Subsistemas de Presupuesto, Tesorería y Gestión Financiera, Crédito Público e Ingresos Públicos; Acta Nº 60, reunión de fecha 07 de septiembre de 2005, entre los señores Diputados, Asesores de la Comisión y las funcionarias del Ministerio de Hacienda, CPN Stella Rodríguez, Directora General de Finanzas, CPN Cristina Gonnet, Subcontadora General de la Provincia y CPN Patricia Benítez, Directora General de Contrataciones y Suministros, quienes brindaron explicaciones sobre los contenidos e interrelaciones de los Subsistemas de Contabilidad, Ingresos Públicos, Administración de Bienes y Servicios, Recursos Humanos y Función Pública, Inversión Pública e Informática; Acta Nº 62, reunión de fecha 14 de septiembre de 2005, entre los señores Diputados, Asesores de la Comisión y la señora Presidente del Tribunal de Cuentas de la Provincia, CPN Nora Vallejos, donde se debaten posturas sobre el control externo y los objetivos del Tribunal de Cuentas de la Provincia; y, luego de los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y que el Proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores de fecha 30 de noviembre de 2004, esta Comisión de Presupuesto y Hacienda, ha resuelto adherir a la misma, incorporando las correcciones comunicadas por el señor Presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda de la Cámara de Senadores en Nota de fecha 29 de setiembre de 2005, obrante a folios 385-386, a fin de subsanar las deficiencias formales de transcripción, aconsejando por lo tanto aprobar el texto que a continuación se transcribe:

 EÍ "zLExpte. Nº 14.018 – Sen\: Ley de Administración, Eficiencia y Control del Estado" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

LEY DE ADMINISTRACION, EFICIENCIA Y CONTROL DEL ESTADO

TITULO I – DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1º.- La presente ley rige los actos, hechos y operaciones relacionados con la Administración y Control de la Hacienda del Sector Público Provincial no Financiero.

Artículo 2º.- La administración de la Hacienda Pública comprende el conjunto de sistemas, órganos, normas y procedimientos que hacen posible la coordinación de recursos humanos, financieros y bienes económicos aplicados al cumplimiento de los objetivos del Estado.

Artículo 3º.- El control en el Sector Público Provincial no Financiero comprende la supervisión integral de las operaciones de gestión administrativa de las que deriven transformaciones o variaciones, cuantitativas o cualitativas en la Hacienda Pública y el régimen de responsabilidad basado en la obligación de los funcionarios de lograr los resultados previstos y rendir cuentas de su gestión.

Artículo 4º.- Comprende el Sector Público Provincial no Financiero:

A.- Administración Provincial


1. Poder Ejecutivo

I. Administración Centralizada

a) Ministerios.

b) Fiscalía de Estado

c) Secretarías de Estado

II. Administración Descentralizada

a) Organismos de Seguridad Social

· Salud

· Previsión Social.

b) Organismos de Servicios y Obras Públicas

c) Entes reguladores de organismos y servicios privatizados y de control

d) Otros organismos


2. Poder Legislativo

I. Administración centralizada

II. Administración descentralizada

III. Tribunal de Cuentas


3. Poder Judicial

B. Empresas, sociedades y otros entes públicos

1. Empresas públicas 

2. Sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria

3. Sociedades anónimas del Estado

4. Sociedades de economía mixta

5. Sociedades del Estado

6. Entes interestatales e interjurisdiccionales.

7. Empresas y entes residuales.

8. Otros entes estatales


El Poder Ejecutivo aprobará un clasificador presupuestario institucional que podrá tener variaciones en la medida que responda globalmente a la apertura aquí enunciada siendo de aplicación obligatoria los conceptos incluidos como “Administración Provincial” y “Empresas, Sociedades y otros Entes Públicos” y en tanto permita individualizar cada jurisdicción y organismos a los efectos de aplicarle la clasificación antes expuesta.


En el contexto de esta ley se entenderá por entidad u organismo a toda organización pública con personalidad jurídica y patrimonio propio; por jurisdicción a los Poderes Legislativo y Judicial, los ministerios, Secretarías de Estado, Fiscalía de Estado, Defensoría del Pueblo y Tribunal de Cuentas.


Queda reservada a la Legislatura la decisión de descentralizar el sector público provincial, cuando el organismo a crear deba adquirir el carácter de entidad según los términos de esta ley.

Artículo 5º.- Esta ley es aplicable a todos las jurisdicciones y entes citados en el artículo anterior componentes del Sector Público Provincial no Financiero.


Para las empresas, sociedades y otros entes públicos esta ley es aplicable en lo que específicamente a ella se refiere y en forma supletoria, en tanto sus leyes orgánicas o estatutos no prevean expresamente otras disposiciones, salvo que el Tesoro deba prestar asistencia financiera, en cuyo caso queda facultado el Poder Ejecutivo a adoptar controles adicionales.


Asimismo, las normas de esta ley son aplicables en lo relativo a la rendición de cuentas de las personas físicas o jurídicas a las que el Poder Ejecutivo les haya acordado subsidios o aportes, y a las instituciones o fondos cuya administración, guarda o conservación esté a cargo del Estado Provincial a través de sus jurisdicciones o entes.


Sin perjuicio de lo expuesto, las dependencias y los entes que componen el Sector Público Financiero están obligados a someterse al control jerárquico de la Administración Provincial de acuerdo a lo que dispongan sus leyes orgánicas y la Ley de Ministerios y tienen el deber de información sobre su situación económica, financiera y patrimonial de acuerdo a la reglamentación que disponga el Poder Ejecutivo.

Artículo 6º.- La administración de la Hacienda del Sector Público Provincial no Financiero está compuesta por los siguientes sistemas:

A- Sistemas de administración financiera.


I. Presupuesto


II. Tesorería y Gestión Financiera


III. Crédito Público


IV. Contabilidad.


V. Ingresos públicos.

B. Sistemas de Administración de Bienes y Servicios.


I. Administración de Bienes y Servicios.


II. Recursos Humanos y Función Pública.


III. Inversión Pública.

C. Sistemas de Administración de Información.


I. Administración de Recursos Informáticos.


Los subsistemas están a cargo de Unidades Rectoras Centrales que dependen del órgano que ejerza la fijación de políticas, la coordinación y supervisión de los mismos.


Facúltase al Poder Ejecutivo como administrador de los distintos sistemas y subsistemas creados por la presente ley, a disponer que cada Unidad Rectora Central pueda ejercer las competencias de más de un subsistema conforme a razones de oportunidad, eficiencia y especialmente contracción del gasto público.

Artículo 7º.- El Ministerio de Hacienda y Finanzas es el responsable de la coordinación, supervisión y mantenimiento de los sistemas y subsistemas contemplados en el artículo 6º de esta ley y que integran la Administración del Sector Público Provincial no Financiero.

Artículo 8º.- El control interno del Poder Ejecutivo está a cargo de la Sindicatura General de la Provincia y el externo del Sector Público Provincial no Financiero corresponde al Tribunal de Cuentas de la Provincia.

Artículo 9º.- En cada uno de las jurisdicciones y entidades funcionará un Servicio Administrativo-Financiero cuya organización, competencia y unidades dependientes serán establecidas por la reglamentación de esta ley. Dicho servicio mantendrá relación directa y funcional con las Unidades Rectoras Centrales de los respectivos subsistemas, por medio de la máxima autoridad del mencionado servicio y será responsable de cumplimentar con la descentralización operativa de los subsistemas normados. Cuando las características del organismo así lo requiera se podrá crear más de un Servicio Administrativo-Financiero en una determinada jurisdicción o entidad.

TÍTULO II: SISTEMAS DE ADMINISTRACIÓN FINANCIERA.

CAPÍTULO I – PRESUPUESTO

SECCIÓN I – Definición del Subsistema

Artículo 10.- El presente capítulo establece los principios, órganos, normas y procedimientos que regirán el proceso presupuestario de las jurisdicciones y entidades que conforman el Sector Público no Financiero.


El Presupuesto es el instrumento constitucional de órdenes, límites, garantías, competencias y responsabilidades de toda la Hacienda Pública, que expone los recursos calculados y su correspondiente aplicación, mostrando los resultados económicos y financieros esperados, la producción de bienes y servicios a generar y los recursos humanos a utilizar.

SECCIÓN II.– Normas Técnicas Comunes

Artículo 11.- El ejercicio económico-financiero del Sector Público Provincial no Financiero comienza el 1º de enero y finaliza 31 de diciembre de cada año.

Artículo 12.- El Presupuesto de Recursos contiene la enumeración y monto estimado para el ejercicio de los diferentes rubros de ingresos corrientes y de capital, representen o no entradas de dinero efectivo al Tesoro. Las denominaciones de los diferentes rubros de recursos deben ser lo suficientemente específicas como para identificar las respectivas fuentes de financiamiento.


Para la Administración Central, se consideran como recursos del ejercicio todos aquellos que se prevén recaudar durante el período en cualquier organismo, oficina o agencia autorizadas a percibirlos, en nombre de aquella, con independencia de la fecha en que se origine la obligación de pago o la liquidación.


Para los organismos descentralizados la reglamentación determinará el criterio para el cálculo del presupuesto de ingresos, el que debe ser determinado según el tipo de recursos que perciba.


El sector empresas, sociedades y otros entes públicos siguen el criterio de lo devengado para el cálculo de los recursos.


El presupuesto de gastos contiene todas las erogaciones corrientes y de capital a ser financiadas mediante impuestos nacionales y provinciales, tasas y otras contribuciones obligatorias establecidas mediante gravámenes específicos, así como todo otro recurso a percibir en el ejercicio, endeudamiento público y otras fuentes financieras, precios y tarifas por producción de bienes y prestación de servicios de la Administración Provincial. Utilizará la técnica más adecuada para formular y exponer la producción pública.


Todo gasto que se devengue en el período debe contar previamente con el registro de su respectivo compromiso, salvo en aquellos casos en donde ambas etapas se registren en forma simultánea. A los fines de la presente ley se consideran gastos del ejercicio todos aquellos créditos que se devenguen en el período, se traduzcan o no en salidas efectivas de dinero.


Las operaciones de financiamiento comprenden todas las fuentes y aplicaciones financieras que se originen durante el ejercicio financiero.

Artículo 13.- Cuando en los presupuestos de las jurisdicciones y entes públicos se incluyan créditos para contratar obras o servicios, o adquirir bienes, cuyo plazo de ejecución exceda al ejercicio financiero, se deben incluir en los mismos información sobre los recursos invertidos en años anteriores, los que se invertirán en el futuro y sobre el monto total del gasto, así como los respectivos cronogramas de ejecución física.


La aprobación legislativa del Presupuesto que contenga esta información implica la autorización expresa para contratar hasta su monto total, de acuerdo a las normas legales y procedimientos vigentes.

SECCIÓN III – Organización y Competencias

Artículo 14.- La Dirección General de Presupuesto es la Unidad Rectora Central del Subsistema “Presupuesto” de la Hacienda del Sector Público Provincial no Financiero, y está a cargo de un Director y un Subdirector.


Para ejercer el cargo de Director General y Subdirector General se requerirá título de Contador Público y una experiencia anterior en materia de administración financiera no inferior a cinco (5) años.


Los funcionarios que ejerzan dichos cargos deberán dedicar todas sus actividades al servicio de la Administración Pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 15 .- La Dirección General de Presupuesto tiene las siguientes competencias:

a) Participar en la formulación de las pautas presupuestarias basadas en la política financiera que, para el Sector Público Provincial no Financiero, elabore el Poder Ejecutivo;

b) Dictar las normas técnicas para la formulación, programación de la ejecución, modificaciones y evaluación de los presupuestos de la Administración Provincial, en forma conjunta con los demás órganos creados por la presente ley cuando corresponda,

c) Analizar los anteproyectos de presupuesto y proponer los ajustes que considere necesarios;

d) Formular, en forma conjunta con la Unidad Rectora Central del Sistema de Inversión Pública, y proponer al Órgano Coordinador de los Sistemas de Administración Financiera los aspectos financieros del Plan Provincial de Inversión Pública;

e) Preparar el proyecto de ley del presupuesto general y fundamentar su contenido;

f) Formular la programación de la ejecución presupuestaria en forma conjunta con la Unidad Rectora Central del Subsistema de Tesorería y Gestión Financiera;

g) Intervenir en las modificaciones al presupuesto, mediante el análisis y evaluación de la ejecución y del avance físico;

h) Evaluar la ejecución de los presupuestos, aplicando las normas y criterios establecidos por esta ley, su reglamentación y las normas técnicas respectivas;

i) Asesorar, en materia presupuestaria, a todos los organismos del sector público regidos por esta ley y difundir los criterios básicos para compatibilizar el sistema presupuestario de los municipios y comunas;

j) Las demás que le confiera la presente ley y su reglamentación.

SECCIÓN IV – Estructura de la ley de Presupuesto

Artículo 16.- El Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos comprende a los poderes, jurisdicciones y entidades que integran la Administración Provincial y debe contener la totalidad de los ingresos y gastos previstos para el ejercicio, así como las operaciones de financiamiento. Estos conceptos deben figurar por separado y por sus montos íntegros, sin compensaciones entre sí.


Adicionalmente el proyecto de Ley de Presupuesto debe especificar:

1. El número de cargos de la planta de personal y horas cátedra;

2. El resultado económico y financiero de las transacciones programadas para ese período en sus cuentas corrientes y de capital;

3. Los resultados físicos esperados en la producción programada de bienes y servicios;

4. El cupo máximo de recursos a afectar por exenciones impositivas. A tal fin junto con el proyecto de Ley de Presupuesto se debe presentar un cuadro anexo por el total de recursos discriminados por tipo y clase, detallando para cada uno el monto con y sin exenciones impositivas;

5. La previsión de garantías y avales a otorgar para el ejercicio que se presupuesta;

6. Los presupuestos de las empresas, sociedades y otros entes públicos, en un anexo.


Los presupuestos de empresas, sociedades y otros entes públicos se someterán a consideración y aprobación del Poder Legislativo cuando requieran para su financiamiento aportes del Tesoro. Asimismo, cuando el Poder Legislativo lo considere oportuno, puede solicitar que en el referido anexo se incluya a otras empresas y entes públicos que no requieran de aportes del Tesoro.


En la ley anual de presupuesto deberán incluirse los cupos máximos de las exenciones concedidas por ley.

Artículo 17.- La Ley de Presupuesto no puede contener disposiciones de carácter permanente, reformar o derogar leyes vigentes; crear, modificar o suprimir tributos u otros ingresos; ni cambiar la organización o estructura de la administración cuyas actividades deben ser fijadas por leyes específicas.

SECCIÓN V.- Formulación y Aprobación

Artículo 18.- El Presupuesto debe adoptar la estructura que demuestre el cumplimiento de las funciones del Estado, políticas, planes, programas de acción y producción de bienes y servicios de los organismos de la Hacienda Pública, así como la incidencia económica y financiera de los gastos y recursos, la vinculación de los mismos con sus fuentes de financiamiento y la distribución geográfica de los gastos previstos.


El mismo deberá contener, como mínimo, las siguientes informaciones:

a) Cálculo de recursos de la Administración Central y de cada uno de los organismos descentralizados, clasificados por rubros;

b) Presupuesto de gastos de cada una de las jurisdicciones y de cada organismo descentralizado, los que identificarán la producción de bienes y servicios y los créditos presupuestarios;

c) Créditos presupuestarios asignados a cada uno de los proyectos de inversión que se prevén ejecutar;

d) Resultados de las cuentas de ahorro e inversión para la Administración Central, para cada organismo descentralizado y para el total de la Administración Provincial.

e) Expondrá el déficit o superávit del ejercicio.

f) Estado de situación de las garantías y avales otorgados, clasificados por beneficiario.


La reglamentación establecerá las técnicas y clasificaciones presupuestarias que serán utilizadas como así también el alcance y la modalidad de la información de producción de bienes y servicios.

Artículo 19.- El Poder Ejecutivo fijará anualmente los lineamientos generales para la formulación del proyecto de Ley de Presupuesto en el marco de los planes y políticas provinciales.

Sobre la base de los anteproyectos preparados por los Servicios Administrativo-Financiero y elevados a la Dirección General de Presupuesto por los titulares de las jurisdicciones y entidades, el órgano rector confeccionará el proyecto, previa realización de los ajustes necesarios.

Artículo 20.- El Poder Ejecutivo presentará a la Honorable Legislatura el proyecto de Presupuesto en la fecha que determina la Constitución Provincial, aprobado en acuerdo de ministros, fundamentando su contenido y con un nivel de desagregación que permita ejercer las valoraciones cualitativas y cuantitativas conforme sus atribuciones y la distribución analítica del presupuesto de acuerdo a los niveles de crédito limitativo vigente.

Artículo 21.- El Poder Ejecutivo deberá presentar, juntamente con el proyecto del Presupuesto, proyecciones de recursos y gastos para, por lo menos, los siguientes 3 (tres) años. Dichas proyecciones deben contener como mínimo:

a) Programa de inversiones del período

b) Programa de operaciones de crédito público

c) Proyecciones de recursos por rubro

d) Proyecciones de gastos por finalidades, funciones y naturaleza económica

e) Proyección de la coparticipación de impuestos a municipios y comunas

f) Perfil de vencimientos de la deuda pública

g) Criterios generales de captación de otras fuentes de financiamiento

h) Descripción de las políticas presupuestarias que sustentan las proyecciones y los resultados económicos y financieros previstos.

Artículo 22.- Presentado el proyecto de Presupuesto General a la Legislatura, cualquier modificación que se considere indispensable introducir desde la fecha de remisión y antes de su sanción, motivará un pronunciamiento expreso del Poder Ejecutivo, que será comunicado, acompañando los elementos de juicio que permitan apreciar las situaciones que la fundamentan.

Artículo 23.- Si al comenzar el año financiero no se hubiera sancionado el Presupuesto General, regirá el que estaba en vigencia al cierre del ejercicio anterior, con excepción de los créditos y recursos previstos por una sola vez o cuya finalidad hubiera sido satisfecha. Deberán incluirse los créditos indispensables para el servicio de la deuda del nuevo ejercicio y el saldo no utilizado de las autorizaciones de endeudamiento aprobadas en el presupuesto prorrogado.


El Poder Ejecutivo podrá limitar el uso de determinados créditos, sin que se resientan los servicios, hasta la sanción del nuevo presupuesto. Dicha limitación debe ser realizada en base a la proyección de recursos para el nuevo ejercicio.


Si al sancionarse el nuevo Presupuesto General y en virtud de la prórroga del anterior, se hubieran efectuado gastos cuyos créditos no figuran en el nuevo Presupuesto o fueran insuficientes, se dispondrán las modificaciones pertinentes para su regularización, con comunicación al Poder Legislativo.


Las jurisdicciones y entidades del Sector Público Provincial no Financiero quedan obligadas a ejecutar el gasto desagregándolo hasta el nivel que contempla el clasificador de cuentas presupuestarias aprobado, aunque la distribución analítica de créditos prevea un nivel más agregado de asignación de crédito.


La metodología para introducir ajustes por parte del Poder Ejecutivo al Presupuesto que estuvo en vigencia el año anterior, para la Administración Central y de los organismos descentralizados, debe prever como mínimo:

1. En los presupuestos de recursos:

a) Eliminar los rubros de recursos que no puedan ser recaudados nuevamente;

b) Suprimir los ingresos provenientes de operaciones de crédito público autorizadas, en la cuantía en que fueron utilizadas;

c) Excluirá los excedentes de ejercicios anteriores correspondientes al ejercicio financiero anterior, en el caso que el Presupuesto que se está ejecutando hubiera previsto su utilización;

d) Incluirá los recursos provenientes de operaciones de crédito público en ejecución, cuya percepción se prevea ocurrirá en el ejercicio.

2. En los presupuestos de gastos:

a) Eliminará los créditos presupuestarios que no deban repetirse por haberse cumplido los fines para los cuales fueron previstos;

b) Incluir los créditos presupuestarios indispensables para el servicio de la deuda y las cuotas que se deban aportar en virtud de compromisos por mutuos preexistentes;

c) Incluirá los créditos presupuestarios indispensables para asegurar la continuidad y eficiencia de los servicios.


La reglamentación determinará metodologías adicionales a las expuestas sin alterar los criterios enunciados.

Artículo 24.- A los fines de interpretar lo dispuesto por el último párrafo del artículo 55, inciso 8) de la Constitución Provincial, deberá entenderse por partidas ordinarias a las autorizaciones de gastos para atender la continuidad de los servicios que impliquen habitualidad y permanencia o la continuación de obras en curso de ejecución.

Artículo 25.- El Poder Ejecutivo publicará en Internet, o en la red que la reemplace, el Presupuesto anual, una vez aprobado o en su defecto el Presupuesto prorrogado , hasta tanto se apruebe aquel, incluyendo las proyecciones plurianuales previstas en el artículo 21 de la presente ley y una síntesis de los presupuestos de la empresas, sociedades y otros entes públicos, con los contenidos básicos que establece el artículo 37 y siguientes.


Asimismo, difundirá trimestralmente, durante el trimestre siguiente, información sobre la ejecución presupuestaria, base devengado y base caja, stock de deuda pública, incluyendo la flotante y los programas bilaterales de financiamiento.

SECCIÓN VI – Normas sobre Modificaciones Presupuestarias

Artículo 26.- Toda ley que autorice gastos no previstos en la Ley de Presupuesto deberá señalar sus fuentes específicas de financiamiento o la pertinente autorización para la utilización del crédito. La ejecución del gasto autorizado por dicha ley sólo procede desde el momento en que se produzca la efectiva recaudación del recurso.

Artículo 27.- El Poder Ejecutivo puede disponer la incorporación al Presupuesto de autorizaciones para gastos no previstos o para los cuales los créditos aprobados hubieren resultado insuficientes, para atender hechos de fuerza mayor o excepcionales que requieran la inmediata atención del Estado.


Estas disposiciones deberán ser comunicadas al Poder Legislativo con los antecedentes que sustentan la decisión adoptada, antes de ser puestas en ejecución.

Artículo 28.- Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer:

a) La distribución analítica de los créditos del Presupuesto sancionado;

b) La habilitación de los créditos cuando se correlacionen con la incorporación de recursos que surjan de aplicación de leyes provinciales;

c) La habilitación de los créditos para la atención de leyes, decretos y convenios que adhieran o formalicen con el Estado Nacional y hasta los montos que éste último disponga;

d) La habilitación de los créditos para atender servicios requeridos por terceros que se financien con su producido, hasta las sumas que se perciben como retribución de los mismos;

e) La modificación de los presupuestos de los organismos descentralizados, con las limitaciones de la presente ley y de la Ley de presupuesto;

f) La transferencia de horas cátedra a cargos docentes y viceversa, siempre que no se altere la relación de costos;

g) Modificaciones compensadas en los créditos presupuestarios;

h) Modificaciones de la planta de cargos con las limitaciones que fije la Ley de Presupuesto.

Artículo 29.- Facúltase al Poder Ejecutivo a delegar en autoridad competente hasta el rango de Subsecretario la decisión de efectuar modificaciones presupuestarias compensadas entre los créditos asignados en la clasificación programática y entre las distintas funciones de cada finalidad. Esta facultad se hace extensiva al momento en el cual se distribuye el crédito del presupuesto aprobado por ley anual de Presupuesto, el cual puede ser distribuido a las jurisdicciones y entidades a un nivel más agregado al que el clasificador de cuentas presupuestarias contempla para su ejecución.


El régimen de modificaciones es aplicable cuando sea necesario modificar créditos al nivel de agregación que define el decreto analítico de distribución del presupuesto, aunque la ejecución deba realizarse respetando el máximo nivel de desagregación que contemple el clasificador de cuentas presupuestarias aprobado.

Artículo 30.- Autorízase a ambas Cámaras de la Legislatura Provincial, a la Defensoría del Pueblo y Tribunal de Cuentas de la Provincia para reajustar los créditos de sus presupuestos jurisdiccionales, debiendo comunicar al Poder Ejecutivo Provincial, las modificaciones que dispusieran. Tales modificaciones sólo podrán autorizarse dentro del respectivo total de créditos autorizados, sin más restricciones que las que determina esta ley en forma expresa.

Artículo 31.- Autorízase a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia para reajustar los créditos de su presupuesto jurisdiccional debiendo comunicar a los Poderes Ejecutivo y Legislativo las modificaciones que se dispusieren. Tales modificaciones sólo podrán realizarse dentro del respectivo total de créditos autorizados sin más restricciones que las que esta ley les asigne y sin originar aumentos automáticos para ejercicios futuros ni incrementos en las remuneraciones individuales, sobreasignaciones u otros conceptos análogos de gastos en personal o compensaciones o reintegros en favor del mismo, excepto cuando el Poder Ejecutivo Provincial le otorgue un refuerzo presupuestario para financiar mejoras salariales o para creación de cargos por un período menor a doce (12) meses.


El Poder Ejecutivo Provincial, junto con el proyecto de Presupuesto General de la Administración Provincial elevará a la Legislatura el anteproyecto preparado por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, acompañando los antecedentes respectivos cuando las estimaciones efectuadas por dicha Corte no coincidan con las del proyecto general.

Artículo 32.- El Poder Ejecutivo no podrá disponer o aprobar modificaciones presupuestarias que impliquen incrementos en los gastos corrientes en detrimento de los gastos de capital o de las aplicaciones financieras.


No se podrá destinar el producto de ningún recurso con el fin de atender específicamente el pago de determinados gastos, ni podrán funcionar en el ámbito de la hacienda pública cuentas especiales desde la puesta en vigencia de la presente ley, con excepción de:

a) los provenientes de operaciones de crédito público,

b) los provenientes de donaciones, herencias o legados a favor del Estado Provincial con destino específico,

c) los que por leyes nacionales o convenios interjurisdiccionales tengan afectación específica y de dicha afectación dependa la percepción del recurso.

d) los que por leyes especiales de carácter provincial sean extraordinarios y estén destinados a atender gastos de carácter no permanente, o aquellos destinados a dar participación a municipalidades y comunas.


Quedarán derogadas de las disposiciones legales vigentes, las afectaciones o autorizaciones para afectar recursos a gastos determinados que no sean incluidas de manera explícita en las leyes anuales de Presupuesto cuyo trámite parlamentario se inicie con posterioridad a la sanción de la presente.

Artículo 33.- En el caso que se recauden mayores ingresos que los calculados en rubros en los cuales corresponda asignar participación, autorízase a ejecutar los importes que excedan los originariamente previstos en los mismos créditos.


Sólo podrán autorizarse mayores gastos cuando el comportamiento esperado en la percepción de los ingresos exceda los autorizados en el Presupuesto en rubros de recursos previstos en la fuente de financiamiento “Rentas Generales”, siempre que el nuevo cálculo supere la estimación de la totalidad de dicha fuente de financiamiento.


Cuando existan mayores ingresos que los previstos en el Presupuesto en las condiciones establecidas en el párrafo anterior, autorízase a incrementar el Presupuesto vigente de forma compensada con tal nivel de aumento, el que se hará conforme las siguientes prioridades:

a) a la reducción de déficits presupuestarios;

b) en el caso de no ser necesario aplicarlo a lo dispuesto en el inciso anterior, se destinará a la disminución de la deuda pública provincial.


Superadas estas prioridades, se aplicará a los conceptos de gastos que el Poder Ejecutivo determine para ese ejercicio financiero, con comunicación al Poder Legislativo dentro de los 5 (cinco) días.

Artículo 34.- Las facultades conferidas al Poder Ejecutivo en los artículos 28 y 29 de la presente ley, alcanzan a los Poderes Legislativo y Judicial.

SECCIÓN VII.- Programación de la ejecución presupuestaria

Artículo 35.- A los fines de garantizar una correcta ejecución de los presupuestos y de compatibilizar los resultados esperados con los recursos disponibles, todos las jurisdicciones y entidades deben programar, para cada ejercicio, la ejecución financiera y física (entendida esta última como la de objetivos y metas), cuando así correspondiere, de los presupuestos, siguiendo las normas que fijará la reglamentación y las disposiciones complementarias y procedimientos que dicten las Unidades Rectoras Centrales de los subsistemas presupuestario y de Tesorería.


El monto total de las cuotas de compromiso fijadas para el ejercicio, ajustadas y aprobadas por las Unidades Rectoras Centrales en la forma y para los períodos que se establezcan, no puede ser superior al nivel de los ingresos previstos durante el ejercicio.

SECCIÓN VIII.- Evaluación presupuestaria

Artículo 36.- La Dirección General de Presupuesto evaluará la ejecución de los presupuestos de la Administración Provincial, tanto en forma periódica durante el ejercicio, como al cierre del mismo de acuerdo a lo que establezca la reglamentación.


Con base en la información que señala el párrafo anterior, en la que suministre el Sistema de Contabilidad y otras que se consideren pertinentes, la Dirección General de Presupuesto realizará un análisis crítico de los resultados financieros y físicos, cuando así correspondiere, obtenidos y de los efectos producidos por los mismos, interpretarán las variaciones operadas con respecto a lo programado, procurarán determinar sus causas y prepararán informes con recomendaciones para las autoridades superiores y los responsables de los organismos afectados.

SECCIÓN IX – Del Presupuesto de Empresas, Sociedades y Otros Entes Públicos

Artículo 37.- Los directorios o máxima autoridad ejecutiva de las empresas, sociedades y otros entes públicos, deben aprobar el proyecto de presupuesto anual de su gestión y remitirlo a la Dirección General de Presupuesto, en la fecha que estipula la reglamentación. Los proyectos de presupuesto deben expresar:

a) Las políticas generales y los lineamientos específicos que, en materia presupuestaria, establezca el órgano coordinador de los sistemas de administración financiera y la autoridad de la jurisdicción correspondiente;

b) Los planes de acción, programas y principales metas, nivel de gastos clasificados por rubros y su financiamiento a un nivel de detalle que permita identificar las respectivas fuentes, el plan de inversiones, el presupuesto de caja, los recursos humanos a utilizar y que permitan establecer los resultados operativo, económico y financiero a través de la cuenta ahorro-inversión-financiamiento previstos para la gestión respectiva.

Artículo 38.- Los proyectos de presupuesto de financiamiento y de gastos deben estar formulados utilizando el momento del devengado de las transacciones como base contable.

Artículo 39.- El Ministerio de Hacienda y Finanzas analiza los proyectos de presupuesto de las empresas, sociedades y otros entes públicos y prepara un informe destacando si los mismos encuadran en el marco de las políticas, planes y estrategias fijados para este tipo de instituciones, aconsejando los ajustes a practicar en el proyecto de presupuesto si, a su juicio, la aprobación del mismo sin modificaciones puede causar un perjuicio patrimonial al Estado o atentar contra los resultados de las políticas y planes vigentes.

Artículo 40.- Los proyectos de presupuesto de las empresas, sociedades y otros entes públicos, acompañados del informe mencionado en el artículo anterior, deben ser sometidos a la aprobación del Poder Ejecutivo Provincial, de acuerdo con las modalidades y los plazos que establezca la reglamentación. El Poder Ejecutivo Provincial los aprobará, en su caso con los ajustes que considere convenientes, previo a su inclusión en el anexo de ley respectivo.


Si las empresas, sociedades y otros entes públicos no presentaren sus proyectos de presupuesto en el plazo previsto, la Dirección General de Presupuesto los elaborará de oficio y los someterá a consideración del Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 41.- Los representantes estatales que integran los órganos de las empresas, sociedades y otros entes públicos, estatutariamente facultados para aprobar los respectivos presupuestos, deben proponer y votar el Presupuesto aprobado por el Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 42.- El Poder Ejecutivo Provincial debe elevar al Poder Legislativo, juntamente con el proyecto de Presupuesto General de la Administración Provincial, los presupuestos de las empresas, sociedades y otros entes públicos, con los contenidos básicos que señala el Artículo 37 y bajo el esquema ahorro-inversión-financiamiento, el presupuesto consolidado neto de transacciones intergubernamentales.


Los presupuestos de las empresas, sociedades y otros entes públicos, serán sometidos a aprobación del Poder Legislativo cuando el Tesoro deba financiar su déficit, cuando requieran garantía de la Provincia para su endeudamiento o cuando el mencionado Cuerpo solicite que se las incluya en el anexo del proyecto de ley. En todos los otros casos será obligación del Poder Ejecutivo aprobarlos.

Artículo 43.- Las modificaciones a realizar a los presupuestos de las empresas, sociedades y otros entes públicos durante su ejecución y que impliquen el desequilibrio de los resultados operativos o económicos previstos, alteración sustancial de la inversión programada, o el incremento del endeudamiento autorizado, deben ser aprobadas por el Poder Ejecutivo Provincial, previa opinión de la Dirección General de Presupuesto, salvo en los casos de presupuestos que hubieren sido aprobados por la Legislatura, en cuyo caso serán aprobadas ad referéndum del Poder Legislativo, y comunicadas a tal efecto en el término de cinco (5) días de instrumentadas.

Artículo 44.- En el marco del artículo anterior y con opinión favorable de la Dirección General de Presupuesto, las empresas, sociedades y otros entes públicos establecerán su propio sistema de modificaciones presupuestarias.

Artículo 45.- Al finalizar cada ejercicio financiero, las empresas, sociedades y otros entes públicos procederán al cierre de cuentas de su presupuesto de financiamiento y de gastos e informarán al Poder Ejecutivo, quien lo incorporará a la cuenta de inversión a ser remitida al Poder Legislativo.

Artículo 46.- Prohíbese a las entidades del Sector Público Provincial no Financiero realizar aportes o transferencias a empresas, sociedades y otros entes públicos cuyo presupuesto no esté aprobado en los términos de esta ley, requisito que también es imprescindible para realizar operaciones de crédito público.

CAPÍTULO II – TESORERÍA Y GESTIÓN FINANCIERA

SECCIÓN I – Definición del Subsistema

Artículo 47.- Tesorería y gestión financiera es el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos por medio de los cuales se llevan a cabo los procesos de recaudación, planificación y ejecución de ingresos y efectivización de pagos que conforman el flujo financiero del sector público provincial. Comprende asimismo la tenencia y custodia de las disponibilidades que resulten.

SECCIÓN II – Normas Técnicas Comunes

Artículo 48.- Facúltase al Poder Ejecutivo a emitir letras, pagarés o medios sucedáneos de pago cuyo reembolso se produzca dentro del ejercicio, hasta el monto que para operaciones de corto plazo fije anualmente la Ley de Presupuesto.


Las operaciones que superen el ejercicio financiero, sin ser reembolsadas, se consideran operaciones de crédito público y debe cumplirse con los requisitos previstos en el Capítulo III de este Título.

Artículo 49.- Las jurisdicciones y entidades que conforman el Sector Público Provincial no Financiero, pueden autorizar el funcionamiento de fondos rotatorios o cajas chicas, con el régimen y los límites que establezca la reglamentación, previa intervención de la Contaduría General de la Provincia y Tesorería General de la Provincia. A estos efectos, los servicios administrativo-financieros correspondientes pueden entregar los fondos necesarios con carácter de anticipo, formulando el cargo correspondiente a sus receptores conforme la reglamentación que establezca la Unidad Rectora Central del sistema.

Artículo 50.- El Órgano Coordinador de los sistemas de administración financiera instituirá un sistema de cuenta única o mantendrá el fondo unificado de cuentas oficiales, de manera que le permita disponer de las existencias de caja de todos las jurisdicciones y entidades del Sector Público Provincial no Financiero en el porcentaje que determine la reglamentación, el que no podrá ser menor al que establece la Ley Nº 8.973.

Artículo 51.- El órgano coordinador de los sistemas de administración financiera dispondrá la devolución a la Tesorería General de la Provincia de las sumas acreditadas en las cuentas de las jurisdicciones y entidades del Sector Público Provincial no Financiero, cuando éstas se mantengan sin utilización por un ejercicio financiero.


En estos casos se procederá a notificar y posteriormente a disponer el cierre de aquellas cuentas bancarias que no hayan tenido movimiento durante un año y a transferir a las cuentas de la Tesorería General de la Provincia las sumas acreditadas en dichas cuentas oficiales.


A tal fin se creará el Padrón de Cuentas Corrientes Oficiales que abarque a todas las instituciones del Sector Público Provincial no Financiero.


El mencionado padrón será administrado por la Tesorería General de la Provincia.

Artículo 52.- Al finalizar cada ejercicio financiero los depósitos existentes a la orden de los jueces de jurisdicción penal en concepto de fianzas cumplidas o prescriptas y demás importes que no tengan un destino especial, deberán ser transferidos por el Poder Judicial a la cuenta de Rentas Generales de la Provincia.

Artículo 53.- No podrán abrirse cuentas al margen del Presupuesto con excepción de las “Cuentas de Terceros” que registrarán los ingresos y egresos por depósitos, pagos o devoluciones en los que la hacienda pública actúa como agente de retención, intermediario o depositario.

Artículo 54.- Prohíbese a los agentes pagadores a efectuar descuentos, quitas o retenciones que no hubieren sido autorizadas por el Poder Ejecutivo o autoridad competente.

Artículo 55.- En los casos de sentencias judiciales firmes en virtud de las cuales el Estado Provincial fuere obligado a pagar, el juez de la causa no dispondrá el embargo de fondos del Tesoro sin requerir previamente el pago a la Fiscalía de Estado. Este órgano debe responder al juzgado dentro del término de 30 (treinta) días, informando la forma y plazo en que se procederá a abonar la obligación requerida de acuerdo a las previsiones presupuestarias y a lo que disponga la Ley de Presupuesto o leyes especiales. El plazo no podrá ser mayor a dos (2) ejercicios anuales siguientes al de la notificación de la sentencia, salvo que situaciones excepcionales fundadas en el monto de la obligación a pagar, justifiquen admitir plazos mayores.

SECCIÓN III – Organización y Competencias

Artículo 56.- La Tesorería General de la Provincia es la Unidad Rectora Central del Subsistema “Tesorería y Gestión Financiera” de la hacienda del Sector Público Provincial no Financiero y está a cargo de un Tesorero General y un Subtesorero General.


Para ejercer el cargo de Tesorero y Subtesorero General de la Provincia se requerirá título de Contador Público y una experiencia anterior en materia financiera contable no inferior a cinco (5) años.


Lo funcionarios que ocupen dichos cargos deberán dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 57.- La Tesorería General de la Provincia tiene las siguientes competencias:

a) Normatizar los procedimientos de la administración de fondos de la Administración Provincial, implementando un sistema de registración de cargos y descargos que deban formularse a los responsables y a sí mismo, de acuerdo a lo establecido en la presente ley.

b) Elaborar conjuntamente con la Dirección General de Presupuesto la programación de la ejecución del presupuesto de la Administración Provincial;

c) Programar el flujo de fondos y elaborar el presupuesto de caja de la Administración Provincial;

d) Centralizar los recursos de la Administración Central aplicando el criterio de la unidad de caja;

e) Disponer los pagos en base a los cronogramas establecidos;

f) Administrar el Fondo Unificado de Cuentas Oficiales, o el sistema de Cuenta Única;

g) Emitir letras a corto plazo, pagarés u otros medios sucedáneos de pago en las condiciones previstas en el artículo 48 de esta ley;

h) Ejercer la supervisión de las unidades operativas periféricas de tesorerías centralizadas y descentralizadas, sus registros y los movimientos bancarios de sus cuentas;

i) Custodiar los títulos, fondos y valores;

j) Proponer medios de pago y evaluar alternativas de cancelación de obligaciones;

k) Disponer inversiones temporarias de fondos inmovilizados, e intervenir, emitiendo opinión técnica previa, en las inversiones temporarias de fondos inmovilizados de las diferentes jurisdicciones y entidades;

l) Normar sobre las condiciones de titularidad y uso de las cuentas bancarias oficiales, autorizar la apertura de las mismas, revisar la validez y uso de las existentes, y ordenar su cierre cuando corresponda; 

m) Controlar la emisión, distribución e inutilización de los valores fiscales; 

n) Conformar el presupuesto de caja de las entidades, supervisar su ejecución y asignar las cuotas de transferencias que éstos perciban de acuerdo con la Ley de Presupuesto;

ñ) Todas las demás funciones que en el marco de la presente ley le adjudique la reglamentación.

CAPITULO III – SUBSISTEMA DE CREDITO PUBLICO

SECCIÓN I – Definición del Subsistema

Artículo 58.- Se entiende como Subsistema de “Crédito Público” al conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos que regulan las acciones y operaciones tendientes a la obtención y cancelación de financiamiento interno y externo, incluido el proceso previo de evaluación y dictamen de factibilidad para la concreción y aplicación de la toma de créditos internos y externos en el marco expresado en la Constitución Provincial.

Artículo 59.- El endeudamiento resultante de las operaciones de crédito público debe estar destinado exclusivamente a las contrataciones de obras, bienes y servicios vinculadas a inversiones en infraestructura económica-social reproductivas, la atención de casos excepcionales de evidente necesidad o gravedad o emergencia financiera extraordinaria; la refinanciación de pasivos del sector público provincial; la ejecución de programas de transformación de su administración; y la realización de gastos directamente relacionados con la ejecución y administración de las citadas operaciones.

SECCIÓN II – Normas Técnicas Comunes

Artículo 60.- El endeudamiento que resulte de las operaciones de crédito público se denomina deuda pública provincial y puede originarse en:

a) La emisión y colocación de títulos, bonos u obligaciones de largo y mediano plazo, constitutivos de un empréstito;

b) La emisión y colocación de letras de Tesorería y la emisión de pagarés u otros medios sucedáneos de pago, cuyo vencimiento supere el ejercicio financiero;

c) La contratación de préstamos con instituciones financieras nacionales, extranjeras o internacionales; u otras instituciones u organismos que tengan facultad para realizar estas operaciones;

d) La contratación de obras, servicios o bienes cuyo pago total o parcial se estipule realizar en el transcurso de más de un ejercicio financiero posterior al vigente; siempre y cuando los conceptos que se financien se hayan devengado anteriormente y documentado a través de los medios de pago o financiamiento que se establecen en los incisos a), b), o c) del presente artículo;

e) El otorgamiento de avales, fianzas y garantías, cuyo vencimiento supere el período del ejercicio financiero; la que no se considerará a los efectos del cómputo del artículo 70;

f) La consolidación, conversión y renegociación de deudas.


No se considera deuda pública provincial:

· La deuda del Tesoro, entendida ésta como las obligaciones devengadas y no pagadas durante el ejercicio; 

· La emisión de letras, pagarés u otros medios sucedáneos de pago cuando se cancelen dentro del ejercicio.

Artículo 61.- La deuda pública provincial se clasifica en directa e indirecta, interna y externa. La presente diferenciación debe ser considerada a los efectos de la clasificación presupuestaria.


Deuda pública directa es aquella asumida por la administración provincial en calidad de deudor principal. Deuda pública indirecta es la constituida por cualquier persona jurídica pública, distinta de la administración provincial, pero que cuenta con su aval, fianza o garantía.


Deuda pública interna es aquella contraída con personas físicas o jurídicas residentes o domiciliadas en la República Argentina y cuyo pago es exigible dentro del territorio nacional.

Se entiende por deuda pública externa, aquella contraída con otro Estado u organismo internacional o con cualquier otra persona física o jurídica sin residencia ni domicilio en la República Argentina y cuyo pago puede ser exigible fuera de su territorio.

Artículo 62.- El Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Hacienda y Finanzas, otorgará la autorización para realizar operaciones de crédito público. Sin esta autorización ninguna jurisdicción del Poder Ejecutivo, empresa, sociedades y otro entes públicos podrá dar inicio a trámites o gestiones en tal sentido.

Artículo 63.- Las jurisdicciones y entidades de la Administración Provincial no pueden formalizar ninguna operación de crédito público que no esté contemplada en la Ley de Presupuesto del año respectivo o en una ley específica, salvo el caso establecido en el artículo 66.


La Ley Anual de Presupuesto o la ley específica debe indicar como mínimo las siguientes características de las operaciones de crédito público autorizadas:

· Tipo de deuda, discriminando en directa o indirecta, interna o externa;

· Monto máximo autorizado para la operación;

· Plazo mínimo de amortización;
· Destino del financiamiento.


El Poder Ejecutivo puede efectuar modificaciones a las características detalladas en la Ley de Presupuesto a los efectos de adecuarlas a las condiciones imperantes en los mercados o mejorar las condiciones de la deuda pública.


Dichas modificaciones deben ser realizadas ad referéndum del Poder Legislativo, y comunicadas a tal efecto en el término de cinco (5) días de instrumentadas.

Artículo 64.- El Órgano Coordinador de los Sistemas de Administración Financiera debe fijar las características y condiciones no previstas en esta ley, para las operaciones de crédito público que se realicen en la hacienda pública.

Artículo 65.- Los avales, fianzas o garantías de cualquier naturaleza, que el Poder Ejecutivo otorgue a personas físicas o jurídicas ajenas a este sector, deben contar con autorización legislativa.


Iguales requisitos legales rigen para la cesión en garantía de recursos propios o provenientes del Régimen de Coparticipación Federal Ley Nº 23.548, o el que en el futuro lo reemplace, cuando el Estado se garantice a sí mismo.

Artículo 66.- El Poder Ejecutivo puede realizar operaciones de crédito público para reestructurar la deuda pública mediante su consolidación, conversión o renegociación, en la medida que ello genere un mejoramiento de los montos, plazos o intereses de las operaciones originales y no implique un incremento del monto adeudado.

Artículo 67.- Las operaciones de crédito público realizadas en contravención a las normas dispuestas en la presente ley son nulas y sin efecto, sin perjuicio de la responsabilidad personal de quienes las realicen.

Artículo 68.- El Poder Ejecutivo tiene la facultad de redistribuir o reasignar los medios de financiamiento obtenidos mediante operaciones de crédito público, que no hubieran sido utilizadas total o parcialmente, siempre que así lo permitan las condiciones de operación respectiva.

Artículo 69.- Los presupuestos de las entidades deben formularse previendo los créditos necesarios para atender el servicio de la deuda. En el caso de que las entidades no cumplan en término con el pago del servicio de la deuda, el Poder Ejecutivo debe arbitrar las medidas pertinentes para que se cumpla con la obligación, pudiendo incluso, debitar de las cuentas bancarias de las entidades que no cumplan en término el monto de dicho servicio y proceder al pago directamente, cuando ello fuere procedente.

SECCIÓN III.- Reglamentación del Precepto Constitucional del Artículo 55 inciso 12)

Artículo 70.- Se entiende como “servicio de la totalidad de las deudas provenientes de empréstitos” a la sumatoria de la amortización del capital, interés, eventuales actualizaciones del capital, comisiones y todo otro cargo proveniente del endeudamiento contraído en el marco de esta ley.


Se consideran incluidos en el concepto precedente los servicios provenientes de deudas similares contraídas con anterioridad a la vigencia de esta ley.


Se entiende a los fines del artículo 55 inciso 12) de la Constitución Provincial, la relación existente al cierre del ejercicio financiero anterior entre los conceptos involucrados en el primer párrafo y el conjunto de los recursos recaudados, excluidos los de afectación específica, los de capital y los obtenidos del financiamiento, de la totalidad de la Administración Provincial.

SECCIÓN IV – Organización y Competencias

Artículo 71.- La Dirección General de Crédito Público es la Unidad Rectora Central del Subsistema de “Crédito Público” de la hacienda del Sector Público Provincial no Financiero, y está a cargo de un Director General y un Subdirector General.


Para ejercer el cargo de Director General y Subdirector General se requerirá título universitario en alguna de las ramas de las ciencias económicas y una experiencia anterior en materia financiera contable no inferior a cinco (5) años.


Los funcionarios que ocupen dichos cargos deberán dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 72.- La Dirección General de Crédito Público tiene las siguientes competencias:
a) Participar administrativamente en la elaboración de las políticas de financiamiento del gasto público en base a técnicas de crédito público, endeudamiento u otras;

b) Organizar un sistema de información sobre el mercado de capitales y las ofertas de financiamiento disponibles;

c) Dictaminar la factibilidad de las operaciones de endeudamiento cierto (títulos, bonos, préstamos, empréstitos), cuya exigibilidad exceda el ejercicio financiero en el que se generan;

d) Dictaminar la factibilidad de las operaciones de endeudamiento potencial (fianzas, avales y garantías);

e) Dictaminar la factibilidad de la consolidación, novación y compensación de la totalidad de los pasivos, involucrando la compensación de créditos con organismos provinciales, nacionales y municipales;

f) Participar en los procedimientos de emisión, colocación y rescate de empréstitos;

g) Participar en la negociación, contratación y amortización de préstamos;

h) Supervisar que los medios de financiamiento obtenidos mediante operaciones de créditos, se apliquen a los fines específicos;

i) Mantener un registro actualizado del estado del crédito público, debidamente integrado al subsistema de contabilidad, donde se asienten las operaciones de financiamiento indirecto y las cesiones de derechos del Estado frente a terceros, incluida la coparticipación federal y de recursos propios.

j) Supervisar el cumplimiento de las obligaciones asumidas;

k) Proponer al Poder Ejecutivo la reglamentación del recupero de las obligaciones asumidas por el Tesoro Provincial en calidad de deudor indirecto;

l) Intervenir en todo lo referido a aportes reintegrables y no reintegrables y otros medios de financiamiento;

m) Efectuar las estimaciones y proyecciones presupuestarias del servicio de la deuda pública y ordenar su cumplimiento;

n) Todas las demás que le asigne la reglamentación.

CAPITULO IV – SUBSISTEMA DE CONTABILIDAD

SECCIÓN I – Definición del Subsistema

Artículo 73.- Se entiende como Subsistema de “Contabilidad” al conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos técnicos utilizados para recopilar, evaluar, procesar y exponer los hechos y actos económicos y financieros que afecten o puedan afectar patrimonialmente al sector público, y que permitan medir el cumplimiento de los objetivos y metas de la administración.

SECCIÓN II – Normas Técnicas Comunes

Artículo 74.- El método de registración contable deberá estar fundamentado en los principios y normas de contabilidad generalmente aceptados, adaptados al sector público y basado en el principio de la partida doble.


El registro contable de las transacciones económicas y financieras deberá ser común, único, uniforme, integrado y aplicable a todos los organismos del sector público provincial. Deberá exponer, como mínimo, la ejecución presupuestaria, los movimientos y la situación del Tesoro y la situación, composición y variaciones del patrimonio de las entidades públicas. Estará orientado a través de la estricta determinación de los costos a optimizar las operaciones públicas.


Todo acto o hecho económico o financiero deberá estar debidamente registrado y documentado. La reglamentación establecerá los criterios para la conservación y seguridad de los documentos.


Por medios informáticos se podrán generar comprobantes, procesar y transmitir documentos e informaciones y producir los libros Diario, Mayor y demás auxiliares.


Podrá acreditarse la veracidad de la instrumentación de la transacción pertinente y de la información registrada a través de la presentación de los archivos digitalizados o procesada por medios informáticos. La reglamentación establecerá los requisitos de seguridad y control del sistema, los que son supervisados por la Contaduría General.

Artículo 75.- Se entiende por ente contable:

1. La administración centralizada, entendida como los poderes del Estado Provincial enumerados en los artículos 31, 62 y 83 de la Constitución Provincial y a las jurisdicciones que los integran, excepto los organismos y entes contemplados en el artículo 4º inciso A.1.II, A.2.II y artículo 4º inciso B de la presente ley.

2. Los organismos o entes con personalidad jurídica y patrimonio propio, aunque dependa funcionalmente de una jurisdicción o un poder.


La administración descentralizada se compone por todos los entes u organismos con personalidad jurídica, patrimonio propio e individualización presupuestaria, comprendiendo a los fines de esta ley los enunciados en el Artículo 4º inciso A.1.II y A.2.II.

SECCIÓN III – Organización y Competencias

Artículo 76.- La Contaduría General de la Provincia es la Unidad Rectora Central del Subsistema “Contabilidad” de la hacienda del Sector Público Provincial no Financiero y está a cargo de un Contador y un Subcontador General.


Para ejercer el cargo de Contador y Subcontador General se requerirá título de Contador Público y una experiencia anterior en materia financiera contable no inferior a cinco (5) años.


Dichos funcionarios deberán dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 77.- La Contaduría General de la Provincia tiene las siguientes competencias:

a) Establecer la metodología contable a aplicar y la periodicidad, estructura y características de los estados contables que deba producir la hacienda del Sector Público Provincial no Financiero, contemplando la naturaleza jurídica de cada ente;

b) Verificar que los sistemas contables que prescriba puedan ser desarrollados e implantados por las entidades, conforme a su naturaleza jurídica, características operativas y requerimientos de información de su dirección;

c) Entender en la aplicación e interpretación de las normas relativas a la ejecución del Presupuesto;

d) Asesorar y asistir a las entidades de la hacienda del Sector Público Provincial no Financiero en la aplicación de las normas y metodologías que dicte;

e) Consolidar e integrar la contabilidad de la Administración Provincial de conformidad a lo dispuesto en la presente ley y la Ley de Presupuesto, coordinando con los servicios de administración financiera las actividades para que se proceda al registro contable de las transacciones con incidencia económica financiera.

f) Coordinar con los restantes subsistemas la información básica que debe ser suministrada para incorporar al Subsistema de Contabilidad;

g) Realizar las operaciones de ajuste y cierre necesarias para producir anualmente los estados contables financieros que integran la Cuenta de Inversión;

h) Elaborar anualmente la Cuenta de Inversión del Ejercicio, que debe presentarse por el Poder Ejecutivo a la Legislatura y en forma simultánea al Tribunal de Cuentas antes del 30 de junio del año inmediato siguiente a su ejecución;

i) Administrar el sistema de información financiera, que permita conocer la gestión de caja, financiera y patrimonial, así como los resultados operativos, económico y financiero de la administración centralizada, de cada entidad descentralizada y del Sector Público no Financiero en su conjunto;

j) Entender en la compilación, análisis y evaluación de la información económica y financiera de la hacienda del Sector Público Provincial no Financiero;

k) Todas las demás que le asigne la reglamentación.

Artículo 78.- La Contaduría General de la Provincia organizará y mantendrá un sistema permanente de compensación de deudas intergubernamentales, que permita reducir al mínimo posible los débitos y créditos existentes entre las entidades del Sector Público Provincial no Financiero. Se entiende por compensación de deudas intergubernamentales la que se efectúe entre las jurisdicciones y entidades de la Administración Provincial.

SECCIÓN IV – Normas para la Ejecución Presupuestaria y Cierre de Cuentas para la Administración Provincial

Artículo 79.- Los créditos del presupuesto de gastos, con los niveles de agregación aprobados por la Ley de Presupuesto pertinente, constituyen el límite máximo de las autorizaciones disponibles para gastar.

Artículo 80.- El resultado financiero de la ejecución presupuestaria de un ejercicio, se determina al cierre del mismo, por diferencia entre los recursos efectivamente recaudados y los gastos devengados durante su vigencia.

Artículo 81.- Los estados de ejecución presupuestaria de gastos deben exponer las transacciones programadas en sus etapas del compromiso, devengado y pagado.

Artículo 82.- En materia de ejecución del presupuesto de gastos, el compromiso implica:

1. El origen de una relación jurídica con terceros, que pueda dar lugar en el futuro, a una eventual salida de fondos;

2. La aprobación, por parte de un funcionario competente, de la aplicación de recursos por un concepto, importe determinado y la tramitación administrativa cumplida;

3. La afectación preventiva del crédito presupuestario que corresponda, en razón de un concepto e importe determinado;

4. La identificación del sujeto con el que se establece la relación jurídica, así como la especie, cantidad de los bienes o servicios a recibir o en su caso, el concepto del gasto sin contraprestación.


No se podrá adquirir compromisos para los cuales no queden saldos disponibles de créditos presupuestarios, ni disponer de créditos para una finalidad distinta a la prevista.


La reglamentación establecerá los alcances, la modalidad y la unidad responsable del registro de la ejecución de créditos presupuestarios.


Los poderes del Estado, el Tribunal de Cuentas de la Provincia y la Defensoría del Pueblo determinarán, para cada uno de ellos, los límites cualitativos y cuantitativos, dentro de los cuales podrán contraer compromisos por sí, o por la competencia específica que asignen al efecto a los funcionarios de sus respectivas dependencias o entidades. La competencia así establecida será indelegable.

Artículo 83.- En materia de ejecución del presupuesto de gastos, el devengado implica:

1. La afectación definitiva de los créditos presupuestarios producida por una modificación cuantitativa o cualitativa en la composición del patrimonio, de la respectiva jurisdicción o entidad.

2. El surgimiento de una obligación de pago por la recepción en conformidad de bienes, obras o servicios oportunamente contratados o, por haberse cumplido los requisitos administrativos dispuestos para los casos de gastos sin contraprestación.

3. La liquidación del gasto y la simultánea emisión de la respectiva orden de pago.

Artículo 84.- A los fines de esta ley, se considera gastado un crédito y por lo tanto ejecutado el presupuesto de dicho concepto cuando queda afectado definitivamente al devengarse un gasto.

Artículo 85.- El pago refleja la cancelación de las obligaciones asumidas con terceros.

Artículo 86.- Los estados de ejecución presupuestaria de los recursos deben exponer las transacciones programadas en sus etapas del devengado y recaudado, de acuerdo a lo que disponga la reglamentación.
Artículo 87.- En materia de ejecución del cálculo de recursos, el devengado es cuando por una norma legal o relación jurídica se establece un derecho de cobro a favor de la administración provincial y simultáneamente una obligación de pago por parte de personas físicas o jurídicas.

Artículo 88.- Se produce la percepción o recaudación de recursos en el momento en que los fondos se ponen a disposición de una oficina recaudadora, de un agente del Tesoro o de cualquier funcionario facultado a recibirlos.

Artículo 89.- El presupuesto de recursos se considerará ejecutado en el momento en que se perciben o recaudan los mismos.

Artículo 90.- Las cuentas del presupuesto de recursos y gastos deben cerrarse el 31 de diciembre de cada año. Después de esa fecha los recursos que se recauden se consideran del presupuesto vigente, con independencia de la fecha en la cual se originó la obligación de pago o liquidación de los mismos.


Con posterioridad al 31 de diciembre no pueden asumirse compromisos ni devengarse gastos con cargo al ejercicio que se cierra en esa fecha.


Los gastos comprometidos y no devengados al 31 de diciembre se afectarán al ejercicio siguiente, imputando los mismos a los créditos disponibles para ese ejercicio.

A tal efecto, el Poder Ejecutivo dispondrá como obligación a cargo del Tesoro de un crédito global de uso excepcional para financiar compromisos no devengados que carezcan de créditos presupuestarios en el nuevo ejercicio, el que para su ejecución deberá ser apropiado de acuerdo a la clasificación presupuestaria vigente. Autorízase al Poder Ejecutivo, ad referéndum del Poder Legislativo, a realizar modificaciones al Presupuesto con el objeto de dar cumplimiento a las disposiciones precedentes las que deber ser comunicadas, a tal efecto, en el término de cinco (5) días de instrumentada. La Dirección General de Presupuesto de la Provincia será la responsable de establecer los plazos para dar cumplimiento a la reapropiación y fijar los procedimientos para hacerla efectiva.

Artículo 91.- El Poder Ejecutivo debe presentar ante la Legislatura en forma trimestral, dentro de los treinta (30) días posteriores al vencimiento del referido período, estados demostrativos de la ejecución del Presupuesto General de la Administración Provincial, siguiendo las clasificaciones y niveles de autorización incluidos en la ley exponiendo los créditos originales y sus modificaciones, explicitando la motivación de los desvíos y los alcances logrados en los aspectos de esta ley.

Artículo 92.- El Poder Ejecutivo puede declarar, una vez agotados los medios para lograr su cobro y previo dictamen de la Fiscalía de Estado, la incobrabilidad de los créditos a su favor, excepto los de naturaleza tributaria, que se rigen por las normas del Código Fiscal. La declaración de incobrable no implica la extinción de los derechos del Estado Provincial, ni de la responsabilidad en que pudiera incurrir el funcionario o empleado recaudador o cobrador si tal situación le fuera imputable.

Artículo 93.- Las deudas de la hacienda del Sector Público Provincial no Financiero que se encuentren en estado de prescripción no podrán reclamarse administrativamente y deben darse de baja de los registros contables.

SECCIÓN V – Cuenta de Inversión

Artículo 94.- La cuenta de inversión debe elevarse a la Legislatura y al Tribunal de Cuentas hasta el 30 de junio del año siguiente al del ejercicio que corresponda y debe contener como mínimo:
a.- Informe sobre la evolución financiera, económica, patrimonial y de gestión consolidada de la Administración Provincial del ejercicio concluido, su inserción con el planeamiento propuesto y su comparación con los períodos anteriores.
b.- Estados financieros y patrimoniales:

· la ejecución del presupuesto de recursos de la administración provincial desagregados por ente hasta el nivel previsto en la Ley de Presupuesto;

· la ejecución del presupuesto de gastos de la Administración Provincial, mostrando el compromiso y el devengado, desagregados por ente hasta el nivel previsto en la Ley de Presupuesto;
· la cuenta Ahorro-Inversión-Financiamiento de la Administración Provincial, desagregada por ente;
· los estados que demuestren la situación del Tesoro de la Administración Provincial, desagregados por ente;

· la situación de la deuda pública de la Administración Provincial, desagregada por ente, título y préstamo;

· los estados de recursos y gastos corrientes de la administración central;

· el estado de origen y aplicación de fondos de la administración central;

· el balance general de la Administración Centralizada que integre los patrimonios netos de los organismos descentralizados, empresas, sociedades y otros entes públicos;

· el estado de resultados y balance general de las entidades descentralizadas, empresas, sociedades y otros entes públicos;

· el estado de resultados del sistema de cargos y descargos de responsables establecido en el artículo 57 inciso a);

· el cumplimiento de metas, costos y objetivos previstos en el Presupuesto, desagregados por entidad, por cada uno de los programas presupuestarios e integrado para la administración provincial.
Artículo 95.- La Cuenta Inversión, deberá ser elevada a la Honorable Legislatura con un informe del Ministro de Hacienda y Finanzas que contenga como mínimo:
1. La evaluación del cumplimiento del presupuesto del ejercicio anterior, comparado con el presupuesto aprobado por la Legislatura y la ejecución informada en la cuenta de inversión, explicando las diferencias ocurridas en materia de ingresos, gastos y resultados financieros;

2. La proyección de la ejecución del Presupuesto del año en curso, comparándolo con el Presupuesto aprobado por la Honorable Legislatura explicando las diferencias que ocurran en materia de ingresos, gastos y resultados financieros.

Artículo 96.- Las cuentas de inversión que fueran remitidas por el Poder Ejecutivo y sobre las cuales la Honorable Legislatura no se hubiese pronunciado dentro de los dos períodos de sesiones ordinarias consecutivos incluyendo el de su presentación, se considerarán aprobadas.

CAPÍTULO V – SUBSISTEMA DE INGRESOS PÚBLICOS

SECCIÓN I: Definición del Subsistema

Artículo 97.- El Subsistema “Ingresos Públicos” comprende el conjunto de órganos, normas y procedimientos que regulan la información, administración y percepción del conjunto de ingresos tributarios y no tributarios con incidencia económica o financiera en el Presupuesto del Estado Provincial.

SECCION II – Normas Técnicas Comunes

Artículo 98.- Los recursos del Estado serán recaudados por el Organismo Recaudador de la Provincia, de conformidad a las normas del Código Fiscal y de la Ley Impositiva Anual.


Aquellos tributos, tasas o contribuciones cuya recaudación esté sujeta a un régimen especial, serán percibidos por los organismos autorizados por la autoridad competente, en el tiempo y forma que determinen las leyes y reglamentos específicos.
Artículo 99.- La percepción de los recursos se efectuará por intermedio del Agente Financiero de la Provincia o de las oficinas recaudadoras que el Poder Ejecutivo autorice al efecto.

Artículo 100.- El Poder Ejecutivo determina y fija los valores y demás condiciones de los aranceles correspondientes a las prestaciones de los servicios especiales que efectúen las distintas jurisdicciones a terceros.

Artículo 101- El Poder Ejecutivo retendrá de los montos que le corresponda a las municipalidades y comunas en concepto de coparticipación de impuestos, los importes de deudas que las mismas mantengan con el Tesoro Provincial o con cualquier ente de la hacienda pública provincial, cuando fueran exigibles y no hubieren sido cancelados, así como también los montos que correspondieren en concepto de repetición a contribuyentes, en los casos de impuestos que coparticipan automáticamente.

Artículo 102.- La modificación de los índices de coparticipación de impuestos nacionales y provinciales a comunas en virtud de ser declaradas ciudades, se producirá a partir del 1º de enero del año siguiente al de vigencia de la ley respectiva.

SECCION III – Organización y Competencias

Artículo 103.- La “Dirección General de Ingresos Públicos” es la Unidad Rectora Central del Subsistema “Ingresos Públicos” del Sector Público Provincial no Financiero y está a cargo de un Director General y un Subdirector General.


Para ejercer los cargos de Director General y Subdirector General se requerirá título de Contador Público y una experiencia anterior en materia financiera contable no inferior a cinco (5) años.


Los citados funcionarios deben dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 104.- La Unidad Rectora Central del Subsistema tiene las siguientes competencias:

a) Proponer metodologías orientadas a la concreción de políticas para la obtención de fuentes de ingresos y/u optimizar las existentes;

b) Participar en lo concerniente a la legislación sobre los recursos provinciales, propiciando y coordinando modalidades uniformes de tributación y recaudación;

c) Realizar los estudios, análisis y relevamientos pertinentes de la evolución de los distintos tipos de recursos e ingresos públicos; 

d) Participar en los organismos interjurisdiccionales responsables de las relaciones fiscales entre provincias y con el Gobierno Nacional y realizar los estudios pertinentes;

e) Analizar y evaluar las normas de regulación del régimen impositivo provincial y de administración tributaria, los procedimientos generales utilizados y los resultados obtenidos en las recaudaciones provinciales;

f) Investigar la incidencia económica-financiera del sistema tributario sobre los grupos sociales, regiones, sectores productivos, etc.;

g) Evaluar la incidencia sobre las finanzas provinciales de los regímenes de incentivo fiscal, promociones y exenciones, emergencia y desastre económico y cualquier otra situación que modifique la expectativa de recaudación prevista; 

h) Entender en todo lo concerniente a la legislación sobre coparticipación de impuestos a municipios y comunas y cualquier otra que tenga incidencia económica o financiera para el sector público provincial;

i) Supervisar las operaciones de transferencias de fondos a municipios y comunas provenientes de la coparticipación impositiva;

j) Intervenir en las cuestiones objeto de controversia en temas económicos, financieros y/o impositivos entre la Provincia y los municipios y comunas;

k) Participar en los convenios de compensación de créditos y deudas entre la Provincia y los municipios y comunas.

l) Participar en aquellas operaciones en que la Provincia deba prestar cualquier forma de garantía.

m) Participar en la aplicación de políticas y planes de asistencia financiera provincial, nacional o internacional.

n) Todas las demás que le asigne la reglamentación.

TÍTULO III: SUBSISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS

CAPITULO I – ADMINISTRACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS

SECCIÓN I – Definición

Artículo 105- El Subsistema “Administración de Bienes y Servicios” comprende el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos destinados a la Gestión de los Bienes muebles e Inmuebles del Patrimonio del Estado y al Régimen de Contrataciones que regirá al Sector Público Provincial no Financiero.


Este subsistema está destinado a lograr la optimización en la incorporación, mantenimiento y adquisición o contratación de bienes, obras y servicios de terceros, para el patrimonio estatal o el que el Sector Público Provincial no Financiero requiera consumir para cumplir sus fines.


La gestión de bienes está destinada a regular la incorporación, mantenimiento, registración, identificación, control y baja de los bienes muebles e inmuebles de propiedad del sector público provincial.


El régimen de contrataciones es el conjunto de principios, normas y procedimientos destinados a cubrir las necesidades del Sector Público Provincial no Financiero en materia de provisión de bienes, obras y servicios de terceros, utilizando la mejor tecnología, el momento oportuno y el costo más racional.

SECCIÓN II – Organización y Competencias

Artículo 106.- La Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes es la Unidad Rectora Central del Subsistema “Administración de Bienes y Servicios” de la hacienda del Sector Público Provincial no Financiero, y está a cargo de un Director General y un Subdirector General.


Para ejercer los cargos de Director General y Subdirector General se requerirá título universitario en alguna de las ramas de las ciencias económicas o jurídicas, y una antigüedad en el ejercicio de la profesión no inferior a cinco (5) años.

Los citados funcionarios deben dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 107.- La Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes tiene las siguientes competencias:

1. En materia de gestión de bienes:

a) Proponer y aplicar las políticas y normas sobre la administración de bienes de la hacienda pública;

b) Determinar los bienes muebles e inmuebles objeto de los relevamientos;

c) Confeccionar los nomencladores y clasificadores de los bienes;

d) Ejecutar, controlar y evaluar la implementación del sistema de relevamiento y su actualización;

e) Diseñar un sistema de información en concordancia con pautas definidas conjuntamente con la Contaduría General de la Provincia;

f) Ejercer la representación legal en las situaciones que corresponda;

g) Proponer se declaren innecesarios ciertos bienes participando en su venta, donación o cesión gratuita si aquella no fuere procedente;

h) Implementar un sistema de verificaciones físicas y realizar los controles necesarios;

i) Proponer la asignación o reasignación de bienes vacantes o sin afectación específica;

j) Dictar normas sobre mantenimiento, conservación y asignación de responsabilidades en la tenencia de los bienes;

k) Definir, juntamente con la Contaduría General de la Provincia, pautas referidas a valuaciones, amortizaciones, devalúos, revalúos, actualizaciones, etc., de los bienes relevados;

l) Proponer e implementar eventuales aseguramientos de bienes bajo las condiciones que especifique la reglamentación;

m) Proponer al Poder Ejecutivo la declaración de bienes de propiedad del Estado que hacen al patrimonio cultural de la provincia, los cuales no podrán enajenarse, cederse o gravarse;

ñ) Efectuar el saneamiento y perfeccionamiento dominial, catastral y registral de los títulos inmobiliarios estatales y requerir al organismo técnico competente las acciones judiciales necesarias para la preservación del patrimonio inmobiliario estatal e intervenir en la constitución, transferencia, modificación o extinción de otros derechos reales o personales.

2. En materia de contrataciones:

a) Proponer políticas y procedimientos y dictar las normas necesarias para la implementación y funcionamiento del sistema;

b) Administrar un sistema de información que permita la elaboración de políticas, programación y gestión de las contrataciones;

c) Controlar la aplicación de las normas vigentes en la materia;

d) Mantener actualizado el Registro Único de Proveedores y Contratistas del Sector Público Provincial no Financiero;

e) Aprobar modelos de pliegos o pliegos tipo de licitación y resolver los recursos que se presenten contra los mismos;

f) Controlar selectivamente las contrataciones que se realicen por procedimientos distintos a la licitación o concurso;

g) Intervenir en las compras, contrataciones y gestiones en excepción al trámite licitatorio conforme lo disponga la reglamentación;

h) Elaborar y actualizar un sistema de precios de referencia para uso de los servicios administrativos financieros;

i) Proponer la modificación de los valores que contribuyen a determinar el procedimiento de selección del proveedor o contratista;

j) Intervenir en las controversias derivadas de las contrataciones, que se susciten durante el trámite o con posterioridad a la misma y en la resolución de las impugnaciones;

k) Aplicar penalidades por incumplimiento de contratos y órdenes de provisión;

l) Coordinar su accionar con los organismos correspondientes del Poder Legislativo y Judicial;

m) Asesorar a las jurisdicciones y entidades en la elaboración de los programas anuales de contrataciones, destinados a integrar la información presupuestaria básica en materia de gastos;

n) Organizar el sistema estadístico de contrataciones;

ñ) Todas las demás facultades necesarias para el cumplimiento de su función.

SECCIÓN III – Normas Técnicas Comunes aplicables a la Gestión de Bienes

Artículo 108.- Todos los bienes existentes y los que la hacienda pública incorpore a título oneroso o gratuito, integran el Patrimonio de la Provincia, sin perjuicio de la afectación temporaria o definitiva que se asigne a una jurisdicción o entidad en particular. Están exceptuados los bienes que adquieran los entes autárquicos con sus propios recursos.


Las normas del presente capítulo son aplicables a las empresas y servicios concesionados respecto de los bienes de dominio del Estado.

Artículo 109.- La administración de los bienes estará bajo la responsabilidad de las jurisdicciones y entidades que los tengan asignados o los hayan adquirido para su uso, debiendo prever en sus presupuestos los créditos para atender los gastos de conservación necesarios para su mantenimiento.

Artículo 110.- Los bienes deben destinarse al uso o consumo para el que fueron adquiridos.


Toda transferencia posterior o cambio de destino deberá formalizarse mediante acto administrativo en las condiciones que establezca la reglamentación.


Aquellos bienes que quedaren sin destino, pasarán al Ministerio de Hacienda y Finanzas al que le alcanzará lo dispuesto en el artículo precedente, con excepción de bienes de propiedad de los entes autárquicos.


Se consideran “sin destino”:

a) aquellos que carecen de afectación;

b) los que estando afectados a un servicio, no sean necesarios para la gestión específica del mismo;

c) la fracción no utilizada de los inmuebles;

d) los inmuebles arrendados a terceros;

e) aquellos inmuebles afectados a planes futuros que no cuenten con financiamiento aprobado para su ejecución ; y

f) los inmuebles concedidos por los poderes en uso precario a organismos públicos o instituciones privadas, legalmente constituidas en la Provincia, para el desarrollo de sus actividades de interés general.

Artículo 111.- Las autoridades máximas de cada Poder, podrán autorizar la permuta de bienes muebles que se encuentren asignados a su jurisdicción o entregar los mismos en compensación de pago de otros para similar uso, en las condiciones que establezca la reglamentación, con las formalidades establecidas en el artículo 113.

Artículo 112.- Debe ser objeto de relevamiento e inventario la totalidad de los bienes excepto los del dominio público, registrando de éstos solamente las inversiones en ellos realizadas.

Artículo 113.- Las formalidades legales exigidas para la incorporación o baja patrimonial son las siguientes:

· ALTAS:

a) Voluntarias:

· Onerosas: según las exigencias impuestas en el régimen de compras de acuerdo a su monto. Los bienes inmuebles y vehículos necesitarán aprobación del Poder Ejecutivo o de las máximas autoridades de los Poderes Legislativo o Judicial.

· Gratuitas:

1. Sin cargo: aceptación por decreto del Poder Ejecutivo o acto equivalente de las máximas autoridades de los Poderes Legislativo o Judicial.

2. Con cargo: aceptación por decreto del Poder Ejecutivo el que debe ser ratificado por el Poder Legislativo.

b) Forzosas:


Sólo aquellas dispuestas por ley.

· BAJAS: Cuando obedezcan a razones normales de uso debe constar el informe técnico respectivo a los efectos de verificar y certificar el cumplimiento de la vida útil estimada del bien. En todos los casos las actuaciones deben ser remitidas al Tribunal de Cuentas.

a) Bienes muebles: por acto administrativo de las autoridades máximas de las jurisdicciones.

b) Bienes inmuebles: por ley.

SECCIÓN IV – Normas Técnicas comunes aplicables al Régimen de Contrataciones

Artículo 114.- El régimen de contrataciones regulará todos los procesos de adquisición de bienes y servicios de terceros que el sector público provincial adquiera para su consumo o uso. Incluye asimismo las contrataciones por ventas y concesiones, y todos aquellos contratos no excluidos expresamente.


La contratación de obras públicas se regirá por su ley específica, siendo la presente ley de aplicación supletoria cuando aquella norma no lo prevea.


Quedan excluidos los siguientes contratos, los que se regirán por sus respectivas normas y supletoriamente por la presente ley:

a) los de empleo público.

b) las compras menores por caja chica.

c) los que se celebren con estados extranjeros, con entidades de derecho público internacional, o con instituciones multilaterales de crédito.

d) los que se financien con recursos provenientes de los Estados o de las entidades a que se hace mención en el inciso anterior, sin perjuicio de las facultades de fiscalización sobre este tipo de contratos que la presente ley confiere a los organismos de control.

e) los que celebren las empresas y sociedades del Estado Provincial cuya actividad habitual y específica sea comercial, industrial, financiera u otra, cuando se realicen en cumplimiento de su objeto social.

Artículo 115- Las contrataciones deben ajustarse a las siguientes premisas:

a) Optimización del poder de compra del Estado.

b) Razonabilidad objetiva del proyecto y de la contratación para cumplir con el interés público comprometido;

c) Responsabilidad de los agentes y funcionarios públicos que autoricen, dirijan o ejecuten las contrataciones; 

d) Promoción de la concurrencia y competencia;

e) Publicidad del requerimiento a contratar en la forma y por los medios más convenientes, en el Boletín Oficial y en la página oficial en Internet o en la red que la reemplace;

f) Igualdad de posibilidades para los interesados oferentes con el objeto de promover la competencia;

g) Flexibilidad y transparencia en los procedimientos;

h) Economicidad, eficiencia y eficacia en la aplicación de los recursos públicos;

i) Utilización de precios de referencia como parámetro de comparación y garantía de la eficiencia en la utilización de recursos públicos y gestión.

Procedimientos de selección

Artículo 116.- Toda compra o venta por cuenta de la Provincia, así como todo contrato sobre locaciones, arrendamientos, trabajo o suministros, se debe hacer, por regla general, previa licitación o concurso público. No obstante puede contratarse por:

a) licitación o concurso privado, cuando el valor estimado de la operación no exceda el importe que establezca la Ley de Presupuesto;

b) subasta o remate público, previa fijación del precio máximo o mínimo para la operación de compra o venta respectivamente, sólo si la operación se haya autorizado por el Poder Ejecutivo o la máxima autoridad de los Poderes Legislativo o Judicial;

c) contratación directa, en los siguientes casos y bajo las condiciones que se establecen a continuación:

1. Cuando la operación no exceda el tope de la reglamentación;

2. Urgencias o emergencias originadas en circunstancias imprevisibles plenamente justificadas. La urgencia debe responder a circunstancias objetivas y su magnitud debe ser tal que impida la realización de otro procedimiento de selección en tiempo oportuno;

3. Cuando la licitación o concurso haya resultado desierto por ausencia de ofertas ajustadas al pliego respectivo, siempre que rijan, para la contratación directa, exactamente las mismas condiciones y cláusulas que las exigidas en la licitación o concurso desiertos;

4. Obras de arte, científicas o de interés histórico cuya ejecución deba confiarse a empresas, artistas o profesionales especializados de reconocida capacidad. Se debe fundar la necesidad de la especialización y los antecedentes que acrediten la notoria capacidad científica o artística de las empresas, artistas o especialistas a quienes eventualmente se les encomiende la ejecución de la obra o servicio. Las contrataciones respectivas deben establecer la responsabilidad propia y exclusiva del contratado, quién, en todos los casos, actuará sin relación de dependencia con el Estado Provincial;

5. Exclusividad comprobada del oferente y carencia de bienes sustitutos. Cuando la contratación se fundamente en esta disposición debe quedar documentada en el expediente la demostración de tal exclusividad. La marca no constituye de por sí causal de exclusividad salvo que no haya sustitutos convenientes. En todos los casos, la determinación de que no existen sustitutos convenientes debe basarse en los correspondientes informes técnicos, en los que expresamente se consignen las razones de la conveniencia. La contratación directa con un fabricante exclusivo sólo corresponde cuando éste documente que se ha reservado el privilegio de la venta del bien que elabora. Se incluye en este apartado la adquisición de material bibliográfico en el país o en exterior, a editores o personas físicas o jurídicas especializadas en la materia;

6. Entre organismos oficiales del sector público nacional, provincial o municipal, debiendo cumplirse el requisito de probada conveniencia sobre la media del mercado;

7. Para aquellas reparaciones de equipos, maquinarias o motores excluidas las de mantenimiento, que por su naturaleza exija el desarme, traslado, o examen previo como condición imprescindible y resultare más oneroso en caso de adoptarse otro procedimiento de contratación;

8. Cuando las materias y las cosas por su naturaleza particular o por la especialidad del empleo a que se destinan deban comprarse o elegirse en los lugares mismos de su producción, distante del asiento de las autoridades o cuando deban entregarse sin intermediarios por los productores mismos.


El Poder Ejecutivo debe reglamentar y especificar las condiciones y requisitos particulares de cada una de las modalidades de contratación.

Artículo 117.- El Poder Ejecutivo debe determinar los valores máximos a aplicar para la elección del procedimiento de gestión directa según el monto estimado del contrato.

Artículo 118.- La licitación debe realizarse cuando el criterio de selección del c-ocontratante recaiga primordialmente en factores económicos. El procedimiento de concurso debe hacerse conforme con los mismos montos previstos para la licitación, cuando el criterio de selección del co-contratante recaiga primordialmente en factores no económicos.

Artículo 119.- Las licitaciones y concursos podrán ser:

· públicos o privados.

· de etapa única o múltiple.

· nacionales o internacionales.

Artículo 120.- La licitación o concurso es público cuando el llamado a participar esté dirigido a un número indeterminado de posibles oferentes con capacidad para obligarse, y es aplicable, sin perjuicio del cumplimiento de los demás requisitos que exijan el Pliego de Bases y Condiciones Particulares y el Pliego Unico de Bases y Condiciones Generales.

Artículo 121.- La licitación o concurso es privado cuando se invita a participar a una determinada cantidad de posibles oferentes y es procedente cuando el monto estimado de la contratación no exceda del establecido para la licitación o concurso públicos.


En todos los procedimientos de selección del cocontratante en que la invitación a participar se realice a un determinado número de personas físicas o jurídicas, se deben considerar y evaluar las ofertas presentadas por quienes no fueron convocados.

Artículo 122.- La licitación o concurso es de etapa única cuando la comparación de las ofertas y de las calidades de los oferentes se realiza en un mismo acto.

Artículo 123.- La licitación o concurso es de etapa múltiple cuando se realiza en dos (2) o más fases la evaluación y comparación de las calidades de los oferentes, los antecedentes empresariales y técnicos, la capacidad económico-financiera, las garantías, las características de la prestación y el análisis de los componentes económicos de las ofertas, mediante preselecciones sucesivas.


En los casos en que se utilice esta variante, la recepción de los sobres respectivos debe ser simultánea para todos los oferentes. Sólo se procederá a abrir los correspondientes a las ofertas económicas de aquellos oferentes que hubieran sido precalificados.

Artículo 124- La licitación o concurso es nacional cuando la convocatoria está dirigida a interesados y oferentes cuya sede principal de negocios tenga domicilio en el país o tengan sucursal en el país con una antigüedad mínima de dos años.

Artículo 125.- La licitación o concurso es internacional cuando, por las características del objeto o la complejidad de la prestación, la convocatoria se extienda a interesados y oferentes del exterior.

Artículo 126- Puede realizarse el concurso de proyectos integrales cuando la jurisdicción o ente solicitante no hubiera determinado detalladamente en el llamado las especificaciones del objeto del contrato, o se tratare de una iniciativa privada y aquella deseare obtener propuestas sobre los diversos medios posibles para satisfacer sus necesidades.


En tales casos, la jurisdicción o entidad solicitante debe cumplir con los siguientes requisitos:

a) consignar previamente los factores a considerar para la evaluación de las propuestas, y determinar el coeficiente de ponderación relativa a asignar a cada factor y la manera de considerarlos.

b) efectuar la selección del proveedor o contratista, tanto en función de la conveniencia técnica de la propuesta como de su precio.

c) otorgar al oferente autor de la iniciativa privada el derecho de participar juntamente con el titular de la oferta declarada más conveniente por el licitante en una etapa de mejora de oferta.

Artículo 127.- En las contrataciones directas, si el monto previsto del contrato fuera inferior al que determine la reglamentación, las invitaciones a participar pueden efectuarse por cualquier medio y las ofertas pueden presentarse mediante correo electrónico, facsímil u otros medios similares que disponga la Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes. El titular de la unidad operativa de contrataciones es el depositario de las propuestas que se reciban.
Dicho funcionario es responsable de que las ofertas permanezcan reservadas hasta el día y hora de vencimiento del plazo fijado para su presentación. En esa oportunidad todas las ofertas que se hubieren presentado se agregarán al expediente según el orden de su recepción, pudiendo prescindirse del acto formal de apertura de las ofertas. El titular de la unidad operativa de contrataciones suscribirá un acta donde conste lo actuado.

Artículo 128.- En las contrataciones mencionadas en el artículo anterior, una vez vencido el plazo para la presentación de las propuestas, la elección de la oferta más conveniente puede resolverse sin más trámite por la autoridad competente para adjudicar, sobre la base de las constancias del expediente, debiendo requerir la opinión de la unidad operativa de contrataciones.

Artículo 129.- El Poder Ejecutivo o el funcionario que éste designe, puede reconocer las erogaciones emergentes de la publicación de avisos oficiales, siempre que los medios a quienes se ordenen las publicaciones cuenten con tarifas previamente aprobadas por autoridad competente y se hubiese imputado previamente el crédito específico con el que se debe atender la erogación.

Pliegos de bases y condiciones

Artículo 130.- Los instrumentos de convocatoria o contratación deben dejar expresamente a salvo la potestad del titular del Poder Ejecutivo y presidentes de las Cámaras de Diputados y Senadores, Corte Suprema de Justicia y del Tribunal de Cuentas de la Provincia, de revocarlos en sede administrativa cuando se comprobare administrativamente la existencia de irregularidades que hubieren posibilitado la obtención indebida de ventajas por parte del contratante, o la existencia de vicios que afectaran originariamente al contrato, susceptibles de acarrear su nulidad; o que el contrato fue celebrado mediando prevaricato, cohecho, violencia o cualquier otra maquinación fraudulenta que diera lugar a la acción penal o que fuere objeto de condena penal. El ejercicio de dicha facultad da lugar al inicio de una acción directa por parte del Estado.

Artículo 131.- La reglamentación especificará los requisitos que contendrán los pliegos de bases o documentación que haga sus veces, debiendo contener mínimamente:

a) Descripción del objeto;

b) Especificaciones técnicas;

c) Factores de evaluación;

d) Moneda de cotización y tipo de conversión;

e) Clase y monto de las garantías a constituir;

f) Plazos;

g) Condiciones económico-financieras.


La reglamentación establecerá los requisitos y formalidades para la venta de los pliegos de bases y condiciones para los llamados a los distintos procesos de selección.

Publicidad y Difusión

Artículo 132- El trámite que decide la contratación y establece el procedimiento de selección a utilizar, en todos los casos, debe ser debidamente motivado y causado.


En los casos de licitación y concurso público se debe cumplir con el requisito de la publicidad que establece la reglamentación, la que debe efectuarse en el Boletín Oficial, en Internet o en la red que la reemplace y en los medios de comunicación que se estimen pertinentes, tanto sean regionales, nacionales o internacionales de acuerdo a la índole de la contratación. Las actos administrativos por los que se resuelvan las adjudicaciones deberán ser publicados por Internet o la red que la reemplace.


La totalidad de las compras o contrataciones que no se realicen a través de la Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes deben ser comunicadas a la misma conforme lo establezca la reglamentación.

Artículo 133- El acto de apertura de las ofertas debe ser público. Con posterioridad a la apertura de las ofertas, el organismo contratante puede negociar con el oferente mejor colocado, o simultáneamente con los oferentes mejor colocados que hubieren presentado ofertas similares, con el fin de obtener condiciones más ventajosas para el interés público. Las mejoras pretendidas deben ser requeridas a todos los oferentes llamados a mejorar, en las mismas condiciones y no pueden ser diferentes para ninguno de ellos.


Las mejoras en las ofertas deben ser hechas por escrito y dentro del plazo común que se les fije. Estas propuestas serán abiertas de acuerdo con las formalidades previstas por la reglamentación. El silencio por parte del oferente invitado a mejorar, se considerará como que mantiene su oferta.


Si una vez realizado el procedimiento antes dispuesto, las mejores ofertas fueran igualmente convenientes, se procederá al sorteo de las mismas. Para ello se debe fijar día, hora y lugar del sorteo y notificarse por medio fehaciente a los oferentes que las hubieren formulado. El sorteo se realizará en presencia de los interesados, si asistieran, y se labrará el acta correspondiente.

Garantías

Artículo 134.- Los oferentes y los adjudicatarios deben constituir garantías: de mantenimiento de la oferta, de fiel cumplimiento de las obligaciones emergentes del contrato y de impugnación. Se constituirá contragarantía por anticipo cuando el adjudicatario reciba adelantos en aquellas contrataciones en que los pliegos lo previesen.


La reglamentación determinará las excepciones a la obligación de presentar garantías y fijará las alícuotas y formas de constitución de las mismas, siendo el valor mínimo de la garantía de mantenimiento de oferta el 1% (uno por ciento) del mayor valor propuesto, el 7% (siete por ciento) del valor total de la adjudicación en la garantía de fiel cumplimiento, y el 3 % (tres por ciento) sobre el monto de la oferta del impugnante, o del valor determinado en el Pliego de Bases y Condiciones Particulares, en la garantía de impugnación.


La reglamentación establecerá las formas de constitución de las garantías y los plazos en que se devolverán.


La Provincia no abonará intereses por los depósitos de valores otorgados en garantía en tanto que los que devengaren los mismos pertenecerán a sus depositantes.


El organismo contratante tendrá derecho a intimar al oferente, adjudicatario o proveedor incumplidor el depósito en efectivo del importe de la multa o garantía perdida, en la cuenta bancaria que indique y dentro del plazo que a tal efecto le fije.


La ejecución de las garantías o la iniciación de las acciones destinadas a obtener el cobro de las mismas tendrán lugar sin perjuicio de la aplicación de las multas que correspondan o de las acciones que se ejerzan para obtener el resarcimiento integral de los daños que los incumplimientos de los oferentes o proveedores hubieren ocasionado.

Artículo 135.- La presentación por el proponente de la oferta sin observaciones a esta ley o su decreto reglamentario, pliego de bases y condiciones generales y cláusulas particulares, implica la aceptación y sometimiento a las cláusulas de esta documentación básica, constituyendo el todo un contrato que se perfecciona con la aprobación en término de la adjudicación por la autoridad jurisdiccional competente.

Artículo 136.- El adjudicatario no puede transferir ni ceder el contrato sin la previa autorización de la autoridad que resolviera la adjudicación. Si se lo hiciere, se tendrá por rescindido de pleno derecho.

Artículo 137.- La reglamentación establecerá las modalidades que se arbitrarán para el seguimiento de la ejecución de los contratos, la posibilidad de ampliación de los plazos estipulados, así como la modificación de las prestaciones asumidas o la revisión de las mismas.


El organismo contratante, con aprobación de la autoridad competente de acuerdo con el nuevo monto, tendrá derecho a aumentar o disminuir el total solicitado o adjudicado hasta en un 20 % (veinte por ciento), en las condiciones y precios ofertados y con adecuación de los plazos respectivos. Ese porcentaje podrá incidir tanto en las entregas totales, como en las entregas parciales.

Artículo 138.- Los precios pactados son invariables, excepto que ello signifique una economía para el Estado.

Artículo 139.- La Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes tiene a su cargo la confección de un Registro Único Provincial de Proveedores, Contratistas de la Provincia, integrado con todas las personas físicas y jurídicas que se presenten para ser reconocidos como tales.


La reglamentación debe establecer:

a) requisitos que deben contener los pedidos al iniciar los trámites de la contratación;

b) clases, montos, formas de las garantías; su devolución y las excepciones a su constitución;

c) normas referentes a la concurrencia a las licitaciones, concursos y contrataciones;

d) normas sobre especificaciones, muestras y tolerancias de lo solicitado;

e) formas de presentación de las ofertas;

f) presentación de muestras;

g) normas sobre el mantenimiento de las ofertas;

h) formalidades en la apertura de las ofertas y desestimación de las mismas;

i) normas para el estudio de las ofertas y su adjudicación;

j) normas sobre la entrega y recepción;

k) lugar y forma de presentación de facturas y pagos;

l) responsabilidades y penalidades a adoptarse en caso de incumplimiento parcial o total del contrato;

m) disposiciones varias sobre gastos, seguros y transportes.

n) toda otra disposición que considere necesaria.

Locación de inmuebles

Artículo 140.- La locación de inmuebles para uso del Estado Provincial, debe efectuarse previo pedido de propuestas, con sujeción al procedimiento de selección, conforme al monto de erogación anual, excepto el alquiler con opción a compra en cuyo caso el procedimiento de selección lo determinará el presunto valor total del contrato más el posible valor residual, debiendo en todos los casos publicarse en el Boletín Oficial, la página oficial en Internet o en la red que la reemplace y un diario de la localidad.


Al vencimiento de un contrato de locación anterior, la entidad responsable de la contratación, previa intervención de la Unidad Rectora Central, puede proceder según convenga, a su renovación o reconducción o a un nuevo llamado a licitación o concurso de precios para ocupar otro local. No obstante haber llamado a licitación o concurso de precios, puede resolver la renovación del contrato anterior o su reconducción, si no se presentasen propuestas o éstas resultaran inconvenientes. La contratación de nuevos alquileres está sujeta a las disposiciones en materia de adjudicaciones, en lo atinente a responsabilidad de aprobación.


Es condición indispensable y previa al perfeccionamiento del contrato de locación o sus futuras renovaciones, por parte del propietario del inmueble, la acreditación por parte del locador, de las constancias de libre deuda del impuesto inmobiliario correspondiente a la propiedad en trámite de arrendamiento, la verificación de la titularidad del bien y la inspección del estado del mismo.


En ningún caso debe incluirse en los contratos cláusulas que obliguen al Estado al pago de tasas, contribuciones, impuestos o gravámenes de cualquier naturaleza, existentes o futuras que incidan sobre el bien arrendado, los que son por cuenta exclusiva de su propietario, a excepción de los servicios que por razones de uso que diera al inmueble la repartición locataria, deben ser atendidos por el fisco.


La Provincia debe contemplar al momento de formalizar el contrato la reserva del derecho de rescindir el mismo sin lugar a indemnización alguna a favor del propietario.

Proveedores

Artículo 141.- Pueden contratar con el Sector Público Provincial no Financiero todas las personas físicas o jurídicas con capacidad para obligarse y que no se encuentren alcanzadas por las causales previstas a continuación:

a) las personas físicas o jurídicas que se encontraren suspendidas o inhabilitadas en el Registro Único de Proveedores y Contratistas.

b) los agentes y funcionarios del sector público provincial y las empresas en las cuales aquellos tuvieren una participación suficiente para formar la voluntad social.

c) los fallidos no rehabilitados, interdictos y concursados, salvo que estos últimos presenten la correspondiente autorización judicial y, en el caso de contratos de tracto sucesivo, hayan logrado la homologación del acuerdo con los acreedores.

d) los condenados por delitos dolosos.

e) las personas que se encontraren procesadas por delitos contra la propiedad, contra la Administración Pública o contra la fe pública.

f) las personas físicas o jurídicas que no hubieren cumplido con sus obligaciones impositivas y previsionales, de acuerdo con lo que establezca la reglamentación.

g) las personas físicas o jurídicas que no hubieren cumplido en tiempo oportuno con las exigencias establecidas por el artículo 5º, penúltimo párrafo, de la presente ley.

Artículo 142.- Para poder contratar con el Sector Público Provincial no Financiero es necesario estar inscripto en el Registro Único de Proveedores y Contratistas.


Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior podrán presentar ofertas personas físicas o jurídicas no inscriptas en el Registro, implicando la sola presentación una solicitud tácita de inscripción. En este último caso los oferentes, en el momento de presentar la oferta y formando parte de la misma, deben proporcionar la información que establezca la reglamentación. Si el proponente que resulte adjudicatario no cumple con todos los requisitos exigidos para la inscripción definitiva, la autoridad competente aplicará las sanciones correspondientes.


La reglamentación determinará las excepciones y condiciones para inscribirse en el Registro Único, como asimismo los motivos que darán lugar a apercibimientos, suspensiones, inhabilitaciones o bajas de proveedores y contratistas, debiendo contar con una situación fiscal regularizada ante la Provincia.

Artículo 143.- El Poder Ejecutivo debe instrumentar un Registro Público Único de Contratos Administrativos donde se asienten la totalidad de las contrataciones que realice el Sector Público Provincial. El Registro debe ser de acceso libre, irrestricto y gratuito, estará disponible en la página oficial en Internet o en la red que la reemplace, y en él debe anotarse el contrato suscripto por completo en copia especial para dicho registro.

Artículo 144.- El Poder Legislativo y el Poder Judicial dictarán sus propios reglamentos dentro del marco establecido en la presente, pudiendo adherir a la reglamentación dispuesta por el Poder Ejecutivo en lo que les fuera de utilidad.

Artículo 145.- Los valores en las contrataciones de compras o ventas deben estar referenciados a precios de mercado o contar con los análisis de costos pertinentes.

Artículo 146.- Para los contratos de suministro la reglamentación establece los modos y tiempos de entrega, como así también los controles sobre cantidad y calidad que deban efectuarse previo a la liquidación y pago.

Artículo 147.- Los valores de los contratos de locación de inmuebles deben ser acordes a los fijados en negociaciones inmobiliarias en condiciones similares de mercado.

Concesión

Artículo 148- La concesión de obra, servicios públicos u otra actividad del Estado aprobada por ley, puede ser asignada por el Poder Ejecutivo a personas físicas o jurídicas, en forma onerosa o gratuita, pudiendo ser:

a) Para proyectar, construir, conservar, mantener u operar una obra pública nueva o preexistente o realizar un trabajo público;

b) Para prestar un servicio público.

c) Para tercerizar actividades del Estado.

Artículo 149.- Los concesionarios pueden percibir de los usuarios o beneficiarios, durante el plazo de la concesión, la contraprestación que les permita amortizar la inversión, cubrir los gastos de operación y obtener una rentabilidad razonable.

Artículo 150.- En las contrataciones de las concesiones de obras y servicios públicos debe incluirse en la documentación lo siguiente:

a) Base de cálculo, modos y tiempos de revisión de las tarifas;

b) Plan de inversiones a efectuar por el concesionario;

c) Garantías y canon a cargo del concesionario;

d) Obligaciones recíprocas durante y al finalizar la concesión;

e) Causales y efectos de modificaciones contractuales, determinación del resarcimiento y penalidades;

f) Derechos de los usuarios en lo concerniente al costo, calidad y oportunidad de las prestaciones.

Artículo 151.- Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar prestaciones de servicios a terceros con contraprestación económica de acuerdo a lo que disponga la reglamentación.

Artículo 152.- Las reparticiones del Sector Público Provincial no Financiero harán ejecutar los trabajos de impresión, encuadernación o cualquier otro relacionado con las artes gráficas exclusivamente en los talleres gráficos de la Provincia.


No obstante y cuando por razones debidamente fundamentadas, las imprentas oficiales no pudieran cumplimentar en tiempo y forma los pedidos que se le formulen, los titulares de las jurisdicciones o entidades podrán disponer su ejecución en empresas particulares.


Los talleres gráficos oficiales podrán acordar con las reparticiones solicitantes que éstas provean los materiales necesarios para las tareas que se les encomienden.

Artículo 153.- La Provincia, en su condición de autoaseguradora de sus bienes patrimoniales y del personal a su servicio con relación a los accidentes de trabajo, comprende a todas las dependencias del Sector Público Provincial.


Sin perjuicio de ello, el Poder Ejecutivo debe reglamentar la modalidad y alcances del autoseguro pudiendo optar en forma total o parcial por la contratación de seguros con terceros cuando existan razones de conveniencia económica y financiera o una norma general que así lo disponga.


El Presupuesto fija anualmente las partidas para tales fines en forma conjunta para las jurisdicciones y separadas para cada una de las entidades comprendidas en este régimen, quedando habilitado el Poder Ejecutivo para dictar su reglamentación.

Artículo 154.- La mora en el pago por parte del sector público provincial da derecho al proveedor a percibir, hasta el efectivo pago, accesorios por mora calculados conforme lo establezca la reglamentación. Los contratos deben incluir como parte integrante de los mismos el presente artículo y el que se corresponda del decreto reglamentario.

Artículo 155.- El Poder Ejecutivo reglamentará los restantes requisitos que deban regir las contrataciones que realice el sector público provincial, de manera que las limitaciones que esta ley establece no resulten violadas por contrataciones parciales, simultáneas o sucesivas.

CAPÍTULO II – SUBSISTEMA DE RECURSOS HUMANOS Y FUNCION PÚBLICA

SECCIÓN I – Definición

Artículo 156.- El Subsistema de “Recursos Humanos y Función” comprende al conjunto de órganos, normas y procedimientos dirigidas a promover, organizar y coordinar la administración de las plantas permanentes y temporarias de agentes que revistan en los distintos escalafones o regímenes laborales.

SECCIÓN II – Organización y Competencias

Artículo 157.- La Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública es la Unidad Rectora Central del Subsistema “Recursos Humanos y Función Pública” y está a cargo de un Director General y un Subdirector General.


Son requisitos para ocupar los cargos de Director General y Subdirector General, ser profesional universitario en las ramas de las ciencias económicas, jurídicas o sociales con una antigüedad mínima de cinco (5) años en el título.


Dichos funcionarios deben dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 158.- La Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública tiene las siguientes competencias:

a) Asesorar en la formulación de los aspectos organizativos, jurídicos y financieros de las normativas que signifiquen crear, modificar, unificar o derogar regímenes estatutarios o escalafonarios de personal, y entender en la interpretación de la legislación vigente;

b) Realizar la proyección financiera de todas las retribuciones, permanentes o especiales, generales o particulares, ordinarias o extraordinarias que se instituyan en la hacienda pública;

c) Reglar las normas y procedimientos destinados a instrumentar un Sistema Integral de Recursos Humanos en donde conste la foja personal del agente (alta, ascensos, promociones, medidas disciplinarias, menciones, capacitación adquirida, designaciones especiales, traslados, subrogancias, baja, asignaciones generales y particulares, etc.), resolver las situaciones referidas al mismo y que serán la base para la liquidación de los emolumentos que le correspondan;

d) Unificar los procedimientos para la liquidación de haberes del personal de la Administración Provincial, controlar su cumplimiento y efectuar las liquidaciones correspondientes;

e) Llevar un registro orgánico que permita conocer en forma inmediata y permanente el número de cargos ocupados y vacantes de planta permanente y temporaria de la Administración Provincial, su desagregación institucional, por sectores, categorías y niveles, compatibilizándola con las plantas autorizadas por el Presupuesto;

f) Participar en la formulación de la política presupuestaria en lo pertinente a recursos humanos y asistir a la Dirección General de Presupuesto en la formulación del presupuesto de gastos en personal y plantas de personal para toda la Administración Provincial;

g) Realizar el seguimiento sobre la aplicación de las medidas salariales aprobadas para la Administración Provincial proponiendo las modificaciones que resulten necesarias;

h) Mantener información actualizada de ocupación y salarios y sobre dotación de estructuras y personal contratado del Sector Público Provincial;

i) Asesorar en el análisis, interpretación y reglamentación de las normas jurídicas que regulan la relación del Estado con sus agentes;

j) Entender en la definición de las estructuras jerárquico funcional de las jurisdicciones y entes del Poder Ejecutivo;

k) Participar en la formulación e implementación normativa y evaluar el impacto organizacional de las retribuciones, permanentes o especiales, generales o particulares, ordinarias o extraordinarias que se instituyan para la hacienda pública;

l) Asistir técnicamente en los aspectos jurídicos de negociaciones salariales y evaluar el impacto de las alternativas;

m) Entender en el régimen de contrataciones de servicios personales y pasantías de acuerdo a la normativa vigente;

n) Administrar la serie estadística de evolución del empleo público;

ñ) Todas las demás que le asigne la reglamentación.

SECCIÓN III – Normas técnicas comunes

Artículo 159.- Para tomar posesión en un cargo que dependa de los Poderes Ejecutivo, Legislativo o Judicial, es indispensable que haya sido dictado, previamente, el decreto de designación o acto equivalente emitido por la autoridad a quien competa hacerlo. Los haberes se devengarán a partir de la fecha de la toma de posesión no pudiendo liquidarse hasta tanto se haya cumplido con esta exigencia.

Artículo 160.- Los funcionarios de las jurisdicciones y entidades de la hacienda pública, habilitados a efectuar nombramientos, no podrán designar personal de planta o temporario que no cuente con cargo previsto en la Ley de Presupuesto aprobada para ese ejercicio financiero.

Toda estructura organizativa que se apruebe debe contar con financiamiento previsto para gastos en personal en la ley de presupuesto vigente.

Artículo 161.- Los Servicios Administrativo Financieros deben, al inicio del ejercicio, registrar el compromiso anual por el total de cargos ocupados de planta y temporarios, hasta el límite del crédito aprobado por la Ley de Presupuesto.


Las liquidaciones de haberes que se practiquen, en el ámbito de la Administración Provincial, deben tener en cuenta que el crédito se encuentre comprometido en los términos del párrafo precedente y las modificaciones que durante el transcurso del ejercicio se produzcan.

Artículo 162.- Las promociones o aumentos de las asignaciones del personal de la hacienda pública, inclusive las correspondientes a suplementos, compensaciones, reintegro de gastos, u otros beneficios análogos a su favor, cualquiera fuese el motivo o autoridad competente que lo disponga tienen efecto a partir del dictado del decreto de designación o acto equivalente emitido por la autoridad a quien le competa hacerlo y de la toma de posesión en su caso, no pudiendo efectuarse reconocimientos con carácter retroactivo.

Artículo 163.- Los organismos pagadores no pueden admitir pedidos de contabilización de sueldos que se aparten de las liquidaciones confeccionadas por el órgano responsable, como tampoco aquellos que confeccionados por el citado órgano fueran enmendados a a.


Sólo pueden realizarse liquidaciones complementarias de haberes en el caso que sean de carácter general o sectorial por escalafones o convenios, reservándose, en cambio, toda liquidación parcial o individual para su inclusión en la próxima liquidación general mensual.

Artículo 164.- El derecho a la percepción de los beneficios individuales o colectivos nacen con la presentación por parte del interesado de las pruebas exigidas que acrediten su legitimidad.

Artículo 165.- Los agentes dependientes del Poder Ejecutivo no percibirán sus emolumentos antes que los mismos hayan sido puestos a disposición de cobro para el inmediato jerárquico inferior.


Las autoridades superiores y funcionarios políticos no percibirán sus haberes con anterioridad a la puesta de los mismos a disposición de cobro de los activos y pasivos de su sector.

Artículo 166- Institúyese el sueldo anual complementario para todo el personal del sector público que revista en forma permanente o transitoria, excepto para aquellos que tengan un régimen especial, ya se atiendan sus remuneraciones con partidas individuales o globales, el que resultará equivalente a la mitad de la mayor remuneración mensual devengada dentro de los semestres que culminan en junio y diciembre de cada año, computándose para su determinación el total de las retribuciones y bonificaciones ordinarias que tributen aporte jubilatorio.


La remuneración acordada, que se declara inembargable en los términos de ley, debe liquidarse sin otros descuentos que los autorizados legalmente. En los casos de cesantía, renuncia o muerte del agente debe procederse de inmediato a la liquidación proporcional que corresponda.

Artículo 167.- Todos los agentes civiles del Estado recibirán una compensación extraordinaria por el tiempo suplementario que presten servicios en días inhábiles o en exceso de horario que según su situación de revista, deban cumplir los días hábiles.


Quedan excluidos las autoridades superiores, personal de gabinete, religioso y aquellos agentes que perciban adicionales o suplementos particulares acordados en función de prestaciones en exceso.


Los comprendidos en escalafones o convenios que contemplen un régimen especial para este beneficio, se ajustan al mismo, dentro de las limitaciones fijadas por los artículos siguientes.

Artículo 168.- Las horas suplementarias deben autorizarse únicamente cuando exista crédito presupuestario en la partida “servicios extraordinarios” y deben ser autorizadas por resolución previa del Ministro o Secretario de Estado respectivo, presidente del Tribunal de Cuentas de la Provincia, Fiscal de Estado, autoridad máxima de los organismos descentralizados o autoridades competentes de los Poderes Legislativo y Judicial. En caso contrario las mismas serán compensadas en los horarios habituales de trabajo de acuerdo a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo al efecto.


Las comisiones de servicio no dan derecho al cobro de este suplemento.

Artículo 169.- Pueden contratarse servicios personales destinados a la realización de estudios, proyectos, programas especiales en los términos que determine la reglamentación. El régimen establecido es de aplicación para todo el sector público, quedando excluido de la Ley de Contrato de Trabajo, sus normas modificatorias y complementarias, siendo de aplicación las disposiciones sobre contratación de locación de obra y de servicios del Código Civil.


Asimismo pueden efectuarse contrataciones de servicios con instituciones o entidades cuando las mismas se refieran a pasantías de estudiantes universitarios de las carreras de grado y a graduados con no más de dos (2) años de antigüedad.

CAPÍTULO III: SUBSISTEMA DE INVERSIÓN PÚBLICA

SECCIÓN I: Definición del sistema

Artículo 170.- El Subsistema de “Inversión Pública” comprende el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos necesarios para la formulación del Plan Provincial de Inversión Pública y la identificación, formulación y evaluación de los proyectos de inversión.


Se entiende por inversión pública la aplicación racional y eficiente de recursos públicos con el fin de mantener, ampliar, mejorar, modernizar, reponer o reconstruir la capacidad productora de bienes y servicios con el fin de incrementar el patrimonio y optimizar la gestión pública.


El ciclo de todo proyecto de inversión comprenderá las etapas de preinversión, inversión, operación y evaluación posterior.

Artículo 171- Están sujetos a las disposiciones de la presente ley todos los proyectos de inversión de los organismos integrantes de la Administración Provincial, así como las organizaciones privadas o públicas que requieran para su realización subsidios, transferencias, aportes, avales, créditos o cualquier tipo de beneficio, que afecte en forma directa o indirecta al patrimonio público provincial, con repercusión presupuestaria presente o futura, cierta o contingente.

Artículo 172.- El Banco de Proyectos de Inversión es un sistema de información que, instrumentado, administrado y mantenido por la Unidad Rectora Central, registra proyectos de inversión identificados en cada jurisdicción, ente u organismo y seleccionados como viables, susceptibles de ser financiados con recursos del presupuesto provincial, previamente evaluados técnica, económica, social y ambientalmente.

SECCIÓN II – Organización y Competencias

Artículo 173.- La Dirección General de Inversión Pública es la Unidad Rectora Central del Subsistema de Inversión Pública y como tal responsable de la aplicación de las normas, procedimientos y metodologías que garanticen una eficiente y oportuna asignación de recursos públicos para mejorar la capacidad productiva de bienes y servicios de la hacienda y está a cargo de un Director General y un Subdirector General.


Son requisitos para ocupar el cargo de Director General y Subdirector General ser profesional universitario en las ramas de las ciencias económicas, sociales, o exactas con una antigüedad mínima de cinco (5) años en el título.


Dichos profesionales deben dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.

Artículo 174- La Dirección General de Inversión Pública tiene las siguientes funciones y competencias:

a) Establecer y elaborar sobre la base de las políticas provinciales y sectoriales, según criterios general e internacionalmente aceptados, las metodologías, indicadores pertinentes y criterios de decisión a utilizar en la formulación de programas y proyectos de inversión pública, en todas sus etapas;

b) Coordinar las acciones a seguir para el planeamiento y gestión de la etapa de inversión de los proyectos de inversión pública provincial y supervisar la formulación y evaluación de los proyectos de inversión realizados en las jurisdicciones y entidades en cuanto al cumplimiento de las metodologías, pautas y procedimientos establecidos;

c) Elaborar anualmente, en coordinación con la Dirección General de Presupuesto, el Plan Provincial de Inversión Pública y participar en la determinación de los proyectos a incluir en el mencionado plan;

d) Participar en la identificación de los sectores prioritarios para el destino de las inversiones públicas;

e) Organizar y mantener actualizado un inventario de proyectos de inversión pública a través de un banco de proyectos de inversión pública provincial;

f) Desarrollar un sistema que proporcione información adecuada, oportuna y confiable sobre el comportamiento integral de las inversiones públicas, que permita el seguimiento de los proyectos individualmente y del plan de inversión pública en forma agregada, compatible con el control de la ejecución presupuestaria;

g) Capacitar a los agentes de la Administración Pública provincial y municipal en la formulación y evaluación de proyectos de inversión;

h) Registrar los proyectos de inversión de alcance local que realicen el Estado Nacional, los municipios y comunas o que sean financiados por el sector privado y comunicar al sistema de inversión pública nacional los proyectos que la Provincia considere prioritarios;

i) Supervisar la evaluación posterior realizada por los organismos ejecutores sobre proyectos seleccionados, una vez finalizada la etapa de inversión y por lo menos una vez cuando se hayan cumplido cinco (5) años de operación de los mismos, incluyendo el año de puesta en marcha;

j) Realizar, promover y auspiciar todo tipo de acciones de apoyo informativo, técnico y de capacitación, adiestramiento e investigación acerca de los proyectos de inversión pública, metodologías desarrolladas o aplicadas y brindar apoyo técnico en los asuntos de su competencia a las entidades o jurisdicciones que así lo soliciten;

k) Establecer comunicación con el sector público nacional, municipal y comunal y con el sector privado a los efectos de identificar y apoyar las actividades de preinversión relativas a proyectos de inversión de mutua conveniencia;

l) Todas las demás que le asigne la reglamentación.

SECCIÓN III – Normas Técnicas Comunes

Artículo 175- Las oficinas encargadas de elaborar proyectos de inversión pública de cada jurisdicción o entidad del Sector Público Provincial no Financiero, tienen las siguientes funciones:

a) Identificar, formular y evaluar los proyectos de inversión pública que sean propios de su área, de acuerdo a los lineamientos y metodologías dispuestos por la Unidad Rectora Central y las disposiciones específicas del organismo de su pertenencia;

b) Identificar, registrar y mantener actualizados los proyectos incluidos en el banco de proyectos de inversión pública en lo concerniente a su área;

c) Efectuar el control físico-financiero de la ejecución de los proyectos de inversión pública, hasta su conclusión y puesta en operación;

d) Realizar la evaluación posterior de los proyectos de inversión, en conjunto con la Unidad Rectora Central.

e) Participar en el proceso de evaluación, que realice la Unidad Rectora, de los proyectos de su jurisdicción.

Artículo 176- El plan provincial de inversión pública se integra con los proyectos que se hayan formulado y evaluado según los principios, normas y metodologías establecidas por la Unidad Rectora Central del Subsistema de Inversión Pública, incluyendo las construcciones por administración, contratación, concesión y peaje.


Los proyectos de inversión que se incluyan en el proyecto de Ley de Presupuesto de cada año, y aquellos que soliciten transferencias, aportes, créditos u otorgamiento de avales del Estado Provincial para la realización de obras públicas provinciales, municipales o privadas, deben ser evaluados conforme lo establece el párrafo anterior.


Las jurisdicciones y los entes deben preparar la propuesta del plan de inversiones del área, seleccionar los proyectos prioritarios siempre y cuando éstos cumplan con las condiciones establecidas por la metodología de evaluación y remitir la información requerida por la Unidad Rectora Central del Subsistema de Inversión Pública.

Artículo 177.- El Poder Ejecutivo puede facultar a la Dirección General de Inversión Pública para fijar el monto máximo del programa o proyecto de inversión que puede ser aprobado directamente por la jurisdicción o entidad iniciadora para su inclusión en el plan provincial de inversión pública.

Artículo 178.- El plan provincial de inversión pública debe formularse anualmente con una proyección plurianual. Al finalizar cada ejercicio se lo reformulará para el período plurianual que se establezca, con las correcciones necesarias para adaptarlo al grado de avance efectivo logrado en la ejecución de los proyectos de inversión pública provincial y las nuevas condiciones de financiamiento de la hacienda pública. Las clasificaciones de los proyectos, las agregaciones de los mismos y la estructura analítica deben ser compatibles con la estructura presupuestaria.


En el plan provincial de inversión pública no pueden incluirse proyectos que no formen parte del banco de proyectos de inversión. Asimismo sólo pueden financiarse proyectos de inversión de jurisdicciones, entes, empresas públicas o municipios que tengan garantizado y actualizado el cumplimiento del pago de su deuda.


En caso de emergencias, el Poder Ejecutivo puede encarar la ejecución de proyectos no previstos en el presupuesto, previa evaluación del mismo por la Unidad Rectora Central del Sistema de Inversión Pública e inclusión en el sistema provincial de inversión publica.

TÍTULO IV – SISTEMAS DE INFORMACIÓN

CAPÍTULO I: SUBSISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS INFORMÁTICOS

SECCIÓN I – Definición

Artículo 179.- El sistema “Administración de Recursos Informáticos” comprende el conjunto de principios, órganos, normas y procedimientos que regulan la adquisición, desarrollo y utilización de tecnologías informáticas para la producción y la conservación de la información y la realización de procedimientos administrativos.

SECCIÓN II – Organización y Competencias

Artículo 180.- La Dirección General de Informática es la Unidad Rectora Central del Sistema “Administración de Recursos Informáticos”, y está a cargo de un Director General y un Subdirector General.


Son requisitos para ocupar el cargo de Director General y de Subdirector General ser profesional universitario en las ramas de las ciencias económicas, informáticas, básicas o aplicadas, con una antigüedad mínima de cinco (5) años en el título.


Los citados funcionarios deben dedicar todas sus actividades al servicio de la administración pública con la sola excepción del ejercicio de la docencia, en la medida que sea compatible con sus funciones según las disposiciones en vigencia.


Son competencias del órgano rector:

a) Participar en el diseño de la política informática del Sector Público Provincial no Financiero;

b) Elaborar las normas que regirán la adquisición de equipamiento informático, sistemas operativos y programas de utilidad, aprobar las especificaciones técnicas que resulten necesarias para cada adquisición y participar en los procesos de adquisición;

c) Dictar las normas y procedimientos generales que deben seguir las Unidades Informáticas Periféricas para garantizar la seguridad e inviolabilidad de la información procesada;

d) Asistir a las Unidades Informáticas Periféricas en el desarrollo y mantenimiento de los sistemas en producción;

e) Coordinar las actividades que realicen las Unidades Informáticas Periféricas, pudiendo solicitar la reasignación de recursos humanos;

f) Administrar, en forma coordinada con la Dirección General de Contrataciones y Gestión de Bienes, el inventario de recursos informáticos, estableciendo las normas técnicas específicas a tal efecto;

g) Programar la capacitación del personal de las Unidades Informáticas Periféricas y de los usuarios;

h) Realizar trabajos a terceros, conforme los contratos celebrados con la autorización de la autoridad competente y en tanto no resientan sus funciones específicas;

i) Crear y actualizar la página oficial de la Provincia en Internet o en la red que la reemplace, la que tendrá como mínimo la siguiente información:

1. Presupuesto vigente;

2. Ejecución presupuestaria analítica mensual de gastos, recursos y deudas, actualizada con una antigüedad a los cuarenta y cinco (45) días desde el cierre del mes inmediato anterior.

3. Síntesis de los presupuestos de las empresas, sociedades y otros entes públicos con los contenidos básicos que establecen los artículos 37 y siguientes de la presente ley.

4. Licitaciones públicas.

j) Todas las demás que le asigne la reglamentación.

TÍTULO V: SISTEMA DE CONTROL INTERNO

CAPITULO I: SINDICATURA GENERAL DE LA PROVINCIA

Artículo 181.- Créase la Sindicatura General de la Provincia, como el órgano de control interno del Poder Ejecutivo Provincial.

Artículo 182.- La Sindicatura General de la Provincia es un ente con autarquía administrativa y financiera para los fines de su creación, subordinado en su relación jerárquica al titular del Poder Ejecutivo.

Artículo 183.- Le compete el control interno y ejerce la auditoria interna de las jurisdicciones y entidades, que componen el Poder Ejecutivo y los organismos descentralizados y empresas, sociedades y otros entes públicos que dependan del mismo, de acuerdo al ámbito de aplicación de la presente ley, sus métodos, normas y procedimientos de trabajo. El modelo de control que aplique y coordine la Sindicatura General, deberá ser integral e integrado; e implica concebir a la jurisdicción o entidad como una totalidad que cumple funciones, logra resultados, realiza procesos y funda sus decisiones en criterios de economía, eficiencia y eficacia. Abarca los aspectos presupuestarios, económico, financiero, patrimonial, normativo y de gestión, la evaluación de programas, proyectos y operaciones.

Artículo 184.- El control interno, como función de la conducción, comprende normas y procedimientos destinados a lograr, por medio de una efectiva planificación, el ejercicio eficiente de la gestión administrativa y financiera, dirigido todo a la consecución de los fines de la organización.


La auditoría interna es un servicio a toda la organización y consiste en un examen posterior de las actividades financieras y administrativas de las jurisdicciones y entidades sujetas a su control, realizado por auditores integrantes de la Unidad de Auditoría Interna respectiva.


Con el fin de garantizar la autonomía de criterio de los auditores, sus funciones y actividades deben mantenerse desligadas de las operaciones sometidas a su análisis.

Artículo 185.- La Sindicatura General de la Provincia puede crear bajo su dependencia delegaciones, con competencia en la auditoría interna de una o más jurisdicciones del Poder Ejecutivo, las que dependen de ésta, orgánica y funcionalmente.


Los titulares de cada jurisdicción y entidad deben garantizar la actividad de tales delegaciones, pudiendo además solicitar la inclusión de actividades de auditoría requeridas por éste en su plan de tareas.


La autoridad superior de cada jurisdicción o entidad dependiente del Poder Ejecutivo Provincial, será responsable del mantenimiento de un adecuado sistema de control interno.

Artículo 186.- Son funciones de la Sindicatura General de la Provincia:

a) Dictar y aplicar normas de auditoría y control interno, debiendo compatibilizar y coordinar con el Tribunal de Cuentas de la Provincia, las materias controlables y los métodos a aplicar; 

b) Emitir y supervisar la aplicación de las normas a que refiere el inciso anterior, por parte de las jurisdicciones;

c) Vigilar el cumplimiento de las normas contables emanadas de la Contaduría General de la Provincia y restantes normas de las Unidades Rectoras Centrales;

d) Supervisar el adecuado funcionamiento del sistema de control interno, facilitando el desarrollo de las actividades del Tribunal de Cuentas de la Provincia;

e) Aprobar sus planes anuales de trabajo y los de las delegaciones, orientando y supervisando su ejecución y resultados;

f) Comprobar la puesta en práctica por los controlados, de las observaciones y recomendaciones;

g) Atender los pedidos de asesoramiento que le formule el Poder Ejecutivo Provincial y las autoridades de las jurisdicciones y entidades comprendidas en el ámbito de su competencia, referidos a dicha materia;

h) Formular directamente a las jurisdicciones o entidades sujetas a su control, recomendaciones tendientes a asegurar el adecuado cumplimiento normativo, la correcta aplicación de los procedimientos de auditoría interna y de los principios de economía, eficiencia y eficacia;

i) Poner en conocimiento del titular del Poder Ejecutivo y de los titulares de las jurisdicciones, los actos que hubiesen acarreado o que estime que puedan acarrear perjuicios para el patrimonio público;

j) Intervenir en los procesos de privatizaciones, cuando así se le requiera y sin perjuicio de la actuación que le corresponda al órgano de control externo, conforme a la reglamentación;

k) Controlar el sistema de información y registros de los juicios que debe implementar Fiscalía de Estado y demás servicios jurídicos responsables de la sustanciación de juicios, con el objeto de evaluar la repercusión económica y financiera de sus resultados.

l) Atender pedidos de asesoramiento o de auditoría de organismos o entidades fuera de su competencia, en la medida que no se resienta su actividad específica.

Artículo 187.- Para el cumplimiento de las funciones enumeradas en el artículo anterior, la Sindicatura General de la Provincia podrá requerir de todas las jurisdicciones y entidades sujetas a su competencia, la información que estime necesaria, quedando obligados todos sus funcionarios y agentes, a prestar su colaboración. La omisión de ello, será considerada falta grave.

Artículo 188.- La Sindicatura General debe informar:

a) Al titular de la jurisdicción, entidad y organismo;

b) Al titular del Poder Ejecutivo, sobre la gestión financiera y operativa de las jurisdicciones y entidades comprendidas dentro del ámbito de su competencia, con copia al titular de la jurisdicción respectiva;

c) Al Tribunal de Cuentas de la Provincia, sobre la gestión cumplida por las jurisdicciones, entidades u organismos por ella fiscalizados, y todo otro requerimiento específico o consulta que le formule el órgano superior de control externo.

Artículo 189.- La Sindicatura General de la Provincia estará a cargo de un funcionario denominado Síndico General de la Provincia, asistido por un Síndico Adjunto, quien lo sustituye en caso de ausencia o impedimento.


Son designados y removidos por el Poder Ejecutivo Provincial y dependen directamente del Gobernador de la Provincia, deben acreditar idoneidad y estarán equiparados al rango del Secretario de Estado y Subsecretario, respectivamente.


Para ser Síndico General y Adjunto de la Provincia, se requiere poseer título universitario en ciencias económicas y como mínimo cinco años de antigüedad en el título.


El desempeño de los cargos de Síndico General y Adjunto, requiere dedicación exclusiva y es incompatible con el ejercicio de la profesión, con excepción de la docencia, dentro de los límites horarios permitidos por la Ley de Incompatibilidades.

Artículo 190.- Son atribuciones y responsabilidades del Síndico General de la Provincia:

a) Representar legalmente a la Sindicatura General de la Provincia, personalmente o por delegación o mandato;

b) Proponer al Poder Ejecutivo Provincial el nombramiento y cese de su personal;

c) Organizar y reglamentar el funcionamiento interno de la Sindicatura General de la Provincia, en sus aspectos operativos y de administración de personal;

d) Proponer al Poder Ejecutivo la estructura orgánico-funcional;

e) Aplicar el régimen disciplinario de acuerdo con las normas legales vigentes;

f) Elevar anualmente a la consideración del titular del Poder Ejecutivo, el plan de acción y presupuesto de gastos, para su posterior incorporación al proyecto de Ley de Presupuesto General;

g) Contratar suministros y servicios de terceros, conforme a sus necesidades y con sujeción a las disposiciones vigentes;

h) Informar al Tribunal de Cuentas de la Provincia, de actos o conductas que impliquen irregularidades, de las que tuviera conocimiento con motivo y en ejercicio de sus funciones;

i) Confeccionar la memoria anual de su gestión y elevarla al Poder Ejecutivo.

Artículo 191.- El Síndico Adjunto participa en la actividad de la Sindicatura General, sin perjuicio de las responsabilidades de determinadas funciones y cometidos que el Sindico General le atribuya, con arreglo a la naturaleza de la materia o a la importancia y particularidades del caso. El Síndico General, no obstante la delegación, conservará en todos los casos, la plena autoridad dentro del organismo y podrá abocarse al conocimiento y decisión de cualquiera de las cuestiones planteadas.

TÍTULO VI: SISTEMA DE CONTROL EXTERNO

CAPÍTULO I – TRIBUNAL DE CUENTAS 

SECCIÓN I – Definición

Artículo 192.- El control externo posterior del Sector Público Provincial no Financiero será ejercido por el Tribunal de Cuentas de la Provincia, de acuerdo con las atribuciones que le fija el artículo 81 de la Constitución Provincial y las que se determinen legalmente.


A tal fin, contará con personería jurídica, autonomía funcional, autarquía administrativa y financiera para los fines de su creación. Su patrimonio estará compuesto por todos los bienes que le pertenezcan al momento del dictado de la presente ley y todos los que se le asignen o adquiera por cualquier causa jurídica.

Artículo 193.- El Tribunal de Cuentas se integra con cinco (5) vocales, uno de los cuales será su presidente.


Tres deben poseer título de Contador Público y dos deben poseer título de Abogado. Previo a su nombramiento, el Poder Ejecutivo deberá consultar sobre la idoneidad profesional de las personas propuestas, a las entidades con competencia en el ejercicio de la profesión y a la comisión creada en el artículo 245 de la presente ley.


Los restantes requisitos son:

a) Ser argentino nativo o por opción,

b) Tener treinta (30) años de edad como mínimo y cinco (5) años de antigüedad mínima en el título;

c) Tener domicilio real en la Provincia.


Los vocales del Tribunal de Cuentas prestan juramento de desempeñar fielmente los deberes de su cargo, ante el mismo cuerpo.


Durante su gestión gozarán de iguales prerrogativas que los magistrados judiciales y sólo podrán ser removidos mediante juicio político.

Artículo 194.- El desempeño del cargo de Vocal del Tribunal de Cuentas requiere dedicación exclusiva, incompatible con el ejercicio de la profesión, con excepción de la docencia. Su retribución será equivalente a la de Vocal de la Cámara de Apelaciones del Poder Judicial Provincial.

Artículo 195.- No pueden ser vocales del Tribunal de Cuentas 

a) Los inhabilitados judicialmente, los inhibidos y los declarados incapaces;

b) Los que se encuentren procesados por delitos dolosos;

c) Los condenados por delito doloso. Este impedimento se extenderá por el término de la pena y otro tanto;

d) Los fallidos no rehabilitados.

e) Los que hayan desempeñado cargos, en los últimos dos años inmediatos anteriores a su designación, cuyas funciones sean materia de contralor por parte del Tribunal de Cuentas y que manifiestamente los coloquen en estado de incompatibilidad.

Artículo 196.- Rigen para los vocales del Tribunal de Cuentas, las causas de excusación y recusación establecidas en el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Santa Fe, para los magistrados judiciales.

Artículo 197.- Ejerce la Presidencia del Tribunal de Cuentas, el Vocal que designa el propio Cuerpo en Acuerdo Plenario. Permanece en el cargo un año a partir de la fecha que entra en funciones, rotando en el cargo los demás vocales de acuerdo al orden que determine el sorteo que debe realizar el Cuerpo en Acuerdo Plenario.


El Presidente tiene la representación del Tribunal y está a su cargo la administración interna, con las siguientes atribuciones mínimas, sin perjuicio de las que le asigne la reglamentación:

a) Ejerce la conducción general y la administración de la entidad, la jefatura sobre todo el personal dependiente y asigna sus funciones;

b) Convoca a las reuniones plenarias y acuerdos extraordinarios, cuando a su juicio fuere necesario, o a pedido de otro vocal;

c) Propone al Cuerpo el nombramiento, ascenso, suspensión y cese del personal;

d) Designa los subrogantes del personal, en caso de ausencia o impedimento.


Contra la decisiones dictadas por el presidente en ejercicio de sus funciones, podrá interponerse recurso de revocatoria y apelación ante el Cuerpo Plenario, cuya resolución agotará la jurisdicción administrativa, quedando expedita la vía judicial.

Artículo 198.- El Tribunal de Cuentas contará, como mínimo, con dos Contadores Fiscales Generales, un Cuerpo de Contadores Fiscales, un Secretario de Asuntos de Plenario, un Secretario por cada Sala, un Cuerpo de Asesores Contables y Jurídicos, un Cuerpo de Auditores de carácter interdisciplinario, y el personal que determine la Ley de Presupuesto, con la organización, misiones y funciones que fije la estructura orgánica funcional y el reglamento interno. Se accederá a ellos por concurso de antecedentes y oposición.


Para ser Contador Fiscal General, se requiere título de Contador Público, y el desempeño anterior de al menos cinco (5) años en el cargo de Contador Fiscal.


Para ser Contador Fiscal se requiere título de Contador Público y tres años de antigüedad mínima en el título.


Para ser asesor contable o jurídico se requiere título de contador público o abogado, respectivamente, y tres años de antigüedad mínima en el título.


Para ser Secretario de Sala o de Plenario, se requiere título de Abogado o Contador Público y tres años de antigüedad mínima en el título.


Para ser Auditor se requiere título universitario u otra especialización terciaria, adecuadas para la realización de la tarea a encomendar, con un mínimo de tres (3) años de antigüedad en el título.


El reglamento del organismo establece los cargos, funciones y casos que estarán comprendidos en la incompatibilidad establecida en el artículo 194.

Artículo 199.- Las decisiones del plenario son validas si está presente la totalidad de sus miembros y son adoptadas por mayoría de votos. Cuando no exista unanimidad, los vocales deben dejar constancia en acta del sentido de su voto, expresando los fundamentos de su disidencia.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente, hará sus veces el vocal que designe el Cuerpo. Si el ausente o impedido fuere un vocal, le subrogarán, a los efectos de los acuerdos plenarios, los Contadores Fiscales Generales alternativamente de acuerdo a la reglamentación que al respecto fije el Tribunal. Sucesivamente lo hará el funcionario que resulte sorteado de una lista de diez (10) Contadores Fiscales que anualmente debe confeccionar el Tribunal de Cuentas de acuerdo a la misma reglamentación.

Artículo 200.- El Tribunal de Cuentas se reúne en acuerdo plenario a efectos de:

a) Tomar juramento a los vocales designados.
b) Disponer, previa intervención y dictamen de la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas, las modificaciones sobre la estructura orgánico funcional, el reglamento interno, el régimen laboral, las normas de ingreso de su personal y el régimen salarial.

c) Elaborar el proyecto de presupuesto anual;

d) Designar, promover, suspender o disponer el cese de su personal;

e) Disponer y aprobar los gastos, con arreglo a las disposiciones vigentes, pudiendo delegar tales funciones, en todo o en parte, en la Presidencia o en estamentos subordinados;

f) Determinar la composición y jurisdicción de cada sala y resolver las cuestiones de competencia que se susciten entre ellas;

g) Dictar las normas reglamentarias a las que debe ajustarse el organismo en materia de control externo, examen de legalidad y de gestión y juicio de cuentas, juicio de responsabilidad y procedimientos de auditoría externa, y formular criterios de interpretación de la normativa vigente;

h) Examinar y dictaminar la cuenta de inversión;

i) Resolver los recursos que se promovieren contra los fallos o resoluciones dictadas por las salas o la Presidencia;

j) Ejercer las facultades de observación legal y reparo administrativo que les confiere la presente ley;


Las decisiones del Tribunal de Cuentas, constituyen la jurisprudencia aplicable.

Artículo 201.- El Tribunal de Cuentas funciona ordinariamente dividido en salas, integrada cada una de ellas por el presidente y dos vocales.


Las salas forman quórum con los tres miembros, completándose automáticamente, en caso de ausencia o impedimento, con un vocal de la otra sala.


Las decisiones son tomadas por mayoría, rigiendo lo dispuesto en el artículo 199 sobre disidencias.

SECCIÓN II- Competencia, atribuciones y deberes

Artículo 202.- Es competencia del Tribunal de Cuentas ejercer el control externo posterior del Sector Público Provincial no Financiero, mediante:

1. El control de legalidad de los actos administrativos que se refieren o estén vinculados directamente a la hacienda pública;

2. La auditoría y control posterior legal, presupuestario, económico, financiero, operativo, patrimonial, y de gestión y el dictamen de los estados financieros y contables del Sector Público Provincial no Financiero. Se incluye a las unidades ejecutoras de proyectos financiados por organismos internacionales de crédito, entes reguladores de servicios públicos, entes privados adjudicatarios de procesos de privatización o concesión, en lo que respecta a las obligaciones emergentes del contrato de concesión y con las limitaciones previstas en el artículo 5º de la presente, entidades públicas no estatales en cuya dirección o administración tenga responsabilidad el Estado;

3. El examen de las rendiciones de cuentas, de percepción e inversión de fondos públicos que efectúen los responsables sometidos a tal obligación, y la sustanciación de los juicios de cuentas a los mismos, conforme a lo previsto por la presente ley y demás normas aplicables;

4. La determinación de la responsabilidad administrativa y patrimonial de los agentes públicos mediante la sustanciación de juicios de responsabilidad, en las condiciones fijadas por la presente ley y demás normas aplicables.

Artículo 203.- En el marco del programa de acción anual de control externo que se fije a sí mismo, y del que establezca la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas, el Tribunal de Cuentas tiene las siguientes atribuciones:

a. Formular reparo administrativo u observación legal a los actos cuyo control posterior sea de su competencia, en los casos y con los alcances previstos en la presente ley; 

b. Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relativas a la Hacienda Pública.

c. Examinar la Cuenta de Inversión, y elevar su informe a la Legislatura, dentro de los de ciento veinte (120) días a contar desde la fecha de su recepción;

d. Realizar auditorías sobre los asuntos de su competencia en las distintas jurisdicciones o entidades bajo su control, examinar y evaluar el control interno de los mismos;

e. Controlar las operaciones de percepción e inversión de los fondos públicos provinciales, y la gestión de los fondos nacionales e internacionales recibidos por los entes que fiscaliza;

f. Evaluar el cumplimiento de los planes, programas, proyectos y operaciones contempladas en la Ley Anual de Presupuesto o leyes especiales;

g. Examinar y emitir dictámenes sobre los estados contables y financieros de los organismos del Sector Público Provincial no Financiero;

h. Controlar la aplicación de los recursos provenientes de las operaciones de crédito público y efectuar los exámenes que sean necesarios para formar opinión sobre el endeudamiento;

i. Controlar el cumplimiento de la coparticipación impositiva a favor de municipios y comunas;

j. Realizar exámenes especiales de actos y contratos que estime de significación, por sí o por indicación de las Cámaras Legislativas o de la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas.

k. Fiscalizar en forma integral los procesos de privatización o concesión en todas sus etapas, con los alcances que establezcan las leyes especiales;

l. Requerir informes a los órganos de control interno relativos a los controles efectuados y resultados obtenidos;

m. Suministrar al Poder Legislativo a través de la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas los informes y antecedentes resultantes de su actividad de fiscalización cuando ésta lo requiera;

n. Recomendar a las autoridades correspondientes la adopción de las medidas administrativas que considere necesarias para prevenir y corregir irregularidades en la gestión de los entes públicos, y lograr mayor eficiencia, eficacia y economía en la misma.

ñ Contratar a profesionales independientes de auditoría o consultores externos privados, fijando los requisitos de idoneidad que deben reunir los mismos y las normas técnicas a que deben ajustar su trabajo; si se constatare fehacientemente que no existen en planta permanente de la Administración Provincial agentes en condiciones de cubrir las funciones requeridas;

o) Suscribir convenios con organismos públicos de control de otras jurisdicciones relativos a temas vinculados con su finalidad;

p) Establecer el modo de ejercer las funciones de control posterior, pudiendo mantener, si lo considera necesario, una delegación fiscal en cada jurisdicción o entidad, fijándole sus atribuciones y competencias;

q) Constituirse en cualquier organismo sujeto a su control sin necesidad de autorización judicial, a fin de efectuar comprobaciones y notificaciones o recabar de los mismos, los informes que considere necesarios;

r) Promover las investigaciones de cualquier tipo, en los casos que corresponda, remitiendo los antecedentes y conclusiones a la Legislatura;

s) Exigir la colaboración de todas las entidades del sector público provincial, las que estarán obligadas a suministrar los documentos y elementos que el Tribunal de Cuentas les requiera;

t) Solicitar a terceros el reconocimiento de la autenticidad de los documentos emergentes de su relación contractual o fiscal con los entes comprendidos en la jurisdicción y competencia del Tribunal;

u) Solicitar las informaciones necesarias para el cumplimiento de las tareas relacionadas con auditorías, juicios de cuentas, juicios de responsabilidad o cualquier otra actuación vinculada con su competencia;

v) Dictar las normas a que se ajustará el organismo en materia de auditoría externa, las que responderán a un modelo de control y auditoría integrada, que abarque los aspectos financieros, de legalidad y de economía, eficiencia y eficacia;

w) Establecer los plazos y modalidades que deben observar los responsables para la presentación de las rendiciones de cuentas, y requerirlas con carácter conminatorio, a los que teniendo obligación de formularla, fueren remisos o morosos;

x) Traer a juicio de responsabilidad a cualquier estipendiario de la Provincia, en un todo de acuerdo con lo estipulado con el artículo 226 de la presente, con excepción de los miembros del Poder Legislativo y los funcionarios comprendidos en el artículo 98 de la Constitución Provincial;

y) Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, comunicar al titular del Poder que corresponda, toda transgresión de los agentes de la administración a las normas que rigen la gestión financiera y patrimonial, a efectos de que se sustancien los sumarios administrativos correspondientes;

z) Imponer multas en los casos de no acatamiento o desobediencia a sus requerimientos o decisiones, las que serán graduadas entre el 5 % (cinco por ciento) y el 100 % (cien por ciento) del sueldo del agente administrativo de mayor jerarquía del organismo a que corresponde el sancionado, sin perjuicio de solicitar en dichos casos, la aplicación de medidas disciplinarias por parte de la autoridad competente;

aa) Verificar el cumplimiento de la Ley Nº 7.089, y su reglamentación;

ab) Tramitar y fallar los juicios de cuentas y de responsabilidad, conforme a las normas previstas en esta ley y demás disposiciones reglamentarias;

Artículo 204.- Con relación a su organización y funcionamiento, el Tribunal de Cuentas tendrá las siguientes atribuciones:

a) Elaborar su proyecto de presupuesto anual y elevarlo a la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas;

b) Realizar modificaciones y reajustes a su presupuesto jurisdiccional, debiendo comunicar al Poder Ejecutivo las modificaciones que se dispusieren. Tales modificaciones sólo podrán realizarse dentro del total de créditos autorizados y de acuerdo a las normas que rigen para la ejecución y modificación del Presupuesto vigente;

c) Disponer la utilización de los créditos de su presupuesto, con sujeción a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes;

d) Presentar al Poder Legislativo, antes del 1º de mayo de cada año la Memoria de su gestión, a través de la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas del artículo 245, la que debe emitir opinión previa a su tratamiento.

SECCIÓN III – Del control de legalidad

Artículo 205.- El control posterior de legalidad a que refiere el artículo 202, inciso 1), será ejercido por el Tribunal de Cuentas, pudiendo dar lugar a los siguiente pronunciamientos:

a) Reparo administrativo: cuando el acto analizado contuviere errores materiales, de cálculo u omisiones;

b) Observación legal: cuando hubiese sido dictado en contravención a disposiciones legales o reglamentarias en vigencia.


Dicho control será realizado selectivamente, en función de la significación económica de los actos u otros criterios a juicio del Tribunal, y sin perjuicio de la facultad de control integral.


A tales efectos, los actos sujetos a su control conforme a las disposiciones de esta ley, deben serles comunicados dentro de los seis (6) días hábiles de su dictado, requisito sin el cual no podrán ser puestos en ejecución.


El Tribunal de Cuentas podrá requerir los antecedentes de aquellos que resuelva analizar, según los criterios de selectividad que haya establecido, dentro de los diez (10) días hábiles de su comunicación.


La no comunicación de los decisorios y/o de los antecedentes, cuando fueren requeridos, constituirá falta grave del funcionario responsable, pudiendo hacerse pasible de las sanciones pecuniarias a que se alude en el artículo 203 inciso z) de la presente, sin perjuicio de las medidas disciplinarias pertinentes.

Artículo 206.- A los fines previstos en el artículo 202 inciso 1) los actos administrativos referidos directamente a la hacienda pública son aquellos que, teniendo contenido económico, impliquen la percepción o inversión de caudales públicos, efectos estos que deberán resultar consecuencia inmediata de su propio objeto y no quedar supeditados a otro acto posterior, con excepción de los casos a los que se hacen referencia los incisos j) y k) del artículo 203.

Los actos que no posean la cualidad precedente, los reglamentos de ejecución y autónomos y los actos administrativos de alcance general con contenido normativo, excepto en las partes que tengan contenido específicamente hacendal, los actos de gobierno que importen el ejercicio de un poder político constitucional en cuanto a su mérito, oportunidad y conveniencia, los actos institucionales referidos a la formación y renovación de los Poderes constitucionales, los actos puramente discrecionales en razón de su objeto y los que importaren el ejercicio de sus facultades disciplinarias, quedan excluidos del control del Tribunal de Cuentas.

Artículo 207.- El reparo administrativo puede ser formulado en cualquier momento, luego que el Tribunal de Cuentas haya tomado conocimiento del decisorio sobre el cual recaiga, y generará para la autoridad emitente la instancia de rectificación, con comunicación al Tribunal de Cuentas.

Artículo 208.- Solicitados los antecedentes del decisorio a analizar, la observación legal sólo puede ser efectuada dentro de los treinta (30) días de recepcionados los mismos, debiendo consignarse en ella, en forma clara y precisa, las disposiciones legales o reglamentarias que se han transgredido.

Artículo 209.- Las observaciones legales formuladas por el Tribunal de Cuentas, deben ser comunicadas simultáneamente:

a) Al titular de la jurisdicción o entidad que hubiera emitido el o los actos sobre los cuales recaigan; 

b) Al titular del Poder Ejecutivo, Judicial o de la Cámara Legislativa que correspondiere;

c) A la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas, del artículo 245 de la presente;

d) Al responsable del sistema de control interno de la jurisdicción a la que corresponda el acto observado.


Las observaciones formuladas por el Tribunal de Cuentas suspenderán el cumplimiento del acto en todo o en la parte observada, bajo responsabilidad del titular del organismo que lo emitiera. La suspensión no alcanza a los efectos cumplidos con anterioridad a la notificación de la observación, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren atribuirse.


Dentro de los quince (15) días de haber tomado conocimiento de la observación legal, la autoridad que emitió el acto observado o un superior a ésta con facultad de avocación, puede disponer su revocación o saneamiento del vicio si ello fuera posible.


El titular del Poder Ejecutivo o las autoridades de las Cámaras Legislativas o la Corte Suprema de Justicia, en su caso, podrán, bajo su exclusiva responsabilidad, insistir en el cumplimiento de los actos observados por el Tribunal de Cuentas.

Artículo 210.- Los actos administrativos que impliquen la rectificación, derogación, suspensión o la insistencia del acto deben ser comunicados al Tribunal de Cuentas dentro de los tres (3) días de dictados, el que a su vez lo comunicará a quienes haya comunicado la observación legal de conformidad al artículo anterior.


Si el acto observado no fuere suspendido, anulado, revocado ni tampoco insistido en el término de veinte (20) días, el Tribunal de Cuentas deberá remitir a la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas:

a) La observación formulada y los antecedentes que fundamentaron la misma;

b) Información acerca de las gestiones impulsadas tendientes a la determinación de responsabilidades de los funcionarios, todo ello, en ejercicio de la actividad jurisdiccional administrativa que le compete al Tribunal de Cuentas, contemplada en los artículos 202, 203, 226 y 227 y demás normas aplicables.

Artículo 211.- Con independencia de lo actuado en el control de legalidad de los decisorios sometidos a su competencia conforme a las disposiciones de los artículos precedentes, el Tribunal de Cuentas puede efectuar comprobaciones respecto de ellos y de sus antecedentes dirigidas a deslindar, en su caso, las responsabilidades resultantes, en el marco del procedimiento reglado en el artículo 226 y siguientes de esta ley.

Artículo 212.- Fíjase en treinta (30) días, a partir de la comunicación, el plazo máximo para que el Tribunal de Cuentas se expida sobre la legalidad de un acto administrativo, cuando no solicite los antecedentes.

SECCIÓN IV – De los responsables, de la presentación de las cuentas, 

de su examen y del juicio de cuentas

Sector I – De los responsables

Artículo 213.- Los agentes y funcionarios del sector público provincial o entidades sujetas al control del Tribunal, a quienes se haya confiado en forma permanente, transitoria o accidental, el cometido de recaudar, percibir, transferir, custodiar, administrar, invertir, pagar o entregar fondos, valores, especies o bienes del Estado, son responsables de la administración pública provincial y están obligados a rendir cuenta de su gestión, en la forma y tiempo que dispone la presente ley y su reglamentación.


La obligación se extiende a la gestión de los créditos del Estado, e implica responsabilidad por las rentas que se dejan de percibir, las entregas indebidas de bienes a su cargo o custodia o la sustracción o daño de los mismos, salvo que se compruebe inexistencia de culpa o dolo.

Artículo 214.- Toda persona de existencia física o ideal que, sin pertenecer al Estado, reciba de éste fondos, valores o especies, cualquiera fuere el carácter de la entrega y siempre que la misma no constituya contraprestación, indemnización o pago de bienes o servicios, es un responsable ante la administración y está obligado a rendir cuenta de su gestión, con arreglo a lo prescripto en la presente ley y su reglamentación.

Artículo 215.- Los titulares de los servicios administrativos-financieros de los Poderes Legislativo y Judicial, de los Ministerios, de las Secretarías de Estado, entes descentralizados y demás organismos sujetos al contralor del Tribunal de Cuentas, además de la obligación que les fija el artículo 213 por sí, en lo referente a los fondos o valores que administren tanto en su percepción como en su inversión en forma directa, se constituyen en obligados indirectos por el monto de lo que transfieran y deben requerir la rendición de cuenta a los responsables de la inversión final, –en adelante, obligados directos–, que se encuentren bajo su dependencia, para ponerla a disposición del Tribunal, en la forma y plazos que éste establezca.


La omisión o negligencia en el cumplimiento del deber de requerir la rendición de cuentas y de informar al Tribunal de Cuentas en caso de incumplimiento del responsable de la inversión final, genera responsabilidad solidaria con el obligado directo.

Artículo 216.- El obligado a rendir cuentas que cesa en sus funciones, no queda liberado de la jurisdicción del Tribunal de Cuentas, hasta tanto haya sido aprobada la rendición de cuentas de su gestión.


Cuando se produce un cambio de agente o funcionario obligado, debe practicarse un arqueo y formalizarse un acta con intervención del responsable de la unidad de auditoría interna y, en su caso, del reemplazante. El incumplimiento genera responsabilidad solidaria del agente o funcionario entrante y saliente.


El Tribunal de Cuentas debe resolver los casos no previstos en relación con esta disposición.

Artículo 217.- Los hechos u omisiones violatorios de disposiciones legales o reglamentarias, generan responsabilidad personal y solidaria para quienes los dispongan, ejecuten o intervengan en alguna de las etapas de su cumplimiento.


Si de tales hechos u omisiones, no se derivare perjuicio para el fisco, el Poder Ejecutivo o la autoridad a quien competa superar el vicio, puede optar por su convalidación, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias aplicables al responsable de la transgresión, circunstancia que debe hacerse constar en el decisorio que al efecto se dicte.


Los agentes o funcionarios que reciban órdenes de hacer o no hacer, deben advertir, por escrito, a su respectivo superior, sobre toda posible infracción que traiga aparejado el cumplimiento de dichas órdenes. Si no obstante la referida prevención, el superior insiste en su orden, también por escrito, cesa para el inferior toda responsabilidad, trasladándose a aquel.

Sector II – De la presentación de las cuentas

Artículo 218.- Facúltase al Tribunal de Cuentas a determinar el contenido, forma de presentación, requisitos, modelos y procedimientos de rendición de cuentas, los que deben posibilitar su contralor en los aspectos: formal, legal, contable, documental y numérico. Dichas normas deben ser coordinadas con la Unidad Rectora Central del Subsistema de Contabilidad.


Dentro de los ciento veinte (120) días de publicada la presente, debe aprobar el cuerpo reglamentario respectivo, comunicarlo a la Legislatura a través de la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas prevista en el artículo 245, a las jurisdicciones y entidades sujetas a su control y publicarlo en el Boletín Oficial.

Sector III – Del examen de las cuentas

Artículo 219.- El Contador Fiscal que asigne el Tribunal, examinará la cuenta en los aspectos enunciados, con sujeción a las normas de procedimiento e interpretación que éste dicte y, si encuentra defectos, que den lugar a reparo, o comprobare omisión de la presentación, debe formular requerimiento conminatorio a fin de que se subsanen los mismos o se presente la rendición omitida.


Dicho requerimiento debe ser dirigido al responsable indirecto, quien, una vez impuesto del mismo, lo derivará al obligado directo.

Artículo 220.- Contestado el requerimiento o vencido el plazo otorgado para hacerlo, el contador fiscal se debe expedir por:

a) La aprobación de la cuenta;

b) El mantenimiento del reparo o en su caso, pedido de emplazamiento si la rendición no hubiera sido presentada;


En cualquier supuesto, debe elevar las actuaciones a la sala correspondiente, por medio de la Fiscalía General del Tribunal de Cuentas, solicitando, en su caso, la sustanciación de medidas previas.

Artículo 221.- Previo dictamen de la Fiscalía General, la sala debe resolver la aprobación o la iniciación del juicio de cuentas respectivo.

Sector IV – Del juicio de cuentas

Artículo 222.- De estimar procedentes los reparos deducidos a la cuenta por el Contador Fiscal o Fiscalía General, o en caso de rendiciones omitidas, la sala debe dictar resolución de emplazamiento, citando al responsable a que comparezca y efectúe su descargo en el término de quince (15) días contados desde su notificación, bajo apercibimiento de dictar resolución condenándolo al pago de las sumas cuya justificación no existiera o fuera defectuosa.


El emplazamiento se efectúa al obligado directo, sin perjuicio de que, a criterio del Tribunal, corresponda hacer extensiva la medida al titular del servicio administrativo que intervino en la transferencia de los fondos, en su carácter de responsable indirecto.


El término para la contestación, puede ser ampliado por el Tribunal hasta un máximo de sesenta (60) días, a solicitud de parte y en mérito a la complejidad o dificultades que ofrezca el tema.

Artículo 223.- Contestado el emplazamiento o vencido el término acordado para la respuesta sin que ella se produzca, previo dictamen del Contador fiscal y de Fiscalía General, la Sala dictará resolución, que puede ser:

a) Aprobatoria de la cuenta, declarando total o parcialmente liberado al responsable emplazado;

b) Interlocutoria, cuando aún haya que recurrir a antecedentes, diligencias o pruebas que no hubieran podido considerarse hasta entonces;

c) Condenatoria, determinando el cargo e intimando su pago en el término de treinta (30) días.

Artículo 224.- Si el pago del cargo no se cumpliere en el término establecido en el fallo condenatorio, se debe dar intervención a Fiscalía de Estado a los fines de su ejecución judicial.

Artículo 225.- Si al cumplirse el plazo con que cuenta el Tribunal de Cuentas para expedirse sobre la Cuenta de Inversión, quedarán rendiciones de cuentas correspondientes a ese período sobre las que este órgano de control no haya emitido la pertinente resolución aprobatoria, interlocutoria o de formulación de cargo, sólo por causas debidamente fundadas, el Tribunal de Cuentas podrá expedirse sobre las mismas hasta la presentación, por parte del Poder Ejecutivo, de la Cuenta de Inversión del ejercicio siguiente.


Transcurrido el plazo estipulado en el presente artículo, sin que el Tribunal de Cuentas haya emitido resolución interlocutoria o condenatoria sobre una rendición de cuentas, cesa la responsabilidad de los obligados, salvo incumplimiento, por parte de éstos, de los plazos de presentación de la rendición o de respuesta a los requerimientos realizados por el Tribunal de Cuentas, en cuyo caso el mismo podrá aprobar la rendición de cuentas o formular el cargo e intimar el pago de conformidad al inciso c) del artículo 223 de la presente ley, hasta la finalización de ese ejercicio.

SECCIÓN V – Del juicio de responsabilidad

Artículo 226.- Los actos, hechos u omisiones de los agentes o funcionarios de la administración pública provincial, o la violación de las normas que regulan la gestión hacendal, susceptibles de producir un perjuicio para el patrimonio estatal, dan lugar al juicio de responsabilidad administrativa, que instruirá el Tribunal de Cuentas.


Dicho organismo actúa de oficio, cuando adquiera por sí la presunción o el conocimiento de la existencia de las aludidas irregularidades, o por denuncias formuladas por agentes, funcionarios o terceros.


La acción a cargo del Tribunal, tendiente a hacer efectiva la responsabilidad patrimonial de toda persona física que se desempeñe o se haya desempeñado en el Estado Provincial y que surja de lo previsto en el primer párrafo del presente, prescribe en los plazos fijados en el Código Civil, contados a partir del hecho generador o del momento en que se produzca el daño, si éste fuere posterior.

Artículo 227- El juicio de responsabilidad administrativa tiene por objeto:

a) Determinar la existencia de un perjuicio económico causado por la conducta de agentes de la administración;

b) Identificar a los responsables;

c) Determinar el monto del perjuicio;

d) Condenar al responsable al pago del daño.

Artículo 228.- Los agentes de la administración que tengan conocimiento de irregularidades que hayan ocasionado o pudieren ocasionar perjuicios económicos al Estado, deben comunicarlo a su superior jerárquico, quien lo pondrá en conocimiento del Tribunal de Cuentas.


Si el imputado fuere el superior jerárquico del denunciante, la comunicación debe efectuarse ante la autoridad inmediata superior.


El Tribunal de Cuentas puede desestimar aquellas denuncias que, a su juicio, considere infundadas.

Artículo 229.- Las resoluciones de sala o de plenario que dispongan la apertura del juicio de responsabilidad, serán comunicadas a la Legislatura, así como sus resultados.

Artículo 230.- El procedimiento es ordenado por la sala respectiva y se inicia con un sumario, que instruye el Tribunal de Cuentas por conducto de su sector específico, o solicitará se instruya en la jurisdicción u organismo donde la irregularidad se haya detectado o donde revista el imputado o donde graviten las consecuencias de aquella.


El Tribunal de Cuentas puede coordinar su actividad con la autoridad sumarial de la jurisdicción u organismo competente, a fin de que el procedimiento esclarezca, a la vez, la responsabilidad disciplinaria y la responsabilidad patrimonial en que se haya incurrido.


El sumario deberá sustanciarse en un plazo ordinario de sesenta (60) días, prorrogable por causa justificada a criterio de la sala competente, hasta un máximo de ciento veinte (120) días.

Artículo 231.- Concluido el sumario, el instructor debe emitir su dictamen precisando los cargos a formular, debiendo, en su caso, individualizar a los responsables de la transgresión y elevar lo actuado al Tribunal de Cuentas por medio de la sala que ordenó el juicio.

Artículo 232.- La sala debe dictar resolución, adoptando alguna de las alternativas siguientes:

a) Archivo de las actuaciones por considerar que no ha existido responsabilidad ni daño;

b) Ampliación del sumario; o

c) Emplazamiento por veinte (20) días a los presuntos culpables, para que comparezcan y formulen su descargo.

Artículo 233.- Contestada la imputación, se procede al análisis de la prueba ofrecida por el enjuiciado y todo otro elemento que se considere pertinente para la dilucidación de los hechos, trámite que debe cumplirse en el término de treinta (30) días.

Artículo 234.- Vencido el término probatorio, la sala debe fallar dentro de los treinta (30) días posteriores.

Artículo 235.- Si la resolución fuere condenatoria, debe fijar la suma que deba abonar el responsable, bajo apercibimiento que en caso de no satisfacerse el cargo dentro de los diez (10) días de la notificación, se dará intervención a Fiscalía de Estado, para su ejecución judicial.

Artículo 236.- Cuando del juicio de responsabilidad se compruebe que no se ha producido daño alguno para la hacienda pública, pero sí la existencia de procedimientos irregulares, el Tribunal puede imponer multas graduadas con arreglo a lo previsto en el artículo 203 inciso z) de la presente, sin perjuicio de las medidas disciplinarias que adopten los superiores del imputado.

Artículo 237.- Si del procedimiento cumplido, surgiere la existencia de un delito de acción pública, el Tribunal de Cuentas debe formular la denuncia correspondiente ante la justicia ordinaria, notificándole a la Fiscalía de Estado la actividad cumplida, radicación de la denuncia, con remisión de copias del legajo y antecedentes presentados en sede judicial.

SECCIÓN VI – Recursos

Artículo 238.- Contra los fallos y resoluciones dictados por las salas en los juicios de cuentas y responsabilidad, procederá el recurso de revocatoria ante la sala que dictó la resolución y de apelación ante el Tribunal de Cuentas en acuerdo plenario, los que deben interponerse dentro de los diez (10) días de notificada la resolución impugnada y fundamentarse en el mismo acto.


Será admisible el ofrecimiento de nuevas pruebas, a las que se dará el trámite que la sala o el Tribunal crea más conveniente, según las circunstancias y en ejercicio de sus facultades de mejor proveer.

Artículo 239.- Contra los fallos y resoluciones definitivas que dicte el Tribunal de Cuentas en plenario, en los juicios de cuentas y de responsabilidad, no procederán otros recursos en sede administrativa, quedando expedita la vía judicial contencioso administrativo en la cual los recursos interpuestos se concederán con efecto suspensivo.

SECCIÓN VII – Disposiciones generales

Artículo 240.- El pronunciamiento firme del Tribunal de Cuentas será previo a toda acción judicial tendiente a hacer efectiva la responsabilidad civil de los agentes de la administración provincial sometidos a su jurisdicción.


Se exceptúan los casos en que mediare condena judicial por sentencia firme contra el Estado Provincial, en los que el fallo respectivo que determine la responsabilidad civil de alguno de sus agentes, constituye título suficiente para promover contra el responsable las acciones que correspondan.

Artículo 241.- Los fallos firmes del Tribunal de Cuentas, dictados en los juicios de responsabilidad y de cuentas, hacen cosa juzgada y constituyen título ejecutivo suficiente y hábil para su ejecución judicial, por la vía del juicio de apremio que deducirá el Fiscal de Estado, con arreglo a lo preceptuado por el artículo 81 de la Constitución Provincial.

Artículo 242.- Todos los plazos establecidos en el presente Título, deben computarse por días hábiles administrativos de funcionamiento para el Tribunal de Cuentas.


A este efecto, se lo faculta para determinar los períodos de las ferias durante las cuales aquellos quedarán suspendidos, por receso del organismo.

Artículo 243.- El producido de las multas que aplique el Tribunal de Cuentas a los agentes responsables, y todo otro ingreso que obtenga con motivo de su gestión, cualquiera fuere su origen, constituyen recursos de rentas generales.

Artículo 244.- En todo lo no previsto por esta ley respecto al juicio de cuentas y juicio de responsabilidad, y en tanto sean compatibles, son de aplicación las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia, atinentes a: recusaciones y excusaciones; sobre actos y diligencias procesales y su documentación; notificaciones, plazos procesales, emplazamientos, traslados y vistas; audiencias, oficios, providencias y resoluciones; ineficacia de los actos procesales; de la prueba en general y de los medios de prueba; del allanamiento; de los incidentes y de lo normado para el juicio sumarísimo.

CAPÍTULO II: CONTROL LEGISLATIVO

Artículo 245.- Créase la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas, la que tendrá a su cargo:

1. El control de la gestión del Tribunal de Cuentas de la Provincia.

2. El examen y estudio, en base al informe del Tribunal de Cuentas, de la Cuenta de Inversión a que refiere el inciso 9 del artículo 55 de la Constitución de la Provincia.

3. El análisis y dictamen de las observaciones legales que el Tribunal de Cuentas comunique al Poder Legislativo de conformidad a los artículos 209 y 210 de la presente ley.

Artículo 246.- La Comisión estará integrada por cinco senadores y cinco diputados, designados por cada una de las Cámaras de la misma forma que los miembros de las comisiones permanentes y duran un año en sus cargos.


La presidencia de la Comisión será ejercida alternativamente por un senador y un diputado. En caso de empate en las votaciones, al Presidente le corresponderá doble voto.


La Comisión contará con el personal administrativo, técnico y profesional que disponga cada Cámara.

Artículo 247.- La Comisión tiene los siguientes deberes:

1.- Realizar el control de la gestión del Tribunal de Cuentas con las mismas formalidades que la presente ley le establece a este organismo para el cumplimiento de sus funciones y de conformidad a las normas reglamentarias que el propio Tribunal de Cuentas establece para el ejercicio de su cometido.

2.- Presentar anualmente a ambas Cámaras Legislativas, antes del 30 de abril, un dictamen en relación con el informe del Tribunal de Cuentas sobre Cuenta de Inversión presentada por el Poder Ejecutivo el año anterior. En su defecto deberá informar, en igual plazo, las razones que le hayan impedido cumplir con ese deber, en cuyo caso contará con un plazo adicional de treinta días.

3.- Dictaminar sobre las observaciones legales remitidas por el Tribunal de Cuentas y aconsejar, el trámite que considere procedente.

4.- Dictaminar, dentro de los treinta días de recibido, todo informe o documento que provenga del Tribunal de Cuentas.

Artículo 248.- Facúltase a la Comisión a requerir a las reparticiones que corresponda los informes, documentación y antecedentes que estime necesarios para el análisis de los actos o documentos remitidos para su tratamiento, así como solicitar vista de los libros y documentación que respalden la Cuenta de Inversión.

TÍTULO VII: DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

Artículo 249.- Los servicios administrativo-financiero previstos en el artículo 9º de esta ley, estarán a cargo de un Director General y un Subdirector General con título universitario de Contador Público.

Artículo 250.- Los Directores Generales y Subdirectores Generales de las Unidades Rectoras de la presente ley, durarán en el ejercicio de sus funciones cinco (5) años y accederá a dichos cargos por concurso de oposición y antecedentes.


El titular y subtitular, tendrán nivel escalafonario de Director General y Subdirector General respectivamente, reteniendo el cargo del que sean titulares en caso de ser agentes de la planta de personal permanente de una jurisdicción o entidad del Sector Público Provincial no Financiero, al que podrán reintegrarse en caso de no acceder al cargo de la Unidad Rectora por un nuevo período.


Los titulares en ejercicio del cargo al finalizar el período citado, podrán presentarse al nuevo concurso.


Para ejercer el cargo de Director General o Subdirector General de cualquiera de los órganos rectores, será condición indispensable poseer idoneidad, sujeta a los siguientes requisitos:

1. Poseer título universitario en la disciplina que corresponda a la naturaleza de sus funciones, de acuerdo con la incumbencia establecida por la universidad otorgante;

2. Antigüedad no inferior a cinco (5) años en el ejercicio de la profesión cuando el postulante no perteneciera a la Administración Pública Provincial; 

3. Capacidad psicofísica;

4. Conocimiento en la materia específica que debe atender el órgano rector del cual aspira ser titular;

5. Ser argentino nativo o por opción;

6. No encontrarse inhabilitado por sentencia judicial firme;

7. No encontrarse inhibidos por deudas judiciales exigibles;

8. No encontrarse procesado por delito doloso, fuera o dentro de la Provincia;

9. No encontrarse declarado fallido y no estar rehabilitado.

Artículo 251.- En todo proyecto de ley que elabore el Poder Ejecutivo en el que directa o indirectamente se modifique la composición o contenido del presupuesto general vigente, la composición de la deuda pública, o tenga implicancia sobre el Tesoro Provincial, tendrá intervención el Ministerio de Hacienda y Finanzas, sin perjuicio de la que le compete al Ministerio, Secretaría de Estado u organismo correspondiente.

Artículo 252.- Los plazos establecidos en la presente ley se calcularán en días hábiles administrativos, excepto los establecidos en el artículo 242.

Artículo 253.- Cuando las Unidades Rectoras Centrales y el Órgano Coordinador se expidan haciendo uso de su potestad normativa dichas normas serán de aplicación para toda la hacienda pública. Cuando leyes especiales hayan definido procedimientos especiales de administración de la hacienda pública, los mismos se interpretarán tácitamente derogados y serán de aplicación los que surgen de esta ley y su reglamentación, a excepción de los procedimientos regulados por leyes especiales de endeudamiento con instituciones multilaterales de créditos o celebrados con estados extranjeros o entidades del Derecho Público Internacional.

Artículo 254.- Los criterios metodológicos básicos de esta ley que deben tenerse presente para su interpretación y reglamentación son las siguientes:

· Interrelación sistémica;

· Centralización normativa a cargo de las Unidades Rectoras Centrales, mediante la definición de objetivos, elaboración de pautas, metodologías y procedimientos generales. Las Unidades Rectoras Centrales actuarán bajo la supervisión de la autoridad mencionada en el artículo 7º de la presente;

· Descentralización operativa, asignando a los Servicios Administrativo-Financiero de cada Poder, jurisdicción y entidad la ejecución de los subsistemas que establece la presente ley, de acuerdo a la reglamentación que establezca el Poder Ejecutivo y la consiguiente responsabilidad para todas ellas de cumplir con esta ley, su reglamentación y las normas técnicas que emitan los respectivos órganos rectores.

TITULO VIII: DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 255.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley, con excepción del TITULO VI – Capítulo I y Capítulo II.


Facúltase al Poder Ejecutivo a instrumentar e implementar gradualmente los términos y funcionalidades previstas para cada uno de los subsistemas de la presente ley. Su vigencia dependerá en todos los casos de las disponibilidades financieras de la Provincia.

Artículo 256.- La Unidad Rectora del Subsistema de Administración de Bienes y Servicios podrá llevar a cabo gestiones de compraventa o contrataciones por el plazo máximo de un año, a partir de la implementación del Subsistema.

Artículo 257.- Invítase a los Municipios y Comunas a adherir a la presente ley.

Artículo 258.- Facúltase al Poder Ejecutivo a instrumentar las excepciones en el cumplimiento de los requisitos fijados por la presente ley para la ocupación de los cargos de las Unidades Rectoras Centrales a los funcionarios públicos que actualmente los ocupan. Su cumplimiento será obligatorio en los distintos momentos que los mismos deban ser nuevamente ocupados, concordantemente con lo establecido en el estatuto escalafón para el personal de la Administración Pública Provincial.


El Poder Ejecutivo podrá crear los cargos necesarios con el fin de instrumentar el nombramiento del Síndico General y el Adjunto y los Directores Generales y Subdirectores Generales de los Subsistemas de Administración de Bienes y Servicios, Crédito Público e Inversión Pública.


El resto del personal necesario para el funcionamiento de la Sindicatura General de la Provincia se cubrirá mediante la reasignación de cargos de la Planta de Personal del Poder Ejecutivo existente.

Artículo 259.- Establécese, hasta la sanción de la primera Ley de Presupuesto posterior a la presente, como límite para la realización de licitaciones y concursos privados, la suma de $ 100.000 (cien mil pesos).

Artículo 260.- Lo dispuesto en el artículo 101 de la presente ley, no alcanza las deudas comprendidas en el régimen de compensación de deudas y créditos establecido por los Decretos Nros. 3.469/93 y 807/96.

Artículo 261.- El Ministerio de Hacienda y Finanzas, en su facultad de órgano coordinador de los sistemas de administración, podrá, con autorización del Poder Ejecutivo, asumir por sí las facultades o mediante delegación las funciones de las Unidades Centrales Rectoras de los subsistemas que no puedan implementarse inicialmente, en las condiciones que establezca la reglamentación.


El Ministerio de Hacienda y Finanzas deberá proponer al Poder Ejecutivo luego de aprobada la presente ley la adecuación gradual a su estructura orgánico funcional, asignando las mismas a las reparticiones que al momento de sancionarse esta ley cumplen funciones equivalentes o similares a las que se crean.

Artículo 262.- Derógase el Decreto Ley Nº 1.757/56, ratificado por Ley Nº 4.815, y sus modificaciones leyes Nros. 5.617, 6.089, 6.592, 6.594, 6.863, 7.080, 7.159, 8.171, los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9, 11º y 12 de la Ley Nº 10.580 y la Ley Nº 10.801; la Ley Nº 5.356, sus modificatorias y prórrogas; las leyes Nros. 9.081, 9.140 y 9.432 y Ley Complementaria de Presupuesto vigente.

Artículo 263.- Las derogaciones enunciadas precedentemente sólo serán efectivas en la medida que el Poder Ejecutivo implemente gradualmente la presente ley de acuerdo establece el artículo 255 segundo párrafo.

Artículo 264.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión, 27 de octubre de 2005.

Peirone – Scataglini – Lagna – Dalla Fontana – Venesia

Riestra – Qüesta – Marcucci – Cecchi en disidencia parcial

Señores diputados :


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 14.018 – Senado), Venido en revisión, autoría del senador Mercier, por el cual se instituye la Ley de Administración, Eficiencia y Control del Estado. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir al texto elaborado por la misma, aconsejando su aprobación.

Sala de la Comisión, 23 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Lacava – Dalla Fontana

Benas – Liberati en disidencia parcial

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– En consideración.

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Quiero preguntar si va a haber algún miembro informante o va a hacer uso de la palabra algún diputado del bloque mayoritario.

SR. PEIRONE EÍ "PJ PEIRONE, Ricardo" .– Pido la palabra.


Después de prácticamente una década vamos a considerar y a tratar de darle aprobación a lo que habitualmente hemos denominado el proyecto de Ley de Administración Financiera, Eficiencia y Gestión del Estado.


Si ustedes me permiten, me interesa particularmente reseñar algunos aspectos antes de involucrarnos directamente en el análisis de la ley propiamente dicha.


Además del tránsito durante una década, tal cual lo hemos consignado, en la que infructuosamente se trató de darle sanción definitiva, aún cuando ha tenido media sanción en varias oportunidades, debemos dejar en claro que este proyecto de ley viene a darle contenido a una cantidad de transformaciones que se han ido introduciendo en la administración pública santafesina a partir de la incorporación de elementos absolutamente extraños e inexistentes, allá, a mediados de la década del ’50 cuando se pergeñó la Ley de Contabilidad, que a su vez tiene que ver con un concepto de Estado muy en boga en los primeros años, en las primeras décadas del siglo pasado.


Era un Estado en donde la estructura burocrática es una estructura con moldes absolutamente cambiables entre sí, absolutamente despersonalizada y que obedece a un criterio y a un concepto que, habitualmente, denominamos burocrático pero que es el concepto de la organización del Estado, tal como lo concebía Max Weber, y que a su vez había imaginado la posibilidad de que esa estructura estatal sería posible de instaurar en cualquier país, en cualquier modelo, bajo cualquier sistema y en cualquier relación de producción, sin ningún tipo de diferencias.


Lo que importaba era que se definieran claramente las misiones, las funciones, los caminos críticos de cada uno de los actores y el Estado iba a funcionar por sí, de manera inequívoca, sin compromisos con los particulares, escindiendo claramente los bienes públicos de los bienes privados, marcando claramente las responsabilidades y haciendo eficiente, de por sí, cualquier estructura en cualquier país del cual se tratase.


Esas eran las ideas en boga, allá por 1922, cuando Max Weber escribe “Economía y Sociedad” y cuando se comienzan a estructurar las modernas estructuras estatales en los países centrales, en los países que luego serían aquellos que generarían el más poderoso desarrollo económico en el más breve tiempo del cual tenga conocimiento la historia de la humanidad hasta los días que corren.


Obviamente, la historia se encargó de demostrar que ningún Estado –y enhorabuena que lo hayamos descubierto también nosotros– es aséptico, que ningún Estado es independiente de la estructura a la cual está sirviendo, que ningún Estado deja de tener que ver con los habitantes, con la idiosincrasia, con el desarrollo histórico, con aquello que le da sustancia. El Estado no es un organismo aséptico, no es una estructura despersonalizada, no es una estructura donde se puedan definir misiones o funciones, independientemente de las características de los individuos que las vayan a ejercer.


Es obvio, que aún reconociendo muchos años después, no olvidemos que la Ley de Contabilidad de la Provincia data de 1956, ha prestado servicios con altibajos durante 50 años, nada menos, y eso hay que reconocerlo.


Indudablemente, se ha asentado también en otros cuerpos legales, algunos de ellos con la vida efímera de un solo ejercicio, como las leyes complementarias o las leyes anexas a la Ley de Presupuesto, que cada año hemos aprobado, que, obviamente, como cuerpo o como estructura legal, perdería absoluta eficacia a partir del razonamiento y la sanción de esta ley, en tanto el cometido y en tanto los conceptos que todos los años acompañaban el Mensaje, se incorporan a un solo cuerpo orgánico.


De aquella estructura del Estado, obviamente el Estado burocrático o el estado weberiano, que es el modelo en el que han abrevado absolutamente todas las estructuras de los estados provinciales e, incluso, la misma organización del Estado nacional en nuestro país, y han abrevado todas las organizaciones del Estado moderno, porque, en definitiva, era la estructura de cómo organizar el Estado, dominante e imperante en lo que era el concepto y la ideología en los cincuenta años que concluyeron este siglo y, por supuesto, nosotros no íbamos a ser una excepción.


Esa visión burocrática, obviamente, mucho antes que ahora, ha dejado de prestar servicios. Mucho antes que ahora digo, porque mucho antes que ahora, hubo que introducirle innumerables modificaciones. Algunas de ellas, y para no utilizar ejemplos demasiado rebuscados, las tenemos que encontrar en el propio avance tecnológico. El Estado burocrático no podía prever, jamás podría prever, el significado de la informática en la estructura de un Estado. Obviamente, no lo podía prever en 1922 cuando fue escrito el libro principal de Weber y cuando se desarrolló toda la estructura burocrática en Austria, en Alemania y en Francia. Tampoco, de ninguna manera podía darse, siquiera, veinte años atrás, el poderoso influjo que va a tener la informática en las estructuras y sobre todo en las estructuras de índole administrativa.


Precisamente, entonces, el esquema que ahora vamos a discutir y sobre el cual vamos a opinar, es un esquema o un organización sistémica –precisamente el nombre lo indica–, es una organización asentada sobre una cantidad de conjuntos de normas, procedimientos, caminos y objetivos debidamente identificados, debidamente separados entre sí pero, al mismo tiempo, complementarios y necesarios, interactuantes. Esto es, en una visión sistémica de algunos de los sistemas se puede prescindir, pero es probable que la prescindencia de ese sistema, haga a un funcionamiento totalmente deficiente.


El desarrollo y la esquematización en nuestro país, la primera vez que se esquematiza una visión sistémica del Estado, es a partir, precisamente, de la norma, que es madre de todas las normas provinciales, que es de principios de la década del ’90 en nuestro país, que recibe un nombre bastante parecido, que tiene las mismas connotaciones y que tiene un cuerpo normativo muy similar, de casi trescientos artículos con algunas características particulares, precisamente adaptadas a la Administración Nacional. A partir de allí, todas las estructuras provinciales comenzaron a identificarse, en mayor o en menor medida, con ese cuerpo normativo. 


Básicamente, la visión sistémica de la organización del Estado tiene que ver, a su vez, con un concepto de las modernas escuelas estructuralistas económicas, en donde, básicamente, se identifican dos grandes flujos que alimentan a la administración, uno de ellos el flujo financiero y el otro el flujo real. Cuando hablamos de flujo financiero estamos hablando de todos aquellos conceptos que hacen al sistema de administración propia del presupuesto, propia de los ingresos públicos, del gasto público, de la contabilidad pública y de la tesorería. O, dicho en el orden que están marcados en esta ley –digámoslo en ese orden–, vemos el presupuesto, la tesorería, los ingresos públicos, el gasto público y, por último, la contabilidad pública. En ese orden, tal cual los capítulos, todos con una definición similar sobre cuál es la unidad ejecutora, cuál es el responsable de la unidad ejecutora, la antigüedad que debe tener en la Administración Pública, el título habilitante, las incumbencias. Si uno va viendo y leyendo la ley, tiene clara identificación de los actores, de las misiones y de las funciones.


El flujo financiero, entonces, creo que es bastante sencillo identificarlo. Identifica los elementos no tangibles pero concretos de una administración; esto es, el presupuesto, como la fotografía, desde el punto de vista económico y financiero, de lo que pretende un Gobierno y, a partir de allí, las herramientas que pergeña, cómo organiza su tesorería, cómo organiza su ingreso, cómo organiza sus gastos y cómo define la contabilidad pública. 


Enfrentada a ello, el flujo real, esto es, la producción; el flujo real está vinculado y tiene relación con la transacción de bienes y servicios en la economía. Esto es, la transacción por parte del Estado como comprador o como productor, él mismo, de bienes y servicios. Pero, al mismo tiempo, tiene en cuenta al Estado como aquél que contrata, realiza compras y contrataciones –por lo tanto toda una normativa de compras y contrataciones debe estar inserta dentro de esta ley–, la contratación de los recursos humanos y, finalmente, un capítulo destinado a la inversión pública.


Hemos situado, entonces, dos pilares esenciales. Uno de ellos, entonces, es lo que denominaba el flujo financiero o el aspecto financiero de la organización estatal. El flujo real o la organización de la adquisición y transacción de bienes y servicios. El tercer aspecto importante es la organización de la información pública. El cuarto es el del control interno, con la creación de la Sindicatura General de la Provincia. Y el quinto punto es el relativo al control externo con el Tribunal de Cuentas, su composición, y la Comisión de Control Parlamentario, relativo a la conducción, precisamente, de los criterios del Tribunal. 


Esta es la organización sistémica, en pocas palabras. Intentaré dar un pantallazo muy breve de cada uno de estos pilares, sin abundar en aquellas cuestiones que se repiten a lo largo de, nada menos, que 263 artículos.


Por un lado, en realidad, definir qué significado tiene el Presupuesto, qué significado tiene la Tesorería, qué significado tienen los ingresos públicos y el gasto público en una estructura estatal, qué significa la contabilidad pública, me parece absolutamente ocioso para nosotros, como legisladores, definirlo. Sabemos que en todos los casos es un conjunto de normas, de procedimientos, de misiones y de funciones que tienden al logro de un determinado fin. Esto es, si por un lado hay un Presupuesto que debe ser enviado en determinada época del año, por parte del Poder Ejecutivo, para que las Cámaras lo discutan y lo aprueben, luego, ese Presupuesto produce toda una incidencia en el resto de la administración hasta que, finalmente, provoca la contabilización de los actos. 


Y aquí pretendo detenerme un minuto solamente. Esta ley avanza y marca un notorio crecimiento, en términos cualitativos, respecto de lo que es la contabilidad tradicional. Recordemos, cuando hemos aquí conversado, discutido y aprobado la Ley de Responsabilidad Fiscal, de la cual se han admitido aspectos controversiales, que incorporaba una serie de elementos de medición cualitativa de la función del Estado. La reglamentación de esta ley que estamos tratando, tendrá también que indagar sobre este particular; esto es, el juicio de valor acerca de un funcionario, no podrá ser solamente si ese funcionario ha cumplido en tiempo y forma con su trabajo porque, aún cumpliendo en tiempo y forma con su trabajo, puede hacerlo de la peor manera. 


Por lo tanto, aquel viejo concepto, al que somos muy afectos los contadores por una deformación profesional, de que todo es cuantificable y aquello que no es cuantificable debe ser traducido en números con el propósito de producir la medición, y aquello que no sea posible de medir no existe en la contabilidad pública, mucho menos en la contabilidad privada, eso es intrínsecamente cierto sólo bajo la condición de que pueden ser medidas también las cuestiones subjetivas bajo las cuales actúa el agente. Un agente público puede cumplir perfectamente aquello que le está indicando el Presupuesto, un superior, esto es, comprar una determinada cantidad de productos de tipo sanitario. Ahora, si a esos productos, en lugar de comprarlos cuando debía hacerlo, en marzo o abril, los compra en noviembre o diciembre, debe tener una importancia. Si tiene que obedecer a una determinada calidad y a una determinada determinación técnica, tiene una importancia, porque los productos no tienen importancia como valor absoluto e independientemente de cuál sea el destino, y mucho menos los bienes públicos. Por lo tanto esta ley pretende que la reglamentación indique cuales son las condiciones bajo las cuales debe ejercitarse cada una de las funciones, cada una de las misiones de los agentes del Estado. 


Por lo tanto, la visión sistémica contradice una de las principales aseveraciones de Max Weber. Weber y “El Estado Burocrático” decían: “Cualquier agente público es como un fusible, usted asígnele una función, usted dígale cuáles son las misiones, usted póngale a trabajar, y él deberá cumplir, sea Juan, Pedro, José, en cualquier circunstancia, en cualquier organización del Estado y en cualquier modo que la sociedad tenga para producir”. Eso, intrínsecamente, es falso. Pero no nos olvidemos que era una organización del Estado propia de una mentalidad, de una concepción, que es la de los austríacos, previo o del período de entreguerras; una concepción que tiene, a su vez, un determinado esquema de comportamiento y que, transportada a nuestras realidades, a veces, llega a ser absurda. Precisamente, esto de mutar concepciones organizativas, extrapolarlas y, a su vez, sostenerlas luego de 70 años, llega a ser un absurdo.


De todos modos, es obvio que esta estructura que se propone para el Estado santafesino, no cambia a partir de mañana y dice “desde mañana vamos a empezar a hacer las cosas de este otro modo” porque, en realidad, muchas de las cuestiones que están contenidas en este cuerpo normativo, se vienen desarrollando y mutando desde hace más de una década y muchas otras desde tiempos más lejanos, cuando algunas de las cuestiones normativas empezaban a flaquear, porque no podían contener el desarrollo que llevaba implícito toda una modernización tecnológica. Es obvio que en la profundización de ese desarrollo tecnológico toda la cuestión normativa sufrirá cambios aún más sustanciales.


El aspecto que hace específicamente al flujo de bienes y servicios, que es quizás uno de los aspectos más importantes, alude, básicamente, a la capacidad que el Estado tiene para comprar y contratar y, por lo tanto, fijando los límites para ello. Pero, a su vez, no sólo para comprar y contratar bienes y servicios de terceros, sino para contratar al personal, para diagramar y contratar la inversión pública y para definir claramente las prioridades, en términos de bienes y servicios de carácter general.


Ahora, de ningún modo cada uno de estos sistemas actúa en forma de compartimento estanco. Para que puedan funcionar de la manera más eficiente debe existir, y hace muchos años que se trabaja en función de ello, y no dudamos que con el correr de los años esto aún brindará una posibilidad de saltos cualitativos en la organización de los sistemas estatales hoy vigentes, la informática. El desarrollo de los sistemas informáticos es, justamente, un ir y venir en materia de organización de los sistemas burocráticos, de los sistemas de administración estatal. La informática es incidida por las necesidades del Estado pero, a su vez, la respuesta que la informática brinda incide sobre los modos de comportamiento de los individuos en el aparato del Estado. Esto ha sido así, aquí y en cualquier forma organizativa. Esto es así, aquí, en esta estructura estatal y también en las estructuras privadas.


Los dos últimos capítulos de importancia de este cuerpo normativo son los que refieren, específicamente, al control. Uno de ellos, la creación de la Sindicatura, con un síndico titular y un síndico adjunto, con todas las definiciones y características que ello tiene, como un sistema de control concomitante, es decir concurrente con la comisión de los hechos y no un control a posteriori, como es el control tradicional, que es el que efectúa el Tribunal de Cuentas que hoy tenemos. Precisamente, el capítulo reservado al Tribunal de Cuentas de la Provincia le destina todo un análisis respecto de su composición y del porqué de su composición, al mismo tiempo que sus incumbencias y al mismo tiempo que lo subordina a la Comisión de Control Parlamentario elegida por un año, con las mismas características que el resto de las comisiones legislativas y con el expreso propósito de ejercer un contralor de una serie de actos debidamente tipificados del Tribunal de Cuentas. Esto es, el análisis de la Cuenta de Inversión, el análisis de las políticas de inversión del Poder Ejecutivo, la consecución de las políticas que desarrolla el Poder Ejecutivo.


La Comisión Parlamentaria de Seguimiento y Contralor o Comisión de Contralor Parlamentario está conformada por diez miembros: cinco diputados y cinco senadores que entre sí elegirán a su presidente, que deberá alternarse, un año diputado y un año senador. En realidad, el funcionamiento de esta comisión es similar al resto de las comisiones que hoy ya conocemos y que están funcionando.


Ahora bien, ¿cuáles son los aspectos esenciales sobre los cuales nosotros podemos o debemos indagar respecto de esta estructura normativa que hoy comenzamos a discutir con el propósito de darle sanción definitiva?


Entendemos, básicamente, que es una estructura destinada a dar coherencia al conjunto de normas que hoy rigen en la administración pública santafesina. Cuando hablamos de dar coherencia estamos queriendo decir: reunir bajo un solo cuerpo una cantidad de normas dispersas, algunas de ellas –como ya lo mencioné– el caso de la ley que habitualmente complementaba el presupuesto anual, es el mismo que esa misma ley, con vigencia por un año y que luego se reiteraba sin solución de continuidad, deje de funcionar como tal y todos los presupuestos de la misma estén incorporados, como lo están, en este cuerpo normativo. Estos son los aspectos que ya hemos discutido en tantas ocasiones aquí: la imposibilidad de compensar partidas, la imposibilidad de compensar débitos y créditos, la imposibilidad de mutar las cifras y los valores totales relativos a los gastos de personal, la no conversión de un gasto de capital en un gasto corriente, en fin, los que eran y son materia de composición de las leyes adjuntas al presupuesto, hoy son materia compositiva de esta ley que estamos discutiendo.


Esto es con carácter definitivo como un cuerpo normativo que habrá de regir de aquí en adelante, hasta tanto exista otro superador que alcance a comprometer y a comprender otro estado de organización de la administración pública santafesina.


Particularmente, me interesa hacer algunas reflexiones adicionales. Cuando hemos tratado este conjunto de 264 artículos, lo hemos hecho con el propósito de insertar la mayor cantidad de visiones y opiniones posibles o, al menos, la mejor discusión que fuere posible de un cuerpo lo suficientemente complejo y extenso como el que se está discutiendo.


Precisamente, el hecho de que nos haya llevado, aproximadamente, dos meses o más de discusión en reuniones específicas destinadas a este tema y que hayamos recibido miembros del Tribunal de Cuentas, miembros de colegios de profesionales, vinculados a algunos de los aspectos de la ley, básicamente, relativos a los organismos de contralor; el hecho de haber escuchado a diversos agentes del Estado Provincial, jerárquicos; el hecho de haber escuchado la posición de algunos de los miembros que nuclean a algunas de las actividades particulares del Estado santafesino, nos ha permitido comprender la necesidad, no solamente de la reforma sino, al mismo tiempo, de tener una discusión exhaustiva, aún desde el mismo momento en que esto sea ley, definitivamente.


Lamentablemente, hay tiempos y son los tiempos en que un determinado proyecto pierde estado parlamentario que nos impide aún asumir mayores tiempos hacia adelante como para que este proyecto se convierta en ley.


Simplemente, dejo para el final un agradecimiento sincero a todos los diputados que han estado presentes y que han aportado, en mayor o en menor medida, a la discusión de una cantidad de aspectos específicos y a la totalidad de los que componen la Comisión de Presupuesto y Hacienda que, básicamente, hicieron un doble esfuerzo durante un período de tiempo prolongado, con el propósito de dar un dictamen o más de uno, pero finalmente dictaminar respecto de esta propuesta que hoy comenzamos a discutir.

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– Señores diputados, les recuerdo la acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria en el sentido de que habría un orador por bloque.

SR. CECCHI EÍ "PS CECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


El hecho de que la primer ley en la materia que se haya sancionado en la República Argentina date del año 1870, y que 57 años después la Provincia de Santa Fe dictara su primera Ley de Contabilidad, que recién fue modificada a los treinta años, y que en 1962 la Constitución de la Provincia instaurara el Tribunal de Cuentas de la Provincia como órgano de control externo, habla a las claras de la importancia del proyecto de ley que estamos tratando. Quiero decir, es un proyecto de ley que seguramente habrá de regir por décadas las relaciones de la Administración Pública Provincial, la calidad de su gestión, de su transparencia y de su control.


Justamente, por eso nos preocupa, señor presidente, que una ley de esta trascendencia, la terminemos sancionando sin establecer con absoluta claridad, cuáles son sus objetivos. Y nos preocupa porque nos preguntamos cómo va a hacer el Poder Ejecutivo, cómo vamos a hacer en el futuro para interpretar una ley que, como bien señalaba el señor diputado Peirone, tiene 263 artículos, para ser fieles en la reglamentación y en la interpretación.


Y esta preocupación se agiganta cuando vemos que este proyecto de ley ha copiado textualmente una serie de artículos y partes extensas de la ley nacional en la materia, ley nacional que, en su artículo 4º, establece con absoluta claridad que “son objetivos de esta ley y, por lo tanto, deben tenerse presentes, principalmente para su interpretación y reglamentación, lo siguiente” y se enumeran ocho conceptos, ocho objetivos que enmarcan después el centenar de artículos de este tipo de leyes. 


Es probable que haya sucedido con esta ley un poco la antítesis de lo que sucedió con la ley del derecho al acceso a la información pública, cuando el señor diputado Esquivel decía que la estábamos tratando por tercera vez y que en su tratamiento se había logrado un consenso con la máxima amplitud de criterio. En esta ley, a pesar de la trascendencia que tiene, lamentablemente, no se pudo acceder a esa amplitud porque, desde hace tiempo, sabemos que había una decisión política por parte del oficialismo de votar a libro cerrado la media sanción que había otorgado la Cámara de Senadores de la Provincia. 


Cuando años atrás se trata por primera vez este proyecto de ley, desde nuestro bloque jerarquizábamos que acompañábamos, en general, con algunas disidencias parciales, porque habíamos podido proponer 89 modificaciones, muchas de las cuales habían sido receptadas, y otras aspirábamos a que en el debate parlamentario fueran tomadas por la bancada mayoritaria.


Lamentablemente, hoy, nos vamos a perder la oportunidad de sancionar un proyecto de ley que, sin duda alguna, lo necesitamos para aggiornar, para incorporar las técnicas modernas de la administración a la contabilidad provincial, pero nos vamos a perder la oportunidad –reitero– de hacer más transparente la gestión pública y de facilitar la participación en el control de los dineros por parte de todos los representantes del pueblo, específicamente de las minorías. En razón de ello, me voy a limitar a mostrar cuáles son nuestras disidencias y me voy a inhibir de proponer modificaciones, puesto que ya sabemos anticipadamente que las mismas no van a ser receptadas. 


En el artículo 4º fíjense ustedes qué error simple, sencillo, como garrafal se comete. Se establecen las jurisdicciones presupuestarias y mientras que en la ley de la Nación una jurisdicción presupuestaria es la Presidencia de la Nación, en nuestra ley no se incluye a la Gobernación de Santa Fe como jurisdicción presupuestaria.


El artículo 5º implica una actitud, en cierto modo, retrógrada a la media sanción que en su momento habíamos logrado darle a esta misma Ley de Administración Financiera, Gestión y Control del Estado. Antes se establecía que esta ley alcanzaba supletoriamente a las empresas concesionadas; hoy se excluye esa posibilidad. Todos sabemos que las empresas concesionadas prestan, en muchos casos, servicios públicos fundamentales. El Estado, a partir de la sanción de esta ley, no va a tener posibilidad alguna de inmiscuirse en el control contable, administrativo, de esas empresas. 


Por el artículo 6º se establece una ambiciosa, aunque incompleta, clasificación de sistemas o subsistemas pero, lamentablemente, a renglón seguido, se desactiva esta estructuración cuando se faculta al Poder Ejecutivo a que, por razones de oportunidad, eficiencia y especialmente de contracción del gasto público, se puedan modificar esas competencias. Nuevamente, nuevamente, el cuco del gasto público para obstaculizar un control lo más efectivo posible de parte –reitero– de los representantes del pueblo en el gasto de los dineros públicos. 


Esto es tan así que, por ejemplo, en una de estas cuestiones que para nosotros son fundamentales, y es la distribución de los dineros de la coparticipación a comunas y municipios, que nos ha llevado quince días atrás a nuestro bloque a presentar una ley creando un ente fiscalizador de la coparticipación federal de los ingresos tributarios provinciales y de las asignaciones que hacen a comunas y municipios, en la anterior media sanción se preveía y se creaba un subsistema de ingresos públicos y relaciones con administraciones locales, que desaparece en el proyecto de ley que estamos tratando hoy. Y esto –reitero– atenta contra la transparencia en la gestión de los dineros públicos y contra las posibilidades de control.


En el artículo 12 de la ley se plantean los distintos criterios para el cálculo de los recursos, y en lo que sería la administración descentralizada se deja librado a la reglamentación en función del tipo de recursos que se percibe, y esto, para nosotros, es muy poco claro porque podrían quedar grandes sectores de la administración pública con presupuestos no compatibilizados con el presupuesto de la administración central y, en particular, podrían seguir existiendo las cajas negras que hemos venido denunciando, sobre todo en la Lotería de la Provincia, con más de 300 millones de pesos al margen del Presupuesto y de la Cuenta de Inversión, que van a seguir estando al margen del control republicano de los representantes del pueblo. 


Y nos parece que este artículo, en particular, viola la Constitución de la Provincia y viola una ley que se ha sancionado no hace mucho tiempo y que se conoce como Ley de Responsabilidad Fiscal, que prohibe expresamente que ingrese o egrese un solo peso del erario sin que esté inserto en el Presupuesto y en la Cuenta de Inversión. 


Lo mismo sucede con los artículos 16 y 42, que dejan fuera del Presupuesto de la Provincia a las empresas, sociedades y otros entes públicos, los que sólo habrán de ser considerados en el Presupuesto en la medida en que reciban dineros públicos para subsidiar o solventar sus déficit. Y esto nos parece un gravísimo error, porque si alguna decisión tenemos que tomar de llegar con dineros públicos para solventar, por ejemplo, los déficit de la EPE, es evidente que para tomar esa decisión política debemos conocer por qué la EPE puede, eventualmente, llegar a perder dineros de todos. Por esta ley, el presupuesto de la EPE va a estar al margen del Presupuesto General de la Provincia. Y no lo dice –y esto con todo respeto– ningún zurdito, lo dice Dromi, cuando habla de la unidad presupuestaria y textualmente dice que: “El criterio de unidad presupuestaria establece que el Presupuesto debe ser único e indivisible, pues debe expresar el programa general de Gobierno. Sería una contradicción que el Presupuesto que, por esencia, debe ser universal tuviera una expresión contable parcial. La unidad presupuestaria es uno de los principios a los que debe aspirar un Estado que se dice democrático a efectos de tener el control integral de las erogaciones públicas por parte del Poder Legislativo”.


Nosotros, a partir de la sanción de esta ley, nos vamos a privar de votar y de controlar los 900 millones de pesos que, en el Presupuesto que tenemos en tratamiento, habrán de erogar la EPE, el Túnel Subfluvial y el Laboratorio de Fármacos de la Provincia.


A través del artículo 21 se establece la obligatoriedad del Poder Ejecutivo de enviar distintas proyecciones trianuales; una de ellas es el Programa de Inversión Pública del período. Evidentemente, le tenemos que dar la bienvenida a esta obligación que toma, de aquí en más, el Poder Ejecutivo, porque ustedes saben, lo hemos denunciado sistemáticamente, el desequilibrio que hay a la hora de invertir los dineros del pueblo en obra pública, sobre todo, para algunos departamentos del interior. Nada se dice de las valoraciones objetivas que debería tener el poder político a la hora de asignar el dinero para las obras públicas. Tampoco nada se dice de los límites que debería tener, en particular, el Poder Ejecutivo a la hora de asignar los subsidios, que en este nuevo presupuesto superan nuevamente los 30 millones de pesos. Tampoco nada se dice acerca de las reglas objetivas que también debería observar el Poder Ejecutivo Provincial para distribuir los dineros que llegan como ATN desde la Nación.


A pesar de lo que hablaba el señor diputado Peirone, que después de la sanción de esta ley se evita, definitivamente, la necesidad de votar una Ley Complementaria del Presupuesto, tampoco expresamente está dicho, pero es probable que no se vaya a necesitar en el futuro. ¿Por qué? Porque se incluye, se institucionaliza en esta ley, a través de los artículos 28 y 29. El 28, autoriza al Poder Ejecutivo a efectuar modificaciones compensadas en los créditos presupuestarios, sin expresar hasta qué nivel, lo cual permite darle un cambio de 180 grados a la asignación del dinero público que le demos a través de los Presupuestos. Y por el 29, se lo faculta a delegar, hasta en un subsecretario, la decisión de efectuar esas modificaciones presupuestarias compensadas.


Por lo tanto, para nosotros, esto resulta particularmente peligroso y –reitero– presumimos que los artículo 28 y 29 condensan, fundamentalmente, las facultades que año tras año le hemos venido transfiriendo al Poder Ejecutivo a través de la Ley Complementaria del Presupuesto.


Por el artículo 33 se le otorga otro cheque en blanco al Poder Ejecutivo: “Se podrán autorizar mayores gastos cuando los ingresos superen las previsiones presupuestarias”. Esto también lo hemos denunciado hasta el cansancio. Se hacen presupuestos chicos para que sobre plata y para que después el Poder Ejecutivo pueda asignarla como quiere. Es cierto, tiene dos prioridades para asignar los excedentes presupuestarios: la primera es cubrir el déficit, que no lo tenemos, ya van dos o tres presupuestos al hilo que dan superávit; y la segunda es pagar deuda pública, deuda pública que está programada, no siempre su pago se puede anticipar porque los bancos y los convenios no lo permiten. ¿Qué va a suceder? Lo que ha venido sucediendo: que el Poder Ejecutivo asigna los excedentes con la más absoluta arbitrariedad con la única obligación de notificarlo a la Legislatura.


El artículo 59 también implica otro cheque en blanco, porque habla del endeudamiento que resulte de operaciones de crédito, que se le debe dar destino exclusivo para lo cual se endeuda. ¡Vaya novedad! Pero si hay excedente, también puede tener otro tipo de asignación y, lo que es peor, dentro de la enumeración que se hace, de por qué se puede tener deuda pública, habla de la emergencia financiera extraordinaria. Y esto es demasiado genérico, es demasiado subjetivo e implica –repito– una nueva facultad delegada al Poder Ejecutivo.


Cuando hablamos, en su momento, si mal no recuerdo, del blanqueo salarial, dijimos que en Santa Fe habíamos logrado subvertir el idioma castellano, porque hablábamos de remuneraciones no remunerativas. Pues bien, esta noche nos vamos a dar el lujo de volver a subvertir el idioma castellano con la aprobación del artículo 60. Este artículo dice qué se considera deuda pública provincial e incluye en ella al otorgamiento de avales, fianzas y garantías, pero inmediatamente dice que, a los efectos de los límites que para la deuda pública establece el artículo 55, inciso 12) de la Constitución Provincial, los avales, las fianzas y las garantías no son deuda pública. ¿Son o no son? Son para una cosa pero no son para la otra.


El artículo 68 del proyecto de ley autoriza al Poder Ejecutivo a redistribuir o reasignar los medios de financiamiento obtenidos mediante operaciones de crédito público, con lo cual, nuevamente, deuda que se adquiere para determinado fin puede terminar invirtiéndose en otro totalmente distinto.


Y el artículo 80 establece que el resultado financiero de le ejecución presupuestaria de un ejercicio se determina al cierre del mismo por diferencia entre los recursos recaudados y los gastos devengados durante su vigencia.


Y esto sería correctísimo para la administración provincial, para la administración centralizada, pero como se autoriza –como dijimos antes– a otro tipo de formulación presupuestaria para los entes descentralizados, en función del origen de sus recursos, corremos el riesgo de que, dentro de la administración general de la Provincia, haya distintos tipos de presupuestos y, por ende, de resultados financieros que no van a ser homogéneos a la hora de sus comparaciones.


Otra delegación inadmisible de facultades constitucionales que vamos a hacer a través de la sanción de esta ley, es la aprobación tácita de la Cuenta de Inversión. La Constitución de la Provincia no dice que si la Legislatura tiene ganas y buen humor tiene el derecho de tratar y eventualmente aprobar la Cuenta de Inversión. Dice todo lo contrario, que es obligación nuestra tratar, aprobar o desechar la Cuenta de Inversión. De manera tal, que no nos cabe ninguna duda de que este artículo se contrapone manifiestamente con la letra y el espíritu de la Constitución de la Provincia.


Es el mismo Bielsa, una autoridad en la materia, quien señala que la sanción ficta constituye una disposición inconsulta y arbitraria al espíritu republicano de la Constitución. Se trata, nada más y nada menos, que del eje alrededor del cual gira todo el sistema de responsabilidad. Y –reitero– nos oponemos total y absolutamente a una nueva delegación de facultades constitucionales en aras –reitero– de este permanente libre albedrío del Poder Ejecutivo para que haga lo que quiera en la asignación de gran parte de los dineros públicos y, encima, que nosotros no asumamos la responsabilidad de aprobar o desechar la Cuenta de Inversión.


A través del artículo 116 se establecen los montos del límite para la contratación directa: quedan reservados a la Reglamentación. Nos parece, nuevamente, una transferencia de facultades, sobre todo, cuando la semana pasada estuvimos dándole media sanción al proyecto de ley que establece, justamente, los límites que debe imponer la Ley de Contabilidad a las contrataciones del Poder Ejecutivo.


Y por el artículo 137 se vuelve atrás en un logro importante que había tenido la media sanción de esta misma ley hace cuatro o cinco años atrás. Se había luchado mucho y, en particular, el o los bloques de la Unión Cívica Radical para que se incluyera un artículo en esta ley que, a igualdad de condiciones de los oferentes, se privilegiaba a los que ofertaban con residencia en la Provincia de Santa Fe. Este era un beneficio para las fuerzas de la producción y el trabajo locales y ahora desaparece. Y en la media sanción anterior le habíamos facultado hasta un aumento del 10% en las contrataciones que se hicieran en razón de los mayores costos. Hoy, ese aumento por mayores costos se amplía al 20%, con lo cual es nuevamente darle facultades al Poder Ejecutivo para que, una vez asignada la obra pública, se pueda ampliar ese nivel de costos y ya dijimos la semana pasada, cuando discutimos ese proyecto de ley y trajimos a colación las manifestaciones del entonces Ministro de Economía de la Nación, lo que implicaba como lobby o acuerdos de trastienda de determinadas empresas para que se aumente el costo de las obras públicas que encara el Estado Provincial.


Nosotros denunciamos en aquel debate primario de esta misma ley, que la Provincia la garantizaba una razonable rentabilidad a los contratistas de la Provincia, y denunciábamos que no se decía que esa razonable rentabilidad debía evaluarse en relación directa al riesgo empresario.


El error vuelve a cometerse. Nuevamente autorizamos al Poder Ejecutivo de la Provincia a la realización de concesionamientos de obras y de servicios públicos y que en ellos, para garantizar la razonable rentabilidad, se desconozca el nivel de inversión de la actividad privada.


Esto viene muy a cuento, muy bien para estos tiempos en que daría la sensación de que algunos tienen la tentación o la disposición de superar aquella ideología neoliberal de la década de los ‘90, donde al Estado había que utilizado para saquearlo y para ganar plata a cualquier costa. Sin embargo, en Santa Fe, a pesar de la superación de los tiempos, seguimos nuevamente privilegiando que al Estado se lo saquee, que con el Estado se pueda ganar dinero sin necesidad de hacer las inversiones necesarias para generar, no solamente mayor actividad productiva sino, fundamentalmente, garantizar eficiencia en los servicios.


No obstante, no todas son pálidas. Y en esta lo voy a mostrar, no como una disidencia, la del artículo 150, sino como la rectificación de un error que se produjo en la sanción anterior y que ya hizo la Provincia en una oportunidad y en esta se rectifica. Me refiero a esa práctica perversa de poder otorgar empresas públicas o servicios públicos gratuitamente y sin canon. A partir de esta noche, se acaba la posibilidad de regalar los bienes públicos, como se regaló la vieja Dipos. A partir de esta noche, cualquiera que se quede con un servicio público, con una empresa pública de la Provincia de Santa Fe, tendrá que hacer un inversión o tendrá que pagar canon. De manera tal, que le damos la bienvenida a esta rectificación.


El artículo 80 pretende que, a través de la página web de la Provincia, se publiquen el presupuesto, la ejecución presupuestaria y también las licitaciones públicas. Lástima que esta exigencia queda a medio camino, señor presidente. Hablábamos antes de los dineros de coparticipación, hablábamos antes de los ingresos públicos provinciales y hablábamos también de la coparticipación a comunas y municipios.


Qué lástima que no se obligue, a publicar todo, absolutamente todo, en la página web de la Provincia para que cada presidente comunal, cuando recibe 2,50 pesos en su comuna, sepa porqué el Poder Ejecutivo se lo asigna y tenga la posibilidad también de controlar si esos 2,50 pesos son lo correcto en función de la reglamentación vigente o no.


También nos perdemos la oportunidad de instalar en la página web de la Provincia, los fallos del Tribunal de Cuentas. Sería extraordinario que las críticas que el Tribunal de Cuentas hace a funcionarios públicos o a determinadas asignaciones o erogaciones presupuestarias, puedan figurar en la página web de la Provincia, para que todo el pueblo de la Provincia se entere de cuáles son las deficiencias en esas inversiones.


A través del artículo 205 se blanquea una situación que, a nuestro criterio, ha sido irregular y es la posibilidad de seleccionar el control que hace, el Tribunal de Cuentas de la Provincia, de las inversiones públicas. La actual ley habla de que está obligado a controlar las inversiones públicas en su totalidad. A partir de hoy, será una decisión del Tribunal de Cuentas cuáles son los actos significativos, a su criterio, para poder realizar ese control de legalidad.


Terminando, señor presidente, el miembro informante del bloque mayoritario habló de la formación de la Comisión Parlamentaria Mixta de Control Externo, y nosotros lamentamos, que una vez más nos perdamos una nueva oportunidad para que este control o para que esta Comisión de control pueda estar integrada por las distintas expresiones políticas de la Legislatura. 


Yo voy a cumplir con un deber moral, una vez más, de reivindicar al entonces diputado justicialista Delbianco cuando, después de años de promover la constitución de la comisión investigadora de la Caja de Jubilaciones, a través de una iniciativa suya, se pudo concretar. Cuando hicimos la primera reunión de los miembros que íbamos a integrar esa comisión le dijimos a Delbianco que por haber sido él el autor de la resolución que había aprobado la Cámara, él merecía tener la Presidencia de esa comisión. Delbianco dijo: “¿Qué sentido tiene una comisión investigadora, una comisión de control que va a investigar lo que pasa en un órgano oficial, si la preside un oficialista. De manera tal elijan entre ustedes, entre los miembros de la oposición, quien la habrá de presidir?”. Esa sabia enseñanza que nos dejó en su momento el señor diputado Delbianco, no la receptamos al sancionar esta ley y crear esta comisión parlamentaria mixta, que es mixta solamente porque va a estar integrada por diputados y por senadores, pero no se abre la posibilidad de que los bloques minoritarios estén representados en ella. En este sentido, esta ley es un paso retrógrado a la vieja Ley de Contabilidad, que tiene ¿cuánto?, cincuenta años de existencia. Porque aquella vieja ley establecía que las comisiones de Presupuesto de ambas Cámaras tenían libre acceso a todas las dependencias contables para realizar las compulsas de libros y antecedentes. 


A través de los artículos 255 y 263 se deja librada a la voluntad del Poder Ejecutivo la aplicación total e integral de esta ley y la derogación total e integral de las leyes que se oponen a la presente. Cuando ya estuvo bien dicho por el señor diputado miembro informante, ya hace diez años que el Poder Ejecutivo, por lo menos lo anuncia, viene transformando algunas instituciones de la inversión pública, pensando en estos nuevos sistemas de administración y, fundamentalmente, de control.


Y finalmente –y con esto sí termino–, no podemos dejar de lamentar que, a través del artículo 193, por el que se establece la integración del Tribunal de Cuentas de la Provincia y algunas de las exigencias que se va a tener para sus miembros, no se haya receptado el expediente 1686 del Poder Ejecutivo del 7 de enero último, que era un proyecto de ley que hablaba de los mecanismos de selección para los integrantes del Tribunal de Cuentas de la Provincia. Y esto nos deja una amarga sensación, señor presidente. Que una vez más, en Santa Fe se verbaliza transparencia y castidad pero, a la hora de practicarlas, es letra muerta. Nos queda la sensación de que ese mensaje del Poder Ejecutivo fue para neutralizar, en el momento, la repulsa que mereció en la opinión pública santafesina haber integrado el Tribunal de Cuentas de la Provincia con tres impresentables que ni siquiera el oficialismo, en ese momento, se animó a votar.


Estas son algunas de las puntualizaciones que nos llevó a acompañar en disidencia este importante proyecto de ley. 

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Creo que una Ley de Administración, Eficiencia y Control del Estado es una ley fundamental que, por las características que tiene, debería organizar mucho más eficientemente la labor del Estado y lograr muchos mejores controles. 


Rápidamente, esto se da en un contexto donde todavía tenemos una Ley de Contabilidad, la 1757 del año ’56, casi cincuenta años en los cuales estuvo vigente esa ley, que demuestra también la falta de voluntad de modernizar el Estado en nuestra Provincia. 


También tenemos que recordar la reforma de 1962, con la incorporación del Tribunal de Cuentas, que se implementó con la Ley Nº 6592, en abril de 1970. Previamente, había habido cuatro experiencias anteriores del Tribunal de la Provincia y esto se dio en el marco de la situación donde el Contador General de la Provincia reunía, en si mismo, la función de contador, pero también la de control y esto trató de generar una división de tareas de que no sea el propio Contador de la Provincia el que esté a cargo de su propio control. 


Naturalmente, también en este contexto hay que referenciar la reforma financiera que se dio la Nación con la Ley Nº 24.756, y este contexto lo marca la Ley de Responsabilidad Fiscal y otros pactos firmados con la Nación que obligan a cierta información y a cierta organización del Estado. Y también, porque alguna referencia se planteó en el debate del Senado, fue, es y sigue siendo, una de las exigencias del Banco Mundial para la aprobación del tercer tramo, tal cual lo establece el 19 de julio de 2004, en nota al ministro de Hacienda, Juan Gaviria, director interino para Argentina, Chile, Paraguay y Uruguay, donde dice: “Finalmente, con la aprobación del proyecto de Ley de Administración, Eficiencia y Control del Estado, que incluya el párrafo referido al régimen de contrataciones acordado para liberar el segundo tramo de la operación, la Provincia estaría en condiciones de cumplimentar la parte pertinente de las metas del tercer tramo”. 


Esto no quiere decir que nos preocupe que el Estado se modernice. El problema de las relaciones con los organismos internacionales cuando hay un Estado atrasado, cuando no hay fortalezas institucionales, no hay capacidad por lo tanto de definir el contenido de las políticas. 


Creo que, en ese contexto y en la necesidad, obviamente, como decía al principio, de organizar el Estado sobre bases sistémicas que, lamentablemente, 80 años después, estamos incorporando en forma mucho más moderna para lograr un Estado eficaz y eficiente, deberíamos, mínimamente, entender que la sanción de la ley en el día de hoy, y con relación a la cual yo no me pelearía por ver quién es el padre de la criatura, porque marca la medida del fracaso, del profundo fracaso, de generar una ley que organice más eficientemente y modernice el Estado, porque nadie podrá decir que los impulsos que tuvo la ley, sucesivamente, a lo largo de estos últimos diez años fueran hechos por quienes carecían de poder, por quienes carecían de capacidad para elaborar consensos, para, en definitiva, llevar adelante estos proyectos y estas leyes. No quisieron, no pudieron, no supieron; evidentemente, no quisieron porque no era prioridad, tal vez, en su forma de gestionar, porque tal vez limitaba la discrecionalidad, porque tal vez implicaba nuevos mecanismos de control. 


Lo cierto y lo real es que, lamentablemente, nuestra Provincia, en sucesivos trámites: el Expte. Nº 2223 ingresó a la Cámara de Diputados el 16 de abril de 1996 y caducó; el Expte. Nº 5136, que ingresó a la Cámara de Diputados el 14 de mayo de 1998, caducó; el Expte. Nº 6868, que ingresó a la Cámara de Diputados el 14 de febrero de 2000, tuvo media sanción el 30 de agosto de 2001, vuelve en revisión a la Cámara de Diputados y se aprueba sin modificación el 22 de noviembre de 2001, vuelve al Senado y caduca; el Expte. Nº 11.601, Mensaje 2475, ingresó en senadores el 5 de febrero de 2002, aprobado en la Cámara de Senadores y venido en revisión a la Cámara de Diputados el 15 de octubre de 2003 y caducó; el Expte. Nº 14.018, Mensaje Nº 2765 que ingresó a senadores el 14 de mayo de 2004 e ingresó en la sesión siguiente en el Orden del Día otro proyecto, tuvo media sanción en la Cámara de Senadores y fue girado a la Cámara de Diputados el 2 de diciembre de 2004. 


Esta es una crónica que marca cuáles son las prioridades, porque comparto lo planteado acerca de la importancia. Digo, si es tan importante, cuánto tiempo hemos perdido de eficiencia, de organizar mejor el Estado. Obviamente, tiempo que no se recupera, tiempo que lamentablemente –insisto– porque no se quiso, no se modernizó el Estado y, en definitiva, tenemos que estar soportando que sea el Banco Mundial el que marque los tiempos y los condicionamientos acerca de esta reforma. Y esto no quiere decir que el debate de hoy no lo hagamos de manera autónoma, disponiendo y definiendo nuestros propios contenidos, pero esto marca también la medidas de las debilidades y de los retrasos.


Quiero también plantear que mucho nos hubiera gustado tener un debate del proyecto del Senado, discutirlo, profundizarlo, mejorarlo, ampliarlo porque, como he dicho, estas leyes son leyes que tienen una vigencia importante en el tiempo, más allá de las modificaciones parciales o puntuales que se puedan incorporar. Y esto no fue posible. Se nos comunicó que, por decisión mayoritaria del bloque oficialista, no había ninguna posibilidad de incorporar ni siquiera una coma a esta modificación. 


Y quiero aprovechar esta situación para hacer una observación. En ninguna sanción de la ley vamos a permitir que por problemas que hubo en el Senado las modificaciones no sean hechas ajustadas al reglamento y a la ley.


Decía que no hubo esa posibilidad cuando, en determinado momento, en el transcurso de este año y previo a las elecciones de octubre, fue la oposición la que planteó la necesidad de darnos el debate y de tener una ley de administración financiera y control; más particularmente, la diputada Daniela Qüesta planteó la necesidad de agilizar este debate, pero estas son las circunstancias en la que estamos debatiendo. 


Creo que una ley debe debatirse, discutirse y, en este caso en particular, nos hubiera gustado profundizar en aspectos que esta ley, en alguno de sus artículos que no compartimos porque se queda a mitad de camino en la transparencia, en el control y en el fortalecimiento del rol del Parlamento. Una Ley de Administración, Eficiencia y Control regula los actos y operaciones…

SR. PRESIDENTE (Dehesa).- Perdón diputado Marcucci, invito a los legisladores que ocupen sus bancas porque no tenemos quórum.

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Sí, entiendo que es bastante árida la discusión y no despierta mucha simpatía.


Decía que una Ley de Administración, Eficiencia y Control regula los actos y operaciones de administración y control de la hacienda del sector público. Más precisamente, la administración, un conjunto de sistemas, órganos y procedimientos que hacen posible la coordinación de recursos humanos, financieros y bienes económicos, en aplicación a los objetivos del Estado. Y en el tema del control, la supervisión integral de las operaciones de gestión administrativa y el régimen de responsabilidad…

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– Perdón, diputado Marcucci. No tenemos quórum. Invito al diputado Cecchi o al diputado Mascheroni a ocupar la banca.

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Decía que un sistema de control es la supervisión integral de las operaciones de gestión administrativa y el régimen de responsabilidad basado en la obligación de los funcionarios de rendir cuentas.


Se prevé un sistema de administración financiera, un sistema de administración de bienes y servicios, un sistema de administración de información y un sistema de control interno, a cargo de una Sindicatura General de la Provincia y un sistema de control externo a cargo del Tribunal de Cuentas.


Rápidamente, dejo expreso que desde nuestro bloque vamos a acompañar en general el tratamiento de esta ley, oponiéndonos y no acompañando los artículos que voy a señalar por títulos y que, en definitiva, marcan las disidencias, las diferencias y los objetivos que no se alcanzan con este proyecto de ley.


En relación al artículo 1º, quiero observar que faltaría complementarlo con el sector financiero. Recordemos que tenemos un Banco residual y tenemos un Banco residual de Inversión y Desarrollo, pero que también hay previsto proyectos de Fondos Fiduciarios o, si bien no los hay aprobados, a futuro seguramente se van a dar, por lo cual esos fondos, que generalmente se plantean como fondos extrapresupuestarios, hay que consolidarlos con el Presupuesto, con lo cual, lamentablemente, no están considerados como sí los considera el artículo 8º de la Ley Nº 24.156 en su redacción original, donde dice: “Fondos Fiduciarios integrados total o mayoritariamente con bienes o fondos del Estado Nacional”.


En el artículo 4º no compartimos la incorporación del Tribunal de Cuentas como un órgano en los tres poderes. Creemos que debería haber sido considerado como un órgano extrapoder.


En el artículo 5º compartimos la necesidad de integrar –como lo planteaba el diputado Cecchi– las empresas concesionarias dentro de sus alcances. 


Eso, en relación al Título I, a las Disposiciones Generales.


En relación al Título II, Sistemas de Administración Financiera, en primer lugar queremos observar que el artículo 25 establece plazos trimestrales, en su segundo párrafo, para ser informado durante el trimestre siguiente sobre la ejecución presupuestaria.


Como veremos más adelante existen distintos plazos que habría que armonizarlos, fundamentalmente, con el artículo 180, acápite i), inciso 2), donde establece un período mensual y por 45 días posteriores, y también con el artículo 91, que establece un trimestre con 30 días y su publicación a trimestre vencido y en los 30 días posteriores. Nos parece que ahí hay una necesidad de armonizarlo, más allá de que en el caso del artículo 91 tiene que ver con el informe al Poder Legislativo.


Vamos a observar el artículo 27 que, más allá de que se trate de situaciones de fuerza mayor o excepcionales para gastos no previstos, para lo cual los créditos aprobados sean insuficientes, consideramos que la Legislatura debería tener participación directa, como bien se plantea acá –a través del artículo 28–, en función de las distintas potestades que se dan al Poder Ejecutivo para disponer ingresos adicionales, para modificar compensadamente los créditos presupuestarios, para modificar la planta de cargos, para la transferencias de horas cátedra y para la modificación de los presupuestos de los organismos descentralizados. Evidentemente, estos aspectos que hemos cuestionado firmemente en cada caso en que se ha debatido la Ley Complementaria, hoy los vemos consolidados en el proyecto de ley, en detrimento de las potestades que tenemos los legisladores a la hora de debatir el Presupuesto provincial.


De la misma manera, en el artículo 33 –más allá de la discusión de las prioridades y que esas prioridades, naturalmente, tiene que definirlas el Poder Legislativo– se dejan librado esos aumentos de ingresos, por sus cálculos, que el destino lo fije el Poder Legislativo y en sintonía con el artículo anterior, que hacía mención, da potestad al Poder Ejecutivo para disponer esos fondos que para el año 2004 calculamos eran en el orden de los 700 millones de pesos.


En relación al artículo 42, también aquí vemos que, excepcionalmente, el Poder Legislativo, bajo tres condiciones que establece, si se desfinancia el déficit de las empresas, sociedades y otros entes públicos o hay garantías o cuando el Cuerpo lo solicite, sólo excepcionalmente, decía, aprueba el presupuesto el Poder Legislativo.


Nos parece también que, juntamente con el artículo 43 que lo complementa, son aspectos que establecen una forma de organizar y de trasladar al Poder Ejecutivo las capacidades y responsabilidades que tiene el Poder Legislativo a la hora de debatir el Presupuesto.


El artículo 66, donde habla que el Poder Ejecutivo podrá realizar operaciones de crédito público para reestructurar la deuda pública, mediante su consolidación, conversión o renegociación, es francamente inconstitucional. El artículo 55, inciso 10), de la Constitución, expresa claramente que es responsabilidad del Poder Legislativo arreglar la deuda.


El artículo 68, donde también nuevamente una facultad del Poder Legislativo, que es definir la asignación de los créditos públicos, los remanentes, aquí, los delega en el Poder Legislativo.


Con relación al artículo 91, que establece y hace referencia al informe trimestral que el Poder Ejecutivo debe hacer al Poder Legislativo, sería muy significativo que se incorpore a ese informe, el informe que está contemplado en el artículo 36 de la Dirección General de Presupuesto que, con base en la información que señalan párrafos anteriores, en relación a la evaluación de la ejecución presupuestaria, suministra y evalúa con análisis crítico los resultados físicos y financieros, como así correspondiera, obtenidos y de los efectos producidos por los mismos. “Interpretará la relación operada con respecto a lo programado…” y sigue el artículo, que nos parece que ese informe debería ser incorporado y agregado al artículo 91.


En relación con el artículo 96, creemos que también es absolutamente inconstitucional. Sabemos que el artículo 55, inciso 9), de las facultades del Poder Legislativo, dice “aprobar o desechar anualmente la cuenta de inversión…”, jamás habla de la aprobación ficta, como sí por ahí está contemplada en otras situaciones por la misma Constitución, y lo que es peor todavía, en la Ley de Contabilidad, en el artículo 103 que estaba vigente, establecía cinco años para que se dé esa situación y hoy pasamos a dos años.


De todas maneras, consideramos que esto es absolutamente inconstitucional y no dejemos de recordar que, desde el año 1983, jamás una cuenta de inversión fue considerada, aprobada o desechada.


En el Título III, Sistema de Administración de Bienes y Servicios, creemos al artículo 115, que habla de las premisas a seguir para la contrataciones, debería haberse incorporado como inciso j), una redacción que diga “Observar lo prescripto por la Ley Provincial Nº 12.105”. Como recordamos todos, la Ley Provincial Nº 12.105, es la que refiere al Compre Santafesino.


En realidad, en relación con el artículo 116, compartimos también lo señalado por el diputado Cecchi, más precisamente en el artículo 116, el inciso c) en el apartado 1, donde habla de las contrataciones directas, que también compartimos que deberían ser por ley.


Otro aspecto que queremos señalar y que, además, nos gustaría se nos precise, si es que eventualmente no tenemos una redacción correcta del artículo 166, donde se establece cómo se va a liquidar el sueldo anual complementario en nuestra Provincia y dice, concretamente: “Computándose para su determinación el total de las retribuciones y bonificaciones ordinarias que tributen aportes jubilatorios”. Esto podría implicar un retroceso en toda la discusión que venimos dando acerca de cómo y de qué manera los empleados estatales deben percibir el sueldo anual complementario, que es por la totalidad de los ingresos, y hay proyectos incluso en ese sentido, de legisladores de esta Cámara, y vemos que esto es un retraso, un retroceso que además va acompañado con la derogación de la ley 9432, que establecía que deben ser liquidados por todo concepto.


En el Título IV, Sistema de Información, planteábamos anteriormente que hay una incoherencia en cuanto a los plazos en que debe informarse la ejecución presupuestaria, fundamentalmente con el artículo 25, y además aspiramos a que sea más amplia y completa la información suministrada.


Pasamos al Título V, Sistema de Control Interno, Sindicatura General de la Provincia. Aquí, en el artículo 188, no sé por qué razón se omitió un apartado que sí contiene la Ley Nacional de Administración Financiera, en su artículo 107, cuando nos habla de que se debe informar a distintos ámbitos y es obligación de la Sindicatura General informar a distintos estadios de Gobierno, pero también dice la ley nacional, en un inciso de su artículo 7, “a la opinión pública en forma periódica”. Eso no está en nuestra ley, sí está en la ley nacional, y yo le agregaría “a la opinión pública en forma periódica y al Poder Legislativo.” 


En el artículo 189, creo que partimos, francamente, de exigencias para quien está a cargo de semejante responsabilidad en la Provincia, diría de exigencias prácticamente inexistentes cuando hablamos de cinco años de antigüedad en el título. Ni siquiera hablamos de cinco años en la profesión, cinco años en el título, en la matrícula. No exigimos ningún tipo de experiencia y antigüedad, tampoco –debería ser concomitante también– en administración financiera y en auditoría, que consideramos debería ser, por lo menos, de diez años. Y obviamente, seguiremos planteando que es necesaria, más allá de que se trate de un control interno, la absoluta independencia y autonomía de quien se designa, y por lo cual tendría que haberse garantizado mecanismos que cumplan con esos objetivos planteados. 


Título VI, el Sistema de Control Externo. Creemos que los artículos 192 y 202, donde se habla de un control externo, podría ser un control más amplio, como se preveía anteriormente. 


Con respecto al artículo 193, quiero plantear el desacuerdo con la composición del Tribunal. Además, claramente la designación por el Poder Ejecutivo nos parece que no avanza en nada y no es una forma de garantizar la autonomía, máxime del Tribunal de Cuentas, que tiene el control externo que, como siempre planteamos, en algunos lugares son votados popularmente, como en la Provincia de Córdoba, o en otros están en manos de la oposición, pero, en definitiva, aquí la consulta que hace el Poder Ejecutivo es sólo de tipo profesional; y nosotros decimos no solamente la condición –como lo dice buena parte de la bibliografía que habla de las auditorías– es la eficiencia profesional, de la cual, entre los requisitos, obviamente, nuevamente hablan de cinco años en el título, que nos parece igualmente insuficiente, sino también la independencia política de quien lleva adelante esta tarea.


En el artículo 195 inciso e), decimos que las incompatibilidades deberían ser de 10 años y en general, no de los dos años como están planteadas, y aquellos que en igual período ocupen cargos de naturaleza política, sin ampliar esas incompatibilidades.


Del artículo 103, aquí volvemos a plantear algo que no terminamos de ponernos de acuerdo, que no terminamos de establecer claramente qué queremos, ni damos señales claras de que la Cuenta Inversión se trate en el período de sesiones ordinarias al año siguiente de la ejecución presupuestaria, y esto es solamente posible si los plazos establecidos coinciden con las sesiones ordinarias de la Cámara de Diputados que finalizan el 30 de octubre, no de las otras que son aleatorias, porque deben ser combinadas con el Senado.


El artículo 203 establece que el Tribunal de Cuentas, una vez recibido el informe del Poder Ejecutivo, tiene 120 días más para producir su informe, y el Poder Ejecutivo, según el artículo 94, tiene un plazo hasta el 30 de junio para elevar el proyecto a la Cámara y al Tribunal Electoral, con lo que quiere decir que si tenemos que considerar el proyecto del Tribunal de Cuentas en la situación límite de tiempo, nos llegaría con la conclusión de las sesiones ordinarias, con lo cual, en la práctica, no podríamos estar tratando algo tan importante como es la Cuenta de Inversión. Alguien, podría decir “bueno, tenemos hasta el 30 de noviembre sesiones ordinarias”, pero, reitero, es una situación aleatoria porque depende de otros condicionantes y un tema tan importante como es la Cuenta de Inversión no puede ser puesto en tratamiento en un marco de esas características.


Con respecto al artículo 246, nos daba un anticipo el miembro informante de que esa comisión que está establecida en la ley, llamada de Control Legislativo, va a funcionar como el resto de las comisiones, la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas, esto querrá decir que habrá una mayoría del oficialismo de esos 10, y que además bajarán los votos como sea necesario. Me parece que, además, en la redacción, no solamente la presidencia de esta comisión está asegurada en las manos de la oposición sino que no se asegura la participación de minorías en ese Cuerpo, y si el preanuncio es como lo que estaba planteando, va a haber una presidencia del oficialismo y va a haber una mayoría de ese oficialismo.


Por último, quiero plantear que el artículo 247 también puede aportar a la confusión porque habla de que esta comisión tiene como facultad analizar el informe del Tribunal de Cuentas, ya no en su función de controlar en el sentido de aprobar o desechar, cosa que es facultad de la Cámara, sino será en función de valorar la correspondiente actuación del Tribunal de Cuentas, pero bien podría, justamente, esa función ser aprovechada como insumo en el debate para el debate de la Cuenta Inversión y no simplemente como una devaluación de la actuación del Tribunal de Cuentas, con lo cual habría que, naturalmente, ajustar los tiempos a esta otra modalidad.


Por último, un tema que nos parece capital, es agregar un nuevo título como Título de Control a estos ocho títulos que tiene la Ley de Administración, Eficiencia y Control, creando una Fiscalía de Investigaciones Administrativas, que nos parece central y fundamental para reforzar el sistema de control.

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– Señores diputados, apelo a la buena voluntad de ustedes en la utilización de los tiempos.

SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


Voy a tratar de ser breve, señor presidente. Sucede que esta ley que estamos tratando hoy, no solamente viene precedida de un largo debate de años y diferentes gestiones, sino con una sola constante. La ley fue llamada de Administración Financiera o Ley Mercier, y la verdad es que esta es la constante a lo largo de estos 20 años, tal como lo dice el actual senador, ex ministro.


Antes que nada, voy a anticipar, en nombre del bloque del ARI, el voto negativo en su totalidad y voy a explicarlo, porque fue una discusión a la que llegamos luego de que adhiriéramos a un despacho en minoría donde planteábamos una aprobación en general y en disidencia en algunos artículos. Luego de algunos análisis que hemos venido haciendo y fundamentalmente del elocuente discurso del senador Mercier, cuya versión taquigráfica llegó a mis manos no hace mucho tiempo –responsabilidad nuestra, es cierto, porque somos un bloque sin representación en la otra Cámara y a veces suceden estas cosas– y lo que descubrimos es que es casi imposible separar en artículos esta ley.


Esta ley es de una enorme coherencia y, no en vano, el diputado Peirone la analizaba a la luz de la concepción del Estado de Max Weber, también a la luz de la visión sistémica y, tal vez, este sea el elemento central que constituye el corpus único que tiene la ley. 


La ley, en general, si uno la analiza, no tiene fisuras en cuanto a su propósito. Filosóficamente hablando, adhiere a una visión del Estado. Justamente, me quería referir a ese otro título que recibe la ley, paradójicamente, que es de Administración y Control pero terminamos denominándola Ley de Administración Financiera. Decimos que, en realidad, no es conveniente definir las cosas por su contrario, porque las cosas tienen entidad, clasificar en financiero o no financiero el sector público significa asumir como propia la imagen que plasmó la dictadura con la reforma financiera de 1977 en que la política monetaria era la herramienta casi excluyente de la administración de la política económica. No se trata de un problema lingüístico, se trata de un concepto que hay que desandar en política.


Es elocuente el final del discurso de senador Mercier cuando dice: “Hace no menos de 25 años, cuando como profesor universitario, entre otros, dictábamos clase en la facultad sobre estos temas. 25 años en lo que a mí compete, seguramente otros, en otro escenario venían antes”.


Lo que no dice el senador Mercier es que él, mientras era profesor universitario también era ministro de la dictadura.


“Pero también es bueno recordar que no menos de cinco años antes, el primer proyecto se presentó en esta Legislatura, lo que después fue la gestión de un préstamo al Banco Mundial. Y no es que el Banco Mundial trajo ese proyecto de ley como exigencia [dice el senador Mercier] sino que ese Banco, viendo este proyecto de ley, lo consideró como esencial para una transformación del Estado y lo toma como referente para que nosotros lo llevemos adelante y así no pongamos el carro delante del caballo sino al revés.” Así termina el discurso del senador Mercier. 


Yo creo que estas son las cosas que nos fueron convenciendo; ésta y la visión bastante consolidada que tiene toda la propuesta; no en vano, después de mucha reincidencia vuelve la ley sin modificaciones y, tal como se opinaba acá en este recinto, sin posibilidad de modificaciones, dado que vuelve en revisión desde el Senado.


Nosotros decimos que, incluso, refiriéndonos al tema de lo financiero y no financiero, limitar el alcance a la propuesta a lo no financiero, justamente, entre estas cosas que se opinaron anteriormente, significa dejar afuera de ello el agente financiero del sector público provincial, sea estatal, privado o mixto. También implica dejar afuera del alcance de toda administración que tenga forma legal o asimilable a la de un fideicomiso, esto se mencionó también aquí. Implica también quitar jurisdicción sobre los acuerdos bilaterales o multilaterales, públicos, privados o mixtos en los que participe el Gobierno Provincial. Ni siquiera está contemplada la posibilidad de que en algún momento podamos volver a tener una banca oficial.


Decimos también que hay que sepultar la división entre financiero y no financiero. Que esta ley se autoproclame de Administración Financiera y limite su alcance a aquello que no tiene el carácter de la administración señalada, porque no es financiero, el sector público no se divide entre financiero y no financiero, es sector público, puro y simple. Toda otra clasificación debe basarse en lo que cada parte no es lo que no es, esto es la contradicción que marcaba hace un rato.


Entendemos, además, que es casi imposible desarmar este paquete porque en este paquete vienen incluidas tres cuestiones fundamentales. Una, que es la modificación de la Ley de Contabilidad. La segunda –la más importante y más grave– es la delegación de facultades que estamos haciendo una vez más. Esta delegación de facultades del Poder Legislativo al Poder Ejecutivo en una concentración, no ya en el Poder Ejecutivo, sino en el Ministerio de Hacienda, precisamente, porque es en el Ministerio de Hacienda donde se centraliza toda esta cuestión. Y vuelvo a las palabras del senador Mercier cuando dice: “un conjunto de órganos y normas y procedimientos destinados a obtener un fin determinado. Esa definición nos permite aplicarla a cada sistema administrativo que deseemos organizar y va a tener un entrelazamiento entre las distintas actividades productoras de bienes y servicios”.


Es decir, el responsable del área de Presupuesto, del área de crédito público, de captación de recursos, va a ser siempre una unidad central que estará bajo la órbita del ministerio coordinador o centralizador, que es el Ministerio de Hacienda; no es más el Ministerio Coordinador, es el Ministerio de Hacienda, el ministerio centralizador.


Esta misma cuestión que decíamos antecede todo debate, se vio expresada también en las visitas que, reconocemos en la gestión del presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda estuvo de su parte, que estuviera presente en esa Comisión, desde el Ministro Coordinador, Michlig, hasta los subsecretarios, pasando por gente del Tribunal de Cuentas.


También, cada una de estas visitas nos fueron animando en nuestra decisión. El propio contador Michlig dijo “y esto es ponerle un moño a lo que ya está implementado”. Por eso yo le diría a algunos de los diputados preopinantes que, en realidad, la regulación y la interpretación de esta ley por parte del Poder Ejecutivo, según el Ministro Coordinador, ya se hizo, ya está hecha. Hoy le estamos poniendo el moño a esto.


Entre otras de las cuestiones que señalábamos y respecto, justamente, a esta cuestión ausente en esta ley que se está tratando, es que no estamos de acuerdo con que las empresas, sociedades y otros entes públicos, no sometan a consideración y aprobación del Poder Ejecutivo su presupuesto.


El Presupuesto de la Provincia marca las políticas a llevar adelante por todo el Estado, por lo tanto, deben tener participación del manejo de los recursos y erogaciones en todos sus organismos.


Entre otras de las cuestiones que mencionamos, también está esta cuestión formulada en el artículo 33 cuando dice: “Cuando existan mayores ingresos que los previstos en el Presupuesto, en las condiciones establecidas en el párrafo anterior, autorízase a incrementar el presupuesto vigente de forma compensada con tal nivel de aumento, el que se hará conforme las siguientes prioridades: a la reducción del déficit presupuestarios, en el caso de ser necesario aplicarlo a lo dispuesto en el inciso anterior, se destinará a la disminución de la deuda pública provincial. Superadas estas prioridades, se aplicará a los conceptos de gastos que el Poder Ejecutivo determine para ese ejercicio financiero, con comunicación al Poder Legislativo dentro de los 5 (cinco) días”.


Precisamente, el autor de esta ley decía, hace unos días, respecto del financiamiento y marcaba muy coherentemente, el senador Mercier porqué era imposible implementar una ley de financiamiento tal como están las cosas. Y entre algunos de los argumentos, por supuesto, también mencionaba otra de las leyes que delegamos, en esta delegación infinita que hemos hecho de la Provincia a la Nación, la Ley de Responsabilidad Fiscal.


Con relación a estas modificaciones presupuestarias, que venimos manifestando en distintos debates presupuestarios que se han sucedido en esta Cámara, no aceptamos, por supuesto, la delegación de facultades que resuelve el Poder Legislativo a favor del Poder Ejecutivo, superando incluso la ley nacional. La ley nacional dice: “La reglamentación establecerá los alcances y mecanismos para efectuar las modificaciones a la Ley de Presupuesto General que resulten necesarios durante su ejecución. Quedarán reservadas al Congreso Nacional las decisiones que afecten el monto total del presupuesto y el monto de endeudamiento previsto, así como los cambios que impliquen incrementar los gastos corrientes en detrimento de los gastos de capital, o de las aplicaciones de entidades financieras y los que impliquen un cambio en la distribución de las finalidades.” 


Nosotros avanzamos aún más que la ley nacional. Por algo el senador Mercier hablaba de que fuimos pioneros en la formulación de esta ley. 


Decía, además, que esta ley fija, definitivamente, el fin de la Ley Complementaria de Presupuesto, pero además, para terminar el círculo, así como la Nación nos impone esta ley, la Provincia se las está imponiendo a las municipalidades y comunas. Esta ley, señor presidente, implica una profunda reforma que, evidentemente, provocará costos y no puede presentarse sin un presupuesto al menos estimado para su evaluación. Incluso nos gustaría conocer, hasta el día de hoy, cuál ha sido la inversión que ya se ha realizado, ya que gran parte de este proyecto está siendo aplicado aunque estemos aquí tratando su aplicación. Y esto es así, cualquier empleado de la Administración Pública va a corroborar este dato.


Con respecto a las modificaciones de los organismos de control, tanto internos como externos, consideramos, al igual que dijimos al comienzo, que merecería un tratamiento aparte y no dentro de este paquete de ley, que muchas veces esconde, disimula cuestiones que luego vamos a lamentar. Por eso no vamos a votar en particular nada, señor presidente, los 264 artículos que componen esta ley, incluido aquel que comunica al Ejecutivo. 


No creemos que el tratamiento que se le ha dado a este tema, primero, haya sido una cuestión en donde nosotros hayamos participado; es probable, nosotros no venimos de años anteriores, como otras bancadas que han podido, de alguna forma, discutir estos temas. Nos encontramos con un producto final que, evidentemente, es muy difícil de desarmar, es muy difícil también de objetar por partes y que, en definitiva, oculta toda una filosofía del Estado que, tal vez, alguna vez estemos en condiciones de dar como debate. 

SRA. QÜESTA EÍ "UCR QÜESTA, Daniela" .– Pido la palabra.


Para empezar a exponer los fundamentos de nuestro acompañamiento en general, con las disidencias que a continuación vamos a ir mencionando, me gustaría empezar explicando por qué, de alguna manera, en algún momento entendimos que era importante el tratamiento y la discusión en esta Cámara de esta ley.


Como se ha dicho anteriormente, esta es una ley que tiene diez años de historia, una ley que, a lo largo de sus diferentes tratamientos, ha recibido algunas modificaciones incorporadas a propuesta de la oposición de los diferentes bloques y que, por supuesto, tiene aspectos que no han sido compartidos con la oposición y que persisten aún en este proyecto.


Nosotros entendíamos que la Ley de Administración, Eficiencia y Control era uno de los grandes temas que nos debíamos hacia la comunidad y hacia la responsabilidad como legisladores y como funcionarios. Tal cual decía hace un ratito el diputado Riestra, es cierto, y ha sido reconocido por los funcionarios del Ejecutivo, que mucha de esta normativa tiene aplicación real y concreta, que ya tiene un principio de ejecución este instrumento que estamos aprobando hoy. En este sentido, creo que el compromiso es doble. Si la realidad ha superado la cuestión legislativa, es nuestro deber abocarnos a discutir la cuestión legislativa, a los efectos de que la norma coincida con la realidad; porque, en definitiva, el objetivo de toda ley es cristalizar las realidades sociales, en este caso, la realidad de la administración pública.


Cada uno de los diputados preopinantes han reconocido la necesidad de actualizar la Ley de Contabilidad, la dispersión normativa existente como consecuencia de este largo tiempo de vida de la ley, las contradicciones en la normativa, la suspensión de diferentes artículos de la Ley de Contabilidad a lo largo de este tiempo, producto de que la realidad generaba situaciones que obligaban a suspender sus efectos; esto, indiscutiblemente, debe ser revisado, debe ser tema de debate, de discusión y de resolución de parte de esta Cámara y por la Legislatura Provincial porque, además, ha sido permanentemente justificativo el pretexto para el tratamiento y aprobación de las leyes complementarias del Presupuesto, a lo que sistemáticamente nos hemos opuesto. 


Para discutir este proyecto, tratamos de buscar un equilibrio entre lo que tenía de positivo y lo que tenía de negativo, a los efectos de analizar si estábamos dispuestos o no a acompañarlo en general, más allá de que tenemos disidencias profundas e importantes. Hay algunos elementos que, indiscutiblemente, significan un avance, no lo podemos negar. La Sindicatura General de la Provincia como un organismo de auditoría interna, es sumar un organismo de control a los existentes, a partir de conceptos modernos de control de gestión y de evaluación integral de la gestión, tomar cada una de las jurisdicciones con un criterio de proceso, la evaluación de resultados, esto que después se traslada en la formulación del Presupuesto, que se traslada posteriormente en su ejecución y en la evaluación de resultados. Estos son conceptos modernizadores si tomamos en cuenta la Ley de Contabilidad; ese es un punto que creo es un avance, y que teníamos que acompañar.


Con respeto a los organismos de control, está la Comisión Legislativa de Control y Revisora de Cuentas. Por supuesto que nosotros vamos a reclamar un rol importante de la oposición, por supuesto que, tal como se da el ejemplo a nivel nacional, vamos a reclamar y a solicitar que la Presidencia esté en manos de la oposición, porque queremos realmente que los organismos de control externos estén fiscalizados y presididos por la oposición, sea quien sea el Poder Ejecutivo de turno, y sea quien sea el que esté en la oposición, debería ser así. Ahora, debe ser un instrumento que, más allá de quienes son mayorías y minorías en este momento histórico de la Provincia, dependerá de nosotros darle la funcionalidad necesaria. Es un nuevo organismo de control que nos va a permitir, si lo sabemos usar, si lo hacemos con el compromiso que corresponde, tener un seguimiento continuo y permanente de lo que es la gestión del Tribunal de Cuentas. 


Yo estoy tratando de fundamentar porqué, a pesar de las disidencias, vamos a acompañar en general este proyecto, porque se retrocede en algunos puntos, pero se avanza en otros, y esto hay que remarcarlo.


Con respecto a esta Comisión Legislativa, nos hubiera gustado que se incorpore, en coordinación con el artículo 193, que establece el mecanismo de selección del Tribunal de Cuentas, al cual me voy a referir posteriormente, dentro de las competencias de esta Comisión, dictaminar sobre la idoneidad de los miembros del Tribunal que va a proponer el Poder Ejecutivo, porque el artículo 193 establece como requisito para el nombramiento el previo informe, tanto de los Colegios Profesionales como de la Comisión Revisora, entonces, bien debería estar incorporado y hubiese sido importantísimo para que tenga un efecto operativo y real este informe previo que le va a requerir el Poder Ejecutivo.


Con respecto al Tribunal de Cuentas, y tratando de hacer un análisis global para no reiterar conceptos ya vertidos, evidentemente, cuando esta ley redefine, dentro del Ministerio de Hacienda, las competencias del Contador General de la Provincia, la Dirección de Compras y Contrataciones, también, de alguna manera, redistribuye competencias que tienen que ver con el Tribunal y es por eso es que este Tribunal va a tener a cargo, tanto el control de legalidad como el examen de cuentas, el juicio de cuentas y de responsabilidad. Lo que no podemos dejar de rechazar y no vamos a poder acompañar desde ningún punto de vista, es el cambio de criterio en los mecanismos de control, de pasar de un control preventivo e integral, que es el que hace hoy el Tribunal de Cuentas, a un control selectivo. Creemos que esto, indudablemente, va a dejar fuera de control a una cantidad de actos, hechos y operaciones administrativas que van a llevar a un relajamiento en la gestión. Eso nos preocupa. Pero, además, en este punto cabe remarcar lo que manifestó en su oportunidad la presidenta del Tribunal de Cuentas, cuando concurrió a la Comisión de Presupuesto y Hacienda, y era que del análisis de la ley que habían hecho los miembros del Tribunal, desde ningún punto de vista entendían ni pretendían modificar el sistema de control. Sus palabras puntuales fueron: “Nunca pensamos que, de aquí en más, se dejarán de controlar todas las cuentas”.


Entonces, del texto de la ley surge claramente que se modifica el criterio pero no es lo que comparte el Tribunal y eso creo que es un retroceso innecesario, porque si no hay reclamos del organismo de control sobre los mecanismos de control que tienen que llevar adelante ¿qué necesidad había de modificar y achicar cuantitativamente los mecanismos de control, lo que va a llevar, definitivamente, a una disminución de la calidad del control que se lleve adelante?.


También, por supuesto, tenemos que remarcar que este control selectivo, no solamente se le atribuye al Tribunal de Cuentas, sino también a la Dirección de Compras y Contrataciones. Entonces, va a ser un campo muy grande de actos que pueden tener trascendencia económica importante, en términos del patrimonio de la Provincia, que pueden quedar fuera de control.


Creo y reitero lo que decía el diputado Marcucci en el sentido de que perdimos la gran oportunidad de adecuar el mecanismo de selección de los miembros del Tribunal de Cuentas, porque no solamente hay mensajes del Poder Ejecutivo al respecto, sino que también hay proyectos presentados por diferentes bloques referidos a la materia. Entonces, lamentablemente, esta cuestión de los plazos parlamentarios nos condicionaron la posibilidad de incorporar estos temas, que creo que en la discusión concreta hubiéramos permitido modificarlas. Porque la realidad es que hay temas que se pueden modificar porque han sido materia de discusión y hasta de propuestas del Poder Ejecutivo provincial y esta era la oportunidad para hacerlo y no se hizo.


Corresponde, también, mencionar la preocupación y motivo de rechazo de algunos artículos, que tienen que ver con la exclusión, tanto de las sociedades, como de las empresas y entes en la aplicación de la ley. Entendemos que las empresas y sociedades del Estado son patrimonio del Estado, manejan recursos del Estado y esta exclusión del ámbito de aplicación de la ley, significa, nada más ni nada menos, que queden fuera del Presupuesto. Sinceramente, no entendemos qué motivos puede haber para que se niegue esta posibilidad, que ha sido una costumbre que nos ha generado inconvenientes en la administración, para que las empresas del Estado no formen parte del Presupuesto Provincial y, como consecuencia de ello, requiera aprobación legislativa.


Otro punto que nos hubiera gustado poder discutir, y de haber tenido la oportunidad hubiéramos llegado a un acuerdo, es que hay que unificar los criterios de los clasificadores institucionales, del Presupuesto, de la ejecución presupuestaria y de la Cuenta de Inversión, porque es la única forma de poder llevar adelante un seguimiento desde cada una de las cuentas, a partir de parámetros comunes y que no sea solamente una posibilidad de quienes tengan acceso a otra información complementaria que la del presupuesto mismo que mande el Poder Ejecutivo. 


Como decía, respecto del Presupuesto, creo que sí hay que reconocer que se incorpora la evaluación de resultados físicos, es decir, el cumplimiento de metas y objetivos. Insistimos en que debería haberse agregado un condicionante, que es que el Presupuesto contenga la mayor desagregación posible, a los efectos de lograr conocer, con la mayor certeza posible, cada uno de los programas y ejecuciones presupuestarias. 


Más allá de que tengamos observaciones y objeciones, la información trimestral a la Legislatura de la ejecución presupuestaria es algo que no existía y es una información con la que va a contar el Poder Legislativo y como consecuencia va a tener estado público a partir de esta ley.


Vamos a rechazar, por supuesto, los artículos 28 y 29, que implican delegaciones de facultades del Poder Legislativo. Vamos a seguir reivindicando lo que es el respeto a la división de poderes, este mecanismo de pesos y contrapesos incorporado por el sistema republicano, que requiere que haya facultades para el Poder Ejecutivo, facultades para el Poder Legislativo y que cada uno vaya controlándose mutuamente. Esta delegación de facultades, que se profundiza en el artículo 29, al delegar hasta el cargo de Subsecretario la posibilidad de modificaciones presupuestarias, me parece que es un retroceso, es algo que venimos rechazando en los diferentes instrumentos que se vienen planteando y que, en este caso, genera una cadena delegativa que, indiscutiblemente, va a llevar a que se diluyan las responsabilidades.


Con respecto a los sistemas de contrataciones de bienes y servicios, me referí ya a lo que es la distribución de funciones. Si bien esta distribución de funciones, evidentemente, le quita competencias al Contador General de la Provincia, creemos que la actividad de control registral que debe llevar el Contador General, tiene la importancia como para mantener el acuerdo legislativo que actualmente exige la Ley de Contabilidad.


Lo que a su vez hay que remarcar es que, si bien ahora incorporamos un sistema de concursos, también tenemos esta norma –que decíamos hoy– que es el artículo 158 que faculta a que no se cumpla durante los primeros 5 años. Entonces, en definitiva, a los 5 años este funcionario ya va a tener una situación de experiencia que lo va a poner, por supuesto, en ventaja con cualquier otro agente o cualquier particular que pretenda presentarse a un concurso para acceder a este cargo. En este caso se da con todas las unidades ejecutoras que se van creando en esta ley. Se establece el requisito del concurso, que uno dice es un criterio que avanza, pero si después lo eximimos, no solamente esto puede atentar contra la carrera administrativa cuando a los 5 años se deba renovar el concurso y haya funcionarios que, a lo mejor, no cumplan los requisitos pero sí tengan la experiencia, sino que además va a generar una situación de violación del derecho de igualdad de oportunidades con cualquier ciudadano que quiera acceder a esos cargos.


Nos parece también positivo en este punto la creación del Registro Único de Contratos Administrativos, de acceso libre, irrestricto y gratuito. Creemos que esto es un mecanismo de información que es positivo. Ahora, no podemos compartir este criterio y ya lo discutimos hace 15 días cuando se trató la modificación a la Ley de Contabilidad, con respecto a los montos de las licitaciones, los mecanismos de contratación, donde decíamos que no podemos achicar la publicidad en cada uno de los mecanismos de contratación porque eso atenta contra la posibilidad concreta de que la mayor cantidad de gente tenga información y pueda acceder a presentarse en cualquiera de las contrataciones. 


En este caso, decimos que está bien, se incorpora Internet como un mecanismo de publicidad. Ahora, el modo en que se debe llevar adelante la publicidad oficial de los actos de gobierno requieren que sumemos más medios pero no que sustituyamos unos por otros porque, en definitiva, dejar librada a la reglamentación cuántas veces y en qué plazo debe hacerse una publicación ante una contratación, en un sistema que es un principio general que se aplica a todo tipo de contrataciones, puede ser realmente peligroso y por eso creemos que es un retroceso.


Un punto que lo nombro, nada más, casi como anécdota, es el Sistema de Iniciativa Privada. Creo que en el artículo 126, la ley da al autor de la iniciativa privada el derecho a participar juntamente, por supuesto, con quien haya propuesto la mejor oferta, en una etapa de mejora de oferta.


¿Por qué menciono este punto? Porque la semana que viene o la otra vamos a estar discutiendo un Mensaje del Poder Ejecutivo que se funda, justamente, en la iniciativa privada y que establece un mecanismo que es absolutamente distinto, que es la adjudicación bajo condición suspensiva de que no haya un oferente posterior.


Este mecanismo que crea la ley es el derecho a participar juntamente con las mejores ofertas en un proceso de mejoramiento de oferta que es posterior al proceso de contratación normal y habitual.


Otro punto que me parece que es un retroceso es que en el caso de que se declare desierta una licitación o concurso, lo que establece actualmente la Ley de Contabilidad es que lo habilita a un nuevo llamado a concurso. Esta modificación estaría habilitando a que, a partir de ahora, en caso de que se declare desierta una vez una licitación pública se pueda, directamente, llevar a cabo una contratación directa. Esto, creo que es peligroso, abarca también cualquier tipo de contratación sobre cualquier objeto. Podemos estar pensando en vender una empresa y si no se presenta un oferente en el primer llamado a licitación en la primera apertura, a lo mejor terminemos con una contratación directa. Esto sí que es peligroso, creemos que atenta contra el patrimonio provincial, atenta contra la seguridad jurídica y, por supuesto, contra la transparencia en la gestión pública.


Y con respecto al sueldo anual complementario, obviamente, primero, rechazamos la derogación de la Ley Nº 9.432. Creemos que el texto de esta ley, no solamente es un retroceso en términos de legislación vigente sino que, inclusive, es contradictoria con el acta paritaria que se firmó el 16 de noviembre entre la UPCN y el Gobierno provincial, donde se reconoce la necesidad de empezar a liquidar el aguinaldo sobre las retribuciones remunerativas y no remunerativas. Entonces, me parece que esto es un retroceso.


Por supuesto que en todo lo que tenga que ver con delegaciones de facultades, fundamentalmente, con las modificaciones presupuestarias, estamos en contra y ahora voy a pasar a enumerar cada uno de los artículos para que quede constancia en la versión taquigráfica. 


El artículo 33, que habla de esta prioridad en la prestación de los mayores recursos, que tiene íntima relación con la Ley de Responsabilidad Fiscal, que votamos en contra en su momento, lo vamos a rechazar, no solamente por una continuidad, sino porque creemos que debemos, entre todos, definir a qué vamos a destinar los mayores recursos.


Obviamente que las deudas hay que pagarlas, pero primero tenemos que pensar cómo mejoramos la calidad de vida de la gente. A lo mejor, tenemos una prioridad mucho más imperiosa que pagar una deuda o mejorar el cumplimiento de pago de una deuda, que son las necesidades de la gente.


Creo que solamente me queda plantear el tema de la Cuenta de Inversión, obviamente, que este mecanismo de aprobación ficta me parece que no corresponde, pero también creo que tenemos que remarcar esta necesidad de abocarnos a los tratamientos de la Cuenta de Inversión, por lo cual lo vamos a rechazar y vamos a hacer un autollamado a la reflexión, para que entre todos tomemos la discusión de la Cuenta de Inversión en los términos correspondientes y con la temporaneidad correspondiente.


Quiero recordar que, en su momento, el diputado Marcucci pidió una preferencia para el tratamiento de la última Cuenta de Inversión ingresada, que todavía no hemos tenido el tiempo o la intención política de llevarla adelante.


En definitiva, cuando empezamos a solicitar el tratamiento de esta ley sabíamos que íbamos a tener limitaciones en la posibilidad de incorporar modificaciones, sabíamos que como en los grandes temas, era muy probable que desde el oficialismo nos permitan muy pocas posibilidades de incorporar alguna modificación, alguna propuesta; sabíamos y fue expresado también en la comisión, los plazos parlamentarios acotados que teníamos para su tratamiento. Nos abocamos a esta ley porque entendíamos, primero, la necesidad –reitero– de la adecuación de la Ley de Contabilidad, que a esta altura es indiscutible.


Creo que esta ley no tiene padres ni padrinos, es producto de un proceso donde se fueron discutiendo y donde el juego de las mayorías y minorías se fueron dando pero que, a su vez, desde la oposición, hemos dado los empujes necesarios para incorporar algunas modificaciones.


Lamentamos, por supuesto, que después de este proceso, donde concurrieron a la comisión funcionarios de carrera, integrantes del Tribunal de Cuentas, donde tuvimos seis o siete reuniones con diferentes especialistas en la materia, no hayamos logrado la discusión de fondo que nos permita consensuar este proyecto.


Ojalá sean ciertos los dichos que su momento vertió el diputado Dalla Fontana, cuando decía que, una vez aprobada esta ley, el oficialismo estaría dispuesto a discutir las modificaciones que fueran necesarias para mejorarla.


Nosotros ya le tomamos la palabra y estamos trabajando en eso. Creo que a la herramienta la tenemos, hay que mejorarla, creo que hay muchos aspectos que no compartimos, muchos aspectos donde vamos a seguir férreamente oponiéndonos, pero este proceso debíamos terminarlo con el tratamiento de una ley que, por supuesto, tenemos que empezar a mejorar.


Voy a mencionar los artículos seguidos, como para que quede constancia, porque no los fui nombrando a lo largo de la exposición. Los artículos que no vamos a acompañar son: 5, 16, 18, 42, 94, 28, 29, 33, 66, 96, 107, 116, 117, 132, 166, 193, 245, y 258. 

SR. BRIGNONI EÍ "EP BRIGNONI, Marcelo" .– Pido la palabra.


En virtud de la hora y de la altura del debate voy a ser breve.


Hay un excelente lingüista que se llamó Roland Barthes, que escribió cosas maravillosas. Entre ellas, escribió un libro que se llamó “Apocalípticos Integrados” y es uno de los padres de la semiótica moderna con Humberto Eco, y él escribió una cosa que me parece muy adecuada para el debate en el que estamos. Él decía que las palabras sólo tienen significación solas, que cuando integran una oración o cuando integran un texto, su significación está vinculada a la oración o al texto que integran. 


Y me parece que es cierto que la Provincia de Santa Fe necesita una Ley de Administración, Eficiencia y Control del Estado, como también me parece que es cierto que no necesita “esta ley” de Administración, Eficiencia y Control del Estado.


Me parece que ha sido suficientemente elocuente el detalle de los inconvenientes, de las limitaciones y de las insuficiencias que tiene esta ley, hecho por los diputados Cecchi, Marcucci y Riestra, entre otros. Me parece que no tiene demasiado sentido, a esta altura, plantear la cantidad de cuestiones, la falta de situación explícita de la imputación presupuestaria, el mecanismo poco claro de asignación del Contador General de la Provincia. Me parece que no es un problema que tenga únicamente que ver con la dificultad que cada uno de los artículos tienen, sino que además tiene que ver con un contexto general que, como muy bien señalaba el diputado Riestra, es parte de un espíritu y de una concepción del Estado desde un determinado lugar político ideológico, legítimo, pero con el que yo no coincido.


Y me parece también importante considerar que es absolutamente paradójico que esta ley tenga como punto central terminar con las leyes complementarias de presupuesto, cuando nosotros, probablemente, en 15 días tengamos en debate la Ley Complementaria del Presupuesto, que hoy debiera dejar de existir a partir de lo que vamos a votar. 


Por todo esto, no creo que esto sea una buena idea y solicito permiso al Cuerpo para abstenerme y no participar de la votación de este proyecto.

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– Se va a votar la solicitud de abstención del diputado Brignoni. 

–
Resulta afirmativa.

SR. RITTER EÍ "UCR RITTER, Oscar" .– Pido la palabra.


Simplemente, señor presidente, también solicito al Cuerpo mi abstención.

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– Se va a votar la solicitud de abstención del diputado Ritter.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar, en general, el Expte. Nº 14.018 – SEN.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– Conforme con lo acordado, vamos a votar por títulos. Las observaciones sobre los artículos ya las han hecho los oradores y constan en la versión taquigráfica.

–
Se aprueban el Título I (artículos 1º al 9º), Título II (artículos 10 al 104), Título III (artículos 105 al 178), Título IV (artículos 179 al 180), Título V (artículos 181 al 191), Título VI (artículos 192 al 248), Título VII (artículos 249 al 254), Título VIII (artículos 255 al 263); artículo 264, de forma.

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– En consecuencia, recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

5.5 Regularización dominio de predios de poblamientos rurales en Depto. Vera

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. N° 13.263 – PJ, venido en segunda revisión) por el que se faculta al P.E. a regularizar el dominio de los predios que integran poblamientos rurales ubicados en la “Cuña Boscosa” Las Gamas y La Cigüeña del departamento Vera.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha considerado los proyectos de ley (Expte. Nº 13.263 – PJ) venido en 2da. revisión, presentado por los diputados Tibaldo, Cavuto, Meotto, Kilibarda, Lagna, Venesia, y el proyecto Nº 557 – JL presentado por el senador Pucheta, por el cual se faculta al Poder Ejecutivo a regularizar el dominio de predios que integran poblamientos rurales ubicados en las colonias “Cuña Boscosa Santafesina”, “Las Gamas – Santa Lucía” y “La Cigüeña” de los departamentos Vera y 9 de Julio, recomienda la aprobación del texto con media sanción de la Cámara de Diputados sancionado en fecha 25 de noviembre del año 2004.

Sala de Comisión, 2 de noviembre de 2005

Cecchi – Strada – Marcucci – Pividori

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 13.263 – PJ) venido en segunda revisión, por el cual se faculta al Poder Ejecutivo a regularizar el dominio de predios que integran poblamientos rurales ubicados en las colonias “Cuña Boscosa Santafesina”, “Las Gamas – Santa Lucía” y “La Cigüeña” del departamento Vera; que el mismo cuenta con despacho precedente de la Comisión de Agricultura y Ganadería, la que ha recomendado insistir con el texto oportunamente sancionado por la Cámara de Diputados en fecha 25 de noviembre de 2004, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2005

Dalla Fontana – Riestra – Qüesta – Lagna – Venesia – Cecchi – Marcucci

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 13.263 – PJ) venido en segunda revisión, autoría de los diputados Tibaldo, Cavuto, Kilibarda, Meotto, Lagna y Venesia, por el cual se faculta al Poder Ejecutivo a regularizar el dominio de predios que integran poblamientos rurales ubicados en las colonias “Cuña Boscosa Santafesina”, “Las Gamas – Santa Lucía” y “La Cigüeña” del departamento Vera. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y despacho precedente de las Comisiones de Agricultura y Ganadería y de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir a los mismos, aconsejando la ratificación del texto sancionado por la Cámara de Diputados en fecha 25 de noviembre de 2004.

Sala de Comisión, 29 de noviembre de 2005

Esquivel – Meotto – Benas – Kilibarda – Lacava – Lamberto – Dalla Fontana – Mascheroni

 EÍ "zl Expte. Nº 13.263 – PJ\: Regularización dominio de predios de poblamientos rurales en Depto. Vera" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Regularización dominial de predios que integran poblamientos rurales ubicados en las colonias: “Cuña Boscosa Santafesina”, “Las Gamas – Santa Lucía” y “La Cigüeña”, del Departamento Vera.

Artículo1º – Facúltase al Poder Ejecutivo a regularizar el dominio de los predios que ocupan los poblamientos rurales, propiedad del Superior Gobierno de la Provincia, ubicados en las colonias “Cuña Boscosa Santafesina”, “Las Gamas – Santa Lucía” y “La Cigüeña”, del departamento Vera y 9 de Julio, entendiéndose por tales, las áreas reservadas en las leyes de colonización con destino específico a asientos poblacionales.

Artículo 2º – Autorízase al Poder Ejecutivo a donar los inmuebles que aún no posean escrituras traslativas de dominio o se encuentren con contratos precarios, a las familias que demuestren haber estado ocupando dichos predios, en los poblamientos rurales contemplados en el artículo 1º de la presente ley, para vivienda única y con anterioridad al 31 de diciembre del año 2003.

Artículo 3º – Autorízase al Poder Ejecutivo a transferir gratuitamente el remanente no adjudicado, en los poblamientos rurales contemplados en el artículo 1º de la presente ley, a las municipalidades y comunas respectivas, con el objetivo de promover el asentamiento en los mismos de familias carenciadas, planes de vivienda oficiales o construcciones para el desarrollo comunitario.

Artículo 4º – El Poder Ejecutivo, con intervención de las áreas competentes, que podrán requerir para estos fines la colaboración de entidades de la comunidad, realizará las tareas de campo, estudios catastrales, verificación de grupos familiares y requerimientos de datos necesarios para la escrituración de los inmuebles a favor de los beneficiarios.

Artículo 5º – Las escrituras traslativas de dominio de los predios regularizados por el artículo 1º, contemplados por los artículos 2º y 3º de la presente ley, serán otorgadas por ante la Escribanía de Gobierno de la Provincia.

Artículo 6º – Los beneficiarios de la presente ley gozarán del beneficio de gratuidad en todos los actos y procedimientos que fueran necesarios para la tramitación, escrituración y registro de cada inmueble, incluyendo los previstos en la Ley Nº 8.994.

Artículo 7º – El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los 90 días de su promulgación.

Artículo 8º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

proyecto de ley original

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Regularización dominial de predios que integran poblamientos rurales ubicados en las colonias: “Cuña Boscosa Santafesina”, “Las Gamas – Santa Lucía” y “La Cigüeña”, del Departamento Vera.

Artículo1° – Facúltase al Poder Ejecutivo a regularizar el dominio de los predios que ocupan los poblamientos rurales, propiedad del Superior Gobierno de la Provincia, ubicados en las colonias “Cuña Boscosa Santafesina”, “Las Gamas – Santa Lucía” y “La Cigüeña”, del departamento Vera, entendiéndose por tales, las áreas reservadas en las leyes de colonización con destino específico a asientos poblacionales.

Artículo 2° – Autorízase al Poder Ejecutivo a donar dichos inmuebles a sus actuales ocupantes, transfiriéndose gratuitamente el remanente no adjudicado a las municipalidades y comunas respectivas, con el objeto de promover el asentamiento en los mismos de familias carenciadas, planes de vivienda o construcciones para el desarrollo comunitario.

Artículo 3° – El Poder Ejecutivo, con intervención de las aéreas competentes, que podrán requerir para estos fines la colaboración de entidades de la comunidad, realizará las tareas de campo, estudios catastrales, verificación de grupos familiares y requerimientos de datos necesarios para la escrituración de los inmuebles a favor de los beneficiarios.

Artículo 4° – Las escrituras de donación serán otorgadas por ante la Escribanía de Gobierno de la Provincia.

Artículo 5° – Los beneficiarios de la presente ley gozarán del beneficio de gratuidad en todos los actos y procedimientos que fueran necesarios para la tramitación, escrituración y registro de cada inmueble, incluyendo los previstos en la Ley 8.994.

Artículo 6° – El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los 90 días de su promulgación.

Artículo 7° – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Este proyecto de ley guarda similitud con otro presentado con anterioridad y que perdiera estado parlamentario. Dado que su objetivo busca dar una solución definitiva a históricos problemas que nos dejó la colonización de la Cuña Boscosa, aún hoy sin resolver, y que casos de características similares por sus connotaciones, ocuparon la atención de las comunidades que habitan nuestro norte provincial, con trascendencia en medios periodísticos provinciales y nacionales, creemos necesario ponerlo nuevamente en consideración legislativa.

En el departamento Vera existen áreas, propiedad del Superior Gobierno de la Provincia, con destino específico a poblamientos rurales, mencionadas en las leyes de Colonización y ubicadas en las Colonias, “Cuña Boscosa Santafesina”, Las Gamas – Santa Lucía” y “La Cigüeña”, en las cuales el Ministerio de la Producción de la Provincia viene trabajando en su ordenamiento desde hace muchos años.

La mayoría de estas áreas, conocidas en la región como “Lotes Pueblo”, se encuentran ocupadas por familias con contratos precarios realizados con la Provincia, o por familias que no poseen ningún tipo de contrato, ambos casos estos que adolecen de inseguridad jurídica y muchos otros lotes se encuentran libres y sin que las autoridades municipales o comunales respectivas puedan desarrollar en ellos planes sociales y comunitarios tan necesarios para la región.

Por otro lado, se encuentra en trámite de reglamentación la Ley N° 12.091 que regulariza la tenencia de campos fiscales, saldos de colonización en propiedad del Superior Gobierno de la Provincia, en los cuales se han instalado, durante muchos años, familias de muy bajos recursos, sin las condiciones mínimas necesarias para una vida digna, con construcciones precarias, mientras que en estos poblamientos rurales existen lotes libres, en los cuales es posible construir viviendas mediante planes oficiales, instalar infraestructura comunitaria y servicios de comunicaciones, que les permitan a los habitantes de la región, mejorar notoriamente sus actuales condiciones de vida y poder el Estado Provincial prestarles eficientemente servicios de salud y educación.

Señor Presidente, la pronta escrituración de estos predios que integran los poblamientos rurales a favor de sus actuales ocupantes, familias con o sin contrato con el Estado Provincial, terminará con su inseguridad jurídica y en los casos en que los mismos estuvieran libres, les permitirá a los municipios y comunas mejorar substancialmente la condición de su actual utilización, tanto para el destino individual, como comunitario.

Por lo expuesto es que solicito a mis pares la aprobación de este proyecto de ley.

Tibaldo – Venesia – Lagna – Cavuto – Meotto – Kilibarda

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 7º; artículo 8º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– En consecuencia, se insiste con la sanción de la Cámara de Diputados, y vuelve a la Cámara de Senadores. 

5.6 Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Dehesa).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. N° 14.611 – PJ) por el que se crea el Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico con el objetivo de brindar una cobertura integral y uniforme en el tratamiento de las personas que padecen fibrosis quística.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee: 

· Ocupa la Presidencia su titular, el señor diputado Edmundo Barrera.

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 14.611 – PJ) de la diputada Cavuto, por el cual se crea el Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico con el objeto de brindar una cobertura integral y uniforme en el tratamiento de las personas que padecen fibrosis quística, y, por las razones que dará el miembro informante, aconsejamos prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zl Expte. Nº 14.611 – PJ\: Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Declárase de interés provincial la atención integral de las personas que padecen fibrosis quística, hipotiroidismo congénito y fenilcetonuria.

Artículo 2º – La autoridad de aplicación para la atención integral de las enfermedades definidas en el artículo anterior, es el Ministerio de Salud de la Provincia.

Artículo 3º – A los fines del cumplimiento para la atención integral de las personas que padecen fibrosis quística, hipotiroidismo congénito y fenilcetonuria, la Autoridad de Aplicación deberá:

a) Elaborar un registro único provincial que contenga a la totalidad de los pacientes que padecen dichas enfermedades, donde conste el diagnóstico físico, psíquico y social.

b) Orientar al enfermo y su familia, proveer los medicamentos y cobertura de rehabilitación indispensables, y toda otra prestación que sea necesaria para hacer frente a estas enfermedades.

c) Coordinar y optimizar los recursos disponibles en el sistema de salud con los existentes a los mismos fines, en seguridad social u otras áreas del Gobierno que no tengan una imputación específica.

d) Promover la difusión de investigaciones, becas y publicaciones nacionales y extranjeras, referidas al diagnóstico y tratamiento de estas enfermedades.

e) Monitorear y controlar la aplicación de la Ley Provincial Nº 10.987, en lo que refiere a la detección precoz de la fibrosis quística, hipotiroidismo congénito y fenilcetonuria.

f) Impulsar la formación de grupos de autoayuda con el fin de lograr la prevención, la rehabilitación y la reinserción social de los pacientes que padecen estas enfermedades.

Artículo 4º – El Instituto Autárquico Provincial de Obra Social - IAPOS, tendrá a su cargo, con carácter obligatorio, la cobertura total de las prestaciones a los afiliados que padezcan estas enfermedades.

Artículo 5º – La Autoridad de Aplicación podrá arancelar y/o formalizar convenios para brindar las prestaciones correspondientes a la atención integral a las personas que padezcan estas enfermedades.

Artículo 6º – La Autoridad de Aplicación requerirá al Poder Ejecutivo los fondos necesarios para la ejecución y control de la atención integral de estas patologías.

Artículo 7º – Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar las modificaciones presupuestarias destinadas a la aplicación de la presente norma.

Artículo 8º – El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente ley en un lapso de noventa (90) días a partir de la fecha de promulgación.

Artículo 9º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 16 de noviembre de 2005

Pividori – Baudín – Benítez – Bonfatti – Tomei – Sánchez – Cavuto

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 14.611 – PJ) autoría de la diputada Adriana Cavuto, por el cual se crea el Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico con el objetivo de brindar una cobertura integral y uniforme en el tratamiento de las personas que padecen fibrosis quística; y, luego de los estudios realizados, y atento a que cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, esta comisión ha resuelto adherir al mismo.
Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2005

Dalla Fontana – Venesia – Lagna – Marcucci – Cecchi – Qüesta

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 14.611 – PJ), autoría de la diputada Cavuto, por el cual se crea el Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico con el objeto de brindar una cobertura integral y uniforme en el tratamiento de las personas que padecen fibrosis quística. Y atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir al dictamen de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 29 de noviembre de 2005

Esquivel – Dalla Fontana – Meotto – Kilibarda – Lacava – Lamberto – Mascheroni – Benas

proyecto de ley original

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º - Créase en el ámbito de la Provincia de Santa Fe, el Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico, con el objetivo de brindar una cobertura integral y uniforme en el tratamiento de las personas que padecen Fibrosis Quística.

Artículo 2º - La autoridad de aplicación del Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico es el Ministerio de Salud de la Provincia.

Artículo 3º - A los fines del cumplimiento de los objetivos del Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico, la Autoridad de Aplicación deberá:

a. Elaborar un registro único provincial que contenga a la totalidad de los pacientes que padecen Fibrosis Quística, donde conste el diagnóstico físico, psíquico y social del proceso de la enfermedad.

b. Orientar al enfermo y su familia, proporcionar contención socio económica, proveer de medicamentos y cobertura de rehabilitación indispensables, y toda otra prestación que sea necesaria para hacer frente a esta enfermedad, aplicando el principio de equidad.

c. Coordinar y optimizar los recursos disponibles en el sistema de salud y de seguridad social.

d. Promover la difusión de investigaciones, becas y publicaciones nacionales y extranjeras, referidas al diagnóstico y tratamiento de la Fibrosis Quística.

e. Diseñar normas y procedimientos técnicos para lograr mayor eficacia y eficiencia de los efectores públicos para la ejecución del presente Programa.

f. Monitorear y controlar la aplicación de la Ley Provincial Nº 10.987, en lo que refiere a la detección precoz de la Fibrosis Quística.

g. Estudio y seguimiento de costos, destinados a la prevención, tratamiento y asistencia de los pacientes con enfermedades fibroquísticas.

h. Impulsar la formación de grupos de autoayuda con el fin de lograr la rehabilitación y reinserción social del paciente con enfermedad fibroquística.

Artículo 4º - El responsable del Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico podrá ser un agente o funcionario, dependiente del Ministerio de Salud. La sede del Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico será fijada por la Autoridad de Aplicación, en función a las conveniencias de operatividad del Programa. 

Artículo 5º - El Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico tendrá a su cargo la elaboración del programa técnico científico, respetando los parámetros clínicos establecidos en el Consenso de Fibrosis Quística de la Sociedad Argentina de Pediatría, y/o los que en el futuro elaboren las sociedades científicas dedicadas al estudio de la referida patología.

Artículo 6º - El Instituto Autárquico Provincial de Obra Social - IAPOS, tendrá a su cargo, con carácter obligatorio, la cobertura total de las prestaciones establecidas en el Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico, para la atención de las personas con Fibrosis Quística afiliadas a la misma.

Artículo 7º - La Autoridad de Aplicación podrá arancelar y/o formalizar convenios para brindar las prestaciones correspondientes al Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico a través de los establecimientos destinados a la cobertura de la enfermedad. 

Artículo 8º - La Autoridad de Aplicación requerirá al Poder Ejecutivo todo lo necesario para la ejecución y control del Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico.

Artículo 9º - Autorízase al Poder Ejecutivo a efectuar las modificaciones presupuestarias destinadas a la aplicación de la presente norma.

Artículo 10 - El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente Ley en un lapso de sesenta (60) días a partir de la fecha de promulgación.

Artículo 11 - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto tiene por objeto la creación del Programa Provincial de Asistencia al Enfermo Fibroquístico a los fines de brindar asistencia integral a las personas que padecen esta enfermedad.


La Fibrosis Quística, también conocida como Mucoviscidosis, enfermedad fibroquística del páncreas, fibrosis quística pancreática, es la enfermedad genética autosómica-recesiva (ambos padres transmiten el gen de la Fibrosis Quística) más frecuente; es una enfermedad discapacitante y progresiva. 


La causa de la enfermedad es un deficiente transporte de cloruro y secundariamente de sodio en las células epiteliales que tapizan los conductos de las vías aérea y digestiva, el páncreas y el conducto deferente, entre otros. La defectuosa secreción de cloruro, perturba los movimientos del agua y determina que el mucus se haga espeso y pegajoso, afectando a todas las glándulas exócrinas, destruyendo los conductos e interfiriendo con las funciones vitales como la respiración y la absorción de nutrientes. Por tratarse de una enfermedad que afecta a varios órganos y sistemas, sus manifestaciones clínicas (signos y/o síntomas) son variables (íleo meconial; sudor salado; dificultades en el aumento de peso; deposiciones anormales, malolientes, pastosas, con grasa; infecciones bronquiales recurrentes, tos crónica; esterilidad; afectación hepática), no sólo en cuanto al momento de la aparición, sino también en lo referido a la gravedad. 


En los últimos años se ha observado un importante aumento en la edad media de sobrevida como resultado de: 

–diagnóstico precoz 

–mejor conocimiento de la fisiopatología de la enfermedad 

–tratamiento adecuado 

–formación de equipos interdisciplinarios integrados por: neumonólogos, gastroenterólogos, nutricionistas, enfermeras, kinesiólogos, trabajadores sociales, psicoterapeutas y genetistas. Estos constituyen el equipo principal y no son meramente interconsultores. Estos equipos deben elaborar un informe periódico destinado al pediatra o médico de cabecera con los resultados de la evaluación del aparato respiratorio y estado nutricional, así como las conductas terapéuticas indicadas. 


Si bien en la Argentina la sobrevida media oscila entre los 17 y 20 años, los países más desarrollados, con programas de prevención y las nuevas líneas de tratamiento, se considera que cerca del 80% de los pacientes podrá superar los 40 años. Las revisiones periódicas y un seguimiento escrupuloso del tratamiento es básico para alcanzar una buena calidad de vida y buen pronóstico.


Para poder vivir, los afectados deben básicamente recibir: 

a) el diagnóstico precoz (está demostrado que cuanto antes se confirme la enfermedad, aumenta la sobrevida del paciente), y b) recibir asistencia kinésica respiratoria efectuada por kinesiólogos especialistas en vías respiratorias, diaria o no menos de dos sesiones semanales, según el estado del paciente; uso de nebulizadores especiales (compresores); ejercicios respiratorios, físicos, gimnasia (máscaras PEP, FLUTTER), tres veces por día no menos de 30’ cada uno; autodrenaje; nutrición (enzimas pancreáticas en cada comida y complemento nutricional); antibióticoterapia, debiendo recibir al menos dos tratamientos endovenosos por año (con internación completa en un centro de salud, internación domiciliaria o mixta). 


Este tratamiento, cuyos parámetros deben ser obligatoriamente observados a la hora de su aplicación, surge del Consenso elaborado por profesionales interesados en el diagnóstico y tratamiento de los enfermos con fibrosis quística (FQ), reunidos a propuesta del Comité Nacional de Neumonología de la Sociedad Argentina de Pediatría, cuyo objetivo es promover un nivel uniforme de atención al paciente con Fibrosis Quística, basado en la experiencia de otros países, la de los profesionales que lo elaboraron y en referencias bibliográficas. No obstante, y en razón del constante avance producido en las investigaciones de la enfermedad, la ley admite para el futuro la aplicación de tratamientos o parámetros superadores a los mencionados.


En definitiva nos referimos al tratamiento adecuado, que permita al paciente vivir mayor cantidad de años y a la vez que esa sobrevida (sobre la medida dada por las estadísticas) aumente en calidad y posibilidad de llegar a la adultez.


Uno de los temas abordados en el IX Congreso Latinoamericano de Fibrosis Quística realizado los días 24 al 27 de noviembre de 1999 en la Ciudad de Buenos Aires, esta relacionado con el concepto de accesibilidad, que nos remite directamente al problema de la distribución y asignación de recursos, esto es, los aspectos sociales y económicos de la población, que dificultan su accesibilidad.


No tiene las mismas oportunidades o posibilidades de tratamiento quien vive en el campo respecto de quien vive en la ciudad, caracterizado por la escasez de recursos tanto por parte del paciente que suele no contar con medios para afrontar un traslado en colectivo, o sin electricidad en su casa para conectar un nebulizador; como del centro de salud que carece de profesionales idóneos, medicamentos, entre otros insumos.


Se trata en definitiva de una enfermedad crónica, discapacitante y de alto costo debido a su complejidad por cuanto en oportunidades es necesario el trasplante de hígado en casos de lesión hepática grave, o el trasplante de corazón y de ambos pulmones en caso de una grave enfermedad cardíaca o pulmonar. Los individuos que padecen fibrosis quística por lo general mueren de insuficiencia respiratoria, tras muchos años de deterioro de la función pulmonar. Sin embargo, un número reducido muere de una enfermedad de hígado, de una hemorragia en una vía respiratoria o de complicaciones posteriores a una intervención quirúrgica


Por esta razón entendemos que el Estado debe garantizar a través del sistema de salud la asistencia adecuada, en tiempo oportuno de la población, para asegurar que se proporcione la asistencia sanitaria adecuada, un acceso igualitario a los servicios de salud, sorteando las tremendas desigualdades derivadas de la irregular distribución geográfica, de las dispares posibilidades sociales y económicas que de hecho existen en nuestra sociedad.


Por todo lo expuesto solicito la aprobación de mis pares al presente proyecto de ley.

Adriana Cavuto
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º al 8º; artículo 9º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe media sanción y se comunica al Senado.

5.7 Reubicación de docentes con tareas pasivas

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. N° 13.327 – ARI) por el que se establece que el personal docente titular de la Provincia, por sus condiciones psicofísicas, dolencias, pérdidas de sus aptitudes por la docencia, deberá ser reubicado en el ejercicio de sus tareas.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación ha considerado el proyecto de ley presentado por los diputados Benas, Riestra, Strada y Gutiérrez, por el cual se establece que el personal docente titular de la provincia, de gestión pública o privada, que por sus condiciones psicofísicas, dolencias, pérdida o disminución de sus aptitudes para la docencia activa no pueda desempeñarse en sus tareas oficiales, deberán ser reubicados en el ejercicio de tareas diferentes transitorias o definitivas sin merma de su salario y en un lugar acorde de trabajo; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zl Expte. Nº 13.327 – ARI\: Reubicación de docentes con tareas pasivas" 
proyecto de ley

la legislatura de la Provincia de Santa Fe

sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º: El personal docente titular de la Provincia de Santa Fe, con un año de antigüedad mínima en servicios docentes debidamente reconocidos, tendrá derecho a ser reubicado en el ejercicio de tareas diferentes, transitorias o definitivas, conforme a lo regulado en el Decreto Provincial 4597/83 o en la norma que los sustituya, sin merma de su salario.


Esta norma será de aplicación aún en los casos en trámite de ejecución.

Artículo 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión, 28 de setiembre de 2005.

Kilibarda – Stanoevich – Albónico – Benas – Costa

Señor presidente:


Vuestra Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión ha considerado el proyecto de ley, (Expte. Nº 13.327 – ARI), por el cual se establece que el personal docente titular de la provincia, de gestión pública o privada, que por sus condiciones psicofísicas, dolencias, pérdida o disminución de sus aptitudes para la docencia activa no pueda desempeñarse en sus tareas oficiales, deberán ser reubicados en el ejercicio de tareas diferentes transitorias o definitivas sin merma de su salario y en un lugar acorde de trabajo, de los señores diputados Benas Verónica, Antonio Riestra, Aldo Strada y Alicia Gutiérrez, y por lo expresado en el mismo, ha resuelto adherir al dictamen de la Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación.

Sala de la Comisión, 23 de noviembre de 2005

Cura – Sánchez – Albónico – Qüesta – Tibaldo – Benas – Benítez – Lagna

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 13.327 – ARI) autoría de los diputados Benas, Riestra, Strada y Gutiérrez, por el cual se establece que el personal docente titular de la Provincia, de gestión pública o privada, que por sus condiciones psicofísicas, dolencias, pérdida o disminución de sus aptitudes para la docencia activa no pueda desempeñare en sus tareas oficiales, deberán ser reubicados en el ejercicio de tareas diferentes transitorias o definitivas sin merma de su salario y en un lugar acorde de trabajo. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación, de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Salud Pública y Asistencia Social, ésta ha resuelto adherir al dictamen emanado por la Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 29 de noviembre de 2005.

Esquivel – Kilibarda – Mascheroni – Meotto – Dalla Fontana – Lacava – Benas – Lamberto

proyecto de ley original

La Legislatura de la Provincia Sanciona con fuerza de

Ley

Artículo 1º – El personal docente titular de la Provincia de Santa Fe, ya sea de gestión pública o privada, que por sus condiciones psicofísicas, dolencias, pérdida o disminución de sus aptitudes para la docencia activa no pueda desempeñarse en sus tareas habituales, deberá ser reubicado en el ejercicio de tareas diferentes transitorias o definitivas sin merma de su salario y en un lugar de trabajo acorde con sus condiciones psicofísicas y profesionales.

Artículo 2º – El personal docente suplente (interino o reemplazante) o transitorio de la Provincia, ya sea de gestión pública o privada, que se encuentre en las condiciones del artículo anterior, deberá ser reubicado en tareas diferentes transitorias o definitivas, con las condiciones ya descriptas, debiendo contar para ello con un 1 año de antigüedad en la docencia.

Artículo 3º – El personal interino sujeto a la titularización de la Ley Provincial Nº 11.934, accederá al beneficio contemplado en el artículo anterior, sin exigírsele para ello contar con la antigüedad docente mínima.

Artículo 4º – De igual forma a lo previsto en el artículo anterior se obrará con aquel personal docente, cualquiera sea su situación de revista, que hubiera sufrido un accidente de trabajo o padezca de una enfermedad profesional, no siendo necesario a los efectos de acceder a las tareas diferentes que el Ministerio de Educación hubiera ya reconocido el carácter laboral de dichos eventos dañosos.

Artículo 5º – El acceso del trabajador a tareas diferentes transitorias o definitivas no lo privará de solicitar Licencia por Enfermedad con goce de sueldo por las patologías que ocasionaron la reubicación.

Artículo 6º – El Departamento de Salud Laboral, a través de las Juntas Médicas de las distintas Regionales del Ministerio de Educación, deberá confeccionar al momento de aconsejar la reubicación en tareas diferentes, la correspondiente ficha lesiográfica, documento donde se hará constar las actividades que puede o no realizar cada trabajador.

Artículo 7º – El docente con tareas diferentes no perderá, por ese mero hecho, la posibilidad de desempeñar otros cargos, incluidos los de mayor jerarquía o de ascenso a los que pudiera acceder por derecho de escalafón, ya sea a través de Régimen de Suplencias o de Concursos, siempre y cuando no impliquen realizar actividades que estén expresamente contraindicadas en su ficha lesiográfica.

Artículo 8º – Si los trabajadores carecieran de la ficha lesiográfica del artículo 6º, se procederá a confeccionar la misma y en caso de ser necesario, a actualizarla, previamente a la toma de posesión del nuevo cargo a desempeñar.

Artículo 9º – El personal docente reubicado en tareas diferentes, cualquiera fuera su situación de revista, tiene derecho a percibir la bonificación por presentismo.

Artículo 10 – La presente ley deroga el régimen sobre tareas diferentes establecido por el Decreto Provincial Nº 4597/83 y el artículo 19 del Decreto Provincial Nº 3569/88 que reglamenta la Ley Provincial Nº 10164.

Articulo 11º –Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Este proyecto de ley reafirma la debida protección del trabajador docente, en lo que se refiere al acceso a tareas diferentes cuando sus condiciones o dolencias psicofísicas no le permitan desempeñar sus actividades habituales.

En la actualidad el trabajador docente afectado por contingencias de salud se encuentra sujeto al citado Art. 11 del Reglamento de Licencias, Decreto Provincial Nº 4597/83, el que con criterio arbitrario e irrazonable, y hasta podríamos decir inconstitucional, ha restringido el acceso a las citadas tareas diferentes al personal docente titular, o sea, dejando de lado por completo al personal suplente, sea interino o reemplazante. Esta situación se agrava cuando en la Provincia de Santa Fe, a la fecha, no rige aún la debida y pertinente periodicidad de concursos, lo cual ha merecido incluso por mi parte la anterior presentación de otro proyecto que obtuvo en forma reciente media sanción en esta Cámara de Diputados.

Cabe señalar que las limitaciones que fija el Art.11 del Decreto Provincial Nº 4597/83 no se agotan con exigir que el docente reviste como personal titular, sino que además exige una antigüedad de 10 años en la docencia para ejercer tareas diferentes transitorias (las cuales se otorgan hasta un máximo de dos años) y 18 años en la docencia para desempeñarse en tareas diferentes definitivas. La aplicación del Art. 11 del Decreto Provincial Nº 4597/83, a partir de las restricciones citadas, ha llevado a que un sinnúmero de docentes cesara en sus cargos.

La aplicación del Art. 11 del Decreto Provincial Nº 4597/83, a partir de las restricciones irrazonables de mención, conlleva a que el Ministerio de Educación, a través de la emisión de Decretos Provinciales emitidos por los Sres. Gobernadores de la Provincia de Santa Fe, cesara en cargos y/u hs. a personal docente por dicho motivo, tales como los casos de las Sras. Liliana Galván (Docente Titular en dos Cargos de Maestra de Grado de la Escuela Nº 1229 de Rosario, cesada en ambos cargos, hoy reintegrada en forma provisoria por una medida cautelar , que tramita ante la Cámara Contenciosa Administrativa Nº 3, de la ciudad de Rosario), Ana María Palacios ( docente titular de la Escuela Nº 516, de la localidad de Esteban Rams, cuya patología es producto de un accidente de trabajo, hoy reintegrada por una medida cautelar autónoma que tramita en la Cámara Contenciosa Administrativa Nº 1 de la ciudad de Santa Fe), Alicia Cantarini ( profesora del ISEF Nº 11, de la ciudad de Rosario, cesada en 14 Hs. Cátedra Interinas, por una dolencia producto de un Accidente de Trabajo, y aún cuando los docentes del ISEF Nº 11 nunca tuvieron posibilidad de concursar, a la fecha se encuentra aún cesada, pese a haber iniciado recurso contencioso administrativo y medida cautelar ante la Cámara Contenciosa Administrativa Nº 2, de la ciudad de Rosario) y Silvia Martina Rosa Álvarez, maestra de grado titular de la Escuela Nº 86 de la ciudad de Rosario, cuyo cese ha sido recurrido en sede administrativa por la citada docente en base al Decreto Acuerdo Nº 10.204/58, sin que a la fecha se hubiera resuelto dicho remedio administrativo.

Hay otros casos, como el del docente titular Rubén Ángel Castillo, de la Escuela Nº 6430, de la ciudad de Rosario; el del profesor Germán Wilfredo López, de la EET Nº 649 de la ciudad de Rosario interino en 10 hs. cátedras de educación artística (Música) y el de la Docente María de los Ángeles Fernández, Maestra del Nivel Inicial, Titular de la Escuela Nº 1162 de la ciudad de Rosario, víctima de un accidente de trabajo, a quienes se les ha denegado el acceso a Tareas Diferentes por no reunir los requisitos administrativos que fija en forma irrazonable el Art. 11 del Decreto Nº4597/83. Al Sr. López se le negó el beneficio por revistar como interino en horas cátedra y al Sr. Castillo y a la Sra. Fernández, por no acreditar la antigüedad requerida por dicha norma, pese a ser titulares y que, en el caso de la Sra. Fernández, su incapacidad proviene de un accidente de trabajo.

Con el fin de evitar situaciones de notoria y evidente injusticia, el proyecto no distingue entre Tareas diferentes transitorias y definitivas como hasta ahora lo prescribe el citado Art. 11 del Decreto Nº 4597/83 y exige una antigüedad de un año para acceder al beneficio. Cuando se trate de un accidente de trabajo y/o de una enfermedad laboral, no se exigirá requisito alguno en cuanto a antigüedad o situación de revista, bastando a estos efectos la sola denuncia del evento laboral dañoso, aunque no estuviere aún reconocido por el Ministerio de Educación como de carácter laboral.

El proyecto introduce además previsiones a fin de garantizar aspectos concernientes al derecho a la carrera profesional docente que consagra el Art. 113 de la Constitución Provincial de Santa Fe. El citado derecho es multifacético, quedando comprendido en el mismo el derecho a que la Administración Pública Provincial le permita a los trabajadores docentes ejercer o desempeñar tareas diferentes, cuando el estado de salud del mismo lo requiera.

Sin duda el derecho al trabajo que se vincula al ejercicio de tareas diferentes por parte del personal docente no sólo es un derecho constitucional, sino que por detentar dicha calidad, reviste además el carácter de derecho fundamental, conforme surge del Art. 25 del Pacto de San José de Costa Rica. A lo prescripto por el Pacto no puede oponérsele, eventualmente por su jerarquía, normas del derecho interno que tiendan a restringir o desconocer los derechos fundamentales, como resulta de la vigencia del Art. 11 del Decreto 4597/83 y modificatorios.

La Administración debe hacerse cargo de las consecuencias disvaliosas de las dolencias que presenten sus trabajadores, reconociendo y respetando los derechos que le asisten a los mismos y la empleadora debe cumplir con su obligación de reubicar al personal docente en tales circunstancias, de acuerdo a su capacidad laborativa, conforme lo garantizado por el Art.21 de la Constitución Provincial de Santa Fe, cumpliéndose además de esa forma con los principios de Legalidad Objetiva o de Juridicidad, de Buena Fe, de Legítima y/o Debida Confianza, de Jerarquía Normativa, de Razonabilidad o Justicia y de Equidad.

El Art. 21 de la Constitución Provincial de Santa Fe prescribe al respecto que: "...toda persona tiene derecho a la provisión de los medios adecuados a sus exigencias de vida si estuviese impedida de trabajar y careciese de los recursos indispensables. En su caso, tiene derecho a la readaptación o rehabilitación profesional..."

Es importante señalar el dictado de la sentencia de fecha 16-04-02 emitida en autos: "Besso, Graciela María Lucia C/ Provincia de Santa Fe S/ Amparo ", Expediente Nº 279, Folio 93, que tramitara ante el Juzgado de Primera Instancia de Distrito 1º en lo Laboral de la 2da. Nominación de la ciudad de Santa Fe, por el cual se ha declarado la inconstitucionalidad del Art. 11 del Decreto Provincial Nº 4597/ 83 (Reglamento de Licencias y Franquicias para el Personal Docente).

Como sostiene el Juez interviniente en el precedente citado "...el tiempo de servicio impuesto como condición, es factor que en la dimensión establecida y a los fines referidos luce desproporcionado y desprovisto de toda justificación, porque no se advierte que guarde relación y luce carente de razonabilidad una exigencia superlativa del tipo, cuando lo que está en juego por un lado es la salud del agente involucrado y por el otro el derecho que le asiste a la estabilidad propia; en ambos casos, bienes con tutela de raigambre constitucional (artículos 20, 113 CP; 14 bis CN), por cuyo resguardo debe velar el Estado a través de normas operativas como el estatuto de marras, que contradictoriamente en relación al tema puntual que nos ocupa, desnaturaliza el objetivo al punto de subvertir valores; y los altos fines supuestamente perseguidos trocan de protección en desamparo, porque aquellas normas estatutarias que ante una incapacidad por contigencias de vida colocan al trabajador de la educación en callejón sin salida, repugnan el más elemental sentido de justicia y equidad si se repara que a la hora donde su presencia deviene indispensable y vital, el Estado, contraviniendo la manda constitucional, se desentiende de sus obligaciones sustantivas y bajo prurito formal carente de razonabilidad, deja librado a su suerte cuando más lo necesita, a quien con la salud minada por circunstancias objetivas, se encuentra no obstante con capacidad residual para retomar tareas acordes, que no le son acordadas por razones burocráticas con las consabidas derivaciones disvaliosas. El contrasentido salta a la vista y releva de mayores consideraciones al respecto...".

En este orden de ideas la Administración a partir de lo normado por el Art. 11 del Decreto Provincial Nº 4597/83 pretende con su accionar y ateniéndose a lo normado en forma arbitraria e inconstitucional por el citado Decreto, restringir y desconocer el derecho del trabajador en general y en particular del docente, a reinsertarse en una tarea acorde a su incapacidad y por otra parte, la obligación de la empleadora a permitir y facilitar dicha reinserción, so pena de violar legítimos derechos de raigambre constitucional, como lo son el derecho a la estabilidad docente, a la carrera docente (Art. 113 Const. Pcial.), el Derecho a Trabajar (Art.14 de la C.N.), la protección al trabajador ( que consagra el Art. 14 Bis de la CN y el Art. 20 de la CP), y el derecho a la readaptación profesional ( Art. 21 de la Const. Pcial.).

Respecto al personal docente que ha sufrido accidentes de trabajo o padece de enfermedades profesionales, lo propuesto en el presente proyecto de ley tiene fundamento o sustento jurídico en lo normado por la Ley Nacional Nº 24.557 (Ley de Riesgos del Trabajo, en cuanto a lo normado en los Artículos 1º, Inc. c), y 20, Inc. d) referido a la recalificación profesional y/o recolocación de los trabajadores damnificados), a la cual remite el Art. 8º (que refiere a Licencia por Accidentes de Trabajo) del Decreto Provincial Nº 4597/83 (Reglamento de Licencias y Franquicias para el Personal Docente).

En lo que respecta al acceso a la carrera profesional docente del personal docente reubicado en tareas diferentes, ya sea desde el cargo en el cual accedió a las tareas pasivas o desde un derecho escalafonario, lo planteado tiene sustento jurídico en los Considerandos del Decreto Provincial Nº 3219/99, de fecha 28-10-99, emitido por el Sr. Gobernador, dentro del expediente del Ministerio de Educación Nº 00416-0008806-9. El caso refiere a cargos de ascenso por concursos, y considera que debe tenerse en cuenta la idoneidad del agente, sin que sea obstáculo alguno para ello el hecho de que a la fecha el trabajador docente se venga desempeñando en tareas diferentes. La emisión del decreto mencionado tomó como pauta jurídica el dictamen de Fiscalía de Estado Nº 253/98, realizado en el expte. administrativo citado.

Asimismo, el propio Ministerio de Educación al emitir la Resolución Ministerial Nº 295/02 (convocatoria de Concurso de ascenso para cargos de Directores y Vicedirectores de Escuelas que contengan el Nivel Polimodal con años de E.G.B. 3), dispuso, en el Art. 2.1.2 del Anexo de dicho acto administrativo, que los aspirantes que revistaran en tareas diferentes tienen derecho a participar del mismo.

Este criterio, aplicado por el Ministerio de Educación de la Provincia de Santa Fe respecto al acceso a cargos por concursos por parte del personal docente reubicado en tareas diferentes, debe extenderse, eliminando definitivamente las limitaciones arbitrarias e irrazonables que aún subsisten en la normativa vigente o en las prácticas cotidianas de la Administración Pública y que incluso ha merecido el reproche de jueces de la Provincia de Santa Fe, en los casos jurisprudenciales antes citados.

Por lo expuesto es que solicitamos a nuestros pares la aprobación de este proyecto de ley.

Benas – Riestra – Strada – Gutiérrez
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe media sanción y se comunica al Senado.

5.8 Registro Provincial Unico para inscripción de equinos de Entidades Tradicionalistas (modif. art. 13 Ley 10.171)

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. N° 15.855 – UCR) por el que se modifica el artículo 13 de la Ley Nº 10.171 – Código Rural (Habilitación de un Registro Provincial Unico en el que Entidades Tradicionalistas inscribirán sus Equinos).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.855 – UCR) , presentado por los diputados: Ritter y Mascheroni, por el cual se modifica el artículo 13 de la Ley Nº 10.171 – Código Fiscal (Habilitación de un Registro Provincial Único en el que Entidades Tradicionalistas inscribirán sus equinos; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al proyecto.

Sala de Comisión, 02 de noviembre de 2005.

Marcucci – Cecchi – Pividori – Venesia

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.855 – UCR) , autoría de los diputados Ritter y Mascheroni, por el cual se modifica el artículo 13 de la Ley Nº 10.171 – Código Fiscal (Habilitación de un Registro Provincial Único en el que las Entidades Tradicionalistas inscribirán sus equinos); y, luego de los estudios realizados, y atento a que cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Agricultura y Ganadería, esta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2005.

Dalla Fontana – Lagna – Cecchi – Riestra – Venesia – Marcucci – Qüesta

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.855 – UCR) , autoría de los diputados Ritter y Mascheroni, por el cual se modifica el artículo 13 de la Ley Nº 10.171 – Código Fiscal (Habilitación de un Registro Provincial Único en el que Entidades Tradicionalistas inscribirán sus equinos). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Agricultura y Ganadería, y de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "zl Expte. Nº 15.855 – UCR\: Registro Provincial Unico para inscripción de equinos de Entidades Tradicionalistas (modif. art. 13 Ley 10.171)" 
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º – Sustitúyese en la Sección IV del Título IV del Código Rural, (conforme la redacción de la Ley Nº 10.171 –artículo 6º–) el artículo 13 por el siguiente:

“Artículo 13 – Cuando se trate de animales de raza que no tuvieran marca ni señal, o que teniéndolas no estuviesen inscriptas en la Provincia, los certificados-guía especificarán esas circunstancias, y contendrán los datos que puedan contribuir a identificar cada animal. En todos los casos deberá acreditarse su propiedad mediante el certificado de inscripción en los registros genealógicos y selectivos reconocidos. Igual tratamiento recibirán los equinos afectados con exclusividad a actividades vinculadas a la exaltación de las tradiciones gauchescas, excluidos los destinados a la doma, jineteada o similares, y cuyos propietarios los inscriban en los registros especiales que deberán habilitar las instituciones tradicionalistas reconocidas de primero o segundo grado, a que pertenezcan, las que tendrán la responsabilidad de acreditar la propiedad del equino a inscribir.


Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, el Ministerio de la Producción habilitará un Registro Provincial Único en el que las entidades tradicionalistas inscribirán los equinos, dejando constancia de los datos que permitan identificar a su propietario y al animal, estableciendo mecanismos que posibiliten su correcta identificación por medio de marcas, chips electrónicos u otros medios idóneos, a determinar en la reglamentación. La inscripción del animal en el Registro Provincial Único será condición excluyente para que se extienda el certificado-guía que posibilite el tránsito del o los animales en el territorio de la Provincia de Santa Fe.

Artículo 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 29 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Dalla Fontana – Lacava – Benas – Mascheroni – Lamberto

proyecto de ley original

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Reemplázase el artículo 13 de la Ley Nº 10.171 por el siguiente:

“Artículo 13 – Cuando se trate de animales de raza que no tuvieran marca ni señal, o que teniéndolas no estuviesen inscriptas en la Provincia, los certificados-guía especificarán esas circunstancias, y contendrán los datos que puedan contribuir a identificar cada animal. En todos los casos deberá acreditarse su propiedad mediante el certificado de inscripción en los registros genealógicos y selectivos reconocidos.


Igual tratamiento recibirán los equinos afectados con exclusividad a actividades vinculadas a la exaltación de las tradiciones gauchescas, excluidos los destinados a la doma, jineteada o similares, y cuyos propietarios los inscriban en los registros especiales que deberán habilitar las instituciones tradicionalistas reconocidas, de primero o segundo grado, a que pertenezcan, las que tendrán la responsabilidad de acreditar la propiedad del equino a inscribir.


Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, el Ministerio de la Producción habilitará un Registro Provincial Único en el que las entidades tradicionalistas inscribirán los equinos, dejando constancia de los datos que permitan identificar a su propietario y al animal, estableciendo mecanismos que posibiliten su correcta identificación por medio de marcas, “caravanas”, chips electrónicos u otros medios idóneos, a determinar en la reglamentación. La inscripción del animal en el Registro Provincial Único será condición excluyente para que se extienda el certificado-guía que posibilite el tránsito del o los animales en el territorio de la Provincia de Santa Fe.”

Artículo 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto procura dar solución a un viejo problema que en muchos casos impide y en otros dificulta, las actividades de aquellos vecinos de nuestra Provincia que apasionadamente trabajan e invierten su tiempo, esfuerzo y dinero en la preservación de las tradiciones gauchescas.


El orgullo por sus caballos, en la mayoría de los casos único animal de su propiedad, y por sus aperos, que realzan las mejores tradiciones, se traduce en una actividad absolutamente vocacional, que además se coloca al servicio de la sociedad toda en cada celebración patriótica.


Es en este contexto en el que resulta necesario modificar, exclusivamente para estos casos, las normas aplicables al transporte de animales.


Creemos necesario dejar en claro que sostenemos la necesidad de que las exigencias aplicables al transporte aludido vinculadas a cuestiones sanitarias deben ser mantenidas.


Interpretamos que lo que corresponde es modificar cuestiones operativas de modo de permitir que la situación de este tipo de transporte se asimile al de los animales de raza, aunque genéticamente no lo sean.


En este contexto se propone incorporar al artículo 13 de la Ley Nº 10.171 por el siguiente texto:


“Igual tratamiento recibirán los equinos afectados con exclusividad a actividades vinculadas a la exaltación de las tradiciones gauchescas, excluidos los destinados a la doma, jineteada o similares, y cuyos propietarios los inscriban en los registros especiales que deberán habilitar las instituciones tradicionalistas reconocidas, de primero o segundo grado, a que pertenezcan, las que tendrán la responsabilidad de acreditar la propiedad del equino a inscribir.”


“Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, el Ministerio de la Producción habilitará un Registro Provincial Único en el que las entidades tradicionalistas inscribirán los equinos, dejando constancia de los datos que permitan identificar a su propietario y al animal, estableciendo mecanismos que posibiliten su correcta identificación por medio de marcas, “caravanas”, chips electrónicos u otros medios idóneos, a determinar en la reglamentación. La inscripción del animal en el Registro Provincial Único será condición excluyente para que se extienda el certificado-guía que posibilite el tránsito del o los animales en el territorio de la Provincia de Santa Fe.”


Dadas las particularidades de los animales que nos ocupan, que en algunos casos por ser los únicos al cuidado de sus propietarios, carecen de marcas, se propone que los propietarios los inscriban en registros especiales que deberán habilitar las instituciones tradicionalistas reconocidas, de primero o segundo grado, a que pertenezcan, las que tendrán la responsabilidad de acreditar la propiedad del equino a inscribir.


Interpretamos que este mecanismo inducirá además a la normalización jurídica de muchas de las instituciones tradicionalistas que funcionan sin cumplir con este requisito.


Considerando que el tránsito de animales, aún los de estas características, debe estar sujeto al control del Estado Provincial, se propone que el Ministerio de la Producción habilite un Registro Provincial Único en el que las entidades tradicionalistas inscribirán los equinos, dejando constancia de los datos que permitan identificar a su propietario y al animal.


Por su parte, el Ministerio deberá establecer mecanismos que posibiliten su correcta identificación por medio de marcas, “caravanas”, chips electrónicos u otros medios idóneos, a determinar en la reglamentación.


La inscripción del animal en el Registro Provincial Único será condición excluyente para que se extienda el certificado-guía que posibilite el tránsito del o los animales en el territorio de la Provincia de Santa Fe.


Por las razones expuestas, se solicita a los señores diputados la aprobación del presente proyecto.
Ritter – Mascheroni
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general y en particular por constar de un solo artículo

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe media sanción y se comunica al Senado.

5.9 Condonación de deudas por impuesto inmobiliario a adjudicatarios de viviendas Fonavi

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. N° 14.743 – DB) por el que se condona el pago del Impuesto Inmobiliario a los adjudicatarios de viviendas construidas y financiadas mediante operatorias del Fonavi y de los Institutos Municipales de Vivienda, hasta la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 14.743 – DB) autoría de los diputados Tibaldo, Kilibarda, Cura, Cavuto, Venesia, Dehesa y Urruty, por el cual se condona del pago del Impuesto Inmobiliario los adjudicatarios de viviendas construidas y financiadas mediante operatorias del Fondo Nacional de la Vivienda (Fonavi) y de los Institutos Municipales de Vivienda; y, luego de los estudios efectuados, esta comisión ha resuelto remitir el presente expediente a las comisiones de Asuntos Comunales y de Vivienda y Urbanismo, para su consideración y estudio, previo al análisis de esta comisión.

Sala de la Comisión, 30 de junio de 2005.

Peirone – Lagna – Liberati – Riestra – Qüesta – Marcucci – Venesia

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de ley presentado por los diputados Tibaldo, Kilibarda y otros, por el cual se condona del pago del Impuesto Inmobiliario a los adjudicatarios de viviendas construidas y financiadas mediante operatorias del Fondo Nacional de la Vivienda (Fonavi) y de los Institutos Municipales de Vivienda; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto.

Sala de la Comisión, 27 de julio de 2005.

Pesaresi – Cavuto – Vázquez – Tibaldo

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 14.743 – DB) presentado por los diputados Tibaldo, Kilibarda, Cura, Cavuto, Venesia, Dehesa y Urruty, por el cual se condona el pago del Impuesto Inmobiliario a los adjudicatarios de viviendas construidas y financiadas mediante operatorias del Fonavi y de los Institutos Municipales de Vivienda, hasta la fecha de entrada en vigencia de la presente ley; atento que el mismo cuenta con dictamen favorable precedente de la Comisión de Asuntos Comunales ha resuelto adherir al mismo.

Sala de la Comisión, 3 de agosto de 2005.

Tibaldo – Dehesa – Cura – Strada – Urruty – Albónico

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 14.743 – DB) autoría de los diputados Tibaldo, Kilibarda, Cura, Cavuto, Venesia, Dehesa y Urruty, por el cual se condona el pago del Impuesto Inmobiliario a los adjudicatarios de viviendas construidas y financiadas mediante operatorias del Fonavi y de los Institutos Municipales de Vivienda, hasta la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Presupuesto y Hacienda, de Asuntos Comunales y de Vivienda, esta comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

la legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º – Dispónese la realización de un Plan de Regularización Escritural dirigido a los adjudicatarios de viviendas construidas y financiadas mediante operatorias del Fondo Nacional de la Vivienda (Fonavi) y de los Institutos Municipales de Vivienda.

Artículo 2º – Exceptúase de la exigencia de obtener el libre deuda de impuestos, tasas y contribuciones provinciales y municipales al solo efecto de extender las escrituras traslativas de dominio a favor de los adjudicatarios de viviendas construidas y financiadas mediante operatorias del Fondo Nacional de la Vivienda (Fonavi) y de los Institutos Municipales de Vivienda y en relación con tales viviendas.

Artículo 3º – Es requisito necesario e indispensable para gozar del beneficio acordado en el artículo 2º de la presente, haber cumplido con el pago de las cuotas mensuales vencidas, generadas como consecuencia de la firma del boleto de compraventa o adjudicación de la vivienda y de las expensas comunes en el caso que correspondan.

Artículo 4º – El Poder Ejecutivo provincial deberá instrumentar, dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley, la transferencia de dominio de las viviendas construidas y financiadas mediante operatorias del Fondo Nacional de la Vivienda (Fonavi) a sus adjudicatarios legales correspondientes.

Artículo 5º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 30 de noviembre de 2005.

Esquivel – Kilibarda – Mascheroni – Liberati – Meotto – Benas – Lamberto – Dehesa – Lacava. – Pezz

proyecto de ley original

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA de

LEY

Artículo 1º – Se condona del pago del Impuesto Inmobiliario, a los adjudicatarios de viviendas construidas y financiadas mediante operatorias del Fondo Nacional de la Vivienda (Fonavi) y de los Institutos Municipales de Vivienda, hasta la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 2º – Se exime del pago del Impuesto Inmobiliario, a los adjudicatarios de viviendas construidas y financiadas mediante operatorias del Fondo Nacional de la Vivienda (Fonavi) y de los Institutos Municipales de Vivienda, hasta le fecha de la Escritura Traslativa de Dominio a su nombre.

Artículo 3º – Aquellos adjudicatarios de vivienda, conforme al artículo 1º de la presente ley, que hubieren pagado Impuestos Inmobiliarios sin que mediare transferencia registral de dominio a su nombre, deberán tramitar, dentro del plazo legal de prescripción correspondiente, la imputación de los períodos pagados a períodos equivalentes que se devenguen a partir de dicha transferencia.

Artículo 4º – El Poder Ejecutivo Provincial deberá instrumentar, dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley, la transferencia registral de dominio de las viviendas construidas y financiadas mediante operatorias del Fondo Nacional de la Vivienda (Fonavi) a sus adjudicatarios legales correspondientes.

Artículo 5º – El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los 30 días de su publicación, quedando derogadas, desde entonces, todas las normativas que se opongan a la presente.

Artículo 6º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Dado que la Provincia debe auspiciar la regularización de la inscripción registral de los bienes inmuebles adquiridos por particulares mediante planes del Fondo Nacional de la Vivienda (Fonavi).

Asimismo, la Legislación Nacional concerniente a Emergencia Habitacional distingue cuatro categorías de familias en relación a sus posibilidades de acceso a la vivienda propia, encontrándose constituida la primer categoría por aquellas que pueden adquirirla por sus propios medios; componen la segunda, las que pueden acceder a su vivienda a través del sistema crediticio brindado por Instituciones Bancarias Privadas; la tercera se conforma con quienes son beneficiarios de las diversas operatorias del Banco Hipotecario Nacional y la cuarta categoría, es la que abarca a quienes benefician los planes Fonavi.

Cabe destacarlo, los únicos grupos familiares que pueden acceder a su vivienda por medio del Plan de Emergencia Habitacional, son los encuadrados dentro de la cuarta de las categorías susodichas.

El artículo 6° de la Ley Provincial N° 11.649, establece que, conforme al articulo 109 del Código Fiscal, ”exímese del pago del Impuesto Inmobiliario a la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo y a los Institutos Municipales de Vivienda por los inmuebles que adquieran o construyan, cuando los mismos tengan vinculación con programas de vivienda y préstamos bajo su esfera de actuación, desde la vigencia de la presente ley hasta que dichos inmuebles sean entregados en posesión a sus adjudicatarios”. (SIC).

Por lo tanto, los adjudicatarios con Boletos de Compra–Venta y Mensura están obligados a pagar el Impuesto Inmobiliario, mas acontece que aquéllos nunca antes recibieron en sus domicilios las boletas correspondientes para el pago de dicho impuesto, no obstante encontrase sus predios mensurados.

Recién a fines del Año 2003, en ocasión de la Moratoria Provincial, se les intima el pago de un tributo del cual estimaban no ser deudores hasta la transferencia registral del dominio.

Tal creencia no resulta antojadiza, pues la Ley Provincial N° 9.316, estableció, para determinadas operatorias del Banco Hipotecario Nacional, con Boleto de Compra–Venta y Actas de Tenencia, se eximiera a los adjudicatarios el pago del Impuesto Inmobiliario “hasta la Inscripción de la Transferencia de Dominio de la Vivienda en el Registro General de la Propiedad” (artículo 2°).

Cabe concluir que, si la propia Provincia tuvo contemplaciones respecto a grupos de familiares pertenecientes a la tercera categoría del Plan Nacional de Emergencia Habitacional, cuanto más debiera tenerlas en relación a aquellos que constituyen la cuarta categoría.

Además, de igual modo a como en el artículo 7° de la Ley N° 11.649, se condonaron a los organismos adjudicantes todos los gravámenes anteriores, incluido expresamente el Impuesto Inmobiliario, corresponde que los adjudicatarios también se le condone la deuda existente y se les exima el pago de dicho tributo hasta el momento de la firma de las Escrituras Traslativas de Dominio pertinentes.

La propuesta precedente se funda en la necesidad de concretar el objetivo del Gobierno Provincial de escriturar, dentro de un plazo de dos años, todas las viviendas con mensura adjudicadas a través de los planes Fonavi.

A tal fin la propia Provincia debe remover los obstáculos existentes provenientes de su propio accionar moroso en cuanto a la pretensión de cobro de un tributo cuyo pago nunca intimó antes, cuya condonación ella estableció para sí (artículo 7º Ley Nº 11.649), pero no para los adjudicatarios, inspirándose para ello en el precedente sentado por la Ley Nº 9.316, para beneficiarios menos indigentes y, por lo tanto, condonar a los adjudicatarios las deudas existentes en concepto del Impuesto Inmobiliario y eximirlos del pago del mismo hasta el momento de la firma de las Escrituras Traslativas de Dominio.

Desde el punto de vista formal, no constituiría óbice a la Escrituración de falta de pago del impuesto en cuestión pues, en virtud de la Ley Nº 9.855: “Exceptúase de la obligación de solicitar certificados de libre deuda de impuestos, tasas y contribuciones de mejoras, provinciales o municipales, a los escribanos de registro que intervengan en los actos notariales…” (artículo 2º), cabe establecer la condonación y eximición susodicha para que, luego de la escrituración los nuevos propietarios no sean objeto de futuros reclamos respecto a deudas anteriores a la transferencia dominial en relación al Impuesto Inmobiliario.

Finalmente, en orden a que la situación excepcional que se regula sea limitada en el mismo tiempo, se establece la obligación del Poder Ejecutivo Provincial de instrumentar, dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley, la transferencia registral de dominio de las viviendas construidas financiadas mediante operatorias del Fondo Nacional de la Vivienda (Fonavi) a sus adjudicatarios legales correspondientes.

Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación de este proyecto de ley.
Tibaldo – Venesia – Kilibarda – Cura – Dehesa – Cavuto – Urruty

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Por favor ¿se puede leer nuevamente el artículo 3º?

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee nuevamente.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Concretamente, pido que el artículo 3º termine donde dice: “del boleto de compraventa o adjudicación de la vivienda.” y que se suprima la parte que dice “y de las expensas comunes en el caso que corresponda”.


Eso fue lo que se había acordado en la comisión.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º y 2º.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el artículo 3º con la modificación propuesta por el diputado Esquivel.

–
Resulta aprobado.

–
Se aprueba el artículo 4º; artículo 5º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe media sanción y se comunica al Senado con el siguiente texto:

 EÍ "zl Expte. Nº 14.743 – DB\: Condonación de deudas por impuesto inmobiliario a adjudicatarios de viviendas Fonavi" 
la legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º – Dispónese la realización de un Plan de Regularización Escritural dirigido a los adjudicatarios de viviendas construidas y financiadas mediante operatorias del Fondo Nacional de la Vivienda (Fonavi) y de los Institutos Municipales de Vivienda.

Artículo 2º – Exceptúase de la exigencia de obtener el libre deuda de impuestos, tasas y contribuciones provinciales y municipales al solo efecto de extender las escrituras traslativas de dominio a favor de los adjudicatarios de viviendas construidas y financiadas mediante operatorias del Fondo Nacional de la Vivienda (Fonavi) y de los Institutos Municipales de Vivienda y en relación con tales viviendas.

Artículo 3º – Es requisito necesario e indispensable para gozar del beneficio acordado en el artículo 2º de la presente, haber cumplido con el pago de las cuotas mensuales vencidas, generadas como consecuencia de la firma del boleto de compraventa o adjudicación de la vivienda.

Artículo 4º – El Poder Ejecutivo provincial deberá instrumentar, dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley, la transferencia de dominio de las viviendas construidas y financiadas mediante operatorias del Fondo Nacional de la Vivienda (Fonavi) a sus adjudicatarios legales correspondientes.

Artículo 5º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

5.10 Ratificación de Acuerdo con Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Nación (adquisición de ambulancias de traslado)

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el Expte. Nº 15.704 – PER, que figura como asunto Nº 4 del Orden del Día.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.704 – PER – Mensaje Nº 2959 – Venido en revisión), por el cual se ratifica el acuerdo celebrado en fecha 24/09/04 entre el Ministerio de Salud de la Provincia y el Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Nación (adquisición de ocho ambulancias de traslado, y, no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos su aprobación.

 EÍ "zlExpte. Nº 15.704 – PER\: Ratificación de Acuerdo con Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Nación (adquisición de ambulancias de traslado)" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Ratifícase el Acuerdo celebrado en fecha 24 de setiembre de 2004, entre los Ministerios de Salud de esta Provincia y de Salud y Ambiente de la Nación, por el que la jurisdicción citada en primer término recibe ocho (8) ambulancias de traslado adquiridas en la Licitación Pública Internacional Nº 1/03, convocada por dicho organismo nacional en virtud del Acta de Entendimiento y del Programa de Cooperación Económica y Financiera Hispano Argentino suscripto el 7 y 9 de octubre de 2002, respectivamente, entre el Reino de España y la República Argentina, habiéndose comprometido el Ministerio de Salud Provincial a destinar los vehículos a tareas socio sanitarias y a hacerse cargo de los gastos que procedan de la inscripción registral y todo otro gravamen derivado de la titularidad de los mismos.


Dicho Acuerdo fue aprobado “ad referéndum” de esta Honorable Legislatura por Decreto del Poder Ejecutivo Nº 971/05 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales el día 6 de diciembre de 2004, con el Nº 2.268, Folio 36, Tomo V, cuyo texto en tres (3) folios se agrega e integra la presente.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 16 de noviembre de 2005.

Pividori – Sánchez – Cavuto – Reynoso – Benítez

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.704 – PER. – Mensaje Nº 2959), Venido en revisión, por el cual se ratifica el acuerdo celebrado en fecha 24-09-04 entre el Ministerio de Salud de la Provincia y el Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Nación (Adquisición de ocho ambulancias de traslado). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ésta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando la aprobación del texto sancionado por la Cámara de Senadores en fecha 22 de septiembre de 2005.

Sala de Comisión, 23 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Liberati – Pezz – Lacava –
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general y en particular por constar de un artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

5.11 Ratificación de Acuerdo con Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Nación (adquisición de unidades automotores)

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el Expte. Nº 15.706 – PER, que figura como asunto Nº 5 del Orden del Día.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.706 – PER – Mensaje Nº 2960 – Venido en revisión), por el cual se aprueba la ratificación del acuerdo entre los Ministerios de Salud de esta Provincia y de la Nación, celebrado en fecha 08/07/04, por el cual este último organismo entrega seis unidades automotores adquiridas en la licitación pública internacional 1/03, del Programa de Cooperación Económica y Financiera Hispano – Argentina de 2002, y, no encontrando objeciones que formular al mismo, aconsejamos su aprobación.

 EÍ "zlExpte. Nº 15.706 – PER\: Ratificación de Acuerdo con Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Nación (adquisición de unidades automotores)" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Ratifícase el Acuerdo celebrado en fecha 8 de julio de 2004, entre los ministerios de Salud de esta Provincia y de la Nación, por el cual este último organismo entrega seis (6) unidades automotores adquiridas en la Licitación Pública Internacional Nº 1/03, convocada en virtud del Acta de Entendimiento y del Programa de Cooperación Económica y Financiera Hispano Argentino suscripto el 7 y 9 de octubre de 2002, respectivamente, entre el Reino de España y la República Argentina, comprometiéndose la Provincia a destinar los vehículos a tareas socio sanitarias y a no alterar la estructura externa, interna y la gráfica de los mismos.


Dicho Acuerdo fue aprobado “ad referéndum” de esta Honorable Legislatura por Decreto del Poder Ejecutivo Nº 2.459/04 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales el día 5 de agosto de 2004, con el Nº 2.080, Folio 242, Tomo IV, cuyo texto en tres (3) folios se agrega e integra la presente.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 16 de noviembre de 2005.

Pividori – Sánchez – Cavuto – Reynoso – Benítez

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.706 – PER. – Mensaje Nº 2960 – Venido en revisión), por el cual se aprueba la ratificación del Acuerdo entre los Ministerios de Salud de esta Provincia y de la Nación, celebrado en fecha 08-07-04, por el cual este último organismo entrega seis unidades automotores adquiridas en la licitación pública internacional 1/03, del Programa de Cooperación económica y Financiera Hispano – Argentino de 2002. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y con despacho precedente de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ésta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando la aprobación del texto sancionado y remitido por la Cámara de Senadores.

Sala de Comisión, 23 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Liberati – Lacava – Dalla Fontana 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general y en particular por constar de un artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

5.12 Generación y uso de energías alternativas o blandas: interés provincial

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el Expte. Nº 15.386 – SEN, que figura como asunto Nº 8 del Orden del Día.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.386 – Senado), Venido en revisión, presentado por el senador Spinozzi y las senadoras Sandóz y Nardoni, por el cual se declara de interés provincial la generación y el uso de energías alternativas o blandas a partir de la aplicación de las fuentes renovables en todo el territorio de la provincia; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo, los antecedentes que corren agregados al expediente citado, dándolos aquí por reproducidos, formando parte del presente dictamen y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto sancionado por la Cámara de Senadores en fecha 18 de agosto de 2005.

 EÍ "zlExpte. Nº 15.386 – Sen\: Generación y uso de energías alternativas o blandas\: interés provincial" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Declárase de interés provincial la generación y el uso de energías alternativas o blandas a partir de la aplicación de las fuentes renovables en todo el territorio de la Provincia de Santa Fe.

Artículo 2º.- Créase en el Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, un órgano de estudio y planificación para el aprovechamiento de fuentes de energías renovables, alternativas o blandas, el que tendrá como misión contribuir al logro de cada uno de los objetivos formulados en la presente ley. Dicho órgano deberá estar integrado por representantes del Ministerio de la Producción, del Ministerio de Educación, de los Municipios, de las Comunas, de la Empresa Provincial de la Energía y de las Cooperativas Eléctricas. Asimismo, para su conformación la autoridad de aplicación convocará a representantes de las universidades nacionales y entidades científicas con experiencia y trayectoria en la materia. El Poder Ejecutivo en la reglamentación establecerá la conformación de dicho organismo.

Artículo 3º.- A los fines de interpretación de la presente ley, se entiende por “energías renovables, alternativas o blandas”, a todas aquellas que se producen naturalmente, en forma inagotable y sin ocasionar perjuicio al equilibrio ambiental.

Artículo 4º.- Las energías alternativas renovables tienen por objeto el uso racional y ambientalmente sostenible de los recursos energéticos renovables, tales como el sol, el viento, el biogas, la biomasa, la geotermia, la mini – hidráulica, y toda otra que científicamente se desarrolle manteniendo las cualidades básicas que distinguen a este tipo de energías.

Artículo 5º.- Se considerarán servicios prestados en base a energías renovables, alternativas o blandas aquellos que se presten utilizando:

1. Energía solar fotovoltaica: es la que mediante tecnología apropiada permite transformar la energía lumínica del sol en energía eléctrica.

2. Energía solar térmica: es la que se produce aprovechando la energía calórica del sol para calentamiento de fluidos en forma directa o indirecta.

3. Energía solar pasiva: permite el aprovechamiento de las cualidades lumínicas y calóricas del sol para ser aprovechadas en el hábitat humano, conocida como arquitectura bioclimática.

4. Energía eólica de alta potencia: es la que permite aprovechar la energía del viento en grandes magnitudes.

5. Energía eólica de baja potencia: la que permite aprovechar la energía del viento en pequeña escala, desde lo individual a lo colectivo.

6. Biomasa: es la energía producida de residuos vegetales o cultivos especiales a tal fin, cuidando de que en el proceso de conversión energética se conserven los parámetros de protección medioambiental.

7. Biogas: es la que surge como producto del tratamiento anaeróbico de residuos sólidos o líquidos orgánicos de origen industrial, rural, de servicios y domésticos.

8. Geotérmica: es la que permite aprovechar el potencial térmico interior del globo terráqueo.

9. Mini – Hidráulica: permite aprovechar el potencial de pequeños cursos de agua.

Artículo 6º.- El Poder Ejecutivo promoverá la investigación y el uso de las distintas fuentes renovables, en organismos y establecimientos públicos atendiendo a las necesidades de escuelas, campos de deportes, comedores escolares, edificios públicos, centros de atención social, planes habitacionales y servicios varios. Asimismo, promoverá la incorporación de artefactos que aprovechen la energía solar como cocinas, hornos solares, deshidratadores solares, sistemas de agua caliente solares y otros del mismo tenor.

Artículo 7º.- El Poder Ejecutivo diseñará un Plan Energético – Ambiental, el que deberá ser comunicado a ambas Cámaras del Poder Legislativo, basado en el Plan de acción de la Agenda 21 de las Naciones Unidas, aprobado en la Conferencia de Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, celebrada en Río de Janeiro en 1992. En el Plan de Acción deberán definirse las actuaciones necesarias que se deben impulsar para el desarrollo sostenible, para lo cual se deberá:

a) Realizar un estudio y auditoría de la situación energética actual, en cuanto a generación propia, compra al sistema interconectado nacional y consumo.

b) Relevar la situación energética en todos los edificios públicos y controlar el consumo.

c) Garantizar el control de la contaminación ambiental y la defensa del medio ambiente.

d) Impulsar la autogeneración individual o colectiva mediante energías renovables y su conexión a la red.

e) Evaluar la factibilidad y pertinencia, en base a pronósticos y tendencias de los avances tecnológicos, y la posible importancia de cada una de las fuentes mencionadas, atendiendo expresa y exhaustivamente factores técnicos, económicos, sociales y de sustentabilidad ambiental.

f) Realizar el tratamiento de residuos orgánicos e industriales, mediante un progresivo plan de separación de basura en origen, y su utilización en biodigestores anaeróbicos, que devuelven al medio biogas aprovechable para calefacción, cocción u otros procesos calóricos, junto a la obtención de fertilizantes orgánicos.

Artículo 8º.- Para el cumplimiento del Plan previsto en el Artículo 7º, el órgano creado en el Artículo 2º, deberá cumplir con los siguientes objetivos prioritarios:

a) Diagnosticar el estado actual de desarrollo de tecnologías para el aprovechamiento de la energía mini – hidráulica, la energía solar, la biomasa y la energía eólica, tanto a nivel provincial, nacional como internacional.

b) Regular las actividades de generación aisladas, las que no deben estar supeditadas exclusivamente a la generación convencional de energía eléctrica, teniendo en cuenta las nuevas fuentes basadas en energías renovables.

c) Promover la investigación, desarrollo y producción de nuevas fuentes de energía no convencionales, regulando su implementación.

d) Satisfacer el interés general de la población aislada en materia de energías renovables, coadyuvando al desarrollo socio – económico de la Provincia.

e) Proteger adecuadamente los derechos del usuario, estableciendo las normas de calidad del servicio.

f) Alentar las inversiones de riesgo en generación alternativa, asegurando condiciones de competitividad.

g) Regular la autogeneración y la cogeneración.

h) Garantizar el control de la contaminación ambiental y la defensa del medio ambiente.

i) Desarrollar planes para promover el empleo, en base a la utilización de energía renovables.

j) Crear instrumentos de apoyo a emprendedores e innovadores en materia de energías renovables.

k) Montar muestras y ferias de la energía.

l) Promover acciones para garantizar el acceso a los bienes y servicios energéticos que permitan satisfacer condiciones de vida dignas a la población, contemplando a los sectores más humildes y a aquellos que geográficamente no los tienen.

m) Generar propuestas ante la crisis energética.

n) Desarrollar una estrategia de financiamiento futuro de las energías renovables por organismos públicos y privados.

o) Crear un Programa de Educación Energética.

p) Establecer vínculos estables con los distintos Programas y Proyectos Sustentables, relacionados con la producción y aplicación de las energías renovables.

q) Promover la utilización de energías renovables en todas las dependencias del Estado, así como en las obras que éste participe.

r) Proponer al Poder Ejecutivo para ser elevado al Poder Legislativo los proyectos de leyes necesarias a los efectos de establecer los marcos regulatorios y programas de incentivo y exención impositiva necesarios para el desarrollo de los distintos tipos de energías alternativas renovables.

s) Alentar ante el Ministerio de Educación la adecuación de las currículas para la enseñanza del desarrollo y utilización de los medios de producción de energías renovables.

Artículo 9º.- En los planes provinciales de construcción de viviendas y de edificios públicos y en la construcción de edificios escolares, se deberán incorporar medidas tendientes a tener en cuenta el aprovechamiento de energías renovables.

Artículo 10.- El Poder Ejecutivo en la reglamentación de la presente ley establecerá el o los organismos que actuarán como agentes de control de los prestadores de servicio de energías renovables, sus instalaciones y equipos.

Artículo 11.- Autorízase al Poder Ejecutivo a introducir en el presupuesto vigente las modificaciones que se originen como consecuencia de la aplicación de la presente ley.

Artículo 12.- El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley dentro del plazo de 120 días a partir de su promulgación. En igual plazo, la autoridad de aplicación conformará el órgano previsto en el artículo 2º de la presente.

Artículo 13.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 15 de setiembre de 2005.

Reutemann – Gutiérrez – Tibaldo – Peirone – Cavuto – Tomei

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el Proyecto de ley (Expte. Nº 15.386 – Senado – Venido en revisión), por el cual se declara de interés provincial, la generación y el uso de energías alternativas o blandas a partir de la aplicación de las fuentes renovables en todo el territorio de la Provincia; y, luego de los estudios realizados y atento a que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta Comisión ha resuelto aprobar el texto sancionado por la Cámara de Senadores en fecha 18 de agosto de 2005.

Sala de Comisión, 27 de octubre de 2005.

Peirone – Scataglini – Riestra – Dalla Fontana – Lagna – Venesia

Marcucci – Qüesta – en disidencia parcial

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.386 – Senado), Venido en revisión, autoría del Senador Spinozzi, por el cual se declara de interés provincial la generación y el uso de energías alternativas o blandas a partir de la aplicación de las fuentes renovables en todo el territorio de la provincia. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y despacho precedente de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir al texto sancionado por la Cámara de Senadores en fecha 18 de agosto de 2005, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 23 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Liberati – Benas

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SRA. QÜESTA EÍ "UCR QÜESTA, Daniela" .– Pido la palabra.


Quiero fundamentar nuestra disidencia. Nosotros votamos en general este proyecto con una disidencia parcial. Más allá de la intención que evidentemente tienen quienes abordan la problemática ambiental, este proyecto tiene que ver con declarar de interés la generación y uso de energías alternativas y blandas.


Nosotros no compartimos el artículo 2º, por el que se crea un órgano de diseño y planificación para el aprovechamiento de fuentes de energía renovables alternativas y blandas en el marco del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda.


Creemos que, habiendo una Secretaría de Estado específica, que tiene que ver con la Secretaría de Estado y Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, es realmente contradictorio, e inclusive, creo que es contradictorio con la misma Ley de Ministerios, que establece las competencias de cada una de las áreas, generar este instrumento en el ámbito del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda.


Por eso, conociendo el espíritu de los autores, los acompañamos en general, pero queríamos dejar sentada esta disidencia en el artículo 2º.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general, con la observación formulada por la diputada Qüesta.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 12º; artículo 13º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

5.13 Convenio Marco con Universidad Católica de Santa Fe (Formación y Capacitación y Sistema de Pasantías)

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el Expte. Nº 15.824 – PE, que figura como asunto Nº 9 del Orden del Día.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:

Vuestra Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.824 – PE), presentado por el Poder Ejecutivo – Mensaje 2997 – , por el cual se aprueba el Decreto 1983/05, que autoriza al Ministerio de Hacienda y Finanzas a suscribir un “Convenio Marco de Formación y Capacitación y Sistema de Pasantías” con la Universidad Católica de Santa Fe, el cual fue tramitado ad – referéndum de la Honorable Legislatura; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto sin modificación.

 EÍ "zlExpte. Nº 15.824 – PE\: Convenio Marco con Universidad Católica de Santa Fe (Formación y Capacitación y Sistema de Pasantías)" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Apruébase el Decreto 1983/05 por el cual se autoriza al Ministerio de Hacienda y Finanzas a suscribir un “Convenio Marco de Formación y Capacitación, y Sistema de Pasantías” con la Universidad Católica de Santa Fe, el cual fue tramitado ad – referéndum de esta Honorable Legislatura.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 9 de noviembre de 2005.

Costa – Kilibarda – Stanoevich – Venesia – Jullier – Albónico

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.824 – PE – Mensaje Nº 2.997), por el cual se aprueba el Decreto Nº 1.983/05, que autoriza al Ministerio de Hacienda y Finanzas a suscribir un “Convenio Marco de Formación y Capacitación y Sistema de Pasantías” con la Universidad Católica de Santa Fe. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación, ésta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 16 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Liberati – Lamberto – Kilibarda – Mascheroni

Mensaje Nº 2.997

Santa Fe, 18 de octubre de 2005

A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción, el adjunto proyecto de ley por el que se aprueba el Decreto Nº 1.983/05 el cual propicia la aprobación de un “Convenio Marco de Formación y Capacitación y Sistema de Pasantías” entre el Ministerio de Hacienda y Finanzas y la Universidad Católica de Santa Fe.


Dicho Convenio facilitará el ingreso a la Licenciatura en Sistemas de Información que se dicta en esa casa de altos estudios por parte de los agentes de la Administración Pública Provincial, y posibilitará la instrumentación de un programa de pasantías en el Ministerio de Hacienda y Finanzas, del que participarán alumnos de la Universidad.


Se adjunta Expediente Nº 00320-0003508-5, en donde obran los antecedentes del mencionado Decreto.


Dios guarde a V.H.

Agosto – Obeid

Decreto Nº 1.983

Santa Fe, 01 de setiembre de 2005

Visto:


El Expediente Nº 00320-0003508-5, registro del Sistema de Información de Expedientes, por el cual se propicia la aprobación de un “Convenio Marco de Formación y Capacitación, y Sistema de Pasantías” entre el Ministerio de Hacienda y Finanzas y la Universidad Católica de Santa Fe; y

Considerando:


Que en relación al Convenio Marco de Formación y Capacitación, cuya suscripción se propicia, los términos del mismo permitirán el acceso de los agentes de la Administración Pública Provincial al estudio de la Licenciatura en Sistemas de Información, ofreciendo para ello estímulos de carácter económico.


Que en la Facultad de Ciencias Económicas dependiente de la Universidad Católica de Santa Fe, cuenta en su oferta académica con la citada carrera, a la que pueden acceder personas con título de nivel terciario de Analista de Sistemas o similar, con una duración de 2 (dos) años, como así también el dictado de cursos y seminarios de capacitación y actualización permanente.


Que en el ámbito de la Administración Pública Provincial existe un importante número de agentes, con titulo terciario en la disciplina informática, y sería beneficiado con la capacitación impartida por esa Casa de Altos Estudios, adquiriendo nuevos conocimientos que redundarán en su actividad diaria en el sector público.


Que la Universidad Católica de Santa Fe, propone acordar un financiamiento conjunto, el cual incluya un aporte de 25% (veinticinco por ciento) por parte del Gobierno Provincial y un descuento de igual porcentaje por parte de la Universidad, originando una reducción del 50% (cincuenta por ciento) en la matrícula que deba afrontar el postulante;


Que el Ministerio de Hacienda y Finanzas, a través de la Subsecretaría de la Función Pública, tendrá a su cargo la selección de aspirantes que permitirá utilizar los apoyos financieros como herramienta de ponderación de las necesidades de capacitación estratégica, estableciéndose becas de hasta un total de 15 (quince) agentes por cupo anual;


Que asimismo, la Dirección General de Formación de Recursos Humanos de la Provincia, tendrá a su cargo la promoción y publicidad de la oferta académica de la Universidad y de todos los trámites inherentes a la preinscripción de los alumnos a las actividades propuestas en el Convenio;


Que el Convenio Marco de Formación y Capacitación, tendrá una vigencia de 12 (doce) meses, a partir de su suscripción, previendo prórrogas automáticas por períodos iguales, de no mediar comunicación de alguna de las partes en sentido contrario y de modo fehaciente con una anticipación de al menos 180 (ciento ochenta) días corridos de la fecha de su expiración;


Que respecto al “Convenio Marco de Pasantías” las partes se comprometen a instrumentar un Sistema de Pasantía dentro de los términos establecidos por la Ley Nacional Nº 25.165, en el ámbito del Ministerio de Hacienda y Finanzas, que posibilitará la extensión orgánica de sistema educativo a dependencias del sector público, para la realización, por parte de los alumnos, de prácticas relacionadas con la educación y formación, de acuerdo a la especialización que reciban;


Que el citado Convenio de Pasantías establece que la Subsecretaría de la Función Pública y la Universidad confeccionarán, en oportunidad de la realización de cada pasantía, un Plan de Trabajo donde se determinarán los objetivos técnicos y académicos, sede operativa, derechos y obligaciones del pasante, forma de pago de la asignación estímulo, duración de la pasantía y designación de tutores, entre otros aspectos vinculados al objeto del convenio;


Que la duración del Convenio Marco de Pasantías, será de 4 (cuatro) años, renovable por igual término, por expreso acto entre las partes suscribientes;


Que se considera procedente autorizar al Ministerio de Hacienda y Finanzas a suscribir con la Universidad Católica de Santa Fe el presente “Convenio Marco de Formación y Capacitación, y Sistema de Pasantía”.


Que conforme las atribuciones conferidas a este Poder Ejecutivo, en el artículo 72, inciso 11) de la Constitución Provincial, la presente medida se dispone “ad referéndum” de la Legislatura Provincial.


Que la Dirección General de Asesoría Letrada del Ministerio de Hacienda y Finanzas en Dictamen Nº 046509/05, se ha expedido favorablemente a la suscripción del citado convenio.

Por Ello:

El Gobernador de la Provincia 

Decreta:

Artículo 1º.- Autorícese al Ministerio de Hacienda y Finanzas, a suscribir el “Convenio Marco de Formación y Capacitación, y Sistema de Pasantía con la Universidad Católica de Santa Fe, cuyo modelo como Anexo “A”, forma parte del presente decreto.

Artículo 2º.- Establécese que el número de becas a otorgar para la realización de la carrera Licenciatura en Sistemas de Información, objeto del “Convenio Marco de Formación y Capacitación”, será de hasta 15 (quince) agentes por cupo anual.


Establécese que la Subsecretaría de la Función Pública del Ministerio de Hacienda y Finanzas tendrá a su cargo la selección de aspirantes y aprobará el otorgamiento de las becas a los postulantes que reúnan los requisitos exigidos que a juicio de la misma sean indispensables para acceder a la beca.


La Dirección General de Formación de Recursos Humanos de la Provincia, tendrá a su cargo la promoción y publicidad de la oferta académica de la Universidad y de todos los trámites inherentes a la preinscripción de los alumnos a las actividades propuestas en el Convenio.

Artículo 3º - Establécese que la medida adoptada por el artículo primero del presente decreto se dispone ad referéndum de la Legislatura Provincial.

Artículo 4º - Regístrese, comuníquese, publíquese y archívese.

Agosto – Obeid
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


Queremos dejar sentada nuestra posición por el voto negativo a este proyecto.


Simplemente, es la posición de nuestro bloque y de nuestro partido con respecto a las pasantías que creemos que, tal como están planteadas en el régimen laboral, constituyen un encubrimiento del trabajo en negro.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general y en particular por constar de un artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe media sanción y se comunica al Senado.

5.14 Aprobación Convenio Marco con Conicet (colaboración y cooperación científica y tecnológica)

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el Expte. Nº 15.823 – PE, que figura como asunto Nº 10 del Orden del Día.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.823 – PE), presentado por el Poder Ejecutivo – Mensaje 2.996 – , por el cual se aprueba en todos sus términos el Convenio Marco suscripto entre el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas –Conicet– y el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, representado por el Ministro de la Producción, con el objeto de establecer vínculos de colaboración y cooperación científica y tecnológica; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al presente proyecto sin modificación.

 EÍ "zlExpte. Nº 15.823 – PE\: Aprobación Convenio Marco con Conicet (colaboración y cooperación científica y tecnológica)" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Apruébase en todos sus términos el Convenio Marco suscripto el día 26 de abril de 2005, entre el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas –Conicet– y el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, representado por el Ministro de la Producción, con el objeto de establecer vínculos de colaboración y cooperación científica y tecnología.


Dicho convenio fue aprobado por Decreto Nº 1.997/05 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales el 03-05-05, bajo el Nº 2.440, Folio 122, Tomo V, que se agrega como anexo y forma parte de la presente ley.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 9 de noviembre de 2005.

Costa – Kilibarda – Stanoevich – Venesia – Jullier – Albónico – Peralta

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.823 – PE – Mensaje Nº 2.996), por el cual se aprueba en todos sus términos el convenio marco suscripto en fecha 26-04-05 entre el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas – Conicet y el Gobierno de la Provincia, con el objeto de establecer vínculos de colaboración y cooperación científica y tecnológica. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación, ésta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 16 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Liberati – Lamberto – Kilibarda – Mascheroni

Mensaje Nº 2996

Santa Fe, 17 de octubre de 2005

A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley, en el cual obra el Convenio suscripto el día 26 de abril de 2005, entre el Consejo Nacional de investigaciones Científicas y Técnicas –Conicet– y el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, representado por el señor Ministro de la Producción.


Dicho Convenio tiene por objetivo establecer vínculos de colaboración y cooperación científica y tecnológicas y cualquier acción que contribuya al desarrollo socio económico de la Provincia.


Se adjunta Expediente Nº 00701-0056370-3 del Sistema de Información de Expedientes.


Dios guarde a V.H.

Ceretto – Obeid

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general y en particular por constar de un artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe media sanción y se comunica al Senado.

5.15 Ley 12.243 (Registro Provincial Único de Desarmaderos de Automotores): modificación arts. 1º, 2º, 3º y 8º

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar los Exptes Nº 15.123 – SEN y Nº 15.709 – UCR, que figuran como asunto Nº 11 del Orden del Día.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Industria, Comercio y Turismo ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.123 – Senado), por el cual se proponen modificaciones en artículos de la Ley Provincial Nº 12.243 –Registro Provincial Único de Desarmaderos de Automotores– y, atento a que se encuentra en Cartera el proyecto de ley (Expte. Nº 15.079 – UCR), por el cual se propone la adhesión de la Provincia a la Ley Nacional Nº 25.761 –Régimen Legal para Desarmado de Automotores y Venta de sus Autopartes– , considerando la vigencia de la Ley Nº 12.243 desde el año 2003 y que las modificaciones que propone el Proyecto remitido por la H. Cámara de Senadores, introduce algunos aspectos que no estaban previstos en la Ley vigente, ha resuelto incorporar el Expte. Nº 15.079 – UCR a aquél, analizarlos conjuntamente y ha concluido aconsejar prestéis vuestra aprobación al texto venido en revisión de la Cámara de Senadores.

 EÍ "zlExpte. Nº 15.123 – Sen y Expte. Nº 15.079 – UCR\: Ley 12.243 (Registro Provincial Único de Desarmaderos de Automotores)\: modificación arts. 1º, 2º, 3º y 8º" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Sustitúyanse los artículos primero, segundo, tercero y octavo de la Ley Provincial Nº 12.243, por los siguientes:


“Artículo 1º.- Créanse los Registros Provinciales de Desarmaderos de Automotores (automóviles, vehículos utilitarios livianos, ómnibus, camiones, tractores, chasis con motor, remolques y semiremolques, carrocerías, motos y motonetas), chatarrerías, comercios de compraventa de repuestos usados y de compraventa de bienes usados no registrables.


Su objeto es controlar, fiscalizar y monitorear la procedencia y destino que se confiere a los bienes enunciados”.

“Artículo 2º.- Deben inscribirse en los Registros Provinciales de Desarmaderos de Automotores y de compraventa de bienes usados, las personas físicas y jurídicas que tengan por actividad principal, accesoria u ocasional la compra o disposición de los bienes citados en el artículo 1 con el fin de comercializarlos en igual estado, por partes, o transformados”.

“Artículo 3º.- Para el caso de desarmaderos de automotores, por cada operación de compra, permuta, cesión gratuita u onerosa, o cualquier negocio jurídico relacionado con las unidades o sus partes mencionadas en el artículo 1, las personas físicas o jurídicas mencionadas en el artículo 2 de la presente, deben confeccionar un certificado por triplicado con carácter de declaración jurada por cada unidad desarmada de cada una de las partes de los bienes señalados en el artículo 1, que debe contener los siguientes datos:

a) Dominio;

b) Fábrica;

c) Modelo;

d) Marca e identificación del automotor;

e) Identificación del motor;

f) Marca e identificación del chasis o del bastidor, si correspondiere;

g) Fecha de fabricación del automotor;

h) Código del automotor y/o número de certificación de importación;

i) Constancia de baja, extendida por el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor, e informe del Registro de Créditos Prendarios, dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación.


Uno de los ejemplares de dicho certificado debe ser presentado ante la Autoridad de Aplicación, la cual procederá a su registro y archivo.


Para el caso de bienes usados no registrables, por cada operación de similares características que la anterior, el certificado deberá contener:

a) Datos que individualicen fehacientemente el bien y detalle de las transformaciones que se le hubieren efectuado con más el de sus piezas resultantes si su comercialización fuera por partes.

b) Toda información que por la naturaleza del bien o prácticas de los fabricantes aporten para su identificación.

c) Datos completos del vendedor cedente o concedente.

d) Datos completos del adquirente.

e) Modo de extinción de obligaciones entre las partes intervinientes”.

“Artículo 8º.- Los Municipios y Comunas deberán requerir como condición inexcusable para dar trámite a las altas que se les soliciten en Registro e Inspección de comercios la acreditación de haber cumplimentado con su incorporación por los registros estipulados en esta ley e instrumentar todo otro mecanismo que consideren pertinentes, a fin de cumplimentar en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, las disposiciones que establezca la Autoridad de Aplicación, para asegurar la debida observancia de las prescripciones de la presente”.

Artículo 2º.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente, dentro de los noventa días de su promulgación.

Artículo 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 2 de noviembre de 2005.

Mirabella – Strada – Stanoevich – Meotto

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.123 – Senado), Venido en revisión, presentado por el senador Mercier y el proyecto de ley (Expte. Nº 15.079 – UCR), presentado por la diputada Tomei, referidos a la Legislación vigente sobre desarmaderos de automotores; y, por las razones invocadas y considerando que el mismo cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Industria, Comercio y Turismo ésta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando le prestéis vuestra aprobación.

Sala de Comisión, 9 de noviembre de 2005.

Pesaresi – Tibaldo – Cavuto – Vázquez

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.123 – Senado – Venido en Revisión), autoría del senador Mercier, por el cual se modifican los artículos 1º, 2º, 3º y 8º de la Ley 12.243 – Registro Provincial Único de Desarmaderos de Automotores y su acum. proyecto de ley (Expte. Nº 15.079 – UCR), autoría de la diputada Tomei, por el cual se adhiere la Provincia a la Ley Nacional Nº 25.761 (Régimen legal para desarmaderos y venta de autopartes). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que los proyectos cuenta con, el primero de ellos con media sanción de la Cámara de Senadores, y ambos con despacho precedente de las comisiones de Industria, Comercio y Turismo y de Asuntos Comunales, esta Comisión ha resuelto adherir al texto sancionado y remitido por la Cámara de Senadores, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 17 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Liberati – Lamberto – Mascheroni – Benas – Dehesa – Dalla Fontana – Pezz

Proyecto de ley original (expte. Nº 15.123 – SEN)

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º.- Sustitúyanse los artículos primero, segundo, tercero y octavo de la Ley Provincial Nº 12.243, por los siguientes:


Artículo 1º.- Créanse los Registros Provinciales de Desarmaderos de Automotores (automóviles, vehículos utilitarios livianos, ómnibus, camiones, tractores, chasis con motor, remolques y semiremolques, carrocerías, motos y motonetas), chatarrerías, comercios de compraventa de repuestos usados y de compraventa de bienes usados no registrables.


Su objeto es controlar, fiscalizar y monitorear la procedencia y destino que se le confiere a los bienes enunciados.


Artículo 2º.- Deben inscribirse en los Registros Provinciales de Desarmaderos de Auotmotores y de compraventa de bienes usados, las personas físicas y jurídicas que tengan por actividad principal, accesoria y ocasional la compra o disposición de los bienes citados en el artículo 1º con el fin de comercializarlos en igual estado, por partes, o transformados.


Artículo 3º.- Para el caso de desarmaderos de automotores, por cada operación de compra, permuta, cesión gratuita u onerosa, o cualquier negocio jurídico relacionado con las unidades o sus partes mencionadas en el artículo 1º, las personas físicas o jurídicas mencionadas en el artículo 2º de la presente, deben confeccionar un certificado por triplicado con carácter de declaración jurada por cada unidad desarmada de cada una de las partes de los bienes señalados en el artículo 1º, que debe contener los siguientes datos:

a. Dominio ,

b. Fábrica .

c. Modelo,

d. Marca e identificación del automotor.

e. Identificación del motor.

f. Marca e identificación del chasis o del bastidor, si correspondiere.

g. Fecha de fabricación del automotor.

h. Código del automotor y/o número de certificación de importación

i. Constancia de baja, extendida por el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor, e informe del Registro de Créditos Prendarios, dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación.


Uno de los ejemplares de dicho certificado debe ser presentado ante la Autoridad de Aplicación, la cual procederá a su registro y archivo.


Para el caso de bienes usados no registrables, por cada operación de similares características que la anterior, el certificado deberá contener:

a. Datos que individualicen fehacientemente el bien y detalle de las transformaciones que se le hubieren efectuado con más el de sus piezas resultantes si su comercialización fuera por partes.

b. Toda información que por la naturaleza del bien o prácticas de los fabricantes aporten para su identificación.

c. Datos completos del vendedor cedente o concedentes

d. Datos completos del adquirente.

e. Modo de extinción de obligaciones entre las partes intervinientes.


Artículo 8º.- Los Municipios y Comunas deberán requerir como condición inexcusable para dar trámite a las altas que se les soliciten en Registro e Inspección de Comercios la acreditación de haber cumplimentado con su incorporación en los registros estipulados por esta ley e instrumentar todo otro mecanismo que consideren pertinentes, a fin de cumplimentar en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, las disposiciones que establezca la autoridad de aplicación, para asegurar la debida observancia de las prescripciones de la presente.

Artículo 2º.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente, dentro de los noventa días de su promulgación.

Artículo 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 30 de junio de 2005.

Paulichenco – Bielsa

Proyecto de ley original (expte. Nº 15.079 – UCR)

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Adhiérase la Provincia de Santa Fe a la Ley Nacional Nº 25.761 que establece el Régimen Legal para el Desarmado de Automotores y Venta de sus auto partes.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


La Ley Nacional Nº 25.761 establece el régimen legal para el desarmado de automotores y la comercialización de repuestos usados como auto partes.


Esta ley viene a reglamentar una actividad, el desarmado de autos y la comercialización de auto partes, que es de alta rentabilidad hoy en día.


Atraídos por estas altas rentabilidades y por la falta de un adecuado marco legal que contemple esta actividad se cometen innumerables delitos tales como el robo o sustracción ilegal de automóvil seguido en muchos casos de homicidio.


A partir de mediados del año 2003 bajó considerablemente la incidencia de este delito debido a la fuerte campaña iniciada contra los desarmaderos clandestinos.


La Ley Nacional 25.761 promulgada el 07 de agosto 2003 viene a reforzar la lucha contra esta actividad ilegal al establecer una reglamentación detallada de la misma.


La Provincia de Santa Fe a través de su adhesión a la Ley Nacional 25.761 contribuirá al objetivo primordial de dificultar la comercialización irrestricta de auto partes usadas, desalentando de esta manera la substracción de automóviles.


En definitiva, señor presidente aprobar este proyecto de ley contribuirá al reforzamiento de la seguridad pública y ciudadana.


Por todo lo expuesto solicito a mis pares el tratamiento y aprobación del presente proyecto de ley.
Mónica Tomei

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º y 2º; artículo 3º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

5.16 Ley Nº 6898 (Reglamento de la Profesión de Escribanos): modificación

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el Expte. Nº 15.310 – DB, que figura como asunto Nº 12 del Orden del Día.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.310 – DB), autoría de los diputados Esquivel, Lamberto, Benas, Kilibarda, Mascheroni y Meotto, por el cual se incorporan los artículos 18, 18 bis, 18 ter y 18 quater a la Ley 6898 (Reglamento de la Profesión de Escribanos). Y, atento a los estudios realizados y a las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Incorpórase como artículo 18 de la Ley Nº 6.898 el siguiente:

“Artículo 18 . – La designación de los escribanos con Registro será efectuada por el Poder Ejecutivo previa realización, para cada caso, de un concurso de antecedentes y oposición, comprendiendo esta última un examen y una entrevista, entre aquellos que habiendo cumplido con el curso al que refiere el artículo 19 de la presente se hubiesen inscripto en el mismo”.

Artículo 2º.- Incorpóranse como artículos 18 bis, 18 ter y 18 quater a la Ley Nº 6898 los siguientes:

“Artículo 18 bis.- Declarada la vacancia de un Registro o producida la creación de uno nuevo, dentro de los treinta días el Poder Ejecutivo llamará a inscripción para el concurso de oposición y antecedentes tendiente a su cobertura, mediante publicaciones por cinco días en el Boletín Oficial y circular por vía de los Colegios Profesionales a quienes reúnan las condiciones para el cargo, sin perjuicio de la mayor publicidad que se creyere oportuno dar.”

“Artículo 18 ter.- El concurso será tomado por un Tribunal Calificador que estará integrado por el Presidente de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de la Circunscripción a la que corresponde el asiento del registro notarial que se concursa, que ejercerá la Presidencia, el Subsecretario de Justicia y Culto, un representante del Colegio de Escribanos de la Provincia de Santa Fe, un académico especialista en derecho privado, preferentemente docente titular de una universidad nacional y un representante del Poder Ejecutivo. El Tribunal se dará su reglamento de funcionamiento y uno de calificación de antecedentes y de oposición, el que será aprobado por el Poder Ejecutivo. A los fines que se designe al titular del Registro por el que se hubiere abierto el concurso, el Tribunal Calificador elevará al Poder Ejecutivo los resultados del mismo con todos los antecedentes. La designación recaerá en el que obtuviera el primer lugar, y en caso de declinación se seguirá ofreciendo el cargo en el orden que el resultado del concurso hubiere arrojado.


En caso que fuera designado un Escribano titular para cubrir la vacante, el decreto respectivo del Poder Ejecutivo declarará la cesación del Escribano en su registro anterior y procederá en el mismo acto a llamar a concurso para cubrir el cargo vacante.

“Artículo 18 quater.- Los profesionales inscriptos en los concursos para ser titulares de un Registro podrán seguir ejerciendo su profesión hasta que, resuelto el concurso, eventualmente les sea ofrecido el cargo.”

Artículo 3º.- Incorpórase como artículo 20 Bis de la Ley Nº 6.898 el siguiente:

“Artículo 20 Bis.- Los Escribanos titulares que deseen permutar sus cargos deberán presentar sus solicitudes al Consejo Superior, el cual, con los informes pertinentes y opinión sobre su procedencia, los elevará al Poder Ejecutivo para su resolución siendo potestativo de éste conceder o denegar la permuta solicitada. Para que la permuta pueda concederse deberán concurrir los siguientes requisitos:

1º) Que cada uno de los solicitantes tengan como mínimo cuatro años de antigüedad en la regencia de estos registros.

2º) Que no exista más de diez años de diferencia en la edad de los permutantes y ninguno haya cumplido cincuenta y cinco años de edad; y

3º) Que ninguno se encuentre en condiciones de acogerse a los beneficios de la jubilación extraordinaria, extremo que deberá comprobarse con la certificación médica del o de los profesionales que designe el Consejo Superior.


Los Escribanos que permuten su cargo no podrán solicitar nuevas permutas hasta cuatro años después de concedida la anterior ni intervenir en los concursos para la provisión de vacantes hasta dos años posteriores a la permuta, ni acogerse a los beneficios de la jubilación voluntaria por igual término.


En caso de renuncia de cualquiera de los permutantes antes de transcurridos dos años, la permuta podrá quedar sin efecto debiéndose reintegrar a su anterior regencia al permutante no renunciante, si así lo estimase conveniente el Consejo Superior previo estudio de las causas o motivos que aduzca el renunciante y posterior aprobación del Poder Ejecutivo de tal medida.

Disposiciones Transitorias

Artículo 4º.- El Poder Ejecutivo deberá efectuar en el término de ciento ochenta (180) días un relevamiento de la conveniencia de creación en la provincia de registros notariales, tomando en consideración, entre otras variables, el crecimiento poblacional y las necesidades socioeconómicas existentes. El Colegio de Escribanos de la Provincia de Santa Fe deberá brindar toda la información que se le requiera a tales fines.

Artículo 5º.- La presente ley entrará en vigencia a los ciento veinte (120) días de su promulgación.

Artículo 6º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 17 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Liberati – Lamberto – Mascheroni – Benas – Dehesa – Dalla Fontana

Proyecto de ley original

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º - Incorpórase como artículo 18 de la Ley Nº 6.898 el siguiente:


“Artículo 18 – La designación de los escribanos con registro será efectuada por el Poder Ejecutivo previa realización, para cada caso, de un concurso de antecedentes y oposición, comprendiendo ésta última un examen y una entrevista entre aquellos que habiendo cumplido con el curso al que refiere el artículo 19 de la presente se hubiesen inscripto en el mismo”.

Artículo 2º - Incorpóranse como artículos 18 bis, 18 ter y 18 quater a la Ley Nº 6898 los siguientes:


“Artículo 18 bis – Declarada la vacancia de un registro o producida la creación de uno nuevo dentro de los treinta días el Poder Ejecutivo llamará a inscripción para el concurso de oposición y antecedentes tendente a su cobertura, mediante publicaciones por cinco días en el Boletín Oficial y circular por vía de los colegios profesionales a quienes reúnan las condiciones para el cargo, sin perjuicio de la mayor publicidad que se creyere oportuno dar”.


“Artículo 18 ter – El concurso será tomado por un tribunal calificador que estará integrado por el Subsecretario de Justicia y Culto, que ejercerá la Presidencia, un representante del Colegio de Escribanos de la Provincia de Santa Fe y uno del Poder Ejecutivo. El Tribunal se dará su reglamento de funcionamiento y uno de calificación de los antecedentes y de la oposición, el que será aprobado por el Poder Ejecutivo. A los fines que se designe al titular del registro por el que se hubiere abierto el concurso, el Tribunal Calificador elevará al Poder Ejecutivo los resultados del mismo con todos los antecedentes y con una orden de mérito”.


“Artículo 18 quater – Los profesionales inscriptos en los concursos para ser titulares de un registro podrán seguir ejerciendo su profesión hasta que, resuelto el concurso, eventualmente les sea ofrecido el cargo”.

Artículo 3º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Se pone a consideración una iniciativa dirigida a establecer para la selección de quienes serán titulares de registros notariales el sistema de concursos.


El reglamento notarial establece para comenzar a ejercer la profesión, la obligatoriedad de la realización de un curso previo, por el término de un (1) año como mínimo, y cuyas características se establecerán en la reglamentación del presente (Ley 10.965 y decretos 4.341/92 y 1.305/93) y consagra una preferencia para la designación de escribano titular de registro vacante, en razón de la prelación temporal de presentación de la solicitud en elegida forma.


La propuesta que se formula establece un sistema de concurso de antecedentes y oposición, tomado por un tribunal calificador con representación del sector profesional. Asimismo deja establecida que no constituirá causal de incompatibilidad estar inscripto en el concurso respectivo como aspirante a ser titular de un registro notarial con el ejercicio profesional habilitante con que se cuente.


En el convencimiento que, luego de la etapa inicial de implementación de la Ley 6898 con la reforma de la Ley Nº 10.965, el proyecto avanza en otorgar transparencia y objetividad al sistema de selección, contribuyendo a dotar de mayor eticidad a esta acción del Estado.

Esquivel – Lamberto – Kilibarda – Benas – Mascheroni – Meotto

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general.

· Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º al 4º. Al considerarse el artículo 5º dice el:

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Con respecto al artículo 5º, solicito que por Secretaría Parlamentaria se lea el texto sustitutivo que fue acordado en la comisión.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se lee el nuevo texto propuesto.

SR. SECRETARIO (Giuliano).– “Artículo 5º.- La presente ley entrará en vigencia a los ciento veinte (120) días de su promulgación. Hasta ese momento mantendrán vigencia las listas confeccionadas conforme el régimen de prelación temporal anteriormente vigente. 


Vencido el plazo establecido en el párrafo precedente, se procederá a efectuar la designación por concurso cerrado. 


Los primeros diez (10) concursos para cubrir vacantes en las ciudades de primera categoría, los primeros cuatro (4) en las de segunda y los primeros dos (2) en las comunas, se efectuarán entre aquellos que se encontraren inscriptos al 1º de diciembre de 2005 conforme el régimen anteriormente vigente o que a la misma fecha hubieren recurrido judicial o administrativamente su inclusión en las listas. 


Efectuadas estas convocatorias, los concursos serán abiertos, conforme el régimen que por la presente ley se establece.”

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5º conforme al texto leído por Secretaría.

· Resulta aprobado.

· Artículo 6º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Recibe media sanción y pasa a la Cámara de Senadores con el siguiente texto.

 EÍ "zlExpte. Nº 15.310 – DB\:Ley Nº 6898 (Reglamento de la Profesión de Escribanos)\: modificación" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Incorpórase como artículo 18 de la Ley Nº 6.898 el siguiente:

“Artículo 18 . – La designación de los escribanos con Registro será efectuada por el Poder Ejecutivo previa realización, para cada caso, de un concurso de antecedentes y oposición, comprendiendo esta última un examen y una entrevista, entre aquellos que habiendo cumplido con el curso al que refiere el artículo 19 de la presente se hubiesen inscripto en el mismo”.

Artículo 2º.- Incorpóranse como artículos 18 bis, 18 ter y 18 quater a la Ley Nº 6898 los siguientes:

“Artículo 18 bis.- Declarada la vacancia de un Registro o producida la creación de uno nuevo, dentro de los treinta días el Poder Ejecutivo llamará a inscripción para el concurso de oposición y antecedentes tendiente a su cobertura, mediante publicaciones por cinco días en el Boletín Oficial y circular por vía de los Colegios Profesionales a quienes reúnan las condiciones para el cargo, sin perjuicio de la mayor publicidad que se creyere oportuno dar.”

“Artículo 18 ter.- El concurso será tomado por un Tribunal Calificador que estará integrado por el Presidente de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de la Circunscripción a la que corresponde el asiento del registro notarial que se concursa, que ejercerá la Presidencia, el Subsecretario de Justicia y Culto, un representante del Colegio de Escribanos de la Provincia de Santa Fe, un académico especialista en derecho privado, preferentemente docente titular de una universidad nacional y un representante del Poder Ejecutivo. El Tribunal se dará su reglamento de funcionamiento y uno de calificación de antecedentes y de oposición, el que será aprobado por el Poder Ejecutivo. A los fines que se designe al titular del Registro por el que se hubiere abierto el concurso, el Tribunal Calificador elevará al Poder Ejecutivo los resultados del mismo con todos los antecedentes. La designación recaerá en el que obtuviera el primer lugar, y en caso de declinación se seguirá ofreciendo el cargo en el orden que el resultado del concurso hubiere arrojado.


En caso que fuera designado un Escribano titular para cubrir la vacante, el decreto respectivo del Poder Ejecutivo declarará la cesación del Escribano en su registro anterior y procederá en el mismo acto a llamar a concurso para cubrir el cargo vacante.

“Artículo 18 quater.- Los profesionales inscriptos en los concursos para ser titulares de un Registro podrán seguir ejerciendo su profesión hasta que, resuelto el concurso, eventualmente les sea ofrecido el cargo.”

Artículo 3º.- Incorpórase como artículo 20 Bis de la Ley Nº 6.898 el siguiente:

“Artículo 20 Bis.- Los Escribanos titulares que deseen permutar sus cargos deberán presentar sus solicitudes al Consejo Superior, el cual, con los informes pertinentes y opinión sobre su procedencia, los elevará al Poder Ejecutivo para su resolución siendo potestativo de éste conceder o denegar la permuta solicitada. Para que la permuta pueda concederse deberán concurrir los siguientes requisitos:

1º) Que cada uno de los solicitantes tengan como mínimo cuatro años de antigüedad en la regencia de estos registros.

2º) Que no exista más de diez años de diferencia en la edad de los permutantes y ninguno haya cumplido cincuenta y cinco años de edad; y

3º) Que ninguno se encuentre en condiciones de acogerse a los beneficios de la jubilación extraordinaria, extremo que deberá comprobarse con la certificación médica del o de los profesionales que designe el Consejo Superior.


Los Escribanos que permuten su cargo no podrán solicitar nuevas permutas hasta cuatro años después de concedida la anterior ni intervenir en los concursos para la provisión de vacantes hasta dos años posteriores a la permuta, ni acogerse a los beneficios de la jubilación voluntaria por igual término.


En caso de renuncia de cualquiera de los permutantes antes de transcurridos dos años, la permuta podrá quedar sin efecto debiéndose reintegrar a su anterior regencia al permutante no renunciante, si así lo estimase conveniente el Consejo Superior previo estudio de las causas o motivos que aduzca el renunciante y posterior aprobación del Poder Ejecutivo de tal medida.

Disposiciones Transitorias

Artículo 4º.- El Poder Ejecutivo deberá efectuar en el término de ciento ochenta (180) días un relevamiento de la conveniencia de creación en la provincia de registros notariales, tomando en consideración, entre otras variables, el crecimiento poblacional y las necesidades socioeconómicas existentes. El Colegio de Escribanos de la Provincia de Santa Fe deberá brindar toda la información que se le requiera a tales fines.

Artículo 5º.- La presente ley entrará en vigencia a los ciento veinte (120) días de su promulgación. Hasta ese momento mantendrán vigencia las listas confeccionadas conforme el régimen de prelación temporal anteriormente vigente. 


Vencido el plazo establecido en el párrafo precedente, se procederá a efectuar la designación por concurso cerrado. 


Los primeros diez (10) concursos para cubrir vacantes en las ciudades de primera categoría, los primeros cuatro (4) en las de segunda y los primeros dos (2) en las comunas, se efectuarán entre aquellos que se encontraren inscriptos al 1º de diciembre de 2005 conforme el régimen anteriormente vigente o que a la misma fecha hubieren recurrido judicial o administrativamente su inclusión en las listas. 


Efectuadas estas convocatorias, los concursos serán abiertos, conforme el régimen que por la presente ley se establece.”

Artículo 6º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJ ESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Quiero destacar el amplio consenso logrado en la Comisión para tratar esta reforma parcial a la Ley Orgánica del Notariado. Si bien empezó siendo un proyecto de iniciativa de quien habla, rápidamente se transformó en un proyecto de la Comisión.


Quedó establecido, fundamentalmente, el aspecto más importante: el concurso de antecedentes y oposición para los escribanos futuros, digamos, con registro. 


Y nos queda un compromiso futuro –lamentablemente, no llegamos a acuerdo– sobre el restablecimiento o no –allí la discrepancia– de la figura de lo que se llamaba antes “adscripto”, o que nosotros llamamos hoy “adjunto”.


Y la última parte, la más importante, es que se incorporó y se legisló detalladamente sobre la figura de la permuta entre escribanos titulares de distintos registros. Quiero destacar esto, así como las dos cláusulas transitorias. La 5ª, que se leyó recién por Secretaría Parlamentaria, y la otra, que le pedimos al Poder Ejecutivo, en un plazo de 180 días, un trabajo de relevamiento de posibilidades futuras de creación del registro de acuerdo a la potencialidad de cada zona.


Quiero destacar esto porque es un trabajo de la comisión, se transformó en un proyecto de la comisión, como decía recién, y creo que es muy superador de la Ley Orgánica del Notariado que actualmente nos rige.

5.17 Ley 11.452 (Código Procesal de Menores): modif. art. 48

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el Expte. Nº 15.694 – BER, que figura como asunto Nº 13 del Orden del Día.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.694 – BER), autoría de la diputada Peralta, por el cual se modifica el artículo 98 de la Ley 11.452 – Código Procesal de Menores. Y, atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, ésta ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "zlExpte. Nº 15.694 – BER\: Ley 11.452 (Código Procesal de Menores)\: modif. art. 48" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Modifícase el artículo 98 de la Ley Provincial Nº 11.452 – Código Procesal de Menores – el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 98 . – Medidas alternativas a la privación de libertad. – Se podrán disponer las siguientes medidas alternativas a la privación de la libertad:

1. Llamado de atención o advertencia,

2. Realización de un trabajo comunitario, en una institución u organismo oficial o privado; 

3. Aplicación de algún programa de tratamiento integral para menores que se encuentran sometidos a un proceso jurisdiccional, el que se realizará conforme el diseño establecido en las distintas Circunscripciones judiciales;

4. Libertad vigilada. El seguimiento de la medida estará a cargo de una institución autorizada, considerándose conveniente que la misma se encuentre en un radio inferior a veinte (20) cuadras del domicilio del menor;

5. Toda otra medida o inclusión en algún programa en desarrollo que beneficie al menor”.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 17 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Liberati – Lamberto – Pezz – Mascheroni – Benas – Dehesa – Dalla Fontana

Proyecto de ley original

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º.- Modifíquese el Código Procesal de Menores – Ley Nº 11.452 sancionada el 29 de noviembre de 1996. Promulgada el 20 de diciembre de 1996 Pub. Bol. Oficial 08 de enero de 1997 en su artículo 98.

Artículo 2º.- Modifíquese el inciso 4 del artículo 98 dentro del Capítulo III Sección Tercera, sobre Libertad Vigilada.


Al que se agregará el siguiente párrafo:


“Cuyo informe deberá realizarse en institución autorizada que no superará un radio mayor a 20 cuadras a la redonda del domicilio del menor” 


El que quedará redactado del siguiente modo:


Inciso 4: Libertad vigilada, cuyo informe deberá realizarse en institución autorizada por la Provincia, que no superará un radio mayor a 20 cuadras a la redonda del domicilio del menor.

Artículo 3º.- Sustitúyase el inciso 3 del artículo 98: Realización de un tratamiento médico o psicológico, individual o como terapia familiar.


E inclúyase a modo de medida alternativa de la libertad "el programa de tratamiento integral de menores que por primera vez se encuentren sometidos a un proceso jurisdiccional", el que se realizará aplicando el programa diseñado de acuerdo a las distintas circunscripciones de la Provincia.


Por el siguiente quedando redactado del siguiente modo:


Inc. 3) Aplicación del programa de tratamiento integral de menores que por primera vez se encuentren sometidos a un proceso jurisdiccional", el que se realizará empleando el programa diseñado de acuerdo a las distintas circunscripciones de la Provincia.

Artículo 4º.- El artículo 98 Código Procesal de Menores – Ley Nº 11.452 quedará redactado del siguiente modo:


Articulo 98.- Medidas alternativas a la privación de libertad. Se podrá disponer las siguientes medidas alternativas a la privación de la libertad.

1. Llamado de atención y/o advertencia;

2. Realización de un trabajo comunitario, en una institución u organismo oficial o privado.

3. Aplicación del programa de tratamiento integral de menores que por primera vez se encuentren sometidos a un proceso jurisdiccional", el que se realizará empleando el programa diseñado de acuerdo a las distintas circunscripciones de la Provincia.

4. Libertad vigilada, cuyo informe deberá realizarse en institución autorizada que no superará un radio mayor a 20 cuadras a la redonda del domicilio del menor.

5. Toda otra medida que beneficie al menor.

Artículo 5º.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán a partir de la fecha de entrar en vigencia y a todas las causas pendientes o por delitos anteriores.

Artículo 6º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


Este Programa de Menores está destinado a atender las primeras llegadas del menor en conflicto con la ley penal como así también a la atención de aquellos menores o familiares de los mismos que aún no han tenido contacto con los estrados judiciales pero que manifiestan conductas con perfiles anómicos y en el contexto actual no hallan un espacio de contención, ayuda o tratamiento.


La oportunidad de implementar otros programas es de fundamental importancia y se realizará teniendo en cuenta a la selección geográfica de las diversas circunscripciones de nuestra Provincia las intervenciones, basándose en criterios como el nivel de pobreza, la eficacia con respecto a la realidad de cada zona.


Brindar mediante estos programas la posibilidad de establecer la creación de pequeñas empresas o microemprendimientos a jóvenes entre ellos de segunda generación de desocupados, que estuvieron en las calles, probaron la droga y delinquieron, que pasaron del arma de juguete a la verdadera, del pungueo a robos grandes, incorporarlos al proyecto brindando la oportunidad de generación de empleo, incluso junto al grupo familiar de ser posible.


Es de vital importancia para el apuntalamiento de nuestra sociedad como tal como resguardo de las generaciones de jóvenes de hoy y de las futuras el realizar un programa que sea funcional con la realidad, que sea tangible , no utópico, que no diseñe programas para un presente de entelequia sino del que en verdad tenemos, un programa que no se diluya por ser de imposible realización y caiga en desuso a poco de llevarlo a cabo, para esto hemos trabajado junto con los Juzgados de Menores de Rosario y Santa Fe, con doctrinarios especializados en el tema, con organizaciones que atienden la problemática, hemos tenido en cuenta asimismo el caso Uruguay descripto por Alejandro Bonasso, llegando a una idea acabada de aquello que fue y es nuestra inquietud desde hace muchos años de militancia que nos ha hecho estar en contacto con las realidades que muchos niegan por no conocer en totalidad.


Tratar de que el menor salga del vicioso circuito judialización-delito, estigmatizándolo al ser judicializado ampliando en este sentido la brutalidad y marginalidad que procura paliar, donde el control social establece su sistema protector-represor organizando medidas de seguridad, terapéuticas o tutelares, donde los menores no gozan de los derechos conferidos a los adultos en el sistema penal, debido al carácter tuitivo del Derecho de Menores, donde el juez reviste un altísimo grado de poder discrecional, y si bien tras larga batalla luego de la Convención sobre los Derechos del Niño, dictada en 1989 el menor es considerado como sujeto pleno de derechos y ya no como objeto de compasión represión, se trata mediante este Programa de minimizar el uso del sistema judicial tradicional y hallar otras alternativas que no estigmaticen al menor, buscando una respuesta programática, que prepare al menor para el ejercicio responsable de su libertad.


El Estado invierte en la infraestructura del menor judicializado en la Provincia de Santa Fe la suma de pesos seis mil quinientos cincuenta y dos anual per cápita, lamentablemente los resultados no son satisfactorios advirtiendo los sucesivos ingresos-egresos por la sencilla razón de que no podemos establecer conductas de responsabilidad frente a la libertad brindando un tratamiento sin la misma ... “Por eso, pretende ganar desde la conciencia y la concepción de la dignidad, como derecho inherente al ser humano. Detrás de la noción de derechos humanos está la idea de que todas las personas, incluidos los niños, gozan de los derechos consagrados para los seres humanos y que es deber de los Estados promover y garantizar su efectiva protección igualitaria” (Hernán Caremi, integrante de la Comisión Nacional de Derecho Penal 1081)


Convención de los Derechos del Niño en el artículo 12 establece:

1- Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño.

2- Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado en todo procedimiento judicial o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un representante o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas de procedimientos de la ley nacional.


Asimismo el artículo 37 de la Convención de los Derechos del Niño Los Estados Partes velarán porque:

1- “Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. No se impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por menores de 18 años de edad;

2- Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda;

3- Todo niño privado de su libertad sea tratado con la humanidad y el respeto que merece la dignidad inherente a la persona humana, y de manera que se tenga en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En particular, todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a menos que ello se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto con su familia por medio de correspondencia y de visitas salvo en circunstancias excepcionales;

4- Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal u otra autoridad competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción”.

Artículo 40 de la Convención sobre los Derechos del Niño

1- Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad.

2- Con ese fin y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instrumentos internacionales, los Estados Partes, garantizarán en particular:

a- Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni se acuse o declare culpable a ningún niño de haber infringido esas leyes, por actos u omisiones que no estaban prohibidos por las leyes nacionales o internacionales en el momento en que se cometieron;

b- Que todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse de haber infringido esas leyes se le garantice, por lo menos lo siguiente:

· Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley;

· Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea procedente, por intermedio de sus padres o representantes legales, de los cargos que pesan contra él y que dispondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación y presentación de su defensa;

· Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial competente, independiente e imparcial en una audiencia equitativa conforme a la ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a menos que se considerare que ello fuere contrario al interés superior del niño, teniendo en cuenta en particular su edad o situación y a sus padres o representantes legales;

· Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que podrá interrogar o hacer que se interrogue a testigos de cargo y obtener la participación y el interrogatorio de testigos de descargo en condiciones de igualdad;

· Si se considerare que ha infringido, en efecto, las leyes penales, que esta decisión y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a una autoridad u órgano judicial superior competente, independiente e imparcial, conforme a la ley;

· Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si no comprende o no habla el idioma utilizado;

· Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del procedimiento.

3- Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas leyes y, en particular:

a- El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los niños no tienen capacidad para infringir las leyes penales;

b- Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías legales.

4- Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los programas de enseñanza y formación profesional, así como otras posibilidades alternativas a la internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la infracción.”


Debemos crear un paradigma que propenda a crear en el menor (niño-adolescente) la internalización de una función constructiva ante y con la sociedad.


Por todo lo expuesto solicito a mis pares me acompañen en la presentación del siguiente proyecto.

Mónica Peralta

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general y en particular por constar de un artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe media sanción y se comunica al Senado. 

5.18 Expropiación de inmueble para ampliación del Samco de San José del Rincón

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el Expte. Nº 15.722 – SEN, que figura como asunto Nº 14 del Orden del Día.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.772 – Senado), presentado por el senador Mercier, Venido en revisión, por el cual se declara de utilidad pública y sujeto a expropiación un inmueble ubicado en San José del Rincón, departamento La Capital, destinado a favor de la Comuna para la ampliación del Samco; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis vuestra aprobación.

 EÍ "zlExpte. Nº 15.772 – SEN\: Expropiación de inmueble para ampliación del Samco de San José del Rincón" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Declárase de interés general y sujeto a expropiación el inmueble ubicado en la localidad de San José del Rincón, departamento La Capital, que se encuentra identificado en el Registro General de la Propiedad bajo el dominio N° 22925, Tomo 79, Folio 1277, con P.I.I. N° 10-16-00-734186/0000, con destino a la ampliación del Samco local.

Artículo 2º.- Autorízase a la Comuna de San José del Rincón para que proceda a promover las acciones expropiatorias pertinentes, la que será con cargo a la misma.

Artículo 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 9 de noviembre de 2005.

Pesaresi – Vázquez – Tibaldo – Cavuto

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 15.772 – Senado – Venido en revisión ), autoría del Senador Mercier, por el cual se declara de utilidad pública y sujeto a expropiación un inmueble ubicado en San José del Rincón, departamento La Capital, destinado a favor de la Comuna para la ampliación del Samco Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores, y con despacho precedente de la de Asuntos Comunales, esta Comisión ha resuelto adherir al texto sancionado y remitido por la Cámara de Senadores, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 16 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Liberati – Lamberto – Pezz – Mascheroni – Benas – Kilibarda

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º y 2º; artículo 3º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.

5.19 Donación de terreno a Centro Tradicionalista José Arijón de Desvío Arijón

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el Expte. Nº 15.831 – PE, que figura como asunto Nº 15 del Orden del Día.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.831 – PE), presentado por el Poder Ejecutivo (Mensaje Nº 2999), por el cual se autoriza a la Comuna de Desvío Arijón, departamento San Jerónimo, a donar una fracción de terreno ubicada en la zona urbana de esa localidad al “Centro Tradicionalista José Arijón”, con destino al desarrollo de actividades específicas; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis vuestra aprobación.

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Autorízase a la Comuna de Desvío Arijón, departamento San Jerónimo, a donar al Centro Tradicionalista José Arijón, una fracción de terreno de su propiedad ubicada en la zona urbana del citado distrito, identificada como Lote “C”, en el Plano de Mensura y Subdivisión Nº 128.080, Partida Impuesto Inmobiliario Nº 150102/0018-2, de 12.537,73 m². de superficie, inscripto el dominio al Tomo 223 I, Folio 498, Nº 46498, Fecha 14-8-2001, con destino al desarrollo de sus actividades específicas.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 9 de noviembre de 2005.

Pesaresi – Vázquez – Tibaldo – Cavuto

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 15.831 – PE – Mensaje N° 2999), por el cual se autoriza a la Comuna de Desvío Arijón, departamento San Jerónimo, a donar una fracción de terreno ubicada en la zona urbana de esa localidad al Centro Tradicionalista José Arijón, con destino al desarrollo de sus actividades específicas. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Asuntos Comunales, ésta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando la aprobación del texto remitido por el Poder Ejecutivo en su mensaje.

 EÍ "zlExpte. N° 15.831 – PE\: Donación de terreno a Centro Tradicionalista José Arijón de Desvío Arijón" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Autorízase a la Comuna de Desvío Arijón, departamento San Jerónimo, a donar al Centro Tradicionalista José Arijón, una fracción de terreno de su propiedad ubicada en la zona urbana del citado distrito, identificada como Lote “C”, en el Plano de Mensura y Subdivisión Nº 128.080, Partida Impuesto Inmobiliario Nº 150102/0018-2, de 12.537,73 m² de superficie, inscripto en el dominio al Tomo 223 I, Folio 498, Nº 46498, Fecha 14-8-2001, con destino a sus actividades específicas.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 17 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Liberati – Lamberto – Pezz – Mascheroni – Benas – Dehesa – Dalla Fontana

Mensaje Nº 2.999

Santa Fe, 25 de octubre de 2005

A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley por el que se autoriza a la Comuna de Desvío Arijón, departamento San Jerónimo, a donar una fracción de terreno ubicada en la zona urbana de esa localidad al Centro Tradicionalista José Arijón, con destino al desarrollo de sus actividades específicas.


Atento que la Ley Orgánica de Comunas Nº 2.439, en su artículo 15 establece que las comisiones comunales carecen de facultad para donar bienes de su patrimonio y que la presente gestión no encuadra dentro de las excepciones establecidas por la misma norma, resulta necesario el dictado de la ley cuyo proyecto se somete a vuestra consideración.


Se acompaña el Expediente Nº 00103-0030306-0 del registro del Sistema de Información de Expedientes.


Dios guarde a V.H.

Rosúa – Obeid

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general y en particular por constar de un artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe media sanción y se comunica al Senado.

5.20 Corredor vial de transporte Este-Oeste (conexión Reconquista-Goya): aprobación convenio

(Proyecto de ley – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el Expte. Nº 15.584 – PE, que figura como asunto Nº 18 del Orden del Día.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.584 – PE – Mensaje Nº 2973), presentado por el Poder Ejecutivo, por el cual se aprueba el Convenio celebrado el 30/08/05, con presencia del Señor Presidente, entre los representantes de las provincias de Santa Fe y Corrientes y la Secretaría de Obras Públicas dependiente del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, con el objeto de efectivizar el corredor vial y Multimodal de Transporte este – oeste, que vincule a Argentina, Brasil y Chile (conexión de las ciudades de Reconquista y Goya); atento a los fundamentos expuestos por el autor del mismo, los antecedentes que corren agregados al expediente citado, dándolos aquí por reproducidos, formando parte del presente dictamen y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación.

 EÍ "zlExpte. Nº 15.584 – PE\: Corredor vial de transporte Este-Oeste (conexión Reconquista-Goya)\: aprobación convenio" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º.- Apruébase el Convenio celebrado el día 30 de agosto de 2005, con la presencia del señor Presidente de la Nación, Dr. Néstor Kirchner, entre los representantes de las Provincias de Santa Fe y Corrientes, y la Secretaría de Obras Públicas dependiente del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, el señor Gobernador Ing. Jorge Alberto Obeid, el señor Gobernador Dr. Horacio Ricardo Colombi y el señor Secretario de Obras Públicas Ing. José Francisco López, respectivamente; con el objeto de efectivizar el corredor vial y multimodal de transporte este-oeste, que vincule a la República Argentina con la República Federativa del Brasil y la República de Chile, en el marco de la iniciativa para la Integración de la Infraestructura Regional Sudamericana (IIRSA), a través de la conexión física de las ciudades de Reconquista-Goya, las que servirán de punto estratégico para el intercambio multimodal de cargas entre el transporte carretero y fluvial.


El presente convenio estará solventado presupuestariamente por la Secretaría de Obras Públicas dependiente del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, con la apoyatura del Consejo Federal de inversiones (CFI), para la concreción de la obra.


El documento suscripto, inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales el día 31 de agosto de 2005, bajo el N° 2608, Folio 206, Tomo V, se agrega como anexo y forma parte de esta ley.

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 22 de setiembre de 2005.

Reutemann – Tibaldo – Cavuto – Dehesa – Ritter – Peirone

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 15.584 – PE – Mensaje N° 2973), remitido por el Poder Ejecutivo, por el cual se aprueba el Convenio, celebrado el 30-08-05, con la presencia del Señor Presidente, entre los representantes de las Provincias de Santa Fe y Corrientes, y la Secretaría de Obras Públicas dependiente del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, con el objeto de efectivizar el corredor vial y multimodal de transporte este-oeste, que vincule a la República Argentina con la República Federativa del Brasil y la República de Chile (conexión de las ciudades de Reconquista y Goya); y, por las razones invocadas y atento a que cuenta con despacho precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos ha resuelto adherir al mismo.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2005.

Benítez – Brignoni – Castellani – Pezz

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 15.584 – PE – Mensaje Nº 2973), por el cual se aprueba el convenio entre los gobernadores de las provincias de Santa Fe y Corrientes y la Secretaría de Obras Públicas dependiente del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios de la Nación, con el objeto de efectivizar el corredor vial y multimodal de transporte este-oeste que vincule a la Argentina, Brasil y Chile (conexión de las ciudades de Reconquista y Goya). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Transporte, ésta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 16 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Liberati – Lamberto – Kilibarda – Mascheroni

Mensaje Nº 2973

Santa Fe, 9 de setiembre de 2005

A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley de aprobación del Convenio, celebrado el día 30 de agosto de 2005, con la presencia del señor Presidente de la Nación, Dr. Néstor Kirchner, entre los representantes de las provincias de Santa Fe y Corrientes y la Secretaría de Obras Públicas dependiente del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, el señor Gobernador Ing. Jorge Alberto Obeid, el señor Gobernador Dr. Horacio Ricardo Colombi y el señor Secretario de Obras Públicas Ing. José Francisco López, respectivamente; con el objeto de efectivizar el corredor vial y multimodal de transporte este-oeste, que vincule a la República Argentina con la República Federativa del Brasil y la República de Chile, en el marco de la iniciativa para la Integración de la Infraestructura Regional Sudamericana (IIRSA), a través de la conexión física de las ciudades de Reconquista-Goya, las que servirán de punto estratégico para el intercambio multimodal de cargas entre el transporte carretero y fluvial.


La consecución de los objetivos señalados en el citado convenio será responsabilidad de las partes, obligándose a dictar cada una de ellas los actos administrativos que sus propias estructuras legales internas exijan, para la vigencia del mismo, el que a su vez estará solventado presupuestariamente por la Secretaría de Obras Públicas dependiente del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, con la apoyatura del Consejo Federal de Inversiones (CFI), para la concreción de la obra.


El Convenio fue registrado en fecha 31 de agosto de 2005 bajo el Nº 2.608, al folio 206 y Tomo V del Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales – Decreto Nº 1.767/84.


Dios guarde V.H.

Hammerly – Obeid

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.

SR. PIVIDORI EÍ "PJ PIVIDORI, José" .– Pido la palabra.


Quiero manifestar, muy brevemente, mi beneplácito con respecto a este Mensaje Nº 2973, por el que se aprueba el convenio celebrado entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe y la Provincia de Corrientes, conjuntamente con el Gobierno Nacional, a través de la Secretaría de Obras Públicas, donde se efectiviza este corredor vial entre Santa Fe y Corrientes; pero manifiesta, fundamentalmente, la unión entre Argentina, Brasil y Chile, y podemos decir del Atlántico con el Pacífico.


Quiero decir que es una obra esperada desde hace más de 25 años por los productores, las instituciones y la comunidad toda del norte santafesino. Representa, para nosotros, unirnos fundamentalmente con Corrientes, donde se deben recorrer más de 300 kilómetros para unir localidades de una y otra provincia, cuando realmente están a pocos kilómetros unas de otras. 


Este convenio formaliza más la posibilidad de que este corredor vial se pueda realizar. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general y en particular por constar de un artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Recibe media sanción y se comunica al Senado.

6 ASUNTOS ENTRADOS

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Retomando el orden normal de la sesión, si no hay oposición, se dará ingreso en conjunto a la lista de Asuntos Entrados con los giros correspondientes en cada caso.

–
Asentimiento.

6.1 Comunicaciones Oficiales

Asunto Nº 1 – El Ministerio de Asuntos Hídricos de la Provincia, remite copia de la Resolución Nº 289/05, por la cual se acepta la Póliza de Seguro de Cauciones Nº 580.487 constituida por la firma ECODYMA SA correspondiente a la Obra “Protección de Margen Derecha Río Salado – tramo Anfiteatro – Puente Carretero – Ciudad de Santo Tomé – Provincia de Santa Fe”. (Nº 9.412/05).

–
Girado a sus antecedentes.

Asunto Nº 2 – El señor Secretario de Asuntos Legislativos, eleva respuesta a las siguientes minutas de comunicación:

Expte. Nº 13.034 – BER: Proceda a reglamentar la Ley Nº 11.873 (regulación de los estudios, proyectos, ejecución y mantenimiento de Riego Colectivo). (Nº 9.413/05).

Expte. Nº 14.298 – DB: Informe sobre aspectos relacionados al Programa Nutrir Más. (Nº 9.414/05).

Expte. Nº 13.487 – BS: Reglamente el artículo Nº 6º de la Ley Nº 11.460, modificado por la Ley Nº 12.248 – Prevención y Tratamiento del VIH/SIDA. (Nº 9.415/05).

Expte. Nº 15.258 – BS: Informe si se ha cerrado el servicio de neonatología del Hospital Samco de Villa Constitución. (Nº 9.416/05).

Expte. Nº 15.228 – PJ: Informe respecto de la situación que involucra a médicos residentes de los Hospitales Centenario y Provincial de Rosario y Eva Perón de Granadero Baigorria. (Nº 9.417/05).

–
Girado a sus antecedentes.

Asunto Nº 3 – El señor Presidente del Samco de la ciudad de San Cristóbal, remite nota por la cual adjunta copia de la enviada al señor Gobernador de la Provincia, relacionada con la obra de construcción del nuevo hospital. (Nº 9.418/05).

-
Girado a la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

Asunto Nº 4 – El Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda de la Provincia, remite copia de las Resoluciones emitidas por la Unidad Ejecutora de Recuperación de la Emergencia Hídrica y Pluvial, desde la Nº 184 hasta la Nº 199/05 inclusive. (Nº 9.419/05).

–
Girado a la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

Asunto Nº 5 – El Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda de la Provincia, remite copia de las Resoluciones emitidas por la Unidad Ejecutora de Recuperación de la Emergencia Hídrica y Pluvial, desde la Nº 200 hasta la Nº 219/05 inclusive. (Nº 9.420/05).

–
Girado a la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

6.2 Dictámenes de Comisión

6.2.1 Revista Turística de la Región “Santa Fe, las Puertas de la Tierra”: interés legislativo

Asunto Nº 6 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Industria, Comercio y Turismo en el proyecto de declaración del señor diputado Riestra, por el cual esta Cámara declara de su interés a la Primera Revista Turística de la Región “Santa Fe, las Puertas de la Tierra”, que tiene por objeto promover el turismo, actividades culturales y la difusión de la tradición e historia de los departamentos La Capital, Garay, San Javier, Las Colonias y San Jerónimo. (Expte. Nº 14.618 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.
6.2.2 Beneplácito por el Premio Balseiro recibido por la UNR

Asunto Nº 7 – Dictamen de la Comisión de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación en el proyecto de declaración de los señores diputados Benítez, Urruty y Reynoso, por el cual esta Cámara declara su beneplácito por el Premio Balseiro, que la Asociación Civil Foro de Ciencia y Tecnología para la Producción otorgara a la Universidad Nacional de Rosario por su destacada labor de vinculación entre las áreas de investigación y el sector productivo. (Expte. Nº 16.013 – PPS).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.3 Beneplácito por 50º Aniversario de la Asociación Santafesina de Escritores

Asunto Nº 8 – Dictamen de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social en el proyecto de declaración de la señora diputada Costa, por el cual esta Cámara declara su beneplácito por el 50º Aniversario de la Asociación Santafesina de Escritores, que se conmemoró el día 19 de octubre de 2005. (Expte. Nº 15.946 – PJ)-

–
Girado al Orden del Día.

6.2.4 6ta. Edición de la Fiesta Regional de la Flor del Ceibo: interés legislativo

Asunto Nº 9 – Dictamen de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social en el proyecto de declaración del señor diputado Pividori, por el cual esta Cámara declara de interés legislativo la “6ta. Edición de la Fiesta Regional de la Flor del Ceibo”, a celebrarse el 21 de enero de 2006 en la localidad de Arroyo Ceibal, departamento General Obligado. (Expte. Nº 15.965 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.5 Beneplácito por distinciones literarias obtenidas por Anaclara Dalla Valle

Asunto Nº 10 – Dictamen de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social en el proyecto de declaración de las señoras diputadas Meotto y Costa, por el cual esta Cámara declara su beneplácito por las distinciones obtenidas por la señorita Anaclara Dalla Valle, joven oriunda de la localidad de Pujato, departamento San Lorenzo, en diversos concursos literarios de nuestro país y del extranjero. (Expte. Nº 16.034 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.6 Apoyo de la Secretaría de Cultura a Anaclara Dalla Valle

Asunto Nº 11 – Dictamen de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social en el proyecto de comunicación de las señoras diputadas Costa y Meotto, por el cual se solicita, a través de la Secretaría de Cultura, se disponga apoyar a la señorita Dalla Valle, joven oriunda de la localidad de Pujato, departamento San Lorenzo, quien ha obtenido numerosas distinciones en diversos concursos literarios en nuestro país y en el extranjero. (Expte. Nº 16.038 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.7 Partidas para Asociación Cooperadora Escuela Nº 237 de Luis Palacios

Asunto Nº 12 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Albónico, Lamberto, Cecchi, Liberati y Baudín, por el cual se solicita se disponga completar las dos partidas restantes y convalidadas que el Ministerio de Educación por Expte. Nº 00602-0007902-4, resolvió se le otorgue a la Asociación Cooperadora de la Escuela Nº 237 “Froylán Palacios” de la localidad de Luis Palacios, departamento San Lorenzo. (Expte. Nº 15.925 – BS).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.8 Obras y equipamiento para Escuela Nº 779 de Santa Isabel: agilización de trámite

Asunto Nº 13 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Peralta, por el cual se solicita se disponga agilizar los Exptes. Nros. 00417003001-4 (instalaciones sanitarias) y 004170003919-6 (equipamiento, mobiliario, computadoras e impresoras) referente a la Escuela Nº 779 “Domingo. F. Sarmiento” de la localidad de Santa Isabel, departamento General López. (Expte. Nº 15.906 – BER).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.9 Creación de cargos para distintas escuelas de la Provincia.

Asunto Nº 14 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Maguid, por el cual se solicita la creación de cargos para distintas escuelas de la Provincia. (Exptes. Nros. 15.892 – 15.893 – 15.894 – 15.895 – 15.896 – 15.897 – 15.898 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.10 Escuela Nº 6.150 de Sargento Cabral: provisión de computadoras

Asunto Nº 15 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Liberati, por el cual se solicita se disponga suministrar computadoras personales a la sala de informática de la Escuela Nº 6.150 “Juan B. Cabral” de la localidad de Sargento Cabral, departamento Constitución. (Expte. Nº 15.869 – BS).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.11 Escuela Nº 6.150 de Sargento Cabral: cargo de profesor de informática

Asunto Nº 16 – Dictámenes de las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Liberati, por el cual se solicita se disponga crear un cargo de profesor/a de informática en la Escuela Nº 6.150 “Juan B. Cabral” de la localidad de Sargento Cabral, departamento Constitución. (Expte. Nº 15.870 – BS).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.12 Provisión de elementos al Samco de Villa Ocampo

Asunto Nº 17 – Dictámenes de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Riestra, por el cual se solicita se disponga proveer de elementos materiales y humanos para su funcionamiento al Hospital Samco de Villa Ocampo, departamento General Obligado. (Expte. Nº 14.384 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.13 Nombramiento definitivo de personal en Samco de Bombal

Asunto Nº 18 – Dictámenes de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Real, por el cual se solicita se disponga nombrar con carácter definitivo a cinco personas que desempeñan tareas en el SAMCo. de la localidad de Bombal, departamento Constitución. (Expte. Nº 15.560 – PDP).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.14 Subsidio para Asoc. Coop. de Sub-Comisaría 6ta. UR XII, Distrito San Bernardo

Asunto Nº 19 – Dictámenes de las comisiones de Promoción Comunitaria y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Pesaresi, por el cual se solicita se disponga otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Sub-Comisaría 6ta. UR XII del Distrito San Bernardo, departamento 9 de Julio. (Expte. Nº 15.886 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.15 Mayores frecuencias del servicio de transporte público de pasajeros tramo Romang – Reconquista

Asunto Nº 20 – Dictámenes de las comisiones de Transporte y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Sánchez, por el cual se solicita se disponga invitar a la Empresa Concesionaria del Servicio de Transporte Público de Pasajeros para el tramo Romang–Reconquista y viceversa, para estudiar la factibilidad de habilitar mayores frecuencias horarias. (Expte. Nº 15.875 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.16 Obras en Parque General Manuel Belgrano (Parque del Sur) de Santa Fe: informes

Asunto Nº 21 – Dictamen de la Comisión de Obras y Servicios Públicos en el proyecto de comunicación del señor diputado Vázquez, por el cual se solicita a través de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, se disponga informar con relación a las obras que se están realizando en el Parque General Manuel Belgrano (Parque del Sur) en la ciudad de Santa Fe. (Expte. Nº 15.939 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.17 Señalización por trabajos en Ruta Prov. 90, tramo Autopista Aramburu-Ruta Prov. 18

Asunto Nº 22 – Dictamen de la Comisión de Obras y Servicios Públicos en el proyecto de comunicación de la señora diputada Tomei, por el cual se solicita se disponga intimar a la Empresa Perales Aguiar SCAI Y C., ejecutora de las obras de reparación de la Ruta Provincial 90, tramo Autopista Pedro E. Aramburu – Ruta Provincial 18, departamento Constitución. (Expte. Nº 16.040– UCR).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.18 Medidas desarrolladas frente a la depredación ictícola en el río Coronda: informes

Asunto Nº 23 – Dictámenes de las comisiones de Agricultura y Ganadería y de Industria, Comercio y Turismo en el proyecto de comunicación del señor diputado Vázquez, por el cual se solicita, a través de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, se disponga informar respecto de las medidas directas que se desarrollan frente a la depredación ictícola y pesca indebida que están sufriendo las especies en el Río Coronda y sus Islas en la zona de la ciudad de Coronda y las localidades de Desvío Arijón y Sauce Viejo. (Expte. Nº 15.720 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.19 Estudios de control y análisis de agua potable en Hughes: informes

Asunto Nº 24 – Dictámenes de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Obras y Servicios Públicos en el proyecto de comunicación del señor diputado Lagna, por el cual se solicita se disponga informar si existen estudios de control y análisis de agua potable de la localidad de Hughes, departamento General López, la que es provista por la Cooperativa Limitada de Electricidad y Otros Servicios Públicos de Hughes. (Expte. Nº 15.812 – PJ).

–
Girado al Orden del Día.

6.2.20 Callejón Roca de Santa Fe: informe medioambiental y del estado sanitario de la población

Asunto Nº 25 – Dictámenes de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social, de Asuntos Comunales y de Obras y Servicios Públicos en el proyecto de comunicación de los señores diputados Gutiérrez, Riestra, Benas y Strada, por el cual se solicita a través del Ministerio de Salud, se disponga informar respecto del diagnóstico de situación acerca del medio ambiente y del estado sanitario de la población del denominado Barrio Callejón, de la ciudad de Santa Fe. (Expte. Nº 15.763 – ARI).

–
Girado al Orden del Día.

6.3 Proyectos del Poder Ejecutivo

6.3.1 Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial: modif. arts. 77, 84, 87, 90, 93, 100 y 109

Asunto Nº 26 – Proyecto de ley, por el cual se modifican los artículos 77, 84, 87, 90, 93, 100 y 109 de la Ley Nº 10.160 – Orgánica del Poder Judicial. (Mensaje Nº 3.015 – Expte. Nº 16.083 – PE).

–
Girado a las comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda.

6.3.2 Registro de Contratos Públicos Nº 403 (Rosario): traslado a Granadero Baigorria

Asunto Nº 27 – Proyecto de ley, por el cual se traslada el asiento del Registro de Contratos Públicos Nº 403 desde la ciudad de Rosario a la de Granadero Baigorria, departamento Rosario. (Mensaje Nº 3.016 – Expte. Nº 16.104 – PE).

–
Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.3.3 Aprobación Convenio Marco con Federación Industrial de Santa Fe (establecer lazos de cooperación recíproca)

Asunto Nº 28 – Proyecto de ley, por el cual se aprueba en todos sus términos el Convenio Marco de Cooperación, Complementación y Asistencia Técnica, suscripto entre la Provincia y la Federación Industrial de Santa Fe (FISFE) en fecha 01-06-05 con la finalidad de establecer lazos de cooperación recíproca. (Mensaje Nº 3.017 – Expte. Nº 16.105 – PE).

–
Girado a las comisiones de Industria, Comercio y Turismo y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.3.4 Presupuesto Plurianual para el Período 2006 – 2008 (remisión)

Asunto Nº 29 – Mensaje Nº 3.021, por el cual se remite el informe del Presupuesto Plurianual para el Período 2006 – 2008. (Expte. Nº 16.134 – PE).

–
Girado a la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

6.4 Proyectos de los señores diputados

Proyectos de ley:

6.4.1 Adhesión a Ley Nacional Nº 25.326 (Protección de Datos Personales)

Asunto Nº 30 – Proyecto de ley de los señores diputados Mirabella y Gastaldi, por el cual la Provincia adhiere a la Ley Nacional Nº 25.326, de Protección de Datos Personales. (Expte. Nº 16.084 – PJ).

–
Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.4.2 Ley de Defensa y Fortalecimiento del Financiamiento de los Hospitales Públicos y Recursos para la Prevención de Accidentes de Tránsito

Asunto Nº 31 – Proyecto de ley de los señores diputados Kilibarda y Barrera, por el cual se implementa la Ley de Defensa y Fortalecimiento del Financiamiento de los Hospitales Públicos y Recursos para la Prevención de Accidentes de Tránsito. (Expte. Nº 16.106 – PJ).

–
Girado a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

Proyectos de declaración:

6.4.3 Repudio a hechos de violencia contra personas de avanzada edad

(Queda reservado)
Asunto Nº 32 – Proyecto de declaración de los señores diputados Cavuto y Tibaldo, por el cual esta Cámara declara su profunda preocupación y repudio a los hechos de violencia que se vienen sucediendo en contra de personas de avanzada edad, quienes son objeto de agresiones brutales en ocasión de robo en domicilios particulares o en la vía pública. (Expte. Nº 16.108 – PJ).

–
Queda reservado. Ver puntos 7.25 y 8.8.

6.4.4 Labor pastoral y social efectuada por la Iglesia Santuario de Fe (Rosario): interés legislativo

Asunto Nº 33 – Proyecto de declaración de la señora diputada Cavuto, por el cual esta Cámara declara de su interés la labor pastoral y social efectuada por la Iglesia Santuario de Fe, institución que recientemente cumpliera treinta años de existencia en la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 16.112 – PJ).

–
Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.4.5 Preocupación por falta de actualización de las deducciones y del mínimo no imponible del Impuesto a las Ganancias

Asunto Nº 34 – Proyecto de declaración de los señores diputados Riestra, Gutiérrez, Strada y Benas, por el cual esta Cámara manifiesta su preocupación por la falta de actualización de las deducciones y el mínimo no imponible del Impuesto a las Ganancias y declara su necesidad de que la Nación respete los niveles de subsistencia en la capacidad contributiva de los trabajadores y su grupo familiar. (Expte. Nº 16.113 – ARI).

· Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

· Se agrega el giro a la Comisión de Presupuesto y Hacienda. Ver punto 7.6.

6.4.6 Alumnos de la Escuela Superior de Comercio de Reconquista, ganadores del Concurso Nacional de Lenguaje Audiovisual

(Queda reservado)
Asunto Nº 35 – Proyecto de declaración de los señores diputados Riestra, Strada, Benas y Gutiérrez, por el cual esta Cámara declara su beneplácito y satisfacción por el logro de alumnos y profesora en la especialidad Comunicación, Arte y Diseño, pertenecientes a la Escuela Superior de Comercio de la ciudad de Reconquista, ganadores del Concurso Nacional de Lenguaje Audiovisual. (Expte. Nº 16.131 – ARI).

–
Queda reservado. Ver puntos 7.5 y 8.3.

Proyectos de comunicación:

6.4.7 Creación de lugares de esparcimiento para personas con discapacidades intelectuales: informes

Asunto Nº 36 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Lagna y Venesia, por el cual se solicita se disponga informar si se encuentran en ejecución programas o planes de acción destinados a la creación de lugares de esparcimiento o recreación de adolescentes, jóvenes y adultos con discapacidades intelectuales. (Expte. Nº 16.080 – PJ).

–
Girado a las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Seguridad Social.

6.4.8 Ampliación partida presupuestaria del Samco de Ibarlucea

Asunto Nº 37 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Tomei, por el cual se solicita se disponga ampliar la partida presupuestaria del Samco de la Comuna de Ibarlucea, departamento Rosario. (Expte. Nº 16.081 – UCR).

–
Girado a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda.

6.4.9 Primer cruce masivo del río Paraná (Rosario): informes

Asunto Nº 38 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Lamberto, Aranda, Baudín, Albónico, Bonfatti, Cecchi y Liberati, por el cual se solicita se disponga informar sobre aspectos relacionados con la organización del primer cruce masivo del río Paraná, desde las islas del frente a la ciudad de Rosario a la zona balnearia de la Rambla Catalunya, en la costa norte de la citada ciudad. (Expte. Nº 16.082 – BS).

–
Girado a las comisiones de Promoción Comunitaria y de Transporte.

6.4.10 Pedido de instalación de luminarias en canchas de fútbol del Club Atlético Paz (Máximo Paz)

Asunto Nº 39 – Proyecto de comunicación del señor diputado Liberati, por el cual se solicita se disponga destinar los fondos necesarios para la instalación de luminarias en las canchas de fútbol del Club Atlético Paz, de la localidad de Máximo Paz, departamento Constitución. (Expte. Nº 16.107 – BS).

–
Girado a las comisiones de Promoción Comunitaria y de Presupuesto y Hacienda.

6.4.11 Transferencia de predio en zona rural de Recreo al Sindicato del Personal de la Industria Frigorífica: informes

Asunto Nº 40 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Cavuto y Tibaldo, por el cual se solicita se disponga informar respecto de la situación en la que se encuentran las actuaciones administrativas del Expte. Nº 00201-0356501-V/89, referido a la transferencia de un predio ubicado en la zona rural de Recreo, al Sindicato del Personal de la Industria Frigorífica. (Expte. Nº 16.109 – PJ).

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.4.12 Campañas de prevención y seguridad por hechos de violencia contra adultos mayores

(Queda reservado)
Asunto Nº 41 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Cavuto y Tibaldo, por el cual se solicita se disponga realizar campañas masivas de prevención y seguridad destinadas a adultos mayores con el objetivo de reducir los riesgos de ser víctimas de hechos de violencia en ocasión de asaltos ocurridos en domicilios o en la vía pública. (Expte. Nº 16.110 – PJ).

–
Queda reservado. Ver puntos 7.26 y 8.9.

6.4.13 Volcamiento de aguas turbias y nauseabundas al arroyo Ludueña: informes

(Queda reservado)
Asunto Nº 42 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Meotto, por el cual se solicita se disponga informar si la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable tomó intervención en el caso de volcamiento de aguas turbias y nauseabundas al arroyo Ludueña, a través de dos canales a cielo abierto, que parten de una planta industrial en la zona norte de Rosario, perjudicando a veinte mil vecinos aproximadamente. (Expte. Nº 16.111 – PJ).

–
Queda reservado. Ver puntos 7.1 y 8.1.

6.4.14 Expropiación del uso temporal de bienes muebles de HM y Asociados SRL de Rosario: tratamiento en Período Extraordinario de Sesiones 

Asunto Nº 43 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Strada, Gutiérrez, Riestra y Benas, por el cual se solicita se disponga habilitar en el próximo Período Extraordinario de Sesiones el tratamiento del Expte. Nº 843 – CD (actualmente en el Senado), que declara de utilidad pública y sujeto a expropiación el “uso temporal” de los bienes muebles de lo que fuera la Firma HM y Asociados SRL (ex Pastas Merlat) de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 16.114 – ARI).

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Presupuesto y Hacienda.

6.4.15 Convenio de Cooperación con Subsecretaría de la Gestión Pública de la Nación: designación de un funcionario

Asunto Nº 44 – Proyecto de comunicación del señor diputado Bonfatti, por el cual se solicita se disponga informar respecto de la designación de un funcionario para actuar como contraparte para la prosecución de los objetivos del Convenio de Cooperación registrado bajo el Nº 2.406 de fecha 17-03-05 entre la Subsecretaría de la Gestión Pública de la Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación y el Gobierno de la Provincia. (Expte. Nº 16.132 – BS).

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.4.16 Acuerdo Federal de Compromiso entre la Nación y las Provincias para el Sostenimiento del Sistema Previsional: pedido de no renovación de prórroga

Asunto Nº 45 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Riestra, Benas, Gutiérrez y Strada, por el cual se solicita se disponga no prorrogar el Convenio celebrado en fecha 12-08-92 y reafirmado en fecha 19-08-92 entre la Nación y la Provincia, que contiene el “Acuerdo Federal de Compromiso entre la Nación y las Provincias para el Sostenimiento del Sistema Previsional”, aprobado por Ley Nº 10.955 y prorrogado hasta diciembre de 2005. (Expte. Nº 16.133 – ARI).

· Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

· Se agrega el giro a la Comisión de Presupuesto y Hacienda. Ver punto 7.7.

6.5 Proyectos del Senado

6.5.1 Ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos Ejercicio 2006

Asunto Nº 46 – Proyecto de ley, venido en revisión, Ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos Ejercicio 2006. (Mensaje Nº 2.981 – Expte. Nº 16.115 – PER).

–
Girado a la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

6.5.2 Ley Complementaria del Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos Ejercicio 2006

Asunto Nº 47 – Proyecto de ley, venido en revisión, Ley Complementaria del Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos Ejercicio 2006. (Mensaje Nº 2.982 – Expte. Nº 16.116 – PER).

–
Girado a la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

6.5.3 Programa Federal de Emergencia Habitacional: aprobación de convenio marco

Asunto Nº 48 – Proyecto de ley, venido en revisión, por el cual se aprueba el Convenio Marco del “Programa Federal de Emergencia Habitacional” suscripto entre el Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios y la Provincia en fecha 20-02-04 (construcción de viviendas por cooperativas de trabajo con mano de obra de beneficiarios del Plan Jefas y Jefes de Hogar). (Mensaje Nº 2.955 – Expte. Nº 16.117 – PER).

–
Girado a las comisiones de Vivienda y Urbanismo, de Promoción Comunitaria y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.5.4 Convenio de Mutua Cooperación celebrado con Asociación Femenina de Profesionales de Santa Fe: aprobación

Asunto Nº 49 – Proyecto de ley, venido en revisión, por el cual se aprueba el Convenio de Mutua Cooperación celebrado en fecha 23-04-03 entre la Provincia y la Asociación Femenina de Profesionales de Santa Fe (asesoramiento, formación e intercambio de recursos humanos y proyectos conjuntos). (Mensaje Nº 2.961 – Expte. Nº 16.118 – PER).

–
Girado a las comisiones de Cultura y Medios de Comunicación Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.5.5 Acuerdo de Cooperación Científica con la Secretaría de Estado de Cultura de España: aprobación

Asunto Nº 50 – Proyecto de ley, venido en revisión, por el cual se aprueba el Acuerdo de Cooperación Científica celebrado en fecha 16-04-04 entre la Secretaría de Estado de Cultura del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte de España y la Dirección del Archivo General de la Provincia (realización del Censo-Guía de los Archivos de Argentina y su integración con su similar de España). (Mensaje Nº 2.992 – Expte. Nº 16.119 – PER).

–
Girado a las comisiones de Cultura y Medios de Comunicación Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.5.6 Ratificación Decreto Nº 1.320/05 (modif. Presupuesto Jurisdicción 60 – Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda)

Asunto Nº 51 – Proyecto de ley, venido en revisión, por el cual se ratifica el Decreto Nº 1.320 de fecha 29-06-05 (dispone “ad referéndum” de las Honorables Cámaras Legislativas la modificación del Presupuesto vigente en la Jurisdicción 60 – Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda). (Mensaje Nº 2.968 – Expte. Nº 16.120 – PER).

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda, de Transporte y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.5.7 Regulación de la actividad farmacéutica

Asunto Nº 52 – Proyecto de ley, venido en revisión, por el cual se regula la actividad farmacéutica en la Provincia. (Expte. Nº 16.121 – Senado).

–
Girado a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.5.8 Optimización y coordinación de políticas instrumentadas en áreas de justicia y sistema penitenciario: aprobación convenio

Asunto Nº 53 – Proyecto de ley, venido en revisión, por el cual se aprueba el convenio celebrado entre el Gobierno de la Nación y la Provincia en el marco del Plan de Justicia y Seguridad 2004/2007, con el objeto de optimizar y coordinar las distintas políticas instrumentadas en las áreas de justicia y sistema penitenciario. (Mensaje Nº 2.918 – Expte. Nº 16.122 – PER).

–
Girado a las comisiones de Derechos y Garantías y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.5.9 Aprobación Decreto Nº 918/04 (ampliación cargos en Planta de Personal Permanente Jurisdicción 20 – Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto)

Asunto Nº 54 – Proyecto de ley, venido en revisión, por el cual se aprueba el Decreto Nº 918 de fecha 01-06-04, el que amplía en 400 cargos la Planta de Personal Permanente de la Jurisdicción 20 – Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto. (Mensaje Nº 2.794 – Expte. Nº 16.123 – PER).

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.5.10 Ley Nº 9.325 (Personas con Discapacidad): modif. arts. 3º y 23 (Registros de personas y de prestadores)

Asunto Nº 55 – Proyecto de ley, venido en revisión, por el cual se modifican los artículos 3º y 23 (Registros de personas y de prestadores) de la Ley Nº 9.325 (Personas con Discapacidad). (Expte. Nº 16.124 – Senado).

–
Girado a las comisiones de Seguridad Social, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.5.11 Ley de Asignaciones Familiares Nº 9.290 (asignación por educación): modif. arts.

Asunto Nº 56 – Proyecto de ley, venido en revisión, por el cual se modifican artículos de la Ley de Asignaciones Familiares Nº 9.290 (asignación por educación). (Expte. Nº 16.125 – Senado).

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.5.12 Unidad Económica Agraria en la Provincia: regulación

Asunto Nº 57 – Proyecto de ley, venido en revisión, por el cual se regula la Unidad Económica Agraria en la Provincia. (Expte. Nº 16.126 – Senado).

–
Girado a las comisiones de Agricultura y Ganadería, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.5.13 Ley Nº 8.738 – Orgánica del Consejo Profesional de Ciencias Económicas: modif. arts.

Asunto Nº 58 – Proyecto de ley, venido en revisión, por el cual se modifican artículos de la Ley Nº 8.738 – Orgánica del Consejo Profesional de Ciencias Económicas, reformada por las Leyes Nº 11.085 y 12.135. (Expte. Nº 16.127 – Senado).

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.5.14 San Genaro, “Capital del Cooperativismo Telefónico”

Asunto Nº 59 – Proyecto de ley, venido en revisión, por el cual se declara “Capital del Cooperativismo Telefónico” a la localidad de San Genaro, departamento San Jerónimo. (Expte. Nº 16.128 – Senado).

–
Girado a las comisiones de Promoción Comunitaria y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.5.15 Prohibición del uso de teléfonos celulares en aulas de establecimientos educativos

Asunto Nº 60 – Proyecto de ley, venido en revisión, por el cual se prohibe en el ámbito de los establecimientos educativos públicos y privados de la Provincia, en todos sus niveles y modalidades, el uso de teléfonos celulares dentro de las aulas durante el dictado de clases. (Expte. Nº 16.129 – Senado).

–
Girado a las comisiones de Educación, Ciencia, Tecnología e Innovación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.5.16 Cinturones de seguridad de uso obligatorio en todo vehículo o transporte de pasajeros de larga distancia

Asunto Nº 61 – Proyecto de ley, venido en revisión, por el cual se establece que todo vehículo o transporte de pasajeros de larga distancia deberá poseer cinturones de seguridad de uso obligatorio, que tomen en bandolera y cintura en los asientos del conductor y delanteros y en cintura en los demás. (Expte. Nº 16.130 – Senado).

–
Girado a las comisiones de Transporte y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

6.6 Notas de los Particulares

Asunto Nº 62 – El señor Fernando Armas (Asamblea Interprofesional Autoconvocada), remite nota por la cual adjunta un anteproyecto de ley para la formación de la Caja de Previsión y Seguridad Social para los Profesionales de la Salud de la Provincia. (Nº 1.574/05).

–
Girado a sus antecedentes.

Asunto Nº 63 – El señor Secretario General del Sindicato Santa Fe de Trabajadores de Obras Sanitarias, remite nota por la cual manifiesta su desacuerdo ante la posibilidad de una nueva firma comercial al frente de los servicios sanitarios de Santa Fe. (Nº 1.575/05).

–
Girado a las comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Obras y Servicios Públicos.

7 PETICIONES DE LOS SEÑORES LEGISLADORES

7.1 Volcamiento de aguas turbias y nauseabundas al arroyo Ludueña: informes

(Proyecto de comunicación – Queda reservado)
SRA. MEOTTO EÍ "PJ MEOTTO, Liliana" .– Pido la palabra.


Solicito que el Expte. Nº 16.111 – PJ, que figura como asunto entrado Nº 42, sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas, conforme con lo acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señora diputada.

–
Queda reservado. Ver punto 8.1.

7.2 Informe reunión Crecenea en Corrientes

SRA. BENÍTEZ EÍ "PPS BENÍTEZ, Miriam" .– Pido la palabra.


Solicito el ingreso de una nota en la que se hace referencia a la actividad desarrollada en la reunión del Foro de Legisladores Crecenea – Litoral, del día 25, en la ciudad de Corrientes, y también un informe del coordinador de la Regional. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada. 

· Asentimiento.

7.3 Adhesión a Resolución Nº 33 del Foro de Legisladores Crecenea – Litoral

(Proyecto de resolución – Ingreso y reserva)
SRA. BENÍTEZ EÍ "PPS BENÍTEZ, Miriam" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada, y que se reserve para su posterior tratamiento sobre tablas, al proyecto de resolución de adhesión a lo establecido por la Resolución Nº 33 del Foro de Legisladores Crecenea-Litoral.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada, con la indicación de la señora diputada Benítez. (Expte. Nº 16.141 – PPS)

–
Asentimiento.

· Queda reservado. Ver punto 8.5.

7.4 Tercera Jornada de Dirigentes Políticos “El Agro en la Definición del Proyecto Nacional”: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Queda reservado)
SRA. VENESIA EÍ "PJ VENESIA, Laura" .– Pido la palabra.


Solicito que el proyecto de declaración, Expte. Nº 16.023 – PJ, sea reservado para su posterior tratamiento sobre tablas, de acuerdo con lo resuelto en Labor Parlamentaria.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señora diputada.

· Queda reservado. Ver punto 8.2.

7.5 Alumnos de la Escuela Superior de Comercio de Reconquista, ganadores del Concurso Nacional de Lenguaje Audiovisual

(Proyecto de declaración – Queda reservado)
SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


Solicito que este el asunto entrado Nº 35, Expte. Nº 16.131 – ARI, sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.

–
Queda reservado. Ver punto 8.3.

7.6 Preocupación por falta de actualización de las deducciones y del mínimo no imponible del Impuesto a las Ganancias

(Se agrega el giro a la Com. de Pres. y Hacienda)

7.7 Acuerdo Federal de Compromiso entre la Nación y las Provincias para el Sostenimiento del Sistema Previsional: pedido de no renovación de prórroga

(Se agrega el giro a la Com. de Pres. y Hacienda)

SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


Respecto de los asuntos entrados Nº 34 y 45, solicito se agregue en el giro establecido, a la Comisión de Presupuesto y Hacienda, debido a que tratan cuestiones impositivas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no hay oposición, así se hará, señor diputado.

· Asentimiento.

7.8 Permanencia del orden de prelación en listas de aspirantes a escribanos titulares de registro

(Proyecto de comunicación – Queda reservado)
SRA. ARANDA EÍ "PS ARANDA, Lucrecia" .– Pido la palabra.


Solicito que el proyecto de comunicación, Expte. Nº 16.076 – BS, sea reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas. Si bien, en principio, no fue acordado en Labor Parlamentaria, después he conversado con el presidente del bloque mayoritario a quien le impuse que es un proyecto que ya tiene dictamen de comisión, por lo que no habría inconvenientes para tratarlo sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señora diputada.

· Queda reservado. Ver punto 8.4.

7.9 2ª Jornada de análisis de reforma del Código Procesal Penal

(Proyecto de resolución – Preferencia para una sesión)

SRA. PERALTA EÍ "UCR PERALTA, Mónica" .– Pido la palabra.


Solicito que el proyecto de resolución, Expte. 16.090 – DB, sea tratado con carácter preferencial en la próxima sesión extraordinaria. 

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Peralta. 

· Resulta afirmativa.

7.10 Ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos Ejercicio 2006

(Proyecto de ley – Preferencia para dos sesiones)
7.11 Ley Complementaria del Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos Ejercicio 2006

(Proyecto de ley – Preferencia para dos sesiones)
SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Pido la palabra.


De acuerdo con lo resuelto en Labor Parlamentaria, solicito tratamiento preferencial para el día 22 de diciembre del corriente año, de los Exptes. Nº 16.115 – PER y Nº 16.116 – PER, venidos del Senado, Ley de Presupuesto y Ley Complementaria.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción del señor diputado Lacava.

–
Resulta afirmativa.

7.12 Regulación de la Caja de Previsión y Seguridad Social de los Profesionales de la Salud

(Proyecto de ley – Ingreso y giro a comisión)

7.13 Paralización del llamado a concurso de profesionales para el Servicio Penitenciario: informes

(Proyecto de comunicación – Ingreso y giro a comisión)

7.14 Conmemoración del 57º aniversario de la “Declaración Universal de los Derechos Humanos”: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Ingreso y giro a comisión)

7.15 Jornada Especial “La Protección de los Derechos Humanos, Perspectivas, Acciones y Desafíos”

(Proyecto de resolución – Ingreso y giro a comisión)

SRA. GUTIÉRREZ EÍ "ARI GUTIÉRREZ, Alicia" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada a los siguientes proyectos. 


El primero de ellos es el proyecto de ley que tiene que ver con la Caja de Previsión y Seguridad Social de los Profesionales de la Salud. Un grupo de profesionales autoconvocados de la ciudad de Rosario han presentado un proyecto por Mesa de Entradas, en el que he trabajado personalmente con ellos desde hace un largo tiempo, que está avalado por más de mil firmas, de las cuales han ingresado también fotocopia. Por esa iniciativa se separa la obra social del aporte previsional de los Profesionales del Arte de Curar de una Caja en la cual hay más de 40 mil afiliados y el 50% de ellos son morosos. Entonces, se trata de reincorporarlos al sistema y que puedan solidariamente aportar para la jubilación de quienes están en edad de hacerlo. Además, mantiene la edad jubilatoria en 60 años y los aporten en 30.


El segundo es un proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes sobre las razones por la cuales se encuentra paralizado, en el ámbito del Ministerio de Hacienda, un expediente por el que se abría un concurso de profesionales médicos, abogados, contadores, terapistas y enfermeros para prestar servicios en el Servicio Penitenciario Provincial, cuyas necesidades de recursos humanos las conocemos.


También un proyecto por el que se declara de interés legislativo la conmemoración del 57º Aniversario de la Declaración Universal de los Derechos Humanos que se produjo el 10 de diciembre de 1948.


Por último, un proyecto de resolución por el cual se dispone realizar en marzo de 2006, al cumplirse el 30º Aniversario del Golpe Militar, una Jornada Especial, en el ámbito de este recinto, bajo la denominación “La Protección de los Derechos Humanos, Perspectivas, Acciones y Desafíos”, que está presentado no solamente por el bloque del ARI sino por legisladores de todos los bloques.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada. (Exptes. Nº 16.139 – ARI, Nº 16.144 – ARI, Nº 16.143 – ARI y Nº 16.142 – DB)

· Asentimiento.

· Girados a comisión.

7.16 Fuga de divisas por Aguas Provinciales de Santa Fe S.A.: informes

(Proyecto de comunicación – Ingreso y giro a comisión)

SR. STRADA EÍ "ARI STRADA, Aldo" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada a un proyecto de comunicación, pedido de informes, referido a Aguas Provinciales de Santa Fe S.A. quien en el año 2001 habría fugado de la Argentina 32.125.942 pesos, de acuerdo con lo informado por la Comisión Especial Investigadora de la Cámara de Diputados.


La citada comisión estaba integrada, en ese momento, por 13 diputados: 6 del Justicialismo, 2 del Radicalismo, uno del Frepaso, uno del ARI, uno del Interbloque Provincial y otro del Frente Grande. 


Nosotros consideramos importante esta investigación y por eso queremos saber si el Poder Ejecutivo la conoce y si ha reclamado a la Comisión Investigadora de Diputados las pruebas sobre la fuga de divisas de Aguas Provinciales.

Concretamente, inclusive, aparece Aguas Argentinas con 132 millones, que es la misma empresa conexa, y Aguas Provinciales con 32 millones que se habrían fugado del país en el año 2001. 


Para entender un poco el tema: en el año 1996/97, Aguas Provinciales recibe del BID 85 millones de dólares –pesos en ese momento– de crédito para hacer las obras; en el año 1999 comienza a cobrar el 13,85% de las tarifas para realizar las obras y en el año 2001 saca del país, en concepto de fuga, 32 millones de pesos.


Entendemos que si la empresa insiste –como ha dicho públicamente– en retirarse, este informe sería muy útil a la hora de la negociación de la salida de Aguas e, inclusive, la Comisión Investigadora puede tener la documentación en concepto de qué y a dónde fue a parar el dinero que fugó Aguas Provinciales de Santa Fe en el año 2001.


Consideramos que este informe es de importancia y, por lo tanto, creemos que se puede tratar rápidamente este proyecto de comunicación para solicitar al Poder Ejecutivo que rápidamente reúna esta documentación ante el retiro de Aguas Provinciales de Santa Fe.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada. (Expte. Nº 16.145 – ARI)

· Asentimiento.

· Girado a comisión.

7.17 Creación de refugios transitorios para niños y adultos indigentes

(Proyecto de ley – Preferencia para tres sesiones)

7.18 Programa Provincial para la Prevención de la Obesidad: creación

(Proyecto de ley –Preferencia para tres sesiones)

7.19 Carrera de Auxiliar de Farmacia

(Proyecto de ley –Preferencia para tres sesiones)

7.20 Ley Nº 3.456 (Código Fiscal): modif. art. 114, inc. m) y n)

(Proyecto de ley –Preferencia para cuatro sesiones)

SRA. MEOTTO EÍ "PJ MEOTTO, Liliana" .– Pido la palabra.


Solicito preferencia para cuatro proyectos de ley para el próximo período ordinario de sesiones.


Para los Exptes. Nº 15.227 – PJ, Nº 14.359 – PJ y Nº 14.663 – PJ, solicito una preferencia para dentro de tres sesiones y para el Expte. Nº 14.719 – PJ, una preferencia para dentro de cuatro sesiones.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Meotto.

–
Resulta afirmativa.

7.21 Creación de Escuela de Enseñanza Media Polimodal en Castelar

(Proyecto de comunicación – Ingreso y giro a comisión)

SRA. ALBÓNICO EÍ "PS ALBÓNICO, Norma" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación referido a la creación de escuelas de educación media o polimodal, en este caso en la localidad de Castelar, departamento San Martín. Hay una necesidad de que se atienda esta demanda, especialmente en aquellas localidades que cuentan con una única escuela de EGB y que no tienen ninguna posibilidad ni ninguna oferta educativa para nuestros jóvenes y adolescentes.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada. (Expte. Nº 16.146 – BS)

· Asentimiento.

–
Girado a comisión.

7.22 Designación de integrantes de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales

(Proyecto de resolución – Ingreso y reserva)
SR. SECRETARIO (Giuliano).– Obra en Secretaría, para su ingreso y posterior tratamiento sobre tablas, el proyecto de resolución por el que se designan los integrantes de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Cámara de Diputados.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada. (Expte. Nº 16.140 – DB)

· Asentimiento.

–
Queda reservado. Ver punto 8.6.

7.23 Inclusión de Inés Savid en reconocimiento dispuesto por resolución del Cuerpo del 24/11/05

SR. SECRETARIO (Giuliano).– Obra en Secretaría nota del señor diputado Lagna por la cual solicita se incluya a la estudiante Inés Savid, ganadora de las Olimpíadas Nacionales de Geografía, en el reconocimiento dispuesto por resolución de la Cámara de fecha 24 de noviembre del corriente año, a efectuarse en sesión especial en fecha a designar.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no hay oposición, se hará la inclusión solicitada por el señor diputado Lagna.

· Asentimiento.

7.24 Plan de pago con facilidades a deudores morosos de la EPE

(Proyecto de ley – Queda reservado)
SR. LACAVA EÍ "PJ LACAVA, Mario" .– Pido la palabra.


Solicito la reserva en Secretaría, para su posterior tratamiento sobre tablas, del proyecto de ley, Expte. Nº 15.996 – DB, referido a una moratoria para deudores de la Empresa Provincial de la Energía, y que cuenta con dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.

–
Queda reservado. Ver punto 8.7.

7.25 Repudio a hechos de violencia contra personas de avanzada edad

(Proyecto de declaración – Queda reservado)
7.26 Campañas de prevención y seguridad por hechos de violencia contra adultos mayores

(Proyecto de comunicación – Queda reservado)
SR. TIBALDO EÍ "PJ TIBALDO, Claudio" .– Pido la palabra.


Conforme fue acordado en la Comisión de Labor Parlamentaria, solicito la reserva en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas, de los siguientes asuntos:


Proyecto por el cual esta Cámara declara su profunda preocupación y repudio a los hechos de violencia que se vienen sucediendo en contra de personas de avanzada edad, quienes son objetos de agresiones brutales en ocasión de robos en domicilios particulares o en la vía pública (Expte. Nº 16.108 – PJ).


Proyecto de comunicación por el cual se solicita se disponga realizar campañas masivas de prevención y seguridad destinadas a adultos mayores con el objetivo de reducir los riesgos de ser víctimas de hechos de violencia en ocasión de asaltos ocurridos en domicilios o en la vía pública (Expte. Nº 16.110 – PJ).

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Así se hará, señor diputado.

–
Quedan reservados. Ver puntos 8.8 y 8.9.

7.27 Escuela Nº 884 Ignacio Rodríguez: pedido de informes

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Brevemente, señor presidente, quiero referirme a un proyecto de comunicación (Expte. Nº 12.280 – UCR) referido a la problemática de la Escuela 884, Ignacio Rodríguez, que presentamos el 13 de abril de 2004, fue aprobado, pero que hasta el momento no tuvo contestación. 


En estos días escuchamos que esta problemática sigue sin resolverse y, lo que es peor aún, no está resuelta la continuidad y está abierta la posibilidad de que esta escuela se cierre, máxime en un momento donde se abren las inscripciones.


Por este motivo, solicitamos al Ministerio de Educación que urgentemente se ocupe y preocupe y que defina el proyecto para la continuidad de la citada escuela.

8 Tratamientos sobre tablas

8.1 Volcamiento de aguas turbias y nauseabundas al arroyo Ludueña: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido de la señora diputada Meotto, el proyecto de comunicación por el cual se solicita se disponga informar si la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable tomó intervención en el caso de volcamiento de aguas turbias y nauseabundas al arroyo Ludueña, a través de dos canales a cielo abierto, que parten de una planta industrial en la zona norte de Rosario, perjudicando a veinte mil vecinos aproximadamente (Expte. Nº 16.111 – PJ).

SRA. MEOTTO EÍ "PJ MEOTTO, Liliana" .– Pido la palabra.


Solicito que por Secretaría se lea el proyecto con las modificaciones que se hicieron en la Comisión de Labor Parlamentaria.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al texto del proyecto con las modificaciones acordadas en Labor Parlamentaria.

–
Se lee:

 EÍ "zcExpte. Nº 16.111 – PJ\: Volcamiento de aguas turbias y nauseabundas al arroyo Ludueña\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia, solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del área que corresponda, informe si la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable tomó intervención en el caso de volcamiento de aguas turbias y nauseabundas al arroyo Ludueña, a través de dos canales a cielo abierto, que parten de una planta industrial en la zona norte de Rosario, perjudicando a aproximadamente veinte mil vecinos, indicando qué medidas se han adoptado para dar solución a tal situación. Caso contrario, dé intervención, con la urgencia del caso, al área pertinente.

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia, requiere al Poder Ejecutivo, que a través del área que corresponda, informe si la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable tomó intervención en el caso de volcamiento de aguas turbias y nauseabundas al arroyo Ludueña, a través de dos canales a cielo abierto, que parten de una planta industrial en la zona norte de Rosario, perjudicando a aproximadamente 20 mil vecinos.


En caso afirmativo, informar a la brevedad medidas adoptadas para dar solución al problema. De lo contrario, dar intervención al área competente con la urgencia que el caso amerita.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


Es de público conocimiento el reclamo de los vecinos de los barrios Parquefield, Nuestra Señora de la Paz, Casiano Casas y el barrio cercano al "Puente Negro", todos de la ciudad de Rosario, por las acequias a cielo abierto de dos metros de ancho por un metro de profundidad, de aproximadamente 600 metros de largo una y la otra de más de mil metros, que realizó una empresa de la zona norte de la ciudad, para desagotar en el arroyo Ludueña aguas turbias y nauseabundas que han incidido notablemente en la salud de la población provocando reacciones molestas en ojos, nariz, garganta y otros síntomas, que pueden provocar severos daños en la salud.


El canal más corto comienza en la planta industrial en cuestión y corre paralela a la Av. de Circunvalación, para desagotar en el arroyo. El segundo canal, de aproximadamente un kilómetro y medio de extensión, parte desde la fábrica hacia el sur paralelo a las vías del ferrocarril Belgrano, para desaguar en inmediaciones del barrio del Puente Negro, a 20 metros del Bosque de los Constituyentes, sector del que los vecinos quedaron literalmente incomunicados, quienes para cruzar esta zanja deben saltarla o bien quienes no pueden sortear el obstáculo, deben atravesarla caminando, provocándoles daños en la piel de los miembros inferiores. Si bien a simple vista parece un inofensivo canal de agua transparente, al atardecer un fortísimo olor provocado por algún producto químico, lo transforma en altamente riesgoso para la salud de los habitantes.


Por los motivos expuestos y con el objeto de velar por la salud de los habitantes de nuestra provincia, adoptando medidas que aseguren un buena calidad de vida de los mismos, es motivo por el que solicito el tratamiento del presente proyecto de comunicación, por esta Legislatura, para considerar su aprobación.

Liliana Meotto

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

· Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

8.2 Tercera Jornada de Dirigentes Políticos “El Agro en la Definición del Proyecto Nacional”: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido de la señora diputada Venesia, el proyecto por el cual la Cámara de Diputados declara de su interés la Tercera Jornada de Dirigentes Políticos “El Agro en la Definición del Proyecto Nacional”, organizada por el Grupo Pampa Sur, a desarrollarse el viernes 2 de diciembre en la Bolsa de Comercio de Rosario (Expte. Nº 16.023 – PJ).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zdExpte. Nº 16.023 – PJ\: Tercera Jornada de Dirigentes Políticos \“El Agro en la Definición del Proyecto Nacional\”\: interés legislativo" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De interés legislativo la Tercera Jornada de Dirigentes Políticos “El Agro en la Definición del Proyecto Nacional”, organizada por el Grupo Pampa Sur, a desarrollarse el viernes 2 de diciembre en la Bolsa de Comercio de Rosario.

Fundamentos de los autores del proyecto
Señor Presidente:


La Bolsa de Comercio de Rosario será sede el próximo viernes 2 de diciembre de la Tercera Jornada de Dirigentes Políticos “El Agro en la Definición del Proyecto Nacional” organizada por el Grupo Pampa Sur.


El evento, que contará con la presencia de importantes dirigentes del sector agroindustrial y del ámbito político, adoptó como sede a la ciudad de Rosario, según los organizadores, para remarcar la importancia del desarrollo de esta ciudad y del área productiva que la circunda.


En un primer panel disertarán el intendente de Rosario, Miguel Lifschitz; el intendente de Reconquista, Hugo Daniel Morzán; el intendente de Venado Tuerto, Roberto Scott; el intendente de Las Rosas, Raul Ponzio y el intendente de la ciudad bonaerense de Trenque Lauquen, Carlos Font.


En el panel de cierre harán uso de la palabra el presidente saliente de la Bolsa de Comercio de Rosario, Federico Boglione; el presidente en ejercicio de esa institución, Jorge Weskamp; el diputado nacional electo Hermes Binner y la presidenta de la Comisión de Agricultura de la Cámara de Diputados de la Nación, María del Carmen Alarcón, con una exposición final de Miguel Saredi, presidente del Grupo Pampa Sur.


Por lo expuesto, solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto de declaración.

Venesia – Lagna

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

8.3 Alumnos de la Escuela Superior de Comercio de Reconquista, ganadores del Concurso Nacional de Lenguaje Audiovisual

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Riestra, el proyecto por el cual la Cámara de Diputados declara su beneplácito y satisfacción por el logro de los alumnos Matías Sánchez y Luis Cappelletti, ambos del tercer año, Sexta División del Nivel Polimodal en la especialidad Comunicación, Arte y Diseño, de la Escuela Superior de Comercio de la ciudad de Reconquista (Expte. Nº 16.131 – ARI).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zdExpte. Nº 16.131 – ARI\: Alumnos de la Escuela Superior de Comercio de Reconquista, ganadores del Concurso Nacional de Lenguaje Audiovisual" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


Su beneplácito y satisfacción por el logro de los alumnos Matías Sánchez y Luis Cappelletti, ambos del 3er. Año 6ta. división del nivel Polimodal, en la especialidad Comunicación, Arte y Diseño, y la docente la profesora Nancy Beatriz Dean, todos de la Escuela Superior de Comercio de la ciudad de Reconquista, ganadores del Concurso Nacional del Lenguaje Audiovisual.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El pasado 23 de noviembre, en la Escuela Nacional de Experimentación y Realización Cinematográfica con sede en la ciudad Buenos Aires, el Ministro de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación, Daniel Filmus, y el Presidente del INCAA (Instituto Nacional de Cinematografía Argentina), Jorge Coscia, entregaron los premios del Concurso de Lenguaje Audiovisual.


En dicho acto, los alumnos Matías Sánchez y Luis Cappelletti y la docente a cargo Nacy Beatriz Dean, recibieron el 1er Premio en la categoría Cine del mencionado concurso que tuvo carácter nacional, debido a la participación de trabajos de alumnos de diferentes provincias argentinas, lo que realza aún más el logro obtenido por los reconquistences.


Después de una fuerte capacitación, de un trabajo arduo, a conciencia, meticuloso, perfeccionista y sobre todo con la enorme ventaja de contar con mucho talento, creatividad e imaginación, llegó el reconocimiento para los alumnos santafesinos del 3er. Año 6ta. División del Nivel Polimodal, en la especialidad Comunicación, Arte y Diseño y para la docente que permanentemente los guió, acompañó, aconsejó y motivó, todos de la Escuela Superior de Comercio de la ciudad de Reconquista.


El trabajo premiado es un ensayo sobre la lectura crítica de la película “Cabeza de Tigre”, declarada de interés educativo por el Consejo Federal de Educación de la Nación.


El jurado estuvo integrado por Inés Dussel (Coordinadora del Área Educación del Flacso), Manuel Antín (Rector de la Universidad del Cine), Andrea Suez (representante de los premios Cannes Lions Direct en Argentina), Mónica Gutiérrez (periodista), Gastón Pauls (actor), Alberto Quevedo (Secretario Académico de Flacso Argentina), Fabián Blanco (Gerente de Fomento del INCAA), Alberto Borrini y Luis María Hermida (especialistas en Publicidad).


Cabe destacar que el Programa fue reconocido con el Premio EIKON 2005 en la categoría de Patrocinio Cultural para Programas Institucionales de Auspicio Cultural, Mecenazgo y Filantropía.


Creemos que este premio debe ser destacado por esta Cámara ya que es una muestra palpable del trabajo y entrega permanente de alumnos y docentes de nuestra provincia, es por ello que solicitamos a nuestros pares la aprobación de este proyecto de declaración.

Riestra – Strada – Benas – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

8.4 Permanencia del orden de prelación en listas de aspirantes a escribanos titulares de registro

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido de la señora diputada Aranda, el proyecto de comunicación por el cual se solicita al Poder Ejecutivo disponga la suspensión de las inscripciones de aspirantes para ser designados escribanos titulares de registro y que el cubrimiento de las vacantes se provea en base a las listas actualmente confeccionadas (Expte. Nº 16.076 – BS).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zcExpte. Nº 16.076 – BS\: Permanencia del orden de prelación en listas de aspirantes a escribanos titulares de registro" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo dé permanencia al orden de prelación en las listas de aspirantes para la designación de Escribanos Titulares de Registro, especialmente en el Colegio de Escribanos de la 2º Circunscripción donde se renueva anualmente.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto intenta dar solución a la situación planteada por un grupo de escribanos/as que habiendo cumplido adecuadamente los recaudos legales y reglamentarios para acceder a la titularidad de un Registro Notarial no han obtenido la adjudicación del mismo en varios años. Esto así, por no haberse producido vacantes o creación de registros en cantidad suficiente, no teniendo los interesados ninguna responsabilidad entonces en la no adjudicación.


Las disposiciones vigentes y la interpretación que de ellas se hacen han llevado a que estos profesionales vean al término de cada año vencer sus matrículas y la que es su preocupación principal, la injusta pérdida del lugar en la lista de espera.


Ha habido numerosas discusiones en torno a la necesidad de modificar el sistema de adjudicación de registros notariales en la Provincia, y se encuentran en estudio iniciativas al respecto, pero entendemos que sin perjuicio de los cambios que en el futuro se resuelvan, existe hoy una situación de hecho a resolver y que en esta resolución no pueden seguir desconociéndose los derechos adquiridos de los escribanos inscriptos.


Existen varios antecedentes que a nuestro entender avanzan en el mismo sentido que el planteado en el presente proyecto. Citamos aquí la Resolución Nº 2.374 del Colegio de Escribanos de la Provincia de Santa Fe Primera Circunscripción que resolvió “prorrogar hasta el 31 de diciembre de 2003 la vigencia de las matrículas de los escribanos que hubieran cumplido todos los recaudos y solicitado la adjudicación y/o creación de Registros de Contratos Públicos y los poderes públicos no les hubieran resuelto las peticiones”.


Así también el Gobierno Provincial firmó el Decreto 2.115/05 en el cual hace lugar a la petición del Colegio de Escribanos de la Provincia modificando el artículo 20 del Decreto 1.612/95 estableciendo que “la preferencia se mantendrá vigente por ciento ochenta días, en los casos en los cuales fuere necesario volver a matricular al postulante, por haberse operado la cancelación automáticamente de la matrícula anterior por cumplimiento del plazo previsto en el artículo 5º de la ley” (Ley Nº 6.898). En los considerandos del decreto se dice “que con la modificación propiciada (...) se busca atender aquellos supuestos en que la persona se inscriba para cubrir una vacante, encontrándose matriculado pero cuya matrícula caduque antes de que se dicte el acto administrativo por el que se designa al profesional que cubrirá la misma.” Más adelante agrega “que se resuelve esa situación disponiendo la conservación de la preferencia lograda por el profesional para ocupar la vacante por un período de 180 días luego de operada la caducidad, pues cabe colegir que se entiende que ese plazo es suficiente para concretar la designación.”


Parece entonces suficientemente clara la voluntad de prorrogar los períodos administrativos o legales a fin de preservar el orden de prelación adquirido por cada aspirante.


Así lo ha entendido también el tribunal de Superintendencia del Colegio de Escribanos de Rosario que ante el recurso de apelación interpuesto por diversos escribanos/as contra la Resolución Acta Nº 2.043 del Colegio de Escribanos de la Provincia 2º Circunscripción resolvió:


“... dejar sin efecto lo que al respecto de la presente cuestión dispone la Resolución Acta Nº 2.043/04 del Consejo Directivo del Colegio de Escribanos, debiéndose reconocer el derecho de preferencia de los recurrentes conforme lo solicitan en orden al artículo 20 del Reglamento Notarial...”


En los considerandos dicho tribunal manifestó que:


“se tiene por cierto y no discutimos que para el Colegio de Escribanos, la cancelación automática de la inscripción de un escribano en la matrícula ocurre automáticamente por el transcurso de un año desde su matriculación sin designárselo como titular o como adscripto de registro. Ello a su vez produce “ipso facto” la pérdida del derecho de preferencia para la designación como escribano titular de registro vacante según orden de prelación temporal de inscripciones del art. 20 Reglamento Notarial, por hallarse aquella fenecida.”


“El perjuicio se finca en que una nueva inscripción importará reingresar en una distinta prelación temporal, a la zaga de otras acaecidas en el ínterin en que el postulante se hallaba a la espera de la oportunidad legal mencionada cuando era preferente.”


“La pérdida del derecho sería real y actual por la inserción en un orden nuevo de prelación que lo posterga y relega respecto de otros colegas inscriptos con posterioridad a su matriculación originaria.”


Más adelante agrega que:


“Según puede verse la vacancia de un registro puede darse por renuncia de su titular u otras circunstancias no fortuitas, antes bien voluntarias. Por tanto el hecho generador del derecho a la preferencia no queda supeditado a la mera suerte o aleatoria oportunidad por el acaecimiento incontrolable de circunstancias objetivamente inmanejables. Sino que, a voluntad, es posible su programación; por tanto es posible articularse en relación al mecanismo legal mencionado y así favorecer o desfavorecer a alguno de ellos. Alternativa obviamente no predicable de la ley.”


Para concluir finalmente que:


“En el marco normativo que le sirve de andarivel no es vano repetir que la ‘preferencia’ que establece el artículo 20 del Reglamento Notarial, antes que un derecho importa en el plano de su finalidad legal aprehensible, de acuerdo al interés público, un criterio según el cual se selecciona Escribano para otorgarle un Registro. Y que para el legislador tal criterio es ‘la prelación temporal de presentación de la solicitud’ (ya vimos: captado por el Colegio como la matriculación misma del art. 5º de la Ley Notarial). Esta precisión en el orden del derecho público de pauta o criterio de selección es, a la vez, un derecho subjetivo que se adquiere por la inscripción en la matrícula y se vincula con su oportunidad: derecho en expectativa conforme el orden de prelación para el futuro”.


“Los recurrentes solicitan, antes de que venza el plazo de un año mencionado en el art. 5º de la Ley Notarial, en ejercicio de sus derechos como escribanos matriculados, que este derecho nacido con su inscripción no se pierda. Y estimamos que, sin ingresar en la virtualidad de la cancelación automática misma, les asiste razón y es factible concederles el derecho.”


Es por lo expuesto, y con la convicción de que es fundamental asegurar la transparencia en la asignación de Registros Notariales, impidiendo la discrecionalidad, que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Aranda – Lamberto – Liberati

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

8.5 Adhesión a Resolución Nº 33 del Foro de Legisladores Crecenea – Litoral

(Proyecto de resolución – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido de la señora diputada Benítez, el proyecto de resolución por el cual la Cámara de Diputados de la Provincia adhiere en todos sus términos a lo establecido por la Resolución Nº 33/05 del Foro de Legisladores Crecenea Litoral (Expte. Nº 16.141 – PPS).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zrExpte. Nº 16.141 – PPS\: Adhesión a Resolución Nº 33 del Foro de Legisladores Crecenea – Litoral" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Resuelve:

Artículo 1º – Adherir en todos sus términos a lo establecido por Resolución Nº 33/2005 del Foro de Legisladores Crecenea–Litoral.

Artículo 2º – De forma

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


El 25 de noviembre pasado, se realizó en la ciudad de Corrientes la Reunión Plenaria del Foro de Legisladores Crecenea–Litoral.


En esa oportunidad la Comisión Técnica para el Fortalecimiento del Poder Legislativo, conformada en setiembre del 2004 con representantes de los Poderes Legislativos de las provincias integrantes del Foro, puso a consideración el Programa de Modernización y Fortalecimiento Legislativo que ha elaborado.


Tal como lo expusiera el representante de esta Cámara de Diputados, Sr. Jorge Rinaldi, Director del Instituto de Capacitación Parlamentaria, quien se desempeña además como Secretario de la Comisión, este Programa apunta a trabajar en la consecución de objetivos tales como:

1) Calidad en el Proceso Legislativo.

2) Fortalecimiento de Sistemas Informáticos y Electrónicos.

3) Gestión, Capacitación y Formación de los Recursos Humanos.

4) Modernización de los Recintos de Deliberaciones

5) Mejoramiento del Sistema de Relación de los Parlamentos con la Sociedad.


Por Resolución Nº 33/2005 del Foro de Legisladores, de la cual se adjunta copia, se aprobó el mismo en forma unánime y se autorizó a los integrantes de la Comisión Técnica para que, conjuntamente con los legisladores y secretarios coordinares, inicien gestiones ante organismos nacionales e internacionales que puedan prestar colaboración en concretar los objetivos propuestos.


Debido a la importancia del tema en cuestión y convencida de la necesidad de trabajar en consonancia con los lineamientos propuestos, es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Miriam Benítez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

8.6 Designación de integrantes de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales

(Proyecto de resolución – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado el proyecto de resolución por el que se designa a los señores diputados José María Vázquez, Francisca Sánchez, José Pividori, Jorge Cura y Miriam Benítez para integrar la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Cámara de Diputados creada por resolución de fecha 16 de junio del corriente año (Expte. Nº 16.140 – DB).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zrExpte. Nº 16.140 – DB\: Designación de integrantes de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Resuelve:

Artículo 1º – Designar a los señores diputados José María Vázquez, Francisca Sánchez, José Pividori, Jorge Cura y Miriam Benítez para integrar la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Cámara de Diputados creada por resolución de fecha 16 de junio del corriente año.

Artículo 2º – Regístrese, comuníquese y archívese.

Lacava – Reynoso – Scataglini

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

8.7 Plan de pago con facilidades a deudores morosos de la EPE

(Proyecto de ley – Aprobado – Reconsideración y vuelta a comisión-Pto. 10.1)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Lacava, el proyecto de ley por el cual se dispone que la Empresa Provincial de la Energía ofrezca un plan de pago con facilidades a deudores morosos de facturaciones por suministro de energía eléctrica (Expte. Nº 15.996 – DB).


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

 EÍ "zl Expte. Nº 15.996 – DB: Plan de pago con facilidades a deudores morosos de la EPE" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Dispónese que la Empresa Provincial de la Energía ofrezca un plan de pago con facilidades a deudores morosos de facturaciones por suministro de energía eléctrica.

Artículo 2º – Las facilidades de pago que refiere el artículo anterior corresponden a deudas con vencimiento con fecha anterior al 31 de octubre de 2005, incluidos los convenios caídos por falta de pago, y se podrán abonar en cinco, diez, quince o veinte cuotas mensuales y consecutivas.

Artículo 3º – A los efectos de determinar el monto de la deuda a abonar por el usuario, se condonan honorarios e intereses punitorios, multas y cualquier otro importe de carácter sancionatorio que fuera aplicable. Una vez establecido el nuevo importe adeudado, le serán aplicados al mismo intereses compensatorios, calculados con la tasa que suministra el Banco de la Nación Argentina para operaciones de crédito, desde la firma del convenio y por el plazo de financiación que elija el usuario.

Artículo 4º – El plazo para acogerse a los beneficios de esta ley, será de noventa (90) días contados a partir de su publicación. Se encomienda a la Empresa una amplia difusión de la presente.

Artículo 5º – No siendo necesaria una reglamentación específica, las normas operativas para instrumentar esta moratoria quedarán a cargo de la Empresa.

Artículo 6º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Traigo a consideración de esta Cámara un proyecto que pretende dar estado parlamentario a una solicitud del Concejo Municipal de la ciudad de Totoras pero que también es unánime reclamo de muchos sectores de la sociedad santafesina.


Las deudas por suministro de energía generan déficit a la empresa y angustia a los consumidores por la amenaza del corte de servicio.


Se dirá que es una moratoria más que premia a los que no pagan. Mi experiencia es que quien no pagó la factura de luz es porque no pudo.


Lo demás que propongo es lo normal: volver a la deuda histórica y financiar con intereses accesibles.


Descuento el voto de mis pares.

Reutemann – Mascheroni – Peirone – Aranda – Jullier – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto

SR. MARCUCCI EÍ "UCR MARCUCCI, Hugo" .– Pido la palabra.


Solicito se me autorice a abstenerme en la votación de este proyecto porque no estoy de acuerdo, en principio, con una moratoria indiscriminada.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la solicitud de abstención formulada por el señor diputado Marcucci.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º al 5º; artículo 6º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe media sanción y se comunica al Senado.

–
El proyecto aprobado se reconsidera y se gira a comisión. Ver punto 10.1.

8.8 Repudio a hechos de violencia contra personas de avanzada edad

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Tibaldo, el proyecto por el que la Cámara de Diputados de la Provincia declara la profunda preocupación y repudio a los hechos de violencia que se vienen sucediendo en contra de personas de avanzada edad, quienes son objeto de agresiones brutales en ocasión de robo en domicilios particulares o en la vía pública (Expte. Nº 16.108 – PJ).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zdExpte. Nº 16.108 – PJ\: Repudio a hechos de violencia contra personas de avanzada edad" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


Su profunda preocupación y repudio a los hechos de violencia que se vienen sucediendo en contra de personas de avanzada edad, en algunos casos jubilados, quienes son objeto de agresiones brutales en ocasión de robos, sean éstos en domicilios particulares o en la vía pública.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El proyecto de declaración en consideración de este Cuerpo expresa nuestra profunda preocupación y rechazo ante los distintos hechos de violencia que se vienen sucediendo donde las víctimas son personas de avanzada edad, en algunos casos jubilados, quienes son objeto de agresiones brutales en ocasión de robos, ya sean éstos en domicilios particulares o en la vía pública.


En la actualidad los altos índices de hechos delictivos son alarmantes, más aún si estos afectan a uno de los sectores más vulnerables de nuestra sociedad, como lo son nuestros ancianos, los cuales no se encuentran preparados para prevenir este tipo de agresiones.


Es por ello necesario adoptar medidas desde el Estado Provincial y de la sociedad, con el objetivo de tomar conciencia de la gravedad de esta situación, la cual debería revertirse a través de mecanismos de prevención y seguridad, tendientes a la protección de la integridad física de nuestros mayores.


Por lo expuesto solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de declaración.

Cavuto – Tibaldo

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

8.9 Campañas de prevención y seguridad por hechos de violencia contra adultos mayores

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra reservado, a pedido del señor diputado Tibaldo, el proyecto de comunicación por el que se solicita al Poder Ejecutivo arbitre las medidas necesarias tendientes a la realización de campañas masivas destinadas a los adultos mayores para la instrucción en hábitos de prevención y seguridad (Expte. Nº 16.110 – PJ).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 EÍ "zcExpte. Nº 16.110 – PJ\: Campañas de prevención y seguridad por hechos de violencia contra adultos mayores" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos correspondientes, arbitre las medidas necesarias tendientes a la realización de campañas masivas destinadas a los adultos mayores de nuestra sociedad para la instrucción en hábitos de prevención y seguridad mediante la distribución de folletería, pautas televisivas, radiales y charlas personalizadas en instituciones de bien público y organizaciones afines que nuclean a las personas de la tercera edad, con el objetivo de reducir los riesgos de ser víctimas de hechos de violencia en ocasión de asaltos, ya sean éstos ocurridos en domicilios particulares o en la vía pública.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El proyecto de comunicación en consideración de este Cuerpo es motivado en los distintos hechos de violencia que se vienen sucediendo en contra de personas de avanzada edad, en algunos casos jubilados, quienes son objeto de agresiones brutales en ocasión de robos ya sean éstos en domicilios particulares o en la vía pública.


Esta práctica condenable desde todo punto de vista cuyas víctimas son ancianos en su mayoría jubilados que viven solos y que por tal motivo constituyen uno de los sectores más vulnerables de nuestra sociedad agravado en los altos índices de hechos delictivos.


Estas personas no se encuentran preparadas para prevenir este tipo de hechos, por ello resulta necesario la adopción de urgentes medidas por parte del Estado a través de campañas que tengan por objeto instruir a este sector respecto de las medidas y hábitos que deben poner en práctica en su vida cotidiana a fin de evitar estos lamentables acontecimientos.


Dentro del Estado Provincial existen organismos encargados de la seguridad, como así también de la atención de la problemática de los adultos mayores, con lo cual resulta viable la instrumentación de medidas específicas tendientes a la protección de la integridad física de nuestros mayores.


Por los expuesto solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Cavuto – Tibaldo

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el proyecto.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

9 TRATAMIENTO PREFERENCIAL DE PROYECTOS

SR. PRESIDENTE (Barrera).– De conformidad con lo resuelto oportunamente por la Cámara, corresponde considerar los proyectos acordados con preferencia para esta sesión. 


Conforme con lo acordado, se van a considerar las preferencias que cuentan con dictamen de comisión.

9.1 Obras en instituciones de alojamiento de menores en conflicto con la Ley Penal: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.958 – ARI) por el que se solicita se informe el motivo por el cual la obra realizada no se corresponde con los planos presentados (obras en instituciones donde se encontraban alojados menores en conflicto con la Ley Penal).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 15.958 – ARI) presentado por los diputados Strada, Riestra y las diputadas Benas y Gutiérrez, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, en relación al Expediente Nº 00201 – 009609 – 3 informe el motivo por el cual la obra realizada no se corresponde con los planos presentados (obras en instituciones donde se encontraban alojados menores en conflicto con la Ley Penal); atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe:

 EÍ "ZcExpte. Nº 15.958 – ARI\: Obras en instituciones de alojamiento de menores en conflicto con la Ley Penal)\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Gobierno y en relación al Expediente Nº 00201 – 009609 – 3 informe lo siguiente:

1. Si la obra realizada se corresponde con los planos presentados en el proyecto ejecutivo que dio origen de referencia. En caso negativo explique el motivo por el cual la obra realizada no se corresponde con dichos planos.

2. Cuál fue la fecha de culminación de la obra (especificar final de obra)

3. Cuál fue la repartición que intervino en la supervisión técnica de la obra.

4. Si la Comisión Directiva del Club de Leones Rosario Parque, ha presentado la correspondiente rendición de cuentas.

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2005

Reutemann – Tibaldo – Gutiérrez – Tomei – Dehesa – Aranda – Cavuto – Jullier

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 15.958 – ARI) autoría de los diputados Strada, Benas, Riestra y Gutiérrez, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, en relación al Expte. Nº 00201 – 009609 – 3, disponga informar el motivo por el cual la obra realizada no se corresponde con los planos presentados (obras en instituciones donde se encontraban alojados menores en conflicto con la ley penal). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, ésta ha resuelto adherir al texto aprobado por la misma, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 29 de noviembre de 2005

Esquivel – Kilibarda – Meotto – Benas – Lamberto – Lacava – Dalla Fontana – Mascheroni

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Gobierno y en relación al Expediente 00201-009609-3 informe lo siguiente:

1. Cuál es el motivo por el cual la obra realizada no se corresponde con los planos presentados en el expediente mencionado.

2. Cuál fue la fecha de culminación de la obra (especificar final de obra).

3. Cuál fue el profesional que intervino en la supervisión técnica de la obra.

4. Quiénes son los integrantes de la Comisión Directiva del Club de Leones Rosario Parque, y si la institución ha presentado la correspondiente rendición de cuentas.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El presente pedido de informe es formulado ante la preocupación que genera el incumplimiento de los planos proyectados en el expediente mencionado. Asimismo, se pretende conocer cómo se gastan los dineros públicos, especialmente aquellos erogados por contrataciones directas a través de la ejecución por administración delegada.


La emergencia carcelaria decretada por el Gobierno Provincial en octubre de 2004, tenía entre sus fundamentos la urgencia en la ejecución de las obras que permitieran mejorar, entre otras, las instituciones donde se encontraban alojados menores en conflicto con la Ley Penal. En este contexto se delegó la obra en cuestión al Club de Leones Rosario Parque para su ejecución.


Considerando prioritarias todas aquellas políticas públicas que permitan mejorar las condiciones de los lugares de alojamiento de los menores, incrementando no sólo sus posibilidades de recuperación sino también la seguridad de los vecinos de la zona, es que es imprescindible un tratamiento serio y responsable de la problemática planteada.


En el mismo sentido, vemos la necesidad de que las modificaciones a las partidas de Trabajos Públicos (art. 81 Ley de Contabilidad, Decreto 1.756/57 y presupuesto 2004 Ley 12.261 art. 22) sean informadas a ambas Cámaras tal como consta en las leyes mencionadas.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Strada – Benas – Riestra – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

9.2 Club Social y Deportivo “Ingeniero Arturo Acevedo”: exención de rendición de cuentas por subsidio

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de ley transformado en uno de comunicación (Expte. N° 13.917 – UCR) referido a la exención de la rendición de cuentas del subsidio que le fuera otorgado al Club Social “Ing. Arturo Acevedo” de Villa Constitución.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 13.917 – UCR) autoría del diputado Santiago Mascheroni por el cual se aprueba la exención de la rendición de cuentas del subsidio que fuera otorgado al Club Social y Deportivo “Ingeniero Arturo Acevedo”, domiciliado en calle Luzuriaga Nº 1166 de la ciudad de Villa Constitución, otorgado por Decreto Nº 2.033/97 del 16 de noviembre de 1997, a través de la Dirección General de Programación Económica y Financiera de la Secretaría General y Técnica de la Gobernación y reclamado por Resolución Nº 177 del 02 de julio de 2003 del Honorable Tribunal de Cuentas de la Provincia; y, luego de los estudios realizados, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación.

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2005

Marcucci – Venesia – Dalla Fontana – Lagna – Qüesta

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 13.917 – UCR), autoría del diputado Mascheroni, por el cual se aprueba la exención de la rendición de cuentas del subsidio que fuera otorgado al Club Social y Deportivo “Ingeniero Arturo Acevedo” de la ciudad de Villa Constitución, mediante Decreto 2.033/97 de fecha 16/11/97. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:
 EÍ "ZcExpte. Nº 13.917 – UCR\: Club Social y Deportivo \“Ingeniero Arturo Acevedo\”\: exención de rendición de cuentas por subsidio" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda asista técnicamente al Club Social y Deportivo “Ingeniero Arturo Acevedo” domiciliado en calle Luzuriaga Nº 1166 de la ciudad de Villa Constitución, a los fines de rendir satisfactoriamente el subsidio oportunamente otorgado por Decreto Nº 2.033/97 del 16 de noviembre de 1997, por intermedio de la Dirección General de Programación Económica y Financiera de la Secretaría General y Técnica de la Gobernación y que fuera reclamada por Resolución Nº 177 del 02 de julio de 2003 del Honorable Tribunal de Cuentas de la Provincia.

Sala de Comisión, 29 de noviembre de 2005.

Esquivel – Kilibarda – Mascheroni – Benas – Lacava – Lamberto – Meotto – Dalla Fontana.

proyecto de ley original

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Apruébase la exención de la rendición de cuentas del subsidio que fuera otorgado al Club Social y Deportivo “Ingeniero Arturo Acevedo” domiciliado en calle Luzuriaga N° 1166 de la ciudad de Villa Constitución, otorgado por Decreto N° 2033/97 del 16 de noviembre de 1997, a través de la Dirección General de Programación Económica y Financiera de la Secretaría General y Técnica de la Gobernación y reclamado por Resolución N° 177 del 02 de julio de 2003 del Honorable Tribunal de Cuentas de la Provincia.


El decreto de referencia se agrega como anexo y forma parte de la presente ley.

Artículo 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


En el año 1997 y por el decreto referido en el texto normativo de este proyecto, el Gobierno Provincial otorgó un subsidio por la suma de $ 6.000 al Club Social y Deportivo “Ingeniero Arturo Acevedo” en la persona de su entonces presidente Sr. Roberto Berti para destinarse a obras en la institución y con cargo de rendición de cuentas.


En mayo de 2001 se produce un cambio de autoridades en el club mencionado, las que vuelven a cambiar en octubre de 2003, sin que en dichas oportunidades se hiciera entrega de ninguna documental referente al uso y destino del subsidio recibido o erogaciones afrontadas con el mismo, por lo que y habiendo recibido requerimiento del Tribunal de Cuentas de la Provincia mediante Resolución N° 177 de julio de 2003, la institución se encuentra imposibilitada de cumplimentar la rendición de cuentas documentada conforme dispone la normativa vigente.


En la actualidad las autoridades del club, con mucho esfuerzo se encuentran en la tarea de saneamiento administrativo y funcional con mucho esfuerzo por lo que resultaría un obstáculo imposible de salvar, dar cumplimiento a lo requerido por el Tribunal de Cuentas, ante lo cual resulta procedente dispensar por vía legislativa dicha obligación.


Por ello se solicita a los señores legisladores prestar su apoyo a esta iniciativa.

Santiago Mascheroni

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

9.3 Gestiones para la entrega de los recibos de pago a los beneficiarios de la Caja de Jubilaciones y Pensiones

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.967 – ARI) por el que se solicita se arbitren los medios para que los beneficiarios de la Caja de Jubilaciones reciban junto al cobro, los recibos de pago correspondientes.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión ha considerado el proyecto de comunicación (Expte Nº 15.967 – BS) suscripto por los diputados Bonfatti, Baudín, Lamberto, Cecchi, Liberati, Aranda y Albónico, por el cual se solicita se disponga arbitrar los medios necesarios para que los beneficiarios de la Caja de Jubilaciones y Pensiones reciban mensualmente, junto al cobro de sus haberes, los recibos de pago correspondientes, y, por las razones expresadas en el mismo y las que oportunamente podrá dar su miembro informante, os aconseja le prestéis su aprobación.

Sala de Comisión, 23 de noviembre de 2005.

Cura – Sánchez – Albónico – Benas – Qüesta – Lagna – Tibaldo – Benítez

Señores diputados:


Vuestra comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 15.967 – BS), autoría de los diputados Cecchi, Bonfatti, Aranda, Liberati, Lamberto y Baudín, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo disponga arbitrar los medios necesarios para que los beneficiarios de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia reciban mensualmente, junto al cobro de sus haberes, los recibos de pago correspondientes. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, ésta ha resuelto adherir al mismo, el que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "ZcExpte. Nº 15.967 – BS\: Gestiones para la entrega de los recibos de pago a los beneficiarios de la Caja de Jubilaciones y Pensiones" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a:

1. Arbitrar los medios necesarios para que con carácter de urgencia, los beneficiarios de la Caja de Jubilaciones y Pensiones reciban mensualmente, contemporáneamente al cobro de sus haberes, los recibos de pago correspondientes.

2. Informar:

a) a quién corresponde la responsabilidad de fiscalizar la prestación del citado servicio por parte de OCA S.A.

b)  Para el caso que sea al Nuevo Banco de Santa Fe S.A., ordenar el estricto cumplimiento y fiscalización del mismo y la eventual aplicación de multas.

c) Para el caso que sea alguna dependencia del Gobierno, se evalúe seriamente la aplicación de multas y/o rescisión del contrato, ante la deficiente prestación del servicio.

Sala de Comisión, 30 de noviembre de 2005.

Esquivel – Mascheroni – Kilibarda – Meotto – Benas – Liberati – Pezz – Lacava – Lamberto – Dehesa

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a:

1º - Arbitrar los medios necesarios para que con carácter de urgencia, los beneficiarios de la Caja de Jubilaciones y Pensiones reciban mensualmente, junto al cobro de sus haberes, los recibos de pago correspondientes.

2º - Informar:

a) a quién corresponde la responsabilidad de fiscalizar la prestación del citado servicio por parte de OCA S.A.;

b) para el caso que sea al Nuevo Banco de Santa Fe SA, ordenar el estricto cumplimiento y fiscalización del mismo, y la eventual aplicación de multas;

c) para el caso que sea alguna dependencia del Gobierno, se evalúe seriamente la aplicación de multas y/o rescisión del contrato, por la deficiente prestación del servicio.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


En el transcurso de los últimos tiempos –como mínimo dos años– los centenares de jubilados y pensionados provinciales de Firmat y la zona, se ven impedidos de contar en tiempo y forma con el recibo de pago de los haberes jubilatorios, lo que “impide al sector pasivo la realización de todo tipo de trámites”.


En septiembre último, elevaron sendas notas al Nuevo Banco de Santa Fe S.A., como a la sucursal OCA S.A., de Venado Tuerto, porque nadie en ámbitos del Estado provincial, se hace cargo del deficiente servicio.


No obstante ello, tampoco en la supuesta eficiencia de la actividad privada nadie se responsabiliza de las faltas de las órdenes de pago para los jubilados, cuya carencia obstaculiza toda y cualquier tramitación que los jubilados provinciales deban realizar en ese carácter.


Ante la falta de respuesta –y a veces, ante la burla descarnada–, los supuestos “beneficiarios” de la Provincia nos interesaron en la superación de la problemática, cuestión que asumimos en la convicción que con la permanencia en el tiempo de esta irregular situación se violan sus derechos, y en el entendimiento que el Estado no puede desentenderse de la problemática.


Así, venimos hoy a requerir el acompañamiento de nuestros pares en el tratamiento y aprobación de esta iniciativa, a los efectos que el Poder Ejecutivo determine las causales y superación de la anómala situación planteada.
Cecchi – Bonfatti – Aranda – Liberati – Baudín – Lamberto – Albónico

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

9.4 Ley 12.376 (Programa de Promoción y Asistencia a Emprendimientos Productivos Sociales): modificación

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. N° 15.743 – PJ) por el que se modifican los artículos 1°, 2°, 5°, 6° y 7° de la Ley Nº 12.376 (Programa de Promoción de Emprendimientos Productivos Sociales).


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de ley, presentado por los diputados Scataglini, Dehesa, Peirone, Pividori, Pesaresi y Vázquez, por el cual se modifican los artículos 1º, 2º, 5º, 6º, y 7º de la Ley Nº 12.376 (Ley de Creación del Fondo de Estímulo al Asociativismo Municipal); y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis vuestra aprobación.
Sala de Comisión, 26 de octubre de 2005.

Pesaresi – Vázquez – Cavuto – Tibaldo

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.743 – PJ), por el cual se modifican los artículos 1º, 2º, 5º, 6º, y 7º de la Ley Nº 12.376 – Creación del Fondo de Estímulo al Asociativismo Municipal; y, luego de los estudios realizados y atento a que cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Asuntos Comunales, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe:

 EÍ "zlExpte. Nº 15.743 – PJ\: Ley 12.376 (Programa de Promoción y Asistencia a Emprendimientos Productivos Sociales)\: modificación" 
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

ley:

Artículo 1º – Elimínese el segundo párrafo del artículo 1º de la Ley Nº 12.376.

Artículo 2º – Incorpórase como segundo párrafo del artículo 2º de la Ley Nº 12.376, el siguiente:


“Los saldos no invertidos al cierre de cada ejercicio del Fondo creado por la Ley Nº 12.376, se transferirán en forma automática al ejercicio siguiente para el mismo destino y de modo acumulativo.”

Artículo 3º – Incorpórase como inciso g) del artículo 4º de la Ley Nº 12.376 el siguiente:


“g) Inversión pública para construcción, reparación de caminos interjurisdiccionales, realización de obras hídricas, construcción de canales, etc.”

Artículo 4º – Modifíquese el artículo 5º de la Ley Nº 12.376 el que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 5º – Será Autoridad de Aplicación de la presente ley, el Ministerio Coordinador, a través de la Subsecretaría de Municipios y Subsecretarías de Comunas. Dichos organismos deberán difundir y capacitar a los municipios y comunas de todo el ámbito provincial, acerca de las ventajas de los emprendimientos asociativos y efectuar comunicación masiva de su implementación a través de los mecanismos de difusión de los programas de gobierno que utiliza el Poder Ejecutivo Provincial.”

Artículo 5º – Modifícase el artículo 6º de la Ley Nº 12.376 el que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 6º – Las localidades intervinientes deberán enviar las propuestas, debidamente aprobadas, de corresponder, por los órganos locales competentes.”

Artículo 6º – Derógase el artículo 7º de la Ley Nº 12.376.

Artículo 7º – Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar las modificaciones presupuestarias pertinentes a los fines de facilitar la implementación de la presente.

Artículo 8º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2005.

Dalla Fontana – Lagna – Riestra – Scataglini – Venesia – Qüesta – Marcucci

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.743 – PJ), autoría de los diputados Scataglini, Dehesa, Peirone, Pividori, Vázquez y Pesaresi, por el cual se modifican los artículos 1º, 2º, 5º, 6º, y 7º de la Ley Nº 12.376 (Fondo de Estímulo al Asociativismo Municipal). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Asuntos Comunales y de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir al dictamen emanado por la Comisión de Presupuesto y Hacienda, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 29 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Dalla Fontana – Lacava – Mascheroni

proyecto de ley original

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de 

Ley:

Artículo 1º – Elimínese el segundo párrafo del artículo 1º de la Ley Nº 12.376.

Artículo 2º – Modifíquese el artículo 2 º de la Ley 12.376 agregando como segundo párrafo el siguiente:


“Los saldos no invertidos al cierre de cada ejercicio del Fondo creado por la presente ley, se transferirán en forma automática al ejercicio siguiente para el mismo destino y de modo acumulativo, no admitiéndose otra modificación presupuestaria de acuerdo a la normativa vigente.”

Artículo 3º – Modifíquese el Art.5º de la Ley Nº 12.376 el que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 5º – Será autoridad de aplicación de la presente ley, el Ministerio Coordinador, a través de las Subsecretaría de Municipios y Subsecretaría de Comunas. Dichos organismos deberán difundir y capacitar a los municipios y comunas de todo el ámbito provincial, acerca de las ventajas de los emprendimientos asociativos y efectuar comunicación masiva de su implementación a través de los mecanismos de difusión de los programas de gobierno que utiliza el Poder Ejecutivo Provincial.”

Artículo 4º – Modifíquese el Art. 6º de la Ley Nº 12.376 el que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 6º – Las localidades intervinientes deberán enviar las propuestas debidamente aprobadas, de corresponder, por los órganos locales competentes.”

Artículo 5º – Modifíquese el artículo 7º de la Ley Nº 12.376 el que quedará redactado de la siguiente forma:


“Artículo 7º – El ente u organismo de asociación intermunicipal creado a los fines de llevar adelante el proyecto o en su caso, los municipios y comunas intervinientes en dicha asociación recibirán los Fondos adjudicados en carácter de no reintegrables, efectuando las rendiciones respectivas según las disposiciones legales vigentes.

Artículo 6º – Se autoriza al Poder Ejecutivo a realizar las modificaciones presupuestarias pertinentes a los fines de facilitar la implementación de la presente.

Artículo 7º – Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Las modificaciones propuestas surgen de las numerosas consultas recepcionadas de municipios y comunas de nuestra provincia respecto de la implementación de la ley de mi autoría, promulgada bajo el Nº 12.376.


A partir de un exhaustivo análisis de las propuestas recibidas por los responsables de los gobiernos locales, vengo a proponer el carácter de “no reintegrables“ de los fondos previstos, debido a las dificultades manifestadas por los actores locales que manifiestan que en el caso de acceder a la posibilidad del financiamiento de las propuestas asociativas, la necesidad de normas especiales por parte de los órganos locales que autoricen el financiamiento, dificulta la puesta en marcha de las posibles alternativas de asociativismo.


Las normas se deben adaptar y reformular de acuerdo a las necesidades que la realidad impone, cuando las mismas tienden a lograr objetivos básicos que hacen al bien común , en este caso en beneficio de las comunidades locales que entienden que las formas asociativas tienden a maximizar los beneficios de las regiones cercanas.


No olvidemos que el concepto de espacio territorial ha evolucionado de su estática caracterización física y territorial, hacia formas más dinámicas y abiertas. El tan mentado proceso de globalización acentúa día a día las necesidades de cooperación horizontal de las comunidades territorialmente cercanas.


Si a esto adicionamos las políticas de descentralización de roles desde los primeros niveles del Estado a los últimos o sea las comunidades locales, característica acentuada en nuestro país en la década del 90, los diagnósticos coinciden en la escasez de recursos para que los mismos puedan hacer más eficientes sus nuevas funciones.


Es obligación del Estado Provincial asumir el rol de promotor en la capacitación de las metodologías de implementación de acciones que tiendan a solucionar problemáticas regionales e incentivar procesos de esfuerzo conjunto de colaboración, asociación y cooperación en aquellos procesos de desarrollo regional, que exceden y trascienden el espacio geofísico del municipio.


El Estado debe garantizar los recursos necesarios, para que los actores sociales de las numerosas localidades de nuestra provincia, asuman e interpreten que la generación de economías de escala ya sea para la prestación de servicios públicos, la inclusión de nuevas tecnologías o la realización de obras de infraestructura que promuevan el desarrollo regional, son la base imprescindible para preparar a nuestras comunidades en la consolidación de redes sociales intercomunitarias que tiendan a equilibrar a las regiones históricamente más postergadas y consolidar un sistema más equitativo.


Por todo lo expuesto, señor presidente, solicito la aprobación del presente proyecto.

Scataglini – Dehesa – Vázquez – Peirone – Pesaresi – Pividori

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 7º; artículo 8º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, recibe media sanción y se comunica al Senado.

9.5 Club Social y Deportivo Comandante Superí de Rosario: gestiones para detener su remate

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.954 – ARI) por el que se solicita se disponga realizar las gestiones necesarias para detener el remate del Club Social y Deportivo Comandante Superí de la ciudad de Rosario.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 15.954 – ARI) presentado por los diputados Gutiérrez, Riestra, Strada y Benas; por el cual se solicita al Poder Ejecutivo disponga realizar las gestiones necesarias para detener el remate del Club Social y Deportivo Comandante Superí de la ciudad de Rosario y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja prestéis aprobación al texto que con modificaciones se transcribe:


La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo valore la posibilidad de adoptar medidas –de resultar pertinentes– conducentes a los efectos de la suspensión del remate del Club Social y Deportivo Comandante Superí ubicado en calle homónima Nº 1079 de la ciudad de Rosario.

Sala de la Comisión, 24 de noviembre de 2005.

Gastaldi – Vázquez – Venesia – Brignoni

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 15.954 – ARI) autoría de los diputados Benas, Strada, Riestra y Gutiérrez, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo disponga realizar las gestiones necesarias para detener el remate del Club Social y Deportivo Comandante Superí, de la ciudad de Rosario. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Promoción Comunitaria, ésta ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "ZcExpte. Nº 15.954 – ARI\: Club Social y Deportivo Comandante Superí de Rosario\: gestiones para detener su remate" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo evalúe la posibilidad de adoptar las medidas que se consideren conducentes o, en su caso, brinde la asistencia necesaria al Club Social y Deportivo Comandante Superí, ubicado en calle homónima Nº 1079 de la ciudad de Rosario, con el objeto de que pueda superar la situación por la que atraviesa y evitar el remate de sus instalaciones.

Sala de Comisión: 30 de noviembre de 2005.

Esquivel – Kilibarda – Mascheroni – Liberati – Meotto – Pezz – Benas – Lamberto – Dehesa – Lacava

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo interceda ante quien corresponda, arbitrando los medios necesarios para detener el remate del Club Social y Deportivo Comandante Superí, sito en Superí 1079, de la ciudad de Rosario.

fundamentos de los autores del proyecto 

Señor Presidente:


El Club Social y Deportivo Superí, es un exponente más, de los clubes de barrio, que han visto crecer a varias generaciones de jóvenes que encontraron en esta institución, no solo el espacio de práctica de deportes sino el espacio sano de contención social que los alejó de los hábitos que promueve el ocio callejero.


Club con escasos recursos económicos sin subvenciones y con una cuota societaria mínima acorde al barrio en el que está ubicado.


Fueron sus socios y dirigentes quienes realizaron por años las tareas de mantenimiento, administración, cobranzas, prácticas deportivas.


Ante la demanda instaurada por quien fuera uno de los colaboradores del club, Walter Lorenzo y al no tener la institución recursos para realizar el resarcimiento económico reclamado, con fecha 23 de septiembre de 2005, el Juzgado de 1º Instancia de Distrito en lo laboral de la 3º Nominación de Rosario, a cargo del Dr. Pastorino, ordena el remate del mismo, a efectivizarse el día 24 de noviembre de 2005, a las 16:00 hs.


Cabe señalar que en las instalaciones del Club Superí no sólo hay actividades sociales, deportivas y culturales sino que además, dictan sus clases diarias de educación física las escuelas Nº 2010 y Nº 408.


Además la Subsecretaría de Deporte de la Provincia de Santa Fe firmó un acta acuerdo con dicha institución el 15 de abril del 2004, fecha a partir de la cual se implementaron actividades deportivas y recreativas para niños con capacidades especiales.


Es por lo antes expuesto que apelo a la sensibilidad y comprensión de esta Cámara para la aprobación de este proyecto.

Benas – Strada – Riestra – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

9.6 Cuenta del Fondo de Donaciones Públicas y Privadas – Emergencia Hídrica 2003: informes de movimientos

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.957 – ARI, en tratamiento en conjunto con el expediente Nº 15.963 – ARI) por el que se solicita se disponga informar sobre aspectos referidos a los movimientos registrados en la Cuenta Especial N° 94600-00 – Fondo de Donaciones Públicas y Privadas – Emergencia Hídrica 2003.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado en conjunto los proyectos de comunicación (Exptes. Nº 15.957 – ARI y 15.963 – ARI) autoría de los diputados Riestra, Gutiérrez, Strada y Benas, por los cuales solicitan al Poder Ejecutivo, informe respecto a movimientos operados en la cuenta especial 94600-00 Fondo de Donaciones Públicas y Privadas – Emergencia Hídrica y sobre el Decreto 2371/05 referido a aceptación de donaciones destinadas a la emergencia hídrica de abril de 2003, respectivamente; y, luego de los estudios realizados, esta comisión os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExptes. Nº 15.957 – ARI y 15.963 – ARI: Cuenta del Fondo de Donaciones Públicas y Privadas – Emergencia Hídrica 2003\: informes de movimientos" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de quien corresponda:

1. Detalle el origen y destino de los importes consignados en la Cuenta Bancaria Nº 94600/00 – Fondo de Donaciones para Emergencia Hídrica 2003, desde su apertura a la fecha, según registros de las Cuentas de Inversión 2003 y 2004.

2. Remita las disposiciones legales que dieran lugar a los movimientos de fondos indicados.

3. Informe los montos donados por la Cámara de Diputados de la Nación, indicando fecha e importes de los mismos – Decreto Nº 2371/05.

4. Informe los montos donados por la Municipalidad de Rosario, indicando fecha e importes de los mismos, aclarando el concepto “devolución efectuada por la Municipalidad de Rosario por saldo de donaciones…” expresado en los considerandos del Decreto Nº 2371/05.

5. Remita copia de los extractos de la cuentas bancarias Nº 20066/09 y 94600/00.

Sala de la Comisión, 30 de noviembre de 2005.

Peirone – Scataglini – Qüesta – Riestra – Marcucci – Venesia

proyecto de comunicación original (Expte. Nº 15.957 – ARI)


La Cámara de Diputados de la Provincia, solicita al Poder Ejecutivo informe respecto de los movimientos registrados en la cuenta especial 94600-00 Fondo de Donaciones Públicas y Privadas – Emergencia Hídrica 2003, lo siguiente:

1. Detalle el origen de los fondos depositados en la cuenta referenciada desde su apertura hasta el mes de diciembre de 2004, que totaliza –según puede leerse en la cuenta de inversión de los ejercicios 2003 y 2004– un importe de pesos un millón seiscientos sesenta y cuatro mil cuatrocientos treinta con veintiocho centavos ($ 1.664.430,28).

2. Teniendo en cuenta que el Decreto 3978/2003 asignó $ 579.701,53 (para trabajo de reconstrucción y remodelación de Centros Asistenciales, destino modificado posteriormente para construcción de viviendas en el barrio La Tablada) y el Decreto 2772/2004 lo hizo por $ 162.129,54 (para proyecto de enseñanza de natación para alumnos de zona oeste), totalizando ambos $ 741.831,07, solicitamos conocer cuál fue el destino del saldo remanente que surge de comparar los depósitos y extracciones registrados en la cuenta, el cual asciende a la suma $ 902.599,21.

3. Dado que el Decreto 3978 del 20 de noviembre de 2003, resuelve transferir (en su artículo 5º), la suma de $ 579.701,53, desde la cuenta 94600/00 – Gobierno de la Provincia de Santa Fe Fondo de Donaciones Públicas y Privadas – Emergencia Hídrica 2003 hacia la cuenta 20066/09 – Fondo de Emergencia Hídrica – Unidad Ejecutora, solicitamos se informe por qué razones ese importe figura como depósito y virtualmente como extracción en el mes de abril de 2004, es decir seis meses después de emitida la norma. Al mismo tiempo solicitamos se acompañe a la respuesta, copia de los extractos bancarios de las cuentas 94600/00 y 20066/09 desde su apertura hasta diciembre de 2004.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El presente pedido de informe tiene como propósito tornar transparente el destino de los fondos destinados a la emergencia hídrica. Adicionalmente, este pedido trasciende este tema, por cuanto el origen de la información que ha dado lugar a este pedido, surge de la cuenta de inversión de los ejercicios 2003 y 2004, que se presume es materia específica de la labor fiscalizadora de este Cuerpo. En el siguiente cuadro puede verse –en forma resumida– el movimiento registrado en la cuenta 94600/00:

PERIODO
DEPOSITOS
EXTRACCIONES
SALDO
OBSERVACIONES

May 2003
100,000.00

100,000.00


Jun 2003


100,000.00


Jul 2003
502,366.53

602,366.53


Ago 2003


602,366.53


Sep 2003


602,366.53


Oct 2003
6,753.87

609,120.40


Nov 2003
2,290.00

611,410.40
D.3978/2003 - $ 579.701,53

Dic 2003


611,410.40


Ene 2004


611,410.40


Feb 2004


611,410.40


Mar 2004


611,410.40


Abr 2004
579,701.53
1,159,403.06
31,708.87


May 2004


31,708.87


Jun 2004


31,708.87


Jul 2004


31,708.87


Ago 2004


31,708.87


Sep 2004


31,708.87


Oct 2004
420,428.78
290,188.81
161,948.84


Nov 2004


161,948.84


Dic 2004
32,889.57
194,838.41
0.00
D.2772/2004 - $ 162.129,54

TOTAL
1,644,430.28
1,644,430.28









TOTAL RECAUDADO (1)

1,644,430.28



TOTAL ASIGNADO (2)

741,831.07



D.3978/2003


579,701.53


D.2772/2004


162,129.54


DIFERENCIA (3) = (1) - (2)

902,599.21




Por este motivo, solicito a mis pares acompañen el presente.

Riestra – Gutiérrez – Strada – Benas
proyecto de comunicación original (Expte. nº 15.963 – ARI)


La Cámara de Diputados de la Provincia ,solicita al Poder Ejecutivo informe respecto del Decreto 2371 de fecha 11 de noviembre de 2005, referido a la aceptación de donaciones destinadas a la emergencia hídrica de abril de 2003, lo siguiente:

1. Fecha en que fueron recepcionados los depósitos por la suma de pesos ciento cincuenta mil ciento cuatro con noventa centavos ($ 150.104,90), provenientes de la Cámara de Diputados de la Nación y de la Municipalidad de Rosario, detallando además el importe correspondiente a cada uno de ellos.

2. Cuál es el origen de los fondos que da lugar a la devolución efectuada por la Municipalidad de Rosario.

3. Por Decreto 3978/2003, ingresó a la Provincia en concepto de donaciones la suma de $ 579.701,53, posteriormente por Decreto 2772/2004, se incorporaron partidas por $ 162.129,54 y en esta oportunidad por el Decreto 2371/2005 se incluyen $ 150.104,90. Por este motivo y dado el tiempo transcurrido desde la emergencia hídrica, solicitamos se nos informe si esta es la última gestión o si encuentran otras en trámite.

4. Solicitamos se informen los movimientos registrados en la cuenta 20066/09, referidos a donaciones por emergencia hídrica.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El presente pedido de informe tiene como propósito tornar transparente el destino de los fondos destinados a la emergencia hídrica.


Consideramos importante una clara actitud de respeto al espíritu que los donantes se presume incluyeron en su acto solidario, especialmente por el tiempo transcurrido.


Por este motivo, solicito a mis pares acompañen el presente.

Riestra – Gutiérrez – Strada – Benas
SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

9.7 Derrame de creosota en la empresa San Justo Saica: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.959 – ARI) por el que se solicita se disponga informar sobre aspectos vinculados con el derrame de creosota en la empresa San Justo S.A.I.C.A. de la ciudad de San Justo, departamento homónimo.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de comunicación, (Expte. Nº 15.959 – ARI), de los diputados Strada, Riestra, Benas y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga informar sobre aspectos vinculados con el derrame de creosotado en la empresa San Justo Saica de la ciudad de San Justo, departamento Rosario, y, por las razones que dará el miembro informante, aconsejamos prestéis aprobación al siguiente texto:


La Cámara de Diputados de la Provincia solicita al Poder Ejecutivo que por intermedio del organismo que corresponda, en relación al derrame de creosota en la empresa San Justo Saica de la ciudad de San Justo, informe:

1) Motivo por el cual se produjo el derrame y cantidad de productos derramado.

2) Zona afectada (urbana y rural).

3) Si este derrame afectó a población urbana y rural, cuáles fueron las medidas tomadas para su protección.

4) Si en la empresa San Justo Saica existen las adecuadas medidas de seguridad e higiene para trabajar con dicho material.

5) Si es cierto que lo derramado fue volcado al Río Salado por camiones atmosféricos. De ser así:

a) Quién tomó esa decisión y si se informó a la Secretaría de Medio Ambiente.

b) Cuáles fueron las medidas preventivas tomadas por la Secretaría para evitar las consecuencias que este producto químico puede provocar en la flora, la fauna y la población que se hallan en las zonas de influencia del Río Salado.

6) Si el hospital de San Justo ha atendido personas con dolencias ocasionadas por la posible exposición a dicho producto.

Sala de la Comisión, 23 de noviembre de 2005.

Pividori – Benítez – Gutiérrez – Bonfatti – Sánchez – Cavuto

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 15.959 – ARI), de los señores diputados Strada, Riestra, Benas y Gutiérrez, por el cual se solicita se disponga informar sobre aspectos vinculados con el derrame de creosotado en la empresa San Justo Saica de la ciudad de San Justo, departamento Rosario, y, atento a que el proyecto cuenta con despacho de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, esta comisión a resuelto adherir al mismo.

Sala de Comisión, 24 de noviembre de 2005.

Strada – Cecchi – Marcucci – Pividori – Venesia

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 15.959 – ARI), autoría de los diputados Strada, Riestra, Benas y Gutiérrez, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo se disponga informar sobre aspectos vinculados con el derrame de creosota en la empresa San Justo Saica, de la ciudad de San Justo. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Agricultura y Ganadería, ésta ha resuelta emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación.

 EÍ "ZcExpte. Nº 15.959 – ARI\: Derrame de creosota en la empresa San Justo Saica\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia solicita al Poder Ejecutivo que por intermedio del organismo que corresponda y en relación al derrame de creosota en la empresa San Justo Saica de la ciudad de San Justo, informe:

1) Motivo por el cual se produjo el derrame y cantidad de producto derramado.

2) Zona afectada (urbana y rural). En el caso de haber afectado a la población residente en las áreas referidas, medidas adoptadas para su protección.

3) Si se cuenta con informes de cuáles son las medidas de seguridad e higiene con que cuenta la empresa San Justo Saica para trabajar con dicho material y si se evalúan a las mismas como adecuadas.

4) Si es cierto que lo derramado fue volcado al Río Salado por camiones atmosféricos. De ser así:

a) Quién tomó esa decisión y si se informó a la Secretaría de Medio Ambiente.

b) Cuáles fueron las medidas preventivas adoptadas por organismos oficiales para evitar las consecuencias que este producto químico puede provocar en la flora, la fauna y la población que se hallan en las zonas de afluencia del Río Salado.

5) Si el hospital de San Justo ha atendido personas con dolencias ocasionadas por la posible exposición a dicho producto.

Sala de Comisión, 29 de noviembre de 2005

Esquivel- Kilibarda – Meotto – Lacava – Mascheroni – Lamberto – Benas – Dalla Fontana

proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia solicita al Poder Ejecutivo que, por intermedio de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable y en relación al derrame de creosota en la empresa San Justo S.A.I.C.A. de la ciudad de San Justo, informe:

1. Motivo por el cual se produjo el derrame y cantidad de producto derramado.

2. Zona afectada (urbana y rural). 

3. Si este derrame afectó a población urbana y rural, cuáles fueron las medidas tomadas para su protección.

4. Si en la empresa San Justo S.A.I.C.A. existen las adecuadas medidas de seguridad e higiene para trabajar con dicho material.

5. Si es cierto que lo derramado fue volcado al río Salado por camiones atmosféricos. De ser así:

a. Quién tomó esa decisión y si se informó a la Secretaría de Medio Ambiente.

b. Cuáles fueron las medidas preventivas tomadas por la Secretaría para evitar las consecuencias que este producto químico puede provocar en la flora, la fauna y la población que se hallan en las zonas de influencia del río Salado.

6. Si el hospital de San Justo ha atendido personas con dolencias ocasionadas por la posible exposición a dicho producto.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Hace menos de un mes, se produjo en la ciudad de San Justo, provincia de Santa Fe, un importante derrame de creosota aparentemente ocasionado por un accidente en una de las calderas de la empresa San Justo S.A.I.C.A.


La creosota es una mezcla de sustancias químicas que se utiliza, entre otras cosas, como preservativo de madera, plaguicida y medicamento a base de hierbas. Como preservativo de maderas se utiliza en casas o cabañas de troncos, empalmes de ferrocarril, postes de teléfono y luz, puentes, rejas, etc. La creosota se encuentra, también, en lugares donde se desechan materiales peligrosos.


La exposición a esta sustancia puede traer mayores o menores efectos en la salud humana, dependiendo del tiempo que la persona se ha expuesto. Los daños pueden ir desde irritación en la piel o quemaduras en la garganta (si es que se ingirieron alimentos contaminados con esta sustancia) hasta diferentes tipos de cáncer de piel o escroto.


En este sentido la Comisión Científica de la Unión Europea (ex Comunidad Económica Europea) ha adoptado la decisión de prohibir la comercialización de creosota como producto conservante de la madera, tras la realización de un estudio en el que quedó probado que este producto químico tiene un mayor potencial cancerígeno de lo que se pensaba. La prohibición entró en vigor a partir del 30 de junio de 2003 y también se aplicó a las maderas tratadas con creosota.


Frente a la obvia peligrosidad de este producto y a las consecuencias que la exposición puede traer a las personas, es que surge esta iniciativa. Es necesario conocer cuáles son las acciones que la Provincia está llevando adelante para evitar que la población se vea afectada y, al mismo tiempo, se la informe sobre los riesgos que implica verse expuesto a este producto.


Mencionamos, también, que un vecino de la zona, al verse seriamente afectado por el vertido de fluidos contaminantes con fuerte olor, ha radicado la denuncia en la sede policial de San Justo el 13 de octubre de este año.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación de este proyecto de comunicación.

Strada – Riestra – Benas – Gutiérrez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

· Resulta aprobado.

9.8 Ayuda económica a productores hortícolas y florícolas afectados por la inundación: exención de rendición de cuentas

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. N° 13.614 – BS, venido en segunda revisión, en tratamiento en conjunto con el Expte. Nº 15.527 – PE) por el que los productores hortícolas y florícolas del cinturón verde santafesino quedan exceptuados de rendir cuentas de la ayuda económica recibida por la catástrofe hídrica.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 15.527 – PER – Mensaje Nº 2.887 – Venido en revisión), por el cual se exceptúa de la obligación de rendir cuentas en los términos del artículo 205, párrafo segundo del Decreto – Ley 1.757/56 (Ley de Contabilidad), a los destinatarios de la ayuda económica no reintegrable, conformado por los productores hortícolas y florícolas que desarrollan su actividad en el “cinturón verde santafesino” y el proyecto de ley (Expte. Nº 13.614 – BS), autoría del diputado Bonfatti, por el cual los productores hortícolas y florícolas del cinturón verde santafesino y a los cuales sus explotaciones sufrieron daño por la catástrofe hídrica en la ciudad de Santa Fe y zonas aledañas, destinatarios de la ayuda económica no reintegrable, establecida en el Decreto 3.896/ 03, quedan exceptuados de la obligación de rendir cuentas (artículo 205, párrafo 2do. del Decreto – Ley 1.757/56). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores, obrante a fs.98 y con media sanción de la Cámara de Diputados, obrante a fs. 91, ésta ha resuelto adherir al texto sancionado y remitido por la Cámara de Senadores, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 29 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Dalla Fontana – Lamberto – Lacava – Mascheroni – Benas

 EÍ "zlExptes. Nº 15.527 – PER y 13.614 – BS\: Ayuda económica a productores hortícolas y florícolas afectados por la inundación\: exención de rendición de cuentas" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Exceptúase de la obligación de rendir cuentas en los términos del artículo 205, párrafo segundo del Decreto Ley 1.757/56 (Ley de Contabilidad), a los destinatarios de la ayuda económica, no reintegrable, conformados por los productores hortícolas y florícolas, que desarrollan su actividad en el "Cinturón Verde Santafesino" y cuya situación fuera contemplada con los límites y alcances de los Decretos Nº 1.682/03 y 3.896/03 y que forman parte de la presente ley.

Artículo 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Cámara de Senadores, 1 de setiembre de 2005

Paulichenco – Bielsa

proyecto de ley original (Expte N° 13.614 – BS)

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º - Exceptúase de la obligación de rendir cuentas en los términos del artículo 205, párrafo segundo del Decreto Ley 1757/56 (Ley de Contabilidad), a los productores hortícolas y florícolas del cinturón verde santafesino, destinatarios de la ayuda económica no reintegrable, establecida en el Decreto Nº 3896/03.

Artículo 2º - Quedan comprendidos en la excepción establecida en el artículo 1º de ésta ley, los productores hortícolas y florícolas cuyas explotaciones sufrieron daño por la catástrofe hídrica en la ciudad de Santa Fe y zonas aledañas, comprendidos en el censo implementado por la Dirección General de Administración del Ministerio de la Producción ( ex - M.A.G.I.C.) y la Asociación de Pequeñas y Medianas Empresas (APyME) Delegación Recreo y Zona y Sociedad de Quinteros de Santa Fe ( artículo 2º-Decreto Nº 3896/03). 

Artículo 3º - Déjase sin efecto todo requerimiento y/o intimaciones efectuadas a los productores hortícolas y florícolas referidos en esta ley, en virtud de la obligación de la rendición de cuentas en los términos y condiciones establecidos en los artículos 203, 218, 219 y 222 de la Ley de Contabilidad–Decreto Ley Nº 1757/56.

Artículo 4º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

El objetivo de este proyecto, es el de imponer la equidad al tratamiento de hechos similares contemplados y reglados por normas diferentes.

Como es de público conocimiento, el Gobierno Provincial, en virtud de la catástrofe hídrica producida a principios del año 2003 que afectara a la ciudad de Santa Fe y sus zonas aledañas, estimó necesario concurrir en auxilio de sectores afectados por la misma.

Así lo hizo con los sectores del comercio, industria y servicios ubicados en localidades que se vieron seriamente afectadas por el desborde producido por el Río Salado a fines del mes de abril y principio de mayo del 2003. A tal efecto remite a la Legislatura el Mensaje Nº 2634 en fecha 29 de julio de 2003, a fin de que se le otorgue una ayuda económica no reintegrable y sin obligación de rendir cuentas, establecida en el Decreto Nº1804/03.

El referido Mensaje es sancionado como Ley Nº 12.294 en el mes de junio del 2004, donde se establece la excepción de la obligación de rendir cuentas a los destinatarios de la ayuda económica no reintegrable, perteneciente a los sectores de la Industria, Comercio y Servicios ubicados en las zonas descriptas en dicha ley y afectados por las inundaciones, conforme la obligación estipulada por la Ley de Contabilidad Provincial.

La Ley Nº 12.294 viene a cumplir con lo establecido en el artículo 11 del Decreto Nº 1804 de fecha 11 de julio de 2003, dictado por el Poder Ejecutivo, o sea, dar la debida aprobación a la excepción de rendición de cuentas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 205 del Decreto Ley Nº 1757/56 (Ley de Contabilidad).

En el mismo contexto el Poder Ejecutivo en noviembre del 2003, dicta el Decreto Nº 3896, en el cual se determina un aporte económico no reintegrable a los productores hortícolas y florícolas del cinturón verde santafesino cuyas explotaciones sufrieron daños por la catástrofe hídrica producida por el desborde del Río Salado y por los mismo motivos que las normas mencionadas anteriormente. Pero dicho aporte económico está sujeto a rendición de cuentas por parte de los beneficiarios, atento a lo establecido por la Ley de Contabilidad mencionada precedentemente.

Considerando, que con esta iniciativa parlamentaria, se quiere equiparar los beneficios obtenidos por los sectores productivos que han sido afectados por la catástrofe hídrica del Río Salado, y evitar que se genere desigualdad y trato discriminatorio a los sectores afectados, es que solicitamos a nuestros pares nos acompañen en la aprobación del presente proyecto de ley.
Bonfatti – Lamberto

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general y en particular por constar de un solo artículo.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El proyecto recibe sanción definitiva y se comunica al Poder Ejecutivo.
9.9 Ley 3456 (Cód. Fiscal): modif. art. 139 – Ley Impositiva 3650: modif. art. 7º

(Proyecto de ley – Vuelve a comisión)

SR. RITTER EÍ "UCR RITTER, Oscar" .– Pido la palabra.


Respecto a la preferencia Nº 40 (Expte. N° 13.903 – SEN, venido en revisión), sé que no ha tenido dictamen. Entendiendo que este proyecto caduca en este período, quería manifestar mi preocupación, ya que fue tratado en distintas comisiones y dictaminado por unanimidad en las de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda, lo que indicaría, quizás, algún grado de consideración, principalmente en lo que son clínicas, sanatorios y droguerías, en la alícuota de ingresos brutos, entre otras cosas. 


Simplemente, quiero dejar constancia de que, nuevamente, en la Provincia de Santa Fe ponemos condiciones de excepcionalidad con respecto a este tema. Son medidas que se tendrían que haber analizado con mayor profundidad y haberle dado una respuesta al problema. 


Lamento mucho que este tema no se pudo concluir en el período ordinario. Haciendo esta salvedad, simplemente, me parecía prudente –al menos de nuestra parte, que apoyamos esta iniciativa, que no es nuestra sino del oficialismo– realmente considerarla. 

9.10 Estado contable, financiero y patrimonial de la Mutual Ben Hur de Rafaela: informes

(Proyecto de comunicación – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. RIESTRA EÍ "ARI RIESTRA, Antonio" .– Pido la palabra.


Con respecto a la preferencia Nº 20 (Expte. Nº 15.890 – ARI), tiene despacho de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, faltaría el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, por lo que solicito se renueve la preferencia para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Riestra. 

–
Resulta afirmativa.

9.11 Preferencias sin dictamen

(Renovación por igual número de comisiones que faltan dictaminar)

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Con respecto a las demás preferencias que no cuentan con dictamen de comisión, siguiendo el precedente de otras sesiones, se va a votar la renovación de todas ellas por la cantidad de sesiones en igual número a las comisiones que falte dictaminar, con excepción de las que sean proyectos de ley, porque en esos casos depende de que el Poder Ejecutivo habilite su tratamiento en el período extraordinario.

· Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, la renovación abarca los siguientes expedientes:

Expte. Nº 15.889 – ARI.

Expte. N° 15.043 – DB.

Expte. N° 14.876 – SEN, venido en revisión.

Expte. N° 15.839 – UCR.

Expte. N° 15.998 – UCR.

Expte. N° 15.999 – UCR.

Expte. N° 14.447 – DB.

Expte. N° 14.428 – ARI.

Expte. Nº 16.029 – DB.

Expte. N° 13.038 – UCR.

Expte. N° 13.236 – SEN, venido en revisión.

Expte. N° 14.047 – DB.

Expte. N° 13.060 – DB, en tratamiento en conjunto con el Expte. Nº 13.349 – UCR.

Expte. N° 14.275 – DB.

Expte. N° 14.267 – UCR.

Expte. Nº 16.072 – BS.

Expte. Nº 16.079 – ARI.

Expte. N° 15.606 – UCR.

Expte. N° 15.771 – SEN, venido en revisión.

Expte. N° 16.041 – BS.

Expte. N° 13.568 – ARI.

Expte. N° 14.256 – PJ.

Expte. N° 12.285 – PJ, en tratamiento en conjunto con los Exptes. Nº 13.639 – ARI, Nº 13.695 – UCR y Nº 13.708 – PJ.

Expte. N° 13.903 – SEN, venido en revisión.

Expte. N° 14.642 – PJ.

Expte. N° 13.570 – PJ.

Expte. N° 11.949 – BER, en tratamiento en conjunto con el Expte. Nº 11.955 – UCR.

Expte. N° 12.970 – DB.

Expte. N° 13.704 – PPS.

10 solicitud de reconsideración

10.1 Plan de pago con facilidades a deudores morosos de la EPE

(Proyecto de ley – Girado a comisión)

SR. REUTEMANN EÍ "PJ REUTEMANN, Roberto" .– Pido la palabra.


Solicito la reconsideración del Expte. Nº 15.996 – DB, proyecto ley por el cual se dispone que la Empresa Provincial de la Energía ofrezca un plan de pago con facilidades a deudores morosos de facturaciones por suministro de energía eléctrica, a fin de que sea girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, porque hay legisladores que me han hecho sugerencias que creo importante contemplarlas.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se va a votar la moción de reconsideración del proyecto de ley, Expte. Nº 15.996 – DB, con la indicación del señor diputado.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consecuencia, el proyecto es girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

11 ORDEN DEL DÍA

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Corresponde considerar el Orden del Día Nº 23.


El asunto Nº 1 ya fue tratado.

–
Ver punto 5.4.

11.1 Previsión presupuestaria para creación de cargos de asesores de menores: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 2.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.805 – BER), autoría de la diputada Peralta, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, informe si se encuentra contemplado para el Presupuesto 2006/2007 la creación de nuevos cargos de Asesores de Menores establecidos en el Capitulo VII – de la Ley Orgánica de Tribunales (Ley 10.160 T.O. por Decreto 46/98 B.O 17 de febrero de 1998); y, luego de los estudios realizados, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. N° 15.805 – BER\: Previsión presupuestaria para creación de cargos de asesores de menores\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, informe si en el Proyecto de Presupuesto para el Ejercicio 2006, se encuentran previstas las partidas necesarias para la creación de nuevos cargos de Asesores de Menores.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2005.

Peirone – Qüesta – Cecchi – Marcucci – Maguid – Liberati

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.805 – BER), autoría de la diputada Peralta, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo disponga informar si se encuentra contemplado para el Presupuesto 2006/2007 la creación de nuevos cargos de Asesores de Menores establecidos en el Capítulo VII de la Ley Orgánica de Tribunales (Ley 10.160 – t.o. por Decreto 46/98 B.O. 17-02-98). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir al texto aprobado por la misma, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 16 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Liberati – Benas – Lamberto – Kilibarda – Mascheroni

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, informe si se encuentra contemplado para el Presupuesto 2006/2007 la creación de nuevos cargos de Asesores de Menores establecidos en el Capitulo VII – de la Ley Orgánica de Tribunales (Ley Nº 10.160 TO por Decreto Nº 46/98 BO 17 de febrero de 1998)


Si de encontrarse contemplados se han establecido los nombramientos de los cargos en los asientos de los Distritos Judiciales 1 y 2 de la Provincia.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente 


Dado a la gran cantidad de causas penales que se encuentran radicadas en los juzgados de menores de Rosario y Santa Fe contando con un solo asesor de menores para una excesiva cantidad de causas es de imperiosa necesidad el nombramiento de nuevos cargos de asesores de menores, puesto que el caudal de causas existentes imposibilitan que un solo asesor pueda humanamente hacerse cargo de modo eficaz de los deberes y atribuciones fijados por ley.


Conforme surge de las reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores. 15. Asesoramiento jurídico y derechos de los padres y tutores establece: “15.1. El menor tendrá derecho a hacerse representar por un asesor jurídico durante todo el proceso o a solicitar asistencia jurídica gratuita cuando esté prevista la prestación de dicha ayuda en el país”.


El asesor de menores es un letrado cuya competencia es la defensa judicial de los intereses del menor, en virtud de ello es parte legítima y esencial en todos los juicios donde intervenga el menor, bajo pena de nulidad de los procedimientos donde ellos no actuasen, pero como sin embargo, esa nulidad puede ser subsanada por la intervención posterior del asesor en el juicio, mediante la ratificación de lo actuado, esa es la función a que se reduce su intervención, es decir en ratificar lo actuado, como se puede fácilmente colegir no puede humana ni seriamente un solo asesor, atender eficazmente cientos y cientos de causas, como ocurre por ejemplo en el asiento judicial del segundo distrito.


Por todo lo expuesto solicito a mis pares me acompañen en la presentación del presente proyecto de comunicación.
Mónica Peralta

SR. PRESIDENTE (Barrera) .– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.2 Previsión presupuestaria para creación de cargos de fiscales de menores: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 3.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.806 – BER), autoría de la diputada Peralta, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, informe si se encuentra contemplado para el presupuesto 2006/2007 la creación de nuevos cargos de Fiscales de Menores establecidos en el Capitulo VIII – de la Ley Orgánica de Tribunales (Ley 10.160 T.O. por Decreto 46/98 B.O 17 de febrero de 1998); y, luego de los estudios realizados, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. N° 15.806 – BER\: Previsión presupuestaria para creación de cargos de fiscales de menores\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, informe si en el Proyecto de Presupuesto para el Ejercicio 2006, se encuentran previstas las partidas necesarias para la creación de nuevos cargos de fiscales de menores.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2005.

Peirone – Qüesta – Cecchi – Marcucci – Maguid – Liberati

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.806 – BER), autoría de la diputada Peralta, por el cual se solicita que se informe si se encuentra contemplado para el Presupuesto 2006/2007 la creación de los cargos de Fiscales de Menores previstos en el Capítulo VIII de la ley Orgánica de Tribunales (Ley 10.160 – t.o. decreto 46/98). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, ésta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 16 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Liberati – Benas – Lamberto – Kilibarda – Mascheroni

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, informe si se encuentra contemplado para el Presupuesto 2006/2007 la creación de los cargos de Fiscales de Menores previstos en el Capítulo VIII de la Ley Orgánica de Tribunales (Ley Nº 10.160 TO por Decreto Nº 46/98 BO 17 de febrero de 1998).


Si de estar contemplados los nombramientos para desempeñar los cargos, se han establecido en todas las sedes de los distritos judiciales determinados en la mencionada ley.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


Dada la inexistencia de Fiscales de Menores en los juzgados de nuestra Provincia, estando esta figura establecida dentro de la Ley Orgánica de Tribunales (Ley Nº 10.160), como así también en el Código Procesal de Menores en (Ley Nº 11.475) el cual en el Capítulo III –Procedimiento en lo Penal Sección Primera – Función Policial establece en el artículo 54: “El funcionario de policía que tenga conocimiento de un delito en el que estuviera involucrado un menor de edad, debe comunicarlo al juez de menores inmediatamente y, dentro del las 24 horas, al Asesor de Menores. Si se tratare de un menor punible, también lo comunicará inmediatamente al Fiscal de Menores. Si el menor fuera aprehendido, se comunicará tal circunstancia a sus padres, tutor o guardadores en el término de dos horas”.


Las fiscalías para mayores, están abarrotadas y colapsadas debido a la gran cantidad de causas que deben atender puesto que llegan a ellas las causas penales que por cierto son cuantiosas, además de los casos civiles en los que deben intervenir, también éstas son hoy las encargadas de las funciones establecidas en el Art. 150 y concordantes de la LOPJ.


Corresponde atento a la singularidad de la materia y la necesidad de especialización en la misma, fiscales exclusivos para atender causas de menores, sabemos que es el Ministerio Fiscal el que debe velar por la defensa de los derechos que a los menores como la vigilancia de las actuaciones que deban efectuarse en su interés y la observancia de las garantías del procedimiento, para lo cual dirigirá personalmente la investigación de los hechos.


De acuerdo a las reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores y a la Convención de los Derechos del Niño se desprende que detrás de la noción de derechos humanos está la idea de que todos los niños/as gozan de los derechos consagrados para los seres humanos y que es deber de los Estados promover y garantizar su efectiva protección igualitaria.


Por todo lo expuesto solicito a mis pares me acompañen en el presente proyecto de comunicación.

Mónica Peralta

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Los asuntos Nº 4 y 5 ya fueron tratados.

–
Ver puntos 5.10 y 5.11.

11.3 Solución a situación de los prestadores privados de salud

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 6.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 15.888 – PJ), del diputado Pividori, por el cual se solicita disponga gestionar ante el Gobierno Nacional, su intervención a los efectos de dar solución a la grave situación por la que atraviesan los prestadores privados de salud, y, por las razones que dará el miembro informante, aconsejamos prestéis aprobación al siguiente texto:


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, solicite al Gobierno Nacional su intervención a los efectos de dar solución a la grave situación por la que atraviesan los prestadores privados de salud, implementando políticas tendientes a normalizar el funcionamiento del sector, teniendo en cuenta:

· Recomposición de honorarios y aranceles profesionales y sanatoriales.

· Pago de deudas que se mantienen con PAMI y demás obras sociales.
· Disminución de carga tributaria.

Sala de Comisión, 9 de noviembre de 2005.

Pividori – Bonfatti – Cavuto – Sánchez

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.888 – PJ), autoría del diputado Pividori, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo disponga gestionar ante el Gobierno Nacional su intervención a los efectos de dar solución a la grave situación por la que atraviesan los prestadores privados de salud. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ésta ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "zlExpte. Nº 15.888 – PJ: Solución a situación de los prestadores privados de salud" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, solicite al Gobierno Nacional su intervención a los efectos de dar solución a la grave situación por la que atraviesan los prestadores privados de salud, implementando políticas proactivas tendientes a normalizar el funcionamiento del sector.

Sala de Comisión, 17 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Liberati – Benas – Lamberto – Mascheroni – Dehesa – Pezz – Dalla Fontana

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, solicite al Gobierno Nacional su intervención a los efectos de dar solución a la grave situación por la que atraviesan los prestadores privados de salud asumiendo una actitud proactiva, en defensa del sector.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Ante los reiterados reclamos que desde las organizaciones que agrupan a los trabajadores de este sector, es que el Concejo Municipal de Reconquista dicta la Resolución Nº 2.288/05 que hoy da sustento a este proyecto de comunicación.


Por entender la salud como un derecho al cual deben tener acceso todas las personas y que es además un bien social en el cual todos deben participar. Como también habiendo tomado conocimiento que durante el mes próximo pasado se realizaron medidas de fuerza cuyo objetivo era el de poner en conocimiento de las autoridades el problema de los efectores que cada vez más se agrava debido a que no se producen los reacomodamientos económicos necesarios.


El reclamo en esta oportunidad se ha centrado en un mayor aumento de presupuesto para el sector, recomposición de salarios, honorarios y aranceles profesionales y sanatoriales, aumento de los aranceles profesionales e institucionales etc. Debemos tener en cuenta que al hablar de recomposición y aumento de aranceles hace casi más de una década que esto no se produce como resultado de la desregulación sobre el sistema, lo que ha conllevado al desfinanciamiento del sistema y como lógica consecuencia se han producido el cierre de gran cantidad de instituciones de salud, poniendo de esa manera al límite de su superficie al resto.


También debemos tener en cuenta que casi 200.000 (doscientos mil) trabajadores, son empleados por este sistema sin contar a prestadores los cuales ven peligrar sus fuentes de trabajo, debido a que el Estado nacional obliga a los empleadores a ajustar los salarios, cuya legitimidad no se cuestiona, sin tener en cuenta esta situación el congelamiento de los ingresos.


Por otro lado y haciendo un análisis serio no existe concordancia entre la desregulación que por un lado otorga el Estado en lo referente a honorarios y aranceles profesionales y sanatoriales, por un lado, con la actitud regulatoria que ejerce en la política salarial del personal en relación de dependencia que corresponde a este sistema. Es por ello que se deben adoptar todas las medidas necesarias para poner nuevamente en sintonía estos dos aspectos de este tema tan delicados por tocar un tema tan sensible como lo es la salud de todos los habitantes del país.


Por ello es que ante nuevos reclamos por parte de los sectores sindicales que solicitan incrementos en materia salarial y adoptando una actitud de previsión es que se solicita la inmediata injerencia en este asunto de las autoridades nacionales debido al serio riesgo que corre la continuidad de las fuentes laborales por los problemas antes mencionados.


Por lo expuesto, y en la convicción de que adoptar medidas de manera proactiva en defensa de este sector prevendrá conflictos en materia de salud, tema tan sensible a toda la población, es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

José Pividori

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.4 Campañas de prevención sobre tabaquismo y alcoholismo: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 7.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 15.905 – BER), de la diputada Peralta, por el cual se solicita disponga informar si se están realizando campañas de prevención sobre tabaquismo y alcoholismo, y, por las razones que dará el miembro informante, aconsejamos prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. Nº 15.905 – BER\: Campañas de prevención sobre tabaquismo y alcoholismo\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Salud, informe:

1. Si en la provincia se están realizando campañas de prevención sobre tabaquismo y alcoholismo.

2. De realizarse, a que población están particularmente dirigidas.

3. Qué presupuesto destina el Ministerio de Salud al tratamiento de estas enfermedades en los efectores públicos.

4. Qué cantidad de pacientes por año son atendidos a raíz de estas problemáticas.

5. Si trabaja conjuntamente con otros Ministerios y/o Secretarias de la Provincia.

6. Si en los efectores públicos provinciales existen políticas de prevención sobre las adicciones al alcohol y al tabaco.

Sala de Comisión, 9 de noviembre de 2005.

Pividori – Bonfatti – Cavuto – Sánchez

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.905 – BER), autoría de la diputada Peralta, por el cual se solicita que se informe si se están realizando campañas de prevención sobre tabaquismo y alcoholismo. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ésta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 16 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Liberati – Benas – Lamberto – Kilibarda – Mascheroni

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud informe:

1. Si en la Provincia se está/n realizando campaña/s de prevención sobre tabaquismo y alcoholismo.

2. De realizarse, a que población etaria está/n particularmente dirigida/s.

3. Qué presupuesto destina el Ministerio de Salud al tratamiento de estas enfermedades en los efectores públicos.

4. Cuál es el costo del tratamiento por paciente atendido por causa del tabaquismo y/o alcoholismo

5. Qué cantidad de pacientes por año son atendidos a raíz de esta problemática.

6. Si trabaja conjuntamente con otros Ministerios y/o Secretarías de la Provincia.

7. Si en los efectores públicos provinciales existen políticas de prevención sobre las adicciones al alcohol y al tabaco.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


En la actualidad los jóvenes cada vez comienzan a consumir alcohol a más temprana edad, reflejando el ideario social y siguiendo los modelos culturales, buscando diversión mediante el consumo de alcohol, desde este punto de vista el problema no sólo es de los jóvenes, el alcohol entonces, es una herramienta, un elemento que el mercado ofrece.


Por este motivo es tan importante la prevención, porque el alcoholismo es un tipo de drogadependencia socialmente admitida.


Según datos del diario La Capital del 31/10/05, los estudios realizado por el Observatorio Argentino de Drogas, dependiente del Cedronar, casi el 20% de los pacientes que asisten a las salas de emergencia han consumido en las últimas 6 horas alguna sustancia psicoactiva. La prevalencia del consumo del alcohol es la mayor presencia y tiene el 13,9%.


El alcoholismo es una enfermedad crónica producida por el consumo incontrolado de bebidas alcohólicas, lo cual interfiere en la salud física, mental, social, familiar, así como en las responsabilidades laborales.


Hay dos tipos de dependencia en esta adicción la física y la psicológica, la dependencia física se revela por sí misma, cuando se interrumpe la ingesta de alcohol, con síntomas muy claros como la necesidad cada vez mayor de consumir alcohol, por otro lado hay una mayor predisposición a contraer enfermedades asociadas a su consumo, asimismo la tolerancia al consumo de alcohol en cantidades cada vez más importantes, en el periodo posterior al de tolerancia aparecen los lapsus de memoria. Más tarde aparece la falta del control de beber, y la persona afectada no puede permanecer sin beber, lo necesita para desarrollar su vida diaria. Con respecto a los factores psicológicos se incluyen la necesidad de consuelo para la ansiedad, conflictos en las relaciones personales, baja estima personal, etc.


El efecto directo del alcohol en el sistema nervioso son la depresión, como resultado de la disminución de la actividad, la ansiedad, tensión e inhibiciones. Incluso un pequeño nivel de alcohol dentro del cuerpo enlentece las reacciones. La concentración y el juicio empiezan a empeorar. En cantidades excesivas, el alcohol produce una intoxicación y envenenamiento, también afecta a otros sistemas corporales. Puede aparecer una irritación del tracto gastrointestinal con erosiones en las paredes del estómago debidas a las náuseas y vómitos. Las vitaminas no se absorben bien, y esto ocasiona deficiencias nutricionales en los alcohólicos de larga evolución.


También ocasiona problemas en el hígado (cirrosis hepática). El sistema cardiovascular se ve afectado por cardiopatías. El consumo de alcohol durante el embarazo puede causar problemas en el desarrollo del feto, produciendo el llamado síndrome fetal del alcohol.


No hay una causa definida del alcoholismo pero hay factores que pueden jugar un papel en su desarrollo. Es más probable el desencadenamiento de un alcoholismo en las personas con algún familiar alcohólico que en otras que no lo tienen. El problema más serio de los bebedores son las complicaciones físicas y mentales. Algunas personas son capaces de conseguir un control sobre su dependencia en las fases tempranas antes de la total pérdida del control.


Otro de los tipos de drogadependencia permitidas socialmente es la adicción al tabaco pues no sólo es "un hábito", ya que el hecho de fumar tabaco cumple con todos los criterios que definen al consumo de una sustancia como tal: existencia de tolerancia, dependencia, síndrome de abstinencia en ausencia de la misma y comportamiento compulsivo.


La dependencia que genera el hábito de fumar se presenta en diversos aspectos a saber, la dependencia física, provocada directamente por la nicotina y es la responsable del síndrome de abstinencia. Dependencia psicológica, el hábito de fumar se ha convertido en una compañía en todo tipo de situaciones, después de las comidas, con el café, al hablar por teléfono, etc., y al fumador le parece imposible cambiar esta relación.


Dependencia social, el fumar sigue siendo un acto social, se hace en grupos, en ciertas reuniones de ocio, tras cenas con los amigos, y sobre todo sigue siendo un hábito que distingue a ciertos grupos de adolescentes dándoles un valor social de rebeldía y de madurez malentendidos.


El máximo responsable de la dependencia es la nicotina, sustancia con un gran poder de adicción similar al de otras drogas como la heroína o cocaína.


La nicotina es un estimulante y un sedante del sistema nervioso central, que produce síntomas de abstinencia al dejarlo. El más habitual es el dolor de cabeza, pero suelen aparecer los siguientes: Ansia de fumar, dolor de cabeza, mareos y vértigo, irritabilidad, temblor interior, falta de concentración, temblor de manos, pérdida de apetito, dolor de ojos, nauseas, vómitos, cambios de sabor, ansiedad para comer, contracciones musculares, cansancio, debilitamiento sudor de manos y hormigueos en la piel, el consumo de tabaco constituye la principal causa de enfermedades evitables como las cardiovasculares, o diversos casos de cáncer de pulmones laringe o faringe, etc. siendo esta causa de mortalidad prevenible tomándose los recaudos, evitando su consumo


Por todo lo expuesto solicito a mis pares me acompañen en la presentación del presente proyecto de comunicación.

Mónica Peralta

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Los asuntos Nº 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, ya fueron tratados.

–
Ver puntos 5.12; 5.13; 5.14; 5.15; 5.16; 5.17; 5.18 y 5.19.

11.5 Contrato de concesión para explotación de transporte de media y larga distancia en Rosario: informes sobre causa judicial

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 16.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 15.732 – PJ), presentado por los diputados Lagna y Venesia, por el cual se solicita a la Corte Suprema de Justicia de la Provincia, disponga informar respecto del Tribunal Municipal de Cuentas de Rosario (Contrato de Concesión entre la Municipalidad de Rosario y la Asociación de Concesionarios de la Estación de Ómnibus M. Moreno – ACETOMM), para la explotación del transporte de media y larga distancia; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis vuestra aprobación.


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que la Corte Suprema de Justicia, informe acerca del expediente radicado en el Juzgado de Instrucción de Segunda Nominación de los Tribunales de la ciudad de Rosario, originado en la denuncia de un concejal del Concejo Municipal de Rosario, acerca de presuntas irregularidades que se desprenden del Dictamen Nº 183 del 19 de agosto de 2003 del Tribunal Municipal de Cuentas de esa ciudad, que analiza el contrato de concesión y su cumplimiento, entre la Municipalidad de Rosario, gestión del ex intendente Hermes Binner, y la Asociación de Concesionarios de la Estación de Omnibus Mariano Moreno (Acetomm) para la explotación de la citada terminal de transporte de media y larga distancia e informe lo siguiente:
1. Estado actual de la causa de referencia.

2. En su caso, disponga, si fuera pertinente, la remisión de copias de dichas actuaciones a esta Cámara de Diputados.

Sala de Comisión, 9 de noviembre de 2005.

Pesaresi – Vázquez – Tibaldo – Cavuto

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.732 – PJ), autoría de los diputados Venesia y Lagna, por el cual se solicita que se informe respecto del estado de la causa relacionada con el dictamen 183 de fecha 19-08-03 del Tribunal Municipal de Cuentas de Rosario (contrato de concesión entre la Municipalidad de Rosario, gestión del ex – intendente Hermes Binner y la Asociación de Concesionarios de la estación de ómnibus M. Moreno) (ACETOMM), para la explotación del transporte de media y larga distancia. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Asuntos Comunales, ésta ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "zcExpte. Nº 15.732 – PJ\: Contrato de concesión para explotación de transporte de media y larga distancia en Rosario\: informes sobre causa judicial" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que la Corte Suprema de Justicia, remita copia de la causa en trámite en el Juzgado de Primera Instancia de Distrito en lo Penal de Instrucción de la Segunda Nominación, Distrito Judicial Nº 2 con asiento en la ciudad de Rosario, relacionado con el contrato celebrado entre la Municipalidad de Rosario y la Asociación de Concesionarios de la Estación de Ómnibus Mariano Moreno (Acetomm), referente a la explotación de la referida terminal de transporte de media y larga distancia.

Sala de Comisión, 17 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Benas – Dehesa – Dalla Fontana – 

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que la Corte Suprema de Justicia informe acerca del expediente radicado en el Juzgado de Instrucción de Segunda Nominación de los Tribunales de la ciudad de Rosario, originado en la denuncia de un concejal del Concejo Municipal de Rosario, acerca de presuntas irregularidades que se desprenden del Dictamen Nº 183 del 19 de agosto de 2003 del Tribunal Municipal de Cuentas de esa ciudad, que analiza el contrato de concesión y su cumplimiento, entre la Municipalidad de Rosario, gestión del ex intendente Hermes Binner, y la Asociación de Concesionarios de la Estación de Omnibus Mariano Moreno (Acetomm) para la explotación de la citada terminal de transporte de media y larga distancia e informe lo siguiente:
1.- Estado actual de la causa de referencia.

2.- En su caso, disponga, si fuera pertinente, la remisión de copias de dichas actuaciones a esta Cámara de Diputados.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Los recientes hechos de dominio público, referidos a la prescripción de causas judiciales relacionadas a sonados casos de presuntos hechos de corrupción en diversos ámbitos de la administración del Estado, como por ejemplo la Causa Fibraca, que involucró a funcionarios y empresarios en el ámbito municipal de la ciudad de Rosario, nos hacen tomar conciencia de la responsabilidad de todos los poderes públicos respecto al seguimiento y la prosecución, con el final de absolución o condena que estos hechos merecen y no con la difusa responsabilidad que marca la caducidad de las actuaciones judiciales por el mero paso del tiempo.

Nuestro deber es, entonces, solicitar a través de los medios institucionales que correspondan, el normal trámite de dichos expedientes, para que nunca más sucedan situaciones que hagan mellar aún mas la credibilidad de la sociedad sobre quienes debemos administrar, controlar y legislar para favorecer el normal y transparente funcionamiento de todos los poderes públicos.

El caso que nos ocupa tiene que ver con la denuncia que oportunamente presentó, durante el año 2004, por ante el Juzgado de Instrucción de la Segunda Nominación de los Tribunales de Rosario, el concejal Evaristo Giordano Monti, integrante del Concejo Municipal de la ciudad de Rosario, solicitándole a su señoría investigue en sede judicial lo afirmado por el Dictamen Nº 183 del 19 de agosto de 2003 del Tribunal Municipal de Cuentas de esa ciudad, que analiza el contrato de concesión y su cumplimiento, entre la Municipalidad de Rosario, gestión del ex intendente Hermes Binner, y la Asociación de Concesionarios de la Estación de Ómnibus Mariano Moreno (Acetomm) para la explotación de la citada terminal de transporte de media y larga distancia.

Un tiempo después de presentada la denuncia, que tuvo estado público a través de los medios de comunicación de la ciudad de Rosario, el concejal Monti ratificó ante la jueza el tenor de la demanda, pero ante la escasa actividad que el expediente habría demostrado es que hacemos saber nuestra preocupación por la marcha de la investigación.

Se acompaña al presente copia del dictamen citado, que según los técnicos integrantes de dicho organismo de control en ese momento, compromete seriamente a la gestión municipal de la ciudad de Rosario, encabezada en esa fecha por Hermes Binner.

Por lo expuesto, solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.
Venesia – Lagna

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.6 Licitación pública para tratamiento de material inerte y operación de planta en Bella Vista, Rosario: informes

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 17.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 15.735 – PJ), presentado por los diputados Lagna, Venesia, Reutemann, Stanoevich y Cura, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo informe si la Municipalidad de Rosario ha cumplimentado con lo prescripto por Resolución N° 128 (Artículo 8°) de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, respecto de la Licitación Pública del Tratamiento de Material Inerte y operación de la planta ubicada en la zona de Bella Vista; y, por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis vuestra aprobación.

 EÍ "zcExpte. Nº 15.735 – PJ\: Licitación pública para tratamiento de material inerte y operación de planta en Bella Vista, Rosario\: informes" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, informe si la Municipalidad de la ciudad de Rosario ha cumplimentado lo prescripto por la Resolución Nº 128, (articulo 8), dictada por esa repartición, respecto a la licitación pública referida al tratamiento de material inerte y operación de planta ubicada en la zona de Bella Vista.

Sala de Comisión, 9 de noviembre de 2005.

Pesaresi – Vázquez – Tibaldo – Cavuto

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.735 – PJ), autoría de los diputados Lagna, Venesia, Reutemann, Stanoevich y Cura, por el cual se solicita que se informe si la Municipalidad de Rosario ha cumplimentado con lo prescripto por resolución 128 (artículo 8º) de la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, respecto a la licitación pública referida al tratamiento de material inerte y operación de planta ubicada en la zona de Bella Vista. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Asuntos Comunales, ésta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 17 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Benas – Dehesa – Dalla Fontana – Mascheroni – Pezz

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La problemática del destino de los residuos domiciliarios en la ciudad de Rosario es de larga data. Como es sabido, la planta de tratamiento situada en la localidad de Ricardone que recibe diariamente unas 650 toneladas de basura domiciliaria orgánica producida en Rosario se halla prácticamente saturada.


Pese a que una consultora de Buenos Aires ha iniciado un estudio de gestión integral de residuos para el área metropolitana, el municipio ha decidido actuar, ya que el 5 de octubre próximo está prevista la apertura de sobres de una licitación pública que la Secretaría de Servicios Públicos y Medio Ambiente diagramó para la ampliación de la planta de tratamiento de materiales inertes, (plásticos, chatarra, escombros, vidrios), ubicada en inmediaciones del complejo deportivo de Bella Vista, Canal 3 y Granja de la Infancia.


Ello ha generado preocupación en el seno del Concejo Municipal., ya que algunos ediles creen que en realidad se está operando un relleno sanitario dentro de la ciudad y ahora se lo pretende ampliar, a juzgar por las características técnicas de los pliegos de licitación, similares a las de un relleno sanitario para basura orgánica domiciliaria.


Las habilitaciones de estos centros de tratamiento de residuos cuentan con regulaciones normativas nacionales, provinciales y locales. Así, la Ley Nacional Nº 25.916 en su articulo 18 prescribe un estudio de impacto ambiental previo; similares normas encontramos en la Ley provincial Nº 11.717 y la Resolución Nº 128 de la Secretaría de Medio ambiente y Desarrollo Sustentable, en su articulo 8 que requiere la previa aprobación del estudio de impacto ambiental.


Hete aquí el motivo de nuestra presentación, tendiente a discernir si la Municipalidad de Rosario ha cumplimentado con las exigencias legales precedentes en su propósito de ampliar la planta de tratamiento de residuos ut supra señalada, concretamente si se realizó el estudio de impacto ambiental y si el mismo se encuentra aprobado por el organismo provincial.

Lagna – Venesia – Cura – Stanoevich – Reutemann

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– El asunto Nº 18 ya fue tratado.

–
Ver punto 5.20.

11.7 Navegación por río Paraná de Rosario al norte: informes sobre profundidad y reacondicionamiento señalización

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 19.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 15.585 – PJ), presentado por las diputadas Sánchez, Venesia y los diputados Lagna, Cura y Tibaldo, por el cual solicitan al Poder Ejecutivo, gestione ante el Gobierno Nacional, para que a través del organismo correspondiente, actualice los informes sobre profundidad, así como el reacondicionamiento del sistema de señalización de la ruta de navegación fluvial desde Rosario al norte por el río Paraná; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto que a continuación se transcribe: 

 EÍ "zcExpte. Nº 15.585 – PJ\: Navegación por río Paraná de Rosario al norte\: informes sobre profundidad y reacondicionamiento señalización" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, gestione ante el Gobierno Nacional, para que a través del organismo que corresponda, actualice los informes sobre profundidad, así como el reacondicionamiento del sistema de señalización de la ruta de navegación fluvial, desde Rosario al Norte por el río Paraná.

Sala de Comisión, 22 de setiembre de 2005.

Reutemann – Tibaldo – Cavuto – Dehesa – Ritter – Peirone

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.585 – PJ), presentado por las señoras diputadas Sánchez, Venesia y los señores diputados Lagna, Tibaldo y Cura, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio correspondiente gestione ante el Gobierno Nacional la actualización de los informes sobre profundidad, así como el reacondicionamiento del sistema de señalización de la ruta de navegación fluvial de Rosario al Norte por el río Paraná; y, por las razones expuestas y atento a que cuenta con despacho precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, ha resuelto adherir al mismo.

Sala de Comisión, 10 de noviembre de 2005.

Benítez – Brignoni – Castellani – Pezz

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.585 – PJ), autoría de los diputados Sánchez, Lagna, Venesia, Cura y Tibaldo, por el cual se solicita que se gestione ante el Gobierno Nacional, la actualización de los informes sobre el sistema de señalización de la ruta de navegación fluvial de Rosario al Norte por el río Paraná. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Obras Públicas y de Transporte, ésta ha resuelto adherir al dictamen de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 16 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Liberati – Benas – Lamberto – Kilibarda – Mascheroni

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del ministerio correspondiente gestione ante el Gobierno Nacional la actualización de los informes sobre profundidad, así como el reacondicionamiento del sistema de señalización de la ruta de navegación fluvial de Rosario al norte por el río Paraná.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Como bien saben los miembros de esta Cámara, la realización del reacondicionamiento al sistema de señalización de la ruta de navegación fluvial desde Rosario al norte por el río Paraná, constituye un anhelo de fundamental importancia para el trafico fluvial de la “Hidrovía Paraguay-Paraná”.


La realización de los trabajos solicitados, dejaría preparado el paso fluvial para calados de hasta 10 pies inclusive, desde el puerto de Santa Fe al Norte, mientras se inicien las obras proyectadas por el Grupo Técnico Hidrovía Paraguay-Paraná en el marco del Comité Intergubernamental de la Hidrovía (CIH).


Convencida de que una resolución afirmativa, reflejará el apoyo institucional hacia los entes que comparten la necesidad aquí propuesta, solicito de mis pares la consideración y aprobación del presente proyecto.

Sánchez – Lagna – Venesia – Tibaldo – Cura

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.8 Invitación al Señor Ministro de la Producción (informe sobre gravación con derechos de exportación a la producción láctea)

(Proyecto de resolución – Girado al Archivo)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 20.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha considerado el proyecto de resolución (Expte. N° 15.190 – UCR), presentado por el diputado Ritter, por el cual esta Cámara resuelve invitar al Señor Ministro de la Producción, Ing Roberto Ceretto, a fin de informar sobre gestiones realizadas por el Poder Ejecutivo ante autoridades nacionales, en la Resolución 406 de fecha 22/07/05 del Ministerio de Economía y Producción de la Nación, que grava con derechos de exportación a la producción láctea; y, atento a que el objeto del mismo fue parcialmente cumplido de otra forma, mediando consentimiento por parte del autor, aconsejamos remitir al Archivo este proyecto.

Sala de Comisión, 17 de noviembre de 2005.

Marcucci – Strada – Reynoso – Cecchi – Scataglini

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el dictamen que aconseja el pase al Archivo del proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.9 IV Edición Torneo de Natación 5 Naciones y II Edición Copa Internacional Carlos A. Ramuchio: interés legislativo

(Proyecto de declaración – Girado al Archivo)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 21.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de declaración (Expte. N° 15.636 – PJ), presentado por el diputado Barrera; por el cual ésta Cámara declara de su interés la “IV Edición Torneo de Natación 5 Naciones y II Edición Copa Internacional Carlos a. Ramuchio”, a realizarse en la ciudad de Rosario desde el 07 al 09 de octubre de 2005; y, atento a que la fecha de dicho evento ha transcurrido, ha resuelto su pase a Archivo.

Sala de Comisión, 7 de noviembre de 2005.

Gastaldi – Vázquez – Reutemann – Venesia

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el dictamen que aconseja el pase al Archivo del proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.10 Ley Nº 11.273, art. 13 incs. a y b (regulación del uso de productos fitosanitarios): informe sobre su cumplimiento

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 22.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Agricultura Ganadería ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.873 – PJ), presentado por la diputada Sánchez, por el cual se solicita a través del organismo de aplicación de la Ley 11.273, dentro del plazo de noventa días corridos, proceda a comunicar la nómina de las personas físicas o jurídicas que dieron cumplimiento durante el año 2004 a lo dispuesto por el artículo 13 inciso “a” y “b” de la Ley Provincial registrada bajo N° 11.273; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al proyecto.

 EÍ "zcExpte. N° 15.873 – PJ\: Ley Nº 11.273, art. 13 incs. a y b (regulación del uso de productos fitosanitarios)\: informe sobre su cumplimiento" 

La Cámara de Diputados de la Provincia, solicita al Poder Ejecutivo, para que por intermedio del organismo de aplicación de la Ley 11.273, dentro del plazo de noventa días corridos comunique:

1.- La nómina de personas físicas o jurídicas que dieron cumplimiento durante el año 2004, a lo dispuesto por el artículo 13 inc. “a” y “b” de la Ley Provincial registrada bajo N° 11.273

2.- La nómina de equipos de aplicación terrestre de productos fitosanitarios, utilizados para servicios a terceros, matriculados durante el año 2004.

3.1.- Si durante el año 2004 se realizaron controles sobre la utilización de elementos de seguridad por parte de empleados, dependientes de personas físicas o jurídicas que se dedican a realizar trabajos de pulverización aérea o terrestre por cuenta de terceros utilizando productos fitosanitarios.

3.2.- En caso afirmativo se acompañe la nómina e indique de existir, las observaciones registradas.

Sala de Comisión, 17 de noviembre de 2005.

Marcucci – Strada – Reynoso – Cecchi – Scataglini

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 15.873 – PJ), autoría de la diputada Sánchez, por el cual se solicita que se proceda a comunicar la nómina de las personas físicas o jurídicas que dieron cumplimiento durante el año 2004 a lo dispuesto por el artículo 13 inc. a) y b) de la Ley Nº 11.273 (Regula el uso de productos fitosanitarios). Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Agricultura y Ganadería, ésta ha resuelto adherir al mismo, aconsejando su aprobación.

Sala de Comisión, 23 de noviembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Kilibarda – Liberati – Pezz – Benas

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


El pasado día martes 25 de octubre, asistieron a este recinto alumnos del ciclo polimodal de escuelas pertenecientes a las localidades de Alejandra, Colonia Durán y Romang, todas del departamento San Javier y Los Laureles del departamento General Obligado, dentro del programa de vinculación con la ciudadanía que esta Cámara lleva adelante hace ya casi una década bajo la denominación de “Diputados por un día”. En dicha ocasión, se presento por iniciativa de los alumnos de la Escuela 1.314, anexo Los Laureles una inquietud por el probable uso inadecuado de productos agroquímicos en la zona, que traigo a consideración del Cuerpo a fin de que con su consideración tome estado legislativo.


Es por lo hasta aquí formulado, y lo expresado por los alumnos de la Escuela 1.314, anexo Los Laureles cuya fundamentación fuera oportunamente presentada y que en copia xerográfica acompaño, es que solicito a los señores diputados la consideración del presente proyecto de comunicación y su correspondiente aprobación, convencida en la necesidad de conocer si se esta cumpliendo con el espíritu que inspiro al legislador y que contó con la aprobación de esta Legislatura al sancionarse el día 28 de septiembre de 1995, la ahora ley provincial registrada bajo el Nº 11.273.

Francisca Sánchez

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.11 Reserva “El Yaguarón” de Villa Constitución: inclusión en el Sistema de Áreas Naturales Protegidas

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 23.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 14.990 – DB), autoría de los diputados Urruty, Reynoso, Strada y Benítez, por el cual se solicita que se disponga evaluar incluir en el sistema de áreas naturales protegidas, como reserva privada de uso múltiples, el área conocida como “El Yaguarón” ubicado en jurisdicción del distrito de Villa Constitución, departamento Constitución. Y, atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, ésta ha resuelto aconsejar la probación del proyecto.

 EÍ "zcExpte. N° 14.990 – DB\: Reserva \“El Yaguarón\” de Villa Constitución\: inclusión en el Sistema de Áreas Naturales Protegidas" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de la Secretaría de Estado de Medioambiente y Desarrollo Sustentable, analice la posibilidad de incluir dentro del Sistema Provincial de Áreas Naturales Protegidas, como “Reserva Privada de Uso Múltiple”, al área conocida como “El Yaguarón”, ubicada en el extremo sudeste de la Provincia en jurisdicción del Distrito de Villa Constitución (departamento Constitución), sobre la margen del Paraná y al norte de la desembocadura del Arroyo del Medio.

Sala de Comisión, 28 de setiembre de 2005.

Esquivel – Meotto – Benas – Lamberto – Kilibarda – Dehesa

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 14.990 – DB), autoría de los diputados Urruty, Reynoso, Strada y Benítez, por el cual se solicita que se disponga evaluar incluir en el sistema de áreas naturales protegidas, como reserva privada de uso múltiples, el área conocida como “El Yaguarón” ubicado en jurisdicción del Distrito de Villa Constitución, departamento Constitución; y, atento que el proyecto cuenta con despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ésta Comisión ha resuelto adherir al mismo.

Sala de Comisión, 17 de noviembre de 2005.

Marcucci – Strada – Reynoso – Cecchi – Scataglini

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El área conocida como “El Yaguarón” constituye el refugio más austral de la naturaleza ribereña de la Provincia de Santa Fe. Está situada en el extremo sudeste del departamento Constitución, sobre las márgenes del río Paraná y en la desembocadura del Arroyo del Medio, abarcando una superficie aproximada de 170 Has. El acceso desde la Ruta Provincial Nº 21 se encuentra muy próximo al límite con la Provincia de Buenos Aires.


Este predio es de propiedad privada, y a excepción de la parcela designada según los planos de mensura y subdivisión como R (aledaña al predio de la empresa Acindar) que fuera recientemente vendida a una empresa cordobesa, los titulares de las distintas parcelas que conforman al inmueble, son miembros de la familia Fernández y Larroquete.


El predio posee diferentes ambientes naturales, entre los que resaltan las altas barrancas sobre el Paraná (entre 15 y 20 m) y su bosque, así como los bajíos y selva ribereños. Estos ambientes conforman un área de gran valor paisajístico y rica en materia de flora y fauna.


Presenta gran diversidad y abundancia de aves (acuáticas y no acuáticas), saurios, anfibios, etc., en las zonas cercanas a la costa y en las lagunas del bañado; de especies animales como la nutria, el lobito de río, la comadreja, etc., en los densos matorrales; y de valiosos recursos ictícolas. Al mismo tiempo, también presenta una flora de gran variedad y cantidad, encontrándose juncales costeros en las playas arenosas, matorrales ribereños en suelos más elevados y saucedales ribereños en los suelos más altos, entre los que se alternan especies exóticas producidas por antiguas plantaciones.


El área ha sufrido diferentes intervenciones humanas que dañaron y afectaron el ambiente original. Los bajíos ribereños, naturalmente sometidos a procesos de alta dinámica (por las fluctuaciones del río Paraná y la recepción de elementos subtropicales arrastrados por éste), en este caso en particular, se encuentran afectados por la fuerte presión de la actividad ganadera. El bosque de barranca, por su parte, ha sido degradado por pequeños asentamientos de colonos (principios del siglo XX), posteriormente abandonados (fines del mismo siglo), que fueron quienes efectuaron las plantaciones de especies exóticas.


Además, tanto el área de “El Yaguarón” como las franjas costeras y ambientes naturales que se extienden desde ella hasta los bajíos ribereños del distrito Fighiera (departamento Rosario) –que conforman en total un frente fluvial de 7,5 km.–, se encuentran agredidos por la actividad industrial (de alto impacto, como la siderúrgica), por la actividad portuaria, por los asentamientos humanos sobre la ribera, etc.


No hay que olvidar, incluso, que años atrás, el área de “El Yaguarón” estuvo a punto de convertirse en el sitio para localizar la Zona Franca Santafesina, situación que fue resistida por sus actuales propietarios. Tampoco, que actualmente, se está instalando una nueva planta (la empresa Fiasa), entre esta área y el predio de Acindar, con lo que esa situación vuelve a reeditarse.


Esos hechos han dado como resultado una insularización o segmentación de los ambientes naturales que se desarrollan en esta franja, dentro de la que se incluyen la Isla Pereyra y la Reserva Municipal Isla del Sol (en el departamento Constitución), al tiempo que acarrea efectos irreversibles para su biodiversidad compleja y frágil.


Sabido es que los humedales como el que aquí nos ocupa, en tanto hábitats biológicos de extraordinaria diversidad, son insustituibles como infraestructuras naturales para descontaminar el agua, contener las crecidas y desempeñar otro tipo de funciones útiles para la comunidad, permitiendo mantener el equilibrio entre la naturaleza y la acción humana. Por tanto el futuro de los habitantes, propietarios, agricultores, usuarios de todo tipo, que tienen contacto directo con los humedales, está estrechamente ligado con el de estos hábitats tan valiosos, peculiares y amenazados.


Las áreas naturales protegidas constituyen la última posibilidad de supervivencia de muchas especies de flora y fauna autóctona que no pueden subsistir a las transformaciones que produce el hombre, así como de un paisaje litoraleño caro a nuestros sentimientos e identidad.


Por ello, es necesario iniciar acciones tendientes a asegurar la preservación de este relicto tan singular, actualmente de propiedad privada, como ya se ha hecho en la Reserva Ambiental de la Isla del Sol (creada por Ord. Nº 1.402/93 e incluida en el sistema provincial de áreas de este tipo como reserva municipal, y en el nacional, como Área Protegida con Recursos Manejados IV).


Esto contribuiría además, a crear una red de reservas naturales en el sudeste santafesino–nordeste bonaerense que incorpore áreas naturales protegidas oficiales (provinciales y municipales) y privadas (particulares y empresas) de variada jerarquía, implementando una continuidad en la conservación de estos relictos representativos de biomas originales (selva en galería, bajíos ribereños, bosques de barranca, etc.).


Santa Fe cuenta con un Sistema Provincial de Áreas Naturales Protegidas, regulado por la Ley Nº 12.175/03, quien define a estas áreas como “todo ambiente o territorio que, manteniendo su aspecto original sin alteraciones importantes provocadas por la actividad humana, está sujeta a un manejo especial legalmente establecido y destinado a cumplir objetivos de conservación, protección y/o preservación de su flora, fauna, paisaje y demás componentes bióticos y abióticos de sus ecosistemas” (Art. 3º). Son clasificadas en distintas categorías de manejo, de acuerdo a las modalidades de conservación y de intervención del Estado (Art. 20).


“El Yaguarón” podría ser categorizada como Reserva Privada de Uso Múltiple (Art. 43 a 47), porque se ajusta a esta definición: es un área privada que presenta cierto grado de transformación de su condición natural, dándose una convivencia entre la presencia y actividad productiva del hombre y la supervivencia de ambientes naturales y recursos silvestres.


Para asegurar, entonces, el armónico desarrollo y conservación de su potencialidad productiva, vida silvestre y paisaje, necesita un régimen regulador del uso de sus recursos, que la sujete al control y fiscalización técnica del Estado Provincial, a fin de no dejar esto librado sólo a la buena voluntad de sus propietarios.


Estamos convencidos de que el Estado debe tomar los recaudos necesarios para preservar estos espacios, por lo que la conformación de una reserva ambiental de este tipo podría ayudar sustancialmente.

Urruty – Reynoso – Benítez – Strada

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11.12 Iapos: derivación de afiliados de Carcarañá a Cañada de Gómez o Rosario

(Proyecto de comunicación – Aprobado)
SR. PRESIDENTE (Barrera).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 24.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 15.412 – ARI), de los diputados Gutiérrez, Benas, Strada y Riestra, por el cual se solicita a través del Iapos, se evalúe la posibilidad de que las derivaciones en caso de internaciones, consultas a especialistas y/o traslados para estudios de alta complejidad que deben realizar los afiliados de la ciudad de Carcarañá, departamento San Lorenzo, lo hagan indistintamente en las ciudades de Cañada de Gómez y/o Rosario, y, por las razones que dará el miembro informante, aconsejamos prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zcExpte. Nº 15.412 – ARI\: Iapos\: derivación de afiliados de Carcarañá a Cañada de Gómez o Rosario" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, solicite al Instituto Autárquico Provincial de Obra social (Iapos), la posibilidad de que las derivaciones de internaciones, consultas a especialistas y/o traslados para estudios de alta complejidad que deben realizar los afiliados de la ciudad de Carcarañá, departamento San Lorenzo, Área VIII de Salud Provincial, lo hagan indistintamente en las ciudades de Cañada de Gómez y/o Rosario.

Sala de Comisión, 16 de noviembre de 2005.

Pividori – Tomei – Bonfatti – Cavuto – Sánchez – Baudín – Benítez

Proyecto de comunicación original


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo solicite al Instituto Autárquico Provincial de Obra social (Iapos), la posibilidad de que las derivaciones en caso de internaciones, consultas a especialistas y/o traslados para estudios de alta complejidad que deben realizar los afiliados de la ciudad de Carcarañá, departamento San Lorenzo, Área VIII de Salud Provincial, lo hagan indistintamente en las ciudades de Cañada de Gómez y/o Rosario. Motiva este pedido razones geográficas, económicas y de comunicación diaria entre las localidades mencionadas.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La ciudad de Carcarañá, ubicada en el departamento San Lorenzo a casi 50 km. de la ciudad de Rosario, ante la eventualidad de que los afiliados al Iapos deban internarse, la obra social exige que estos sean derivados desde Carcarañá a la ciudad de San Lorenzo, cabecera del departamento, distante unos 60 km. por la ruta AO 12 o más de 90 km. si se requiere un cambio de colectivos en Rosario.


El traslado vehicular implica no sólo un problema económico, sino que agrega dificultad en la premura que el caso exija en términos de urgencia.


La Asociación de Jubilados y Pensionados Provinciales, delegación Carcarañá, está solicitando se revierta esta situación desde hace tiempo; han recorrido todos y cada uno de los despachos que le indicaron en un trámite total e injustamente burocrático que se enfrenta día a día con el destino de la salud.


Hoy llegan hasta nosotros, los diputados de la Provincia, para que pongamos un poco de justicia ante tanto atropello, por eso solicito que este proyecto sea tratado con urgencia ya que diariamente se encuentra en juego la salud e integridad de los afiliados al Iapos.


Solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.


Adjuntamos al presente proyecto los reclamos y solicitudes realizados por la Asociación de Jubilados y Pensionados Provinciales de la ciudad de Carcarañá, junto con los demás gremios afiliados al Iapos.

Gutiérrez – Benas – Strada – Riestra

SR. PRESIDENTE (Barrera).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

12 Versión Taquigráfica

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Se encuentra a consideración del Cuerpo la versión taquigráfica correspondiente a la sesión de fecha 17 de noviembre de 2005.


Si no se formulan observaciones se dará por aprobada.

–
Resulta aprobada.

13 inasistencias

SR. PRESIDENTE (Barrera).– La Cámara debe considerar las inasistencias con goce de dieta de los señores diputados Baudín, Cavuto y Maguid a la sesión del día de la fecha.


Si no hay observación, se va a votar.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Barrera).– Al no haber más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.

–
Son las 23.

LIC. ALFREDO FEDERICO BARBOZA

A/C DirecCIÓN cuerpo de taquígrafos
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